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El estudio del juicio de amparo es una materia fundamental en la forma-
ción de todo futuro jurista en las aulas universitarias. Este libro tiene 
como destino contribuir a esa labor, en apoyo a los docentes en la ense-
ñanza de dicha institución pilar del sistema jurídico mexicano que,  tras 
las amplias reformas de años recientes (constitucional en 2011 y legal en 
2013), propugna por recuperar la nobleza de otras épocas. 

El contenido temático sigue en mayor medida el programa oficial de 
la materia en la Facultad de Derecho de la unam, institución renombrada 
en la enseñanza jurídica en el país, a la cual tengo el privilegio de perte-
necer desde hace media centuria. No obstante, el contenido resultará 
también de utilidad para toda institución aun cuando se siga otra orga-
nización de temario, en atención a que se estudian las cuestiones fun-
damentales que no pueden faltar en la exposición de la asignatura de 
amparo. 

La obra consta de 18 unidades, cuyo contenido temático se señala 
someramente. La unidad 1 desarrolla cuestiones de teoría de la Constitu-
ción, necesarias como antecedente para estudiar la materia. Se revisan 

Prólogo

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:14.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



xviii             PRÓLOGO

así el concepto de la Carta Magna, además de las nociones de supremacía 
y rigidez, entre otras. La unidad 2 abunda en los sistemas y mecanismos 
de control de la constitucionalidad, por medio del cual se busca poner a 
salvo el sistema constitucional mexicano, así como desecha violaciones 
cometidas contra él por los órganos del poder público, además de repa-
rarlas y en su caso sancionarlas. Igualmente, se estudia la clasificación 
respectiva y se identifica al amparo como un mecanismo de control juris-
diccional concentrado. La unidad 3 abunda en este tópico y se profundiza 
en la doble función del Poder Judicial de la Federación, como garante de 
la Constitución, además de la labor jurisdiccional ordinaria. Asimismo, se 
repasan otros mecanismos de control, como la controversia constitucio-
nal y las acciones de inconstitucionalidad.

La unidad 4 expone los antecedentes históricos y legislativos del jui-
cio de amparo, tanto los principales en el ámbito del orden internacional 
como los nacionales, destacando por supuesto las clásicas influencias en 
México del pensamiento de los célebres Manuel Crescencio Rejón y Ma-
riano Otero; además, se revisa la evolución de la institución en los prin-
cipales documentos constitucionales de la historia de México. 

La unidad 5 entra en materia, al analizar el concepto y naturaleza 
jurídica del amparo. Como es bien sabido, el amparo consiste en un pro-
ceso que se tramita ante la jurisdicción especializada facultada para ello 
por el texto constitucional, y tiene por objeto resolver un litigio de índole 
constitucional, derivado de la eventual violación de los derechos huma-
nos de una persona, cometida por una autoridad pública. El propósito del 
amparo es verificar ese reclamo y en su caso invalidar el acto cuando se 
encuentre con mérito la pretensión del quejoso. Para comprender la natu-
raleza jurídica es fundamental entender la distinción de que el amparo 
abarca dos especies, cada una de ellas con una naturaleza y vía de trami-
tación propias. Así, el juicio de amparo puede tramitarse por la vía di-
recta, en cuyo caso se trata de un recurso extraordinario o llamado 
amparo indirecto, lo cual implica un auténtico proceso autónomo. En 
esta unidad se comenta también la fundamentación constitucional del 
amparo, establecida en la fracc I del art 103 de la Carta Magna.

Por otra parte, la unidad 6 tiene como tema las bases constitucionales 
del juicio de amparo, expresadas en las diversas fraccs del art 107 de la 
Constitución. Cada una de éstas recoge un principio tradicional del juicio 
de garantías, según lo concibieron por los constituyentes a lo largo de la 
historia. Aunque ha habido matices en algunos de tales fundamentos con 
la nueva legislación de 2013, los pilares aún se mantienen firmes. En la 
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Prólogo             xix

exposición se sigue la clasificación común en la doctrina, que distingue 
principios referidos a tres aspectos: la acción, el procedimiento y la sen-
tencia. A la acción la rigen los principios de instancia de parte agraviada, 
agravio personal y directo, y definitividad; el procedimiento lo gobierna 
el principio de prosecución judicial; y la sentencia se ocupa de aplicar los 
principios de relatividad de las sentencias, estricto derecho y suplencia de 
la queja deficiente.

La unidad 7 alude a las partes en el juicio de amparo. Principalmente, 
se describe la intervención ante el órgano jurisdiccional que conducirá el 
proceso, del quejoso, quien es la persona que considera violentados sus 
derechos, contra la autoridad responsable a la cual se le reclama el acto. 
También interviene el tercero interesado, quien suele ser la contraparte 
del quejoso en el proceso original. Asimismo, se precisa que en el nuevo 
régimen de amparo penal la víctima del delito podrá tener carácter tanto 
de quejoso como de tercero interesado cuando el imputado solicite el 
amparo.

En la unidad 8 se revisa una cuestión sumamente técnica, que es de 
gran importancia para la vida práctica del litigante, como las causales 
de improcedencia, tanto las que tienen fundamento constitucional directo 
como las previstas en la ley. A su vez, la unidad 9 se ocupa de otra cues-
tión técnica también muy relevante, como el sobreseimiento. En el caso 
del amparo, la decisión de sobreseimiento tiene como efecto que se fi-
nalice el proceso iniciado con la demanda del quejoso, sin determinar 
el asunto de fondo, esto es, el otorgamiento de la protección por la in-
constitucionalidad del acto reclamado. La unidad 10 revisa algunas figu-
ras procesales relevantes en el juicio de amparo, como la legitimación, la 
personalidad, la representación, los términos y plazos, las notificaciones 
y sus reglas, los incidentes, así como los impedimentos, excusas y recu-
saciones. 

Igualmente, la unidad 11 se ocupa del amparo indirecto y analiza sus 
generalidades, como concepto, fundamento constitucional, órgano juris-
diccional competente y supuestos de procedencia; además, se estudia lo 
relativo al procedimiento, a partir de la redacción y presentación del 
escrito de demanda de garantías, plazo y contenido. Un tema fundamen-
tal es el de los conceptos de violación, en los cuales se precisarán cómo 
y por qué se consideran agraviados los derechos humanos del quejoso. 
La unidad prosigue con la explicación de la substanciación del amparo, 
desde la admisión en su caso hasta la sentencia. 
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xx             PRÓLOGO

La unidad 12 corresponde al estudio del amparo directo, el cual se 
inicia con el comentario de sus generalidades, además de abordar el con-
cepto, fundamento constitucional, antecedentes, órgano jurisdiccional 
competente y supuestos de procedencia, distinguiendo entre los llama-
dos vicios in judicando y los vicios in procedendo. Se estudia también lo 
relativo al procedimiento y empieza con la redacción y presentación del 
escrito de demanda de garantías, plazo y requisitos de contenido. La uni-
dad sigue con la explicación de la substanciación del amparo directo, 
desde la admisión en su caso hasta la sentencia.

En ese orden de ideas, el tema de las sentencias en el juicio de am-
paro se estudia en la unidad 13, donde se analizan el concepto de la ins-
titución y sus principios, entre los cuales destaca la relatividad. Asimis-
mo, se revisan los requisitos tanto de forma como de fondo, además del 
relevante tema de los efectos y lo referente al cumplimiento. 

La unidad 14 se ocupa de la suspensión de los actos reclamados, una 
institución fundamental en el juicio de amparo, por la cual se busca man-
tener viva la materia del amparo, constituida por las situaciones específi-
cas que el agraviado pretende preservar. Dicha suspensión se demanda 
particularmente en actos de consumación irreparable, jurídica y material-
mente, o de actos de difícil reparación jurídica o práctica. El estudio den-
tro de esta unidad distingue la suspensión de oficio y la de instancia de 
parte, así como la tramitación del incidente, según si es amparo directo 
o indirecto. 

La unidad 15 continúa con el análisis de los recursos en el juicio de 
amparo, basado en que en tal juicio de amparo sólo son procedentes tres 
medios de impugnación: recurso de revisión, de queja y de reclamación. 
Asimismo, cuando se trate del cumplimiento de sentencia, se admite el 
recurso de inconformidad. 

La unidad 16 se ocupa de estudiar la jurisprudencia, fundamental en 
el ámbito del amparo y considerada fuente formal del derecho en el sis-
tema jurídico mexicano, que es su naturaleza, la cual se reconoce por la 
doctrina. En un concepto simple, se entiende que la jurisprudencia la in-
tegran aquellos criterios interpretativos establecidos por los órganos judi-
ciales que fijan un sentido o precisan el alcance del texto dado por el 
legislador. 

El estudio de la jurisprudencia dentro de la obra de amparo se basa 
en lo previsto en esta legislación, que prevé las facultades de los órganos 
y los procedimientos para crear jurisprudencia. En principio, se define 
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Prólogo             xxi

que la jurisprudencia se establece por tres métodos: reiteración de crite-
rios, contradicción de tesis y sustitución.

La unidad 17 aborda la cuestión de las responsabilidades en el juicio 
de amparo, según están previstas en la ley de la materia. En el caso del 
juicio de amparo, la responsabilidad de los funcionarios judiciales deri-
vada de la realización de un acto sancionado por la ley puede ser de dos 
tipos principales: administrativa cuando el acto ilícito es una falta que se 
sanciona por vía del procedimiento sancionador funcionarial, o penal 
cuando el acto ilícito se considera expresamente un delito y su persecu-
ción corresponde a las autoridades ministeriales. En dicha unidad se 
estudian los supuestos de responsabilidad administrativa, así como los 
tipos previstos por comportamientos indebidos del quejoso.

Por último, la unidad 18 aborda el tema interesante del amparo agra-
rio, una materia peculiar, que abarca un conjunto de reglas específicas, 
de índole social y protectora, que adecuan la tramitación general del 
amparo a aquellos casos en los cuales están en juego derechos de conte-
nido agrario, con el fin de brindar protección a los núcleos de población 
ejidales, comunales y en general a la clase campesina.

Agradezco a los colegas y alumnos que hayan elegido esta obra como 
medio para  estudiar la institución del amparo, y deseo que aquélla les 
resulte de gran utilidad. 

											         
El autor

Primavera de 2017

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:14.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:14.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



ap, aps	 apartado, apartados
art, arts	 artículo, artículos
cadh	 Convención Americana sobre Derechos Humanos
cfce	 Comisión Federal de Competencia Económica
cfpc	 Código Federal de Procedimientos Civiles
cfr	 confrontar con,  confróntese con
cidh	 Corte Interamericana de Derechos Humanos
cnam	 Comisión Nacional de Arbitraje Médico
cpeum	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
cof	 Código de Procedimientos Federales
dof	 Diario Oficial de la Federación
fracc, fraccs	 fracción, fracciones
ibídem	 allí mismo, en el mismo lugar
ídem	 el mismo,  lo mismo
la	 Ley Agraria
LAmp	 Ley de Amparo 
lfra	 Ley Federal de Reforma Agraria

Abreviaturas y siglas
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xxiv             ABREVIATURAS Y SIGLAS

lopjf	 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
lp	 Ley de Profesiones
mpf	 Ministerio Público Federal
ob cit	 obra citada 
p, pp	 página, páginas
párr, párrs	 parráfo, parráfos
scjn	 Suprema Corte de Justicia de la Nación 
t, ts	 tomo, tomos
tcc	 Tribunal colegiado de circuito
tepjf	 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
unam	 Universidad Nacional Autónoma de México
vol, vols	 volumen, volúmenes
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UNIDAD 1
Teoría de la 

Constitución

1.1  Conceptos de Constitución

Gramaticalmente, el término constitución significa: modo de estar confor-
mada una cosa. Desde el punto vista jurídico, se define a la Constitución 
política como la manera en que está conformada y organizada una na-
ción o Estado. En sentido formal, la Constitución política es tanto el docu-
mento en el cual se contienen las normas relativas a la conformación del 
Estado como la ley fundamental y suprema del Estado; sin ella no se con-
cibe el orden del conglomerado social. Asimismo, tiene carácter de nor-
ma fundamental porque de ella deriva el resto del ordenamiento, que 
encuentra en la Ley Suprema sus límites.

Respecto a las finalidades de una Constitución, según comenta Igna-
cio Burgoa:

Todo ordenamiento constitucional tiene, grosso modo, dos objetivos primor-
diales: organizar políticamente al Estado mediante el establecimiento de su 
forma y de su régimen de gobierno, y señalarle sus metas en los diferentes 
aspectos vitales de su elemento humano, que es el pueblo o nación. En el 
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2             TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

primer caso, la Constitución es meramente política, y en el segundo es 
social en cuanto que, respectivamente, fija las normas y principios básicos 
de la estructura gubernativa del Estado y marca los fines diversos de la en-
tidad estatal.1

A su vez, Carpizo precisa que la palabra constitución posee diversos 
significados: “Cualquier objeto tiene una Constitución. Y desde este pun-
to de vista, cualquier Estado posee una Constitución, que es el conjunto 
de las relaciones que se verifican en esa comunidad, los actos que se 
realizan entre gobierno y pueblo y el logro de un cierto orden que permite 
que se efectúe una serie de hechos que se reiteran”.2

Históricamente, diversos tratadistas han elaborado sus conceptos de 
Constitución. Entre los más influyentes en la doctrina constitucional pue-
den citarse los siguientes: 

•	 Concepto de Lasalle: la suma de los factores reales de poder en una 
nación.

•	 Concepto de Schmitt: conjunto de decisiones políticas del titular del po-
der constituyente, así como decisiones que afectan al ser social.

•	 Concepto de André Hauriou: encuadramiento jurídico de los fenómenos 
políticos.

En todo caso, para que un documento se entienda como Constitución 
política deben establecerse los siguientes aspectos mínimos: a) derechos 
individuales y sociales; b) la organización de un Estado, es decir, su forma 
de gobierno, y c) la manera como existen las relaciones entre los particu-
lares y el Estado.3

En la actualidad, puede hablarse de un concepto complejo de Consti-
tución en tanto ésta excede del ámbito meramente de lo político para ser 
en realidad una Constitución social o político-social. Acerca de la Carta de 
1917, Ignacio Burgoa señala que “el constitucionalismo ha evolucionado 
con la tendencia a ensanchar el ámbito normativo de la Constitución 
jurídico-positiva. Si ésta fue primeramente una Constitución política, en 
la actualidad ha asumido una tónica social, como acontece con la Consti-
tución mexicana de 1917”.

	 1	�Ignacio Burgoa Orihuela (1973), Derecho constitucional mexicano, México, Editorial Porrúa, 
p 320.

	 2	�Jorge Carpizo (1980), Estudios constitucionales, México, unam, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, p 289.

	 3	�Eduardo López Betancourt (2003), Manual de derecho positivo mexicano, 4a ed, México, 
Editorial Trillas, p 46.
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1.2 Partes dogmática y orgánica de la Constitución             3

En esta tesitura, se configura una idea de “Constitución jurídico-
positiva de índole político-social”, la cual se trata del “ordenamiento 
fundamental y supremo del Estado que: a) establece su forma y la de su 
gobierno; b) crea y estructura sus órganos primarios; c) proclama los 
principios políticos y socioeconómicos sobre los que se basan la orga-
nización y teleología estatales, y d) regula sustantivamente y contro- 
la adjetivamente el poder público del Estado en beneficio de los gober-
nados.”4

1.2  Partes dogmática y orgánica de la Constitución

Las constituciones escritas, como la de México, suelen dividirse en dos 
partes: dogmática y orgánica. En la primera se enumeran las antes llama-
das garantías individuales, ahora derechos humanos: en nuestra Cons-
titución, corresponde a los primeros 29 artículos. A su vez, la parte or-
gánica establece la organización y el funcionamiento de los poderes 
públicos; en nuestra Carta Magna la constituyen los artículos restantes.

Dicha separación obedece a fines meramente didácticos, pues un es-
tudio más profundo de nuestra Ley Fundamental revela que existen otros 
artículos dispersos en su texto, fuera del primer título, que corresponden 
a principios de carácter dogmático. Como señala González Flores:

Esta división no debe sujetarse a un estricto rigor, pues cuando se trata de 
su contenido —como ocurre con las garantías individuales en nuestra Cons-
titución— ni están todas las que son ni son todas las que están; además, se 
ha dado por incorporar a su texto, según lo expuesto por Salvador Azuela, 
principios fundamentales a los que se llama agregados constitucionales, que 
no pertenecen a las dos categorías apuntadas.5

Cabe agregar que las constituciones locales pueden o no tener 
declaración de derechos y garantías individuales, es decir, parte dogmá-
tica, pues ésta será innecesaria si las entidades no aumentan los dere-
chos que otorga al gobernado la Constitución federal. Sin embargo, 
deben contar siempre con una parte orgánica: es la única obligación 
que respecto a su contenido procede del ordenamiento supremo. En 

	 4	�Ignacio Burgoa Orihuela, ob cit, pp 375 y 376.
	 5	�Enrique González Flores (1958), Manual de derecho constitucional, México, Librería de 

Manuel Porrúa, pp 18 y 19.

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



4             TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

dicha parte, además de disponer lo necesario para garantizar que se 
respeten las garantías individuales establecidas en la Constitución fede-
ral, deben hacerse efectivas las bases estructurales del Estado mexicano 
que se desarrollan en la Ley Suprema: el principio de división de pode-
res, el sistema democrático y representativo, el voto universal y directo, 
un Estado laico, etcétera.

1.3  Supremacía constitucional

La supremacía de la Constitución se deriva de que es producto del poder 
soberano. Según explica Tena Ramírez, la supremacía responde a que la 
Constitución es expresión de la soberanía y tiene como efecto que la Car-
ta Magna “está por encima de todas las leyes y de todas las autoridades: 
es la ley que rige las leyes y que autoriza las autoridades”. Es el vértice de 
la pirámide del sistema jurídico mexicano, la supremacía expresa la cali-
dad de suprema, “por ser emanación de la más alta fuente de autoridad”, 
en tanto la primacía “denota el primer lugar entre todas las leyes que 
ocupa la Constitución”.6

En el influyente modelo de la pirámide kelseniana, la Constitución es 
la cúspide: se trata de la norma principal, a la cual se subordinan las de-
más. A la par del reconocimiento teórico y doctrinal de que la Ley Funda-
mental es la norma suprema de una nación, el texto constitucional dis-
pone en su art 133 un grupo de normas, del cual se predica la supremacía. 
Este numeral señala que la Constitución, las leyes del Congreso de la 
Unión que de ella emanen y todos los tratados que estén de acuerdo con 
la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República 
con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de la Unión. 

La primera consecuencia es que este conjunto de normas se halla por 
encima de la legislación local y en caso de conflicto, tiene la primacía. 
Así, el numeral 133 establece que los jueces de cada entidad federativa 
se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las dispo-
siciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de las 
entidades federativas.

En cuanto a esta supremacía del derecho de todo el Estado federal 
sobre la legislación local, señala la tesis siguiente:

	 6	�Felipe Tena Ramírez (1964), Derecho constitucional mexicano, México, Editorial Porrúa, p 9.
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1.3 Supermacía constitucional             5

Supremacía constitucional y orden jerárquico normativo, principios de, inter-
pretación del artículo 133 constitucional que los contiene.  En el mencionado 
precepto constitucional no se consagra garantía individual alguna, sino que se esta-
blecen los principios de supremacía constitucional y jerarquía normativa, por los cua-
les la Constitución Federal y las leyes que de ella emanen, así como los tratados cele-
brados con potencias extranjeras, hechos por el presidente de la República con 
aprobación del Senado, constituyen la Ley Suprema de toda la Unión, debiendo los 
jueces de cada Estado arreglarse a dichos ordenamientos, a pesar de las disposiciones 
en contrario que pudiera haber en las constituciones o en las leyes locales, pues inde-
pendientemente de que, conforme a lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Estados que constituyen la República son 
libres y soberanos, dicha libertad y soberanía se refiere a los asuntos concernientes a 
su régimen interno en tanto no se vulnere el Pacto federal, porque deben permanecer 
en unión con la Federación según los principios de la Ley Fundamental, por lo que 
deberán sujetar su gobierno, en el ejercicio de sus funciones, a los mandatos de la 
Carta Magna, de manera que si las leyes expedidas por las legislaturas de los Estados 
resultan contrarias a los preceptos constitucionales, deben predominar las disposicio-
nes del Código Supremo y no las de esas leyes ordinarias, aun cuando procedan de 
acuerdo con la Constitución local correspondiente, pero sin que ello entrañe a favor 
de las autoridades que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales facultades de 
control constitucional que les permitan desconocer las leyes emanadas del Congreso 
local correspondiente, pues el artículo 133 constitucional debe ser interpretado a la luz 
del régimen previsto por la propia Carta Magna para ese efecto.7

Ahora bien, en nuestra doctrina constitucional no se ha puesto en 
duda que la Constitución ocupe el primer lugar jerárquico, pero tampoco 
ha quedado del todo claro cuál es la jerarquía entre las otras normas 
supremas mencionadas, esto es, las leyes federales y los tratados interna-
cionales. La interpretación constitucional se ha orientado paulatinamente 
de una tesis internista, que privilegiaba el derecho nacional, a una tesis 
internacionalista, que privilegia el derecho internacional. 

De este modo, la interpretación vigente realizada por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (scjn) entiende que los tratados internacio-
nales se ubican por debajo de la Constitución y por encima de las leyes 
federales. Tal criterio se refleja en las siguientes tesis aisladas:

Tratados internacionales. Se ubican jerárquicamente por encima de las leyes 
federales y en un segundo plano respecto de la Constitución Federal.  Persisten-
temente en la doctrina se ha formulado la interrogante respecto a la jerarquía de 
normas en nuestro derecho. Existe unanimidad respecto de que la Constitución Fede-

	 7	��Jurisprudencia 180 240 [Tesis: 1a./J. 80/2004], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XX, octubre de 2004, p 264.
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6             TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

ral es la norma fundamental y que aunque en principio la expresión “... serán la Ley 
Suprema de toda la Unión ...” parece indicar que no sólo la Carta Magna es la suprema, 
la objeción es superada por el hecho de que las leyes deben emanar de la Constitu-
ción y ser aprobadas por un órgano constituido, como lo es el Congreso de la Unión y 
de que los tratados deben estar de acuerdo con la Ley Fundamental, lo que clara-
mente indica que sólo la Constitución es la Ley Suprema. El problema respecto a la 
jerarquía de las demás normas del sistema ha encontrado en la jurisprudencia y en 
la doctrina distintas soluciones, entre las que destacan: supremacía del derecho fede-
ral frente al local y misma jerarquía de los dos, en sus variantes lisa y llana, y con la 
existencia de “leyes constitucionales” y la de que será ley suprema la que sea calificada 
de constitucional. No obstante, esta Suprema Corte de Justicia considera que los tra-
tados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente debajo de 
la Ley Fundamental y por encima del derecho federal y el local. Esta interpretación del 
artículo 133 constitucional deriva de que estos compromisos internacionales son asu-
midos por el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades 
frente a la comunidad internacional; por ello se explica que el Constituyente haya 
facultado al presidente de la República a suscribir los tratados internacionales en su 
calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el Senado interviene como represen-
tante de la voluntad de las entidades federativas y, por medio de su ratificación, obliga 
a sus autoridades. Otro aspecto importante para considerar esta jerarquía de los trata-
dos es el relativo a que en esta materia no existe limitación competencial entre la 
Federación y las entidades federativas, esto es, no se toma en cuenta la competencia 
federal o local del contenido del tratado, sino que por mandato expreso del propio 
artículo 133 el presidente de la República y el Senado pueden obligar al Estado mexi-
cano en cualquier materia, independientemente de que para otros efectos ésta sea 
competencia de las entidades federativas. Como consecuencia de lo anterior, la inter-
pretación del artículo 133 lleva a considerar en un tercer lugar al derecho federal y al 
local en una misma jerarquía en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la Ley 
Fundamental, el cual ordena que “Las facultades que no están expresamente concedi-
das por esta Constitución a los funcionarios federales se entienden reservadas a los 
Estados”. No se pierde de vista que en su anterior conformación, este Máximo Tribunal 
había adoptado una posición diversa en la tesis P. C/92, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, número 60, correspondiente a diciembre de 1992, 
página 27, de rubro: “Leyes federales y tratados internacionales tienen la misma jerar-
quía normativa”; sin embargo, este Tribunal Pleno considera oportuno abandonar tal 
criterio y asumir el que considera la jerarquía superior de los tratados, incluso frente 
al derecho federal.8

Tratados internacionales. Son parte integrante de la Ley Suprema de la Unión y 
se ubican jerárquicamente por encima de las leyes generales, federales y loca-
les. Interpretación del artículo 133 constitucional.  La interpretación sistemática 
del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite 

	 8	��Tesis aislada 192 867 [Tesis: P. LXVII/99], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación 
y su gaceta, t X, noviembre de 1999, p 46.
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1.4 Poder constituyente y poderes constituidos             7

identificar la existencia de un orden jurídico superior, de carácter nacional, integrado 
por la Constitución Federal, los tratados internacionales y las leyes generales. Asi-
mismo, a partir de dicha interpretación, armonizada con los principios de derecho 
internacional dispersos en el texto constitucional, así como con las normas y premisas 
fundamentales de esa rama del derecho, se concluye que los tratados internacionales 
se ubican jerárquicamente abajo de la Constitución Federal y por encima de las le- 
yes generales, federales y locales, en la medida en que el Estado mexicano al suscribir-
los, de conformidad con lo dispuesto en la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados entre los Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organiza-
ciones Internacionales y, además, atendiendo al principio fundamental de derecho 
internacional consuetudinario pacta sunt servanda, contrae libremente obligaciones 
frente a la comunidad internacional que no pueden ser desconocidas invocando nor-
mas de derecho interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás, una responsa-
bilidad de carácter internacional.9

Supremacía constitucional y Ley Suprema de la Unión. Interpretación del ar-
tículo 133 constitucional.  A partir de la interpretación del precepto citado, si acep-
tamos que las leyes del Congreso de la Unión a las que aquél se refiere corresponden 
no a las leyes federales sino a aquellas que inciden en todos los órdenes jurídicos 
parciales que integran al Estado mexicano y cuya emisión deriva de cláusulas consti-
tucionales que constriñen al legislador para dictarlas, el principio de “supremacía 
constitucional” implícito en el texto del artículo en cita claramente se traduce en que 
la Constitución General de la República, las leyes generales del Congreso de la Unión 
y los tratados internacionales que estén de acuerdo con ella constituyen la “Ley 
Suprema de la Unión”; esto es, conforman un orden jurídico superior de carácter 
nacional, en el cual la Constitución se ubica en la cúspide y por debajo de ella los tra-
tados internacionales y las leyes generales.10

1.4  Poder constituyente y poderes constituidos

La distinción entre estos dos conceptos se ubica en la teoría constitucio-
nal de influencia estadounidense. Según reseña Tena Ramírez, el poder 
constituyente es precisamente el “autor de la Constitución”, cuya identifi-
cación se requiere por una necesidad lógica, además de actuar con pecu-
liaridades de tiempo y de funciones. El constituyente precede de manera 
cronológica a los poderes constituidos. Una vez que ha elaborado su obra, 
formulando y emitiendo la Constitución, desaparece para dejar su lugar 

	 9	��Tesis aislada 172 650 [Tesis: P. VIII/2007], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXV, abril de 2007, p 6.

	 10	���Tesis aislada 172 667 [Tesis: P. VIII/2007], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXV, abril de 2007, p 6.
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8             TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

a los órganos creados. De este modo, desde el punto de vista de las fun-
ciones: “El poder constituyente no gobierna, sino sólo expide la ley en 
virtud de la cual gobiernan los poderes constituidos”.11

De esa forma, una vez que el poder constituyente cumple su misión, 
aparecen los poderes constituidos, que en nuestro país son los tres gran-
des órganos del Estado: los Poderes de la Unión, por medio de los cuales, 
según el texto del art 41 constitucional, el pueblo ejerce su soberanía. 
Ahora bien, los poderes constituidos deben gobernar sólo dentro de los 
límites que el constituyente trazó en la Carta Magna; además, no pueden 
alterar su texto, de modo que el texto de la Constitución resulta “intangi-
ble” para ellos. “En ningún sistema constitucional se admite ciertamente 
que cualquier órgano constituido pueda poner la mano en la Constitu-
ción, pues tal cosa implicaría la destrucción del orden constitucional”.12

Esa intangibilidad supone la rigidez constitucional, la cual se comenta 
a continuación.

1.5  Constitución rígida y flexible

La rigidez, entendida de manera elemental, se refiere a la dificultad que 
representa llevar a cabo reformas al texto constitucional. Al respecto, la 
doctrina ha distinguido entre constituciones rígidas y constituciones flexi-
bles, de acuerdo con el procedimiento que se prevea en la Carta Magna 
para la modificación de su texto. 

De manera general, una Ley Suprema es rígida de forma absoluta 
cuando no admite la posibilidad de ninguna modificación. Está vedada 
toda reforma pues el texto tiene carácter permanente. En sentido contra-
rio, una Constitución es plenamente flexible cuando el proceso para re-
formarla no se distingue del camino legislativo ordinario. Los anteriores 
son extremos teóricos, pues la mayoría de las constituciones moder- 
nas son de carácter rígido más o menos moderado: admiten su reforma, 
pero establecen procedimientos especiales para ello, distintos de los que 
se siguen para crear el derecho ordinario, así como pueden ser más o 
menos rigurosos. 

En el caso de la Constitución mexicana, existe cierta rigidez dispuesta 
por el art 135 en los términos siguientes: “La presente Constitución 

	 11	�Felipe Tena Ramírez, ob cit, pp 10 y 11.
	 12	Ibídem, p 11.
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1.5 Constitución rígida y flexible             9

puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o reformas 
lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, 
por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuer-
den las reformas o adiciones y que éstas sean aprobadas por la mayo- 
ría de las legislaturas de los estados”. Como se observa, se establecen 
requisitos de mayoría calificada para la aprobación en el Congreso y la 
ratificación de las reformas por la mayoría de las entidades. 

La conjunción de la mayoría de los congresos federal y locales que se 
requiere opera como un tipo de “órgano revisor” de la Constitución, que 
ejerce funciones constituyentes en tanto puede tocar el texto de la Carta 
Magna. De ahí que en la doctrina se hable también de “Poder Constitu-
yente Permanente”,13 el cual es distinto de las legislaturas constituidas, 
aunque esté formado por ellas, y ejerce funciones de adición y reforma 
constitucional. 

Ahora bien, cabe señalar que además de esta rigidez formal, según 
las reglas constitucionales, existe otra rigidez material, relativa a la dificul-
tad práctica que significa en un Estado alcanzar consensos políticos entre 
los legisladores para llevar avante reformas constitucionales. En este 
ámbito, es válido considerar que el texto de la Constitución mexicana es 
sumamente flexible. Los legisladores no han visto obstáculos en la rigidez 
formal establecida en el art 135 y han hecho de la reforma constitucio- 
nal una práctica cotidiana, llegando al extremo de que durante su vigen-
cia, el texto de la constitución de 1917 se ha reformado en cientos de 
ocasiones. 

De manera complementaria, el Título Noveno de la Constitución se 
refiere a la inviolabilidad de la Ley Suprema. En su único artículo, el 136, 
se dispone que la Carta Magna no perderá su fuerza y vigor aun cuando 
por alguna rebelión se interrumpa su observancia. En caso de que por 
cualquier trastorno público se establezca un gobierno contrario a los prin-
cipios que ella sanciona, en cuanto el pueblo recobre su libertad, se res-
tablecerá su observancia y, con arreglo a ella y a las leyes que en su virtud 
se hubieren expedido, serán juzgados tanto los que hubieren figurado en 
el gobierno emanado de la rebelión como los que hubieren cooperado a 
ésta.

De ese modo, aunque en el texto constitucional se reconoce que la 
soberanía detenta en el pueblo, a la vez se declara la inviolabilidad de 
la Ley Suprema frente a cualquier atentado rebelde.

	 13	�Ibídem, p 52.
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10             TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

1.6  Protesta de preservar la Constitución

El texto del art 128, uno de los pocos que no ha sufrido reforma y se 
mantiene desde el texto original, expresamente dispone: “Todo funciona-
rio público, sin excepción alguna, antes de tomar posesión de su encargo 
prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella 
emanen”.

En ese sentido, el precepto vincula a todos los servidores públicos 
a sujetarse en su actuación al orden constitucional. El incumplimiento 
que supone toda violación al régimen constitucional conlleva simplemen-
te abuso de poder. Independientemente de las responsabilidades que por 
tales abusos puedan exigirse, según la materia en que se produzcan sus 
principales efectos, la garantía de la Constitución requiere mecanismos 
que “neutralicen” esas malas actuaciones de funcionarios abusivos: és-
tos son los medios de control de constitucionalidad, entre ellos el amparo.
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UNIDAD 2
Sistemas y mecanismos de 

control de la constitucionalidad

2.1 � Concepto y características

Los controles de constitucionalidad se pueden definir como los mecanis-
mos jurídicos previstos en el sistema constitucional, por medio de los 
cuales se busca poner a salvo dicho sistema, deteniendo violaciones co-
metidas contra él por los órganos del poder público, así como reparándo-
las y en su caso sancionándolas. 

Si bien en el ámbito teórico o formal es innegable que la Constitución 
y lo que ésta ordena siempre debe prevalecer, en la vida ordinaria de un 
sistema jurídico es habitual que se presenten situaciones en las cuales la 
actuación de los sujetos se desvíe de ese orden. Para atender esas desvia-
ciones se requieren los sistemas de control que, como concibe la doc-
trina, son los medios para la “defensa” de la Carta Magna. 

De ese modo, como apunta Fix-Zamudio, la defensa de la Ley Su-
prema se integra por las instituciones jurídicas, sustantivas y procesales 
que se establecen en las cartas fundamentales, para conservar la norma-
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12             SISTEMAS Y MECANISMOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

tiva constitucional y prevenir su violación.1 Así, aunque la declaración 
formal de obligatoriedad de que el poder público debe ceñirse a la Cons-
titución, es indubitable en la práctica una Ley Fundamental que no cuen-
te con mecanismos adecuados de defensa, porque en sentido técnico no 
es realmente obligatoria.

2.2 � Clasificación de los sistemas de control 
de la constitucionalidad

2.2.1  Según el órgano 

Según la naturaleza jurídica del órgano que lo desarrolla, el control de la 
constitucionalidad puede ser político cuando lo desempeña un órgano eje-
cutivo o legislativo, integrado o no por elección popular o que se conside-
ra depositario de soberanía; jurisdiccional cuando lo realiza un órgano con 
jurisdicción, y mixto cuando participan órganos de ambas naturalezas.

Asimismo, algunos tratadistas mencionan la existencia de otros tipos 
de control, como el popular, que se realiza mediante mecanismos de par-
ticipación ciudadana o democracia directa, y el neutro, que lo lleva a cabo 
un órgano estatal como parte de funciones ordinarias.

2.2.1.1  Órgano político

Respecto al medio de control por un órgano político, tiene su origen en 
Francia, específicamente en las ideas de Sièyes y en su Jurado constitu-
cional. El control político de la constitucionalidad puede operarse por uno 
de los poderes constituidos, el Ejecutivo o el Legislativo, o típicamente 
por un órgano creado ex profeso.

En nuestro país, las Siete Leyes Constitucionales de 1836 crearon un 
medio de defensa de tipo político, conocido como Supremo Poder Con-
servador: se trató de un súper poder encargado de preservar la Constitu-
ción frente a las leyes y actos de autoridad, declarando la constituciona-
lidad e inconstitucionalidad de éstos. Acerca de este Supremo Poder 
Conservador, Cossío Díaz refiere el contenido de sus resoluciones dadas 
durante el tiempo de su existencia, por las cuales manifiesta “la voluntad 
de la nación”. Según explica dicho autor, la influencia más notable en el 

	 1	�Héctor Fix-Zamudio (1993), Justicia constitucional, ombudsman y derechos humanos, México, 
cndh, p 258.
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2.2 Clasificación de los sistemas de control de la constitucionalidad             13

establecimiento de este órgano fueron las ideas de los franceses Sieyès y 
Constant, quienes habían establecido modelos basados “en la interven-
ción de órganos políticos fuertemente relacionados con la representación 
nacional, competentes para invalidar normas contrarias a la Constitución 
y restablecer con ello el funcionamiento del sistema constitucional”.2

La petición de inconstitucionalidad de un acto o ley únicamente pue-
de realizarse por un órgano del Estado y se ejerce contra la autoridad 
responsable. El órgano político no realiza un procedimiento contencioso, 
sino simplemente un análisis acerca de la ley o el acto reclamado como 
inconstitucionales, pronunciando su resolución, la cual no asume las ca-
racterísticas de una sentencia.

Asimismo, entre otras características, Burgoa apunta que sus declara-
ciones de inconstitucionalidad tienen efectos erga omnes, esto es, resul-
tan de alcances generales o absolutos.3

2.2.1.2  Órgano jurisdiccional

El sistema de control jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes y 
actos de autoridad, como se entiende, lo ejerce un órgano público con 
potestad jurisdiccional, es decir, un juzgado o tribunal. Entre sus caracte-
rísticas, según describe Burgoa, están la legitimación y la forma de un 
procedimiento; o sea, este control inicia cuando la persona u órgano que 
se considera afectado por el acto inconstitucional acude al órgano juris-
diccional para reclamar el acto, pues se le considera con legitimación 
para ello. Para determinar la no conformidad del acto o ley con la Cons-
titución, se sustancia un auténtico juicio o proceso en el que las partes 
contendientes son el agraviado y la autoridad responsable. Al final de 
dicho proceso, el órgano judicial dicta una resolución que puede tener 
como efecto la anulación del acto o de la ley inconstitucional.4

Este modelo de control nació en Estados Unidos y tradicionalmen- 
te ha sido de dos tipos: control difuso o control concentrado, según se 
encargue a uno o varios órganos judiciales. En dicho país prevalece el 
sistema difuso, de modo que cualquier juez tiene la obligación de verifi-
car la conformidad de las leyes y los actos del poder público con la Cons-
titución. 

	 2	�José Ramón Cossío Díaz (2013), Sistemas y modelos de control constitucional en México, 
México, unam, Instituto de Investigaciones Jurídicas, pp 17 y 18.

	 3	�Ignacio Burgoa Orihuela (1998), El juicio de amparo, México, Editorial Porrúa, p 155.
	 4	�Ibídem, pp 155 y 156.
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14             SISTEMAS Y MECANISMOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

En el sistema mexicano, por inspiración europea continental, dicha 
función se ha encomendado tradicionalmente a un órgano judicial cen-
tral, los tribunales federales en amparo y la scjn que opera como el tribu-
nal constitucional de otras naciones. De este modo, la conformidad de la 
ley y los actos del poder público no se ha verificado en cualquier juicio 
ordinario, sino mediante un juicio diferente del principal; sin embargo, 
esto ha cambiado con las reformas constitucionales recientes, que han 
supuesto el tránsito a un modelo de control difuso, lo cual se explicará 
con detalle más adelante. 

2.2.1.3  Órgano mixto

El sistema de control mixto posee características de los dos anteriores; 
típico de Portugal y Brasil, une dos medios en un mismo fin; además, 
parte de la Constitución es defendida por un órgano de tipo político, y 
otra parte por uno de tipo jurisdiccional, según la naturaleza del acto de 
autoridad de que se trate.

En nuestra historia constitucional, dicho sistema fue establecido en el 
Proyecto de la Minoría de 1842 y en el Acta de Reformas de 1847, en los 
cuales se atribuían al mismo tiempo facultades al Poder Judicial para 
decidir sobre la constitucionalidad de leyes y actos de autoridad, y al 
Poder Legislativo para calificar la constitucionalidad de las leyes.

2.2.1.4  Órgano popular

En este tipo de mecanismos, los ciudadanos, por alguna vía de participa-
ción democrática directa, deciden acerca de la exclusión de normas por 
ser inconstitucionales; por ejemplo, puede tratarse de jurados populares 
o de vecinos como los propuestos en 1857, que no obtuvieron positiviza-
ción en el orden constitucional.

Quiroz Acosta habla del control popular como “un sistema en virtud 
del cual los destinatarios de la norma pudieran participar en declarar la 
invalidez de un acto, ya sea del Ejecutivo o Legislativo”. Aunque democrá-
ticamente resulta legítimo, “es claro que un control de este tipo tendría 
diversas dificultades para su implantación, organización y ejecución, amén 
de que requiere una gran conciencia política, una elevada cultura y téc-
nica, por parte tanto de las autoridades como de la propia ciudadanía”.5

	 5	�Enrique Quiroz Acosta (2002), Lecciones de derecho constitucional. Segundo curso, México, 
Editorial Porrúa, p 447.

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



2.2 Clasificación de los sistemas de control de la constitucionalidad             15

2.2.1.5  Órgano neutro

Respecto al control neutro, la doctrina señala que se trataría de un órgano 
que no pertenece a los otros poderes o que no tiene preponderancia 
sobre éstos. Su delimitación no es del todo precisa, sino supone que la 
función de control recae en un órgano público que no impera y funge 
como tipo de facilitador de la vida política.

Silva Ramírez señala que este control de constitucionalidad lo efec-
túa el Estado por conducto de uno de sus órganos existentes, el cual 
ejerce ciertas atribuciones de las que está investido (como promover ple-
biscitos o refrendar leyes) y lleva a cabo una actividad simplemente me-
diadora, tutelar o reguladora de la vida jurídica del país.6

2.2.2  Según los alcances de la protección

Aquí se toma en cuenta el alcance de la resolución del órgano encargado 
de decidir si los actos de los poderes constituidos están de acuerdo con 
la Ley Suprema; además, puede tener efectos generales o sólo efectos 
particulares.

2.2.2.1  Alcance general

La protección tiene alcance general, es decir, resulta ser absoluta o erga 
omnes: significa que sus efectos son generales, es decir, la ley declarada 
inconstitucional pierde toda vigencia y no se debe aplicar a ninguna situa-
ción, aun diversa de la que haya motivado la controversia.

Lo anterior es el resultado que se ha incorporado al sistema mexicano 
de amparo con el mecanismo de la declaratoria general de inconstitucio-
nalidad de una norma, que se analizará en el apartado correspondiente.

2.2.2.2  Alcance particular

En esta modalidad, el alcance de las decisiones es relativo cuando sólo 
causa efectos entre las partes, o sea, únicamente protege del acto incons-
titucional a quien lo demanda de manera directa, manteniendo su validez 
para los demás gobernados: se trata de la característica original del juicio 
de amparo, precisamente el principio de relatividad de las sentencias, el 

	 6	��Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 
en México, México, Editorial Porrúa, p 18.
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16             SISTEMAS Y MECANISMOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

cual supone que si se otorga la protección constitucional y se decreta la 
revocación del acto, esto sólo modifica la situación jurídica de los sujetos 
determinados como partes del juicio. 

2.2.3  Control jurisdiccional 

2.2.3.1  Por vía de acción o por vía de excepción

El control judicial de la constitucionalidad puede llevarse por vía de ac-
ción cuando la ley legitima a un sujeto en una situación jurídica determi-
nada para fungir como actor, en cuyo caso se insta al órgano a conocer de 
la controversia de inconstitucionalidad en un procedimiento separado 
de la materia principal. Por otro lado, la vía de excepción existe cuando la 
cuestión de constitucionalidad la resuelve el órgano judicial que conoce 
del proceso principal por solicitud incidental de las partes. 

Generalmente, la vía de acción es característica de un modelo de con-
trol concentrado, como el que supone el juicio de amparo; y la vía de 
excepción de un control difuso como el aplicado por los tribunales en 
Estados Unidos. A su vez, en México, el modelo del juicio de amparo 
supone un control judicial por vía de acción concentrado, en el cual la 
cuestión se resuelve en un proceso propio, independiente del que haya 
generado el acto que se debate por inconstitucional. Respecto a tal natu-
raleza, es de interés la tesis siguiente:

Juicio de amparo. Es un medio para el control de la legalidad, constitucionalidad 
y convencionalidad de los actos de autoridad.  Conforme a los artículos 1o, 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformados mediante 
decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación de 10 y 6 de junio de 2011, 
respectivamente, el juicio de amparo es un medio de control que sirve para que los 
órganos competentes verifiquen el respeto que las autoridades del Estado deben a las 
normas generales ordinarias que regulan su actuación (control de legalidad), a la Ley 
Fundamental (control de constitucionalidad) y a los tratados o convenciones interna-
cionales (control de convencionalidad). Esto es, el juicio protector de los derechos 
fundamentales de los gobernados, conocido como juicio de amparo, tiene como 
parámetro de control esos tres tipos de normas jurídicas, y su objeto (de control) son 
los actos de autoridad —ato sensu—. Tal medio de defensa debe tramitarse y resol-
verse conforme a lo que establecen los referidos artículos 103 y 107 constitucionales 
(y su ley reglamentaria), favoreciendo, desde luego, los principios interpretativos de los 
derechos humanos contenidos en el propio artículo 1o constitucional. De esta 
manera, todos los órganos del Estado mexicano, en el ámbito de sus competencias, al 
resolver los problemas en los que se involucren los derechos humanos, deben atender, 
en principio, a los que consagra la Carta Magna, como también a los contenidos en los 
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2.2 Clasificación de los sistemas de control de la constitucionalidad             17

tratados o convenciones internacionales suscritos en esa materia y, desde luego, al 
cumplimiento del control de legalidad que no debe apartarse de los principios preci-
sados.7

2.2.3.2  Concentrado o difuso

En el modelo establecido por el orden constitucional en 1917, en México 
imperaba un control judicial concentrado de la constitucionalidad. Esto 
es, correspondía a órganos judiciales centrales determinados (los del 
Poder Judicial Federal, expresamente facultados para ello) llevar a cabo la 
verificación de que los actos de autoridad y las normas generales cum-
plieran con los mandatos de la Constitución, siempre a petición de parte. 

La reforma al art 1o de la Constitución en 2011 modificó dicha situa-
ción, al disponer un deber general de todas las autoridades, incluidas las 
jurisdiccionales, de respetar en su actuar los derechos establecidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales de la materia. Del conte-
nido de este numeral ha derivado lo que ahora se denomina control 
difuso ex officio, el cual teóricamente supone que todo órgano judicial 
debe verificar la constitucionalidad y convencionalidad de las normas 
aplicadas en el procedimiento, o en la sentencia o laudo que ponga fin al 
juicio, previamente a su aplicación al caso de la controversia; sin embargo, 
los alcances de este control difuso no aparecen del todo claros para la 
doctrina, ni aun en la labor jurisdiccional.

Este control difuso se relaciona con el principio de interpretación 
conforme, que a partir de la presunción de constitucionalidad de las nor-
mas en el país faculta a los jueces para aplicar la interpretación de aqué-
llas que resulta más favorable a las personas, acorde con los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internaciona-
les, con la consecuencia de que pueda inaplicarse dicha ley cuando no 
sea posible esa interpretación. Acerca de esto precisa la siguiente juris-
prudencia del Pleno: 

Pasos a seguir en el control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio 
en materia de derechos humanos.  La posibilidad de inaplicación de leyes por los 
jueces del país, en ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de 
la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, parte de esta 
presunción al permitir hacer el contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, 
el Poder Judicial al ejercer un control de convencionalidad ex officio en materia de 

	 7	��Jurisprudencia 2 003 615 [Tesis: I.5o. C.J/1 (10a.)], 10a época, tcc, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, Libro XX, mayo de 2013, t II, p 1305.
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18             SISTEMAS Y MECANISMOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

derechos humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) interpretación conforme en 
sentido amplio, lo que significa que los jueces del país —al igual que todas las demás 
autoridades del Estado mexicano— deben interpretar el orden jurídico a la luz y con-
forme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales en los cuales el Estado mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a 
las personas con la protección más amplia; b) interpretación conforme en sentido 
estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, 
los jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, prefe-
rir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Consti-
tución y en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, para 
evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos, y c) inaplicación de la 
ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe 
con la lógica de los principios de la división de poderes y de federalismo, sino que for-
talece el papel de los jueces al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplica-
ción efectiva de los derechos humanos establecidos en la Constitución y en los trata-
dos internacionales de los cuales el Estado mexicano es parte.8

Sin embargo, de acuerdo con la Primera Sala, ese control ex officio vía 
principio de interpretación conforme no se aplicaría en todo caso, sino 
sólo cuando se está en presencia de una norma que resulta sospechosa o 
dudosa, de cara a los parámetros de control de los derechos humanos. Es 
decir, la norma genera sospechas de invalidez por parecer potencialmen-
te violatoria de derechos humanos. En tal sentido, es aplicable la jurispru-
dencia siguiente:

Control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio. Condiciones gene-
rales para su ejercicio.  La autoridad judicial, para ejercer el control ex officio en los 
términos establecidos en el expediente Varios 912/2010 de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, debe asegurarse que se ha actualizado la necesidad de hacer ese tipo 
de control, es decir, en cada caso debe determinar si resulta indispensable hacer una 
interpretación conforme en sentido amplio, una en sentido estricto o una inaplicación, 
lo cual ocurre cuando se está en presencia de una norma que resulta sospechosa o 
dudosa de cara a los parámetros de control de los derechos humanos. De este modo, 
cuando una norma no genera sospechas de invalidez para el juzgador, por no parecer 
potencialmente violatoria de derechos humanos, entonces no se hace necesario un 
análisis de constitucionalidad y convencionalidad exhaustivo, porque la presunción de 
constitucionalidad de que gozan todas las normas jurídicas no se ha puesto siquiera 
en entredicho. Lo anterior es así porque, como se señaló en el citado expediente 
Varios, las normas no pierden su presunción de constitucionalidad sino hasta que el 
resultado del control así lo refleje, lo que implica que las normas que son controladas 

	 8	��Tesis aislada 160 525 [Tesis: P. LXIX/2011 (9a.)], 10a época, Pleno, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, Libro III, diciembre de 2011, t 1, p 552.
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2.2 Clasificación de los sistemas de control de la constitucionalidad             19

puedan incluso salvar su presunción de constitucionalidad mediante la interpretación 
conforme en sentido amplio, o en sentido estricto.9

También respecto a los alcances de este control difuso son de interés 
las jurisprudencias siguientes:

Control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio. No es una cuestión 
de subsidiariedad, por lo que debe llevarse a cabo aun cuando el derecho hu-
mano de que se trate esté contenido en la Constitución Federal.  La obligación de 
ejercer el control ex officio de constitucionalidad y convencionalidad de una norma se 
actualiza, aun en aquellos casos en los que el derecho humano de que se trate esté 
regulado en la propia Constitución Federal. Lo anterior porque el Tribunal Pleno, al 
resolver el expediente Varios 912/2010, no hizo esa acotación, ni determinó que el 
control ex officio fuera una cuestión de subsidiariedad, sino más bien recalcó que los 
jueces y todas las autoridades del país estaban obligados a velar por los derechos 
humanos y que esa vigilancia se traducía, en el caso de los juzgadores, en un proble-
ma interpretativo; para ello, se requiere que lleven a cabo efectivamente ese con- 
trol en aquellos casos en los que la norma que se va a aplicar despierte sospechas para 
la autoridad aplicadora o sea señalada por el interesado como violatoria de derechos 
en el juicio de amparo; en esos supuestos, deberá además llevar a cabo el ejercicio en 
los tres pasos que indica el expediente Varios 912/2010: interpretación conforme 
en sentido amplio, interpretación conforme en sentido estricto y, en su caso, inapli-
cación.10

Control de constitucionalidad y convencionalidad. Condiciones para su ejercicio 
oficioso por los órganos jurisdiccionales federales.  El párrafo segundo del artículo 
1o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las normas 
relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Cons-
titución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia, de donde deriva que los tribunales federales, 
en los asuntos de su competencia, deben realizar el estudio y análisis ex officio sobre 
la constitucionalidad y convencionalidad de las normas aplicadas en el procedimiento, 
o en la sentencia o laudo que ponga fin al juicio. Ahora, esta obligación se actualiza 
únicamente cuando el órgano jurisdiccional advierta que una norma contraviene los 
derechos humanos contenidos en la Constitución Federal o en los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano sea parte, aun cuando no haya sido impugnada, 
porque con su ejercicio oficioso se garantiza la prevalencia de los derechos humanos 
frente a las normas ordinarias que los contravengan. De otra manera, el ejercicio de 
constitucionalidad y convencionalidad de normas generales no tendría sentido ni 

	 9	�Jurisprudencia 2 010 954 [Tesis: 1a./J. 4/2016 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 27, febrero de 2016, t 1, p 430.

	 10	�Jurisprudencia 2 009 179 [Tesis: 2a./J. 69/2014 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, t I, p 186.
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20             SISTEMAS Y MECANISMOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

beneficio para el quejoso y sólo propiciaría una carga, en algunas ocasiones desme-
dida, en la labor jurisdiccional de los Jueces de Distrito y Magistrados de circuito.11

En todo caso, en México impera ahora un control de constitucionali-
dad mixto, integrado en dos dimensiones: a) un control concentrado a 
cargo de los órganos del Poder Judicial federal, en los procedimientos 
previstos en el art 105 constitucional (controversia constitucional, acción 
de inconstitucionalidad) y en el 103 (juicio de amparo), y b) un control 
difuso, a cargo de todos los órganos jurisdiccionales del país en los diver-
sos asuntos de sus competencias. 

	 11	�Jurisprudencia 2 006 808 [Tesis: 2a./J. 69/2014 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, t I, p 555.

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



UNIDAD 3
El control judicial y la 

doble función del Poder Judicial 
de la Federación en México

3.1 � El Poder Judicial como garante de la Constitución 

Como es evidente, si lo dispuesto en la Carta Magna lo pudieran cumplir 
o no discrecionalmente las autoridades, la Constitución carecería de toda 
aplicación práctica; por tal razón, el Constituyente de 1917 consideró 
indispensable crear ciertos mecanismos mediante los cuales pudiera pre-
servarse el orden constitucional de violaciones.

Todo régimen constitucional debe prever la existencia de ciertos ins-
trumentos que entran en juego cuando no se respeta espontáneamente 
lo dispuesto en la Ley Suprema, pudiendo coercitivamente hacer valer su 
contenido: son los medios de control de la constitucionalidad, que se 
comentaron en la unidad 2. En el caso del sistema constitucional me-
xicano, el control lo ejerce el Poder Judicial, por lo cual se considera 
que este tercer órgano del Estado se constituye como garante de la Cons-
titución. 

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



22             EL CONTROL JUDICIAL Y LA DOBLE FUNCIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA...

3.2 � Doble función del Poder Judicial 
de la Federación

El Poder Judicial federal desarrolla una doble función en el desempeño de 
sus funciones: por un lado, es un mero juez encargado de aplicar la ley a 
la resolución de un conflicto de intereses, sin efectuar ninguna actividad 
de tipo político o de poder a poder; por otro, ejerce el control constitucio-
nal al asumirse como el defensor del orden creado por la Constitución, y 
se coloca en tal supuesto en una relación política.

Muchos son los medios de control constitucional que existen o han 
existido en los diversos sistemas políticos; a grandes rasgos, pueden cla-
sificarse en dos criterios: a) según el órgano que lo efectúa (de naturaleza 
política, jurisdiccional o mixta), y b) según los alcances de la protección, 
ya sean absolutos o relativos. Dado que el encargado de ejercer el control 
constitucional en nuestro país es el Poder Judicial, se considera un sis-
tema por órgano jurisdiccional.

3.3  Función judicial ordinaria

Como se ha señalado, el Poder Judicial desempeña en nuestro régimen 
constitucional un doble papel: por un lado, se encarga simplemente de 
resolver controversias, aplicando la ley a casos concretos, ejerciendo la 
que puede llamarse función judicial ordinaria, también denominada ori-
ginaria en la doctrina.

Como primer ámbito de facultades del Poder Judicial de la Federa-
ción, corresponde a este órgano llevar a cabo la función propiamente 
jurisdiccional, en las materias que dispongan las leyes, en este caso las 
asignadas por el texto constitucional y se detallan en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación (lopjf). 

De acuerdo con el párr quinto del art 94 constitucional, la competen-
cia de los distintos órganos que integran el Poder Judicial federal: la Su-
prema Corte, los tribunales de circuito, los juzgados de distrito y el Tribu-
nal Electoral, se regirán por lo que dispongan las leyes, de conformidad 
con las bases que la Constitución establece.

Los ámbitos competenciales que corresponden a esta función judi-
cial ordinaria se listan en el art 104 constitucional, en los términos si-
guientes: 
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3.3 Función judicial ordinaria             23

Artículo 104. Los tribunales de la Federación conocerán:

	 I.	� De los procedimientos relacionados con delitos del orden federal;
	 II.	� De todas las controversias del orden civil o mercantil que se susciten 

sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados 
internacionales celebrados por el Estado Mexicano. A elección del ac-
tor y cuando sólo se afecten intereses particulares, podrán conocer de 
ellas los jueces y tribunales del orden común.

	�       Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el 
superior inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado;

	 III.	� De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones 
definitivas de los tribunales de justicia administrativa a que se refiere 
la fracción XXIX-H del artículo 73 de esta Constitución, sólo en los 
casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán 
los tribunales colegiados de circuito, se sujetarán a los trámites que la 
ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije 
para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones 
que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá 
juicio o recurso alguno;

	 IV.	� De todas las controversias que versen sobre derecho marítimo;
	 V.	� De aquellas en que la Federación fuese parte;
	 VI.	� De las controversias y de las acciones a que se refiere el artículo 105, 

mismas que serán del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación;

	VII.	� De las que surjan entre una entidad federativa y uno o más vecinos de 
otra, y

	VIII.	� De los casos concernientes a miembros del Cuerpo Diplomático y Con-
sular.

La lopjf se encarga de determinar los ámbitos de competencia de los 
diversos órganos del Poder Judicial federal. En cuanto a la función judicial 
ordinaria federal, cabe mencionar lo siguiente:

	a)	� Los juzgados de distrito se encargan de conocer en primera instancia 
de los juicios ordinarios en materia civil y penal de carácter federal, 
así como del amparo indirecto en primera instancia.

	b)	� Los tribunales unitarios de circuito fungen como segunda instancia en 
los juicios llevados originariamente por un juez de distrito; además, 
pueden conocer del amparo indirecto cuando la autoridad responsa-
ble sea otro tribunal unitario de circuito.

	 c)	� Los tribunales colegiados de circuito conocen del amparo directo y 
del recurso de revisión del amparo indirecto.
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24             EL CONTROL JUDICIAL Y LA DOBLE FUNCIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA...

La fracc III del art 105 constitucional estipula que de oficio o a peti-
ción fundada del correspondiente tribunal unitario de circuito o del pro-
curador general de la República, la scjn podrá conocer de los recursos de 
apelación en contra de sentencias de jueces de distrito dictadas en aque-
llos procesos en los que la Federación sea parte y que por su interés y 
trascendencia así lo ameriten.

A su vez, en términos del art 106 constitucional, corresponde al Poder 
Judicial de la Federación dirimir conflictos de competencia que se susci-
ten entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de las entida-
des federativas o entre los de una entidad federativa y otra.

3.4  Función político-judicial de salvaguarda constitucional

El Poder Judicial funge también como órgano jurisdiccional de control 
constitucional, por medio de los procedimientos que la Carta Magna esta-
blece. La Constitución prevé tres mecanismos por medio de los cuales el 
Poder Judicial ejerce el control de la constitucionalidad: juicio de contro-
versia constitucional, acción de inconstitucionalidad y juicio de amparo.

3.4.1  Controversia constitucional

La controversia constitucional es el juicio que tiene por objeto que la scjn, 
en su carácter de tribunal constitucional, resuelva en forma irrevocable 
controversias referentes a la constitucionalidad de actos y normas gene-
rales (excepto en materia electoral) que se susciten por sus diversas com-
binaciones entre poderes u órganos del gobierno federal, estatal, munici-
pal y del Distrito Federal [hoy Ciudad de México], declarándose en su 
caso su invalidez. Sobre este procedimiento, se ha dicho que “persigue 
—en un juicio simple, llano, exento de tecnicismos y sumario— constre-
ñir la actuación de los poderes y órganos previstos por la propia Consti-
tución política del país a lo que ella dispone; las partes, cuando la plan-
tean, buscan hacer cesar una invasión al campo de acción que como 
autonomía, facultades o atribuciones tiene concedida con la anulación de 
un acto de autoridad que es contrario a la Constitución”.1

	 1	�Elisur Arteaga Nava (1996), La controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad, 
el caso Tabasco, México, Monte Alto, p 10.
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3.4 Función política judicial de salvaguarda constitucional             25

De este modo, por medio de la controversia constitucional se pre-
tende resolver los conflictos sobre invasión de competencias entre diver-
sos ámbitos federales o locales; tiene como objetivo corregir los abusos o 
violaciones a la división de poderes y al federalismo.

Los principios básicos de este primer procedimiento de control se 
disponen en el art 105 constitucional, fracc I. Según dicho texto constitu-
cional, la competencia en estas controversias corresponde a la scjn. Las 
controversias pueden suscitarse entre: a) la Federación y una entidad 
federativa; b) la Federación y un municipio; c) el Poder Ejecutivo y el Con-
greso de la Unión; aquél y cualquiera de las cámaras de éste o, en su 
caso, la Comisión Permanente; d) una entidad federativa y otra; e) dos 
municipios de diversos estados; f) dos poderes de una misma entidad 
federativa, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones gene-
rales; g) un estado y uno de sus municipios acerca de la constitucionali-
dad de sus actos o disposiciones generales; h) una entidad federativa y 
un municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad de 
México, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones genera-
les, o i) dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y 
el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la Unión respecto a la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales 
de las entidades federativas, de los municipios o de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México impugnadas por la Federación; de 
los municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico impugnadas por las entidades federativas, y la resolución de la scjn 
las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando 
hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos. En 
los demás casos, las resoluciones de la scjn tendrán efectos únicamente 
respecto a las partes en la controversia.

De acuerdo con la fracc I del art 10 de la lopjf, el conocimiento y la 
resolución de tales controversias corresponde al pleno de la scjn. 

En cuanto al procedimiento de controversia, Juventino Castro señala 
lo siguiente:

La defensa de la federalidad significa ante todo el uso de una gran finura de 
captación de situaciones reales, de necesidades colectivas y un profundo 
sentido de solidaridad y justicia sociales (...) Las tres órbitas constituciona-
les así establecidas —Federación, estados y municipios—, que en ocasiones 
funcionan penosa e indeterminadamente para establecer el respeto y los 
enlaces que requieren por fuerza para convivir, es verdad que constituyen 

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



26             EL CONTROL JUDICIAL Y LA DOBLE FUNCIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA...

un sistema óptimo de defensa de la constitucionalidad. Pero como la per-
fección no es propia de los humanos y los mexicanos no somos la excep-
ción de esta naturaleza común, el art 105 de la Constitución estatuye que la 
scjn conocerá de las controversias que se susciten entre dos o más estados, 
entre los poderes de un mismo estado sobre la constitucionalidad de sus 
actos, y de los conflictos entre la Federación y uno o más estados.2

El procedimiento se establece en la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Según el art 10 de este ordenamiento, tendrán el carácter de 
parte en las controversias constitucionales, en primer lugar, el actor que 
será la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; y como 
demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promul-
gado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la contro-
versia. 

El mismo ordenamiento dispone que dicha controversia será impro-
cedente contra decisiones de la scjn; contra normas generales o actos en 
materia electoral; contra normas generales o actos que sean materia de 
una controversia pendiente de resolver, siempre que exista identidad 
de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez; contra nor-
mas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dic-
tada en otra controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo 
de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas genera-
les o actos y conceptos de invalidez; cuando hayan cesado los efectos de 
la norma general o acto materia de la controversia; cuando no se haya 
agotado la vía legalmente prevista para la solución del conflicto; cuando 
la demanda se presentase fuera de los plazos señalados en el art 21 de la 
misma ley, y en los demás casos en que la improcedencia resulte de 
alguna disposición de la ley reglamentaria.

3.4.2  Acciones de inconstitucionalidad 

Dicha acción es el juicio que se tramita en única instancia ante la Suprema 
Corte con la finalidad de plantear la contradicción entre una norma de 
carácter general y la Carta Magna. Su fundamento lo encontramos en la 
fracc II del art 105 constitucional. 

	 2	��Juventino Castro y Castro (2002), Biblioteca de amparo y derecho constitucional, México, 
Oxford University Press, pp 193 y 194.

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



3.4 Función política judicial de salvaguarda constitucional             27

Según el texto de esta fracción, las acciones de inconstitucionalidad 
podrán ejercitarse dentro de los treinta días naturales siguientes a la fe-
cha de publicación de la norma, por los siguientes actores individuales o 
colectivos:

	a)	� El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes 
federales;

	b)	� El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Se-
nado, en contra de leyes federales o de tratados internacionales cele-
brados por el Estado mexicano;

	 c)	� El Poder Ejecutivo federal, por conducto del Consejero jurídico del 
gobierno, en contra de normas generales de carácter federal y de las 
entidades federativas;

	d)	� El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna 
de las legislaturas de las entidades federativas, en contra de las leyes 
expedidas por el propio órgano;

	 e)	� Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, 
por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electo-
rales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una 
entidad federativa, mediante sus dirigencias, exclusivamente en con-
tra de leyes electorales expedidas por la legislatura de la entidad 
federativa que les otorgó el registro;

	 f)	� La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes 
de carácter federal o de las entidades federativas, así como de trata-
dos internacionales, que vulneren los derechos humanos. Igualmente, 
los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes 
en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las 
legislaturas;

	 g)	� El organismo garante que establece el art 6o de esta Constitución, en 
contra de leyes de carácter federal y local, así como de tratados inter-
nacionales celebrados por el Ejecutivo federal y aprobados por el 
Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la infor-
mación pública y la protección de datos personales. Asimismo, los 
organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las legislaturas locales, y

	h)	� El fiscal general de la República respecto de leyes federales y de las 
entidades federativas, en materia penal y procesal penal, así como 
las relacionadas con el ámbito de sus funciones.
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28             EL CONTROL JUDICIAL Y LA DOBLE FUNCIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA...

Sólo quienes se señalan en los diversos incisos de esta fracción están 
legitimados activamente para ejercitar la acción de inconstitucionalidad. 
La única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales con 
la Constitución es esta acción de inconstitucionalidad.

Respecto a las resoluciones de la scjn, sólo podrán declarar la invali-
dez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una 
mayoría de por lo menos ocho votos. Esta declaración de invalidez no 
tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los 
principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia. 

Según la Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional, el término 
para ejercitar la acción de inconstitucionalidad es de treinta días natura-
les siguientes a la fecha de publicación de la ley; de no hacerlo, procederá 
la prescripción de la acción y como consecuencia sólo podrá recurrirse al 
juicio de amparo para evitar la aplicación de dicha ley en lo particular.

La acción de inconstitucionalidad debe plantearse cubriendo ciertos 
requisitos de forma, establecidos en dicha ley reglamentaria en su art 
105. Entre ellos, debe presentarse por escrito, desestimando cualquier 
otra forma en que pretenda presentarse; ha de contener el nombre y 
firma de quien la promueve, debiendo ser persona legitimada; asimismo, 
en el cuerpo del escrito debe identificarse con toda claridad el órgano 
legislativo que emitió y promulgó la norma general o ley impugnada.

En la acción de inconstitucionalidad no procede solicitar ni conceder 
la suspensión de la vigencia de la ley, norma o tratado impugnado, sino 
que éstos continuarán teniendo vigencia hasta en tanto la scjn emita una 
sentencia, y sólo si ésta determina que la ley impugnada era efectiva-
mente inconstitucional, dejará de tener vigencia.

3.5 � Función de control de la constitucionalidad mediante 
la protección de los derechos humanos

La tercera vía por la que el Poder Judicial de la Federación funge como 
garante del orden constitucional es mediante el mecanismo jurídico de 
protección de los derechos fundamentales (antes las garantías individua-
les), que es el amparo, cuyo ámbito y bases constitucionales se prevén en 
los arts 103, fracc I y 107 constitucionales.

El juicio de amparo es una institución surgida en nuestro país a 
mediados del siglo xix, por influencia de los juristas Mariano Otero y 
Manuel Crescencio Rejón; en la actualidad, se considera que es uno de 
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3.5 Función de control de la constitucionalidad mediante la protección de...             29

los sistemas de garantía más desarrollados para proteger los derechos del 
gobernado frente a los actos de autoridad. Si bien es objeto de análisis a 
profundidad en las unidades siguientes, cabe mencionar que el juicio de 
amparo procede cuando una autoridad violenta, en el ejercicio de sus 
funciones, los derechos humanos que la Constitución o los tratados inter-
nacionales reconocen a una persona física o moral. El amparo protege 
simultáneamente los intereses de los gobernados y vela por la conserva-
ción del orden plasmado en la Ley Suprema.
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UNIDAD 4
Antecedentes históricos, 
nacimiento y evolución del amparo

4.1 � Antecedentes internacionales 

4.1.1  Roma

Como es bien sabido, la cultura romana fue la fuente de importantes ins- 
tituciones de los sistemas jurídicos contemporáneos de carácter conti-
nental, principalmente en el ámbito civilista. Algunos historiadores han 
encontrado también en aquellas instituciones, mecanismos que desem-
peñaban funciones como la que cumple hoy en día el amparo. Por ejem-
plo, se menciona la intercessio tribunicia, que era una acción procesal, en 
especial una queja ante el tribuno, a la cual podía acudir un particular 
afectado por algún abuso, así como se afirma que su tutela era tan am-
plia, que incluso podía inutilizar leyes. La intercesión romana incluía los 
siguientes elementos: materia de la queja, parte agraviada, autoridad 
responsable, término de interposición del juicio, improcedencia, anula-
ción del acto reclamado e incluso una suplencia de la queja.1

	 1	�Cfr Juventino V. Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, p 349.
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4.1 Antecedentes internacionales             31

Otra figura del derecho romano con una funcionalidad similar al 
amparo era el interdicto hommo libero exhibendo: consistía en un edicto 
del pretor para proteger la libertad en el caso de conflictos entre particu-
lares, porque se oponía contra privaciones de la libertad arbitrarias que 
un particular cometía en contra de otro particular.2

4.1.2  Inglaterra

La Carta Magna de 1215, en la cual se fija un catálogo de derechos de los 
señores feudales frente al rey, constituye un antecedente relevante no 
sólo del amparo, sino también del derecho constitucional en general 
en todo el horizonte jurídico europeo y por influencia americana. El art 
39 de esta Carta dispone el germen del debido proceso al señalar que 
“ningún hombre libre será detenido o apresado, o despojado de sus dere-
chos o posesiones, o condenado o exiliado, ni privado de su posición de 
ninguna otra manera, ni tampoco se procederá con fuerza contra él, ni se 
enviará a otros a hacerlo, excepto por un juicio legal de sus pares o por 
la ley de la Tierra”.

Otro antecedente de relevancia es la institución del Habeas Corpus, 
que los historiadores relacionan también con la Carta de 1215. Según el 
significado de la expresión en latín, entendida como “tener libre el cuer-
po” o “mostrar el cuerpo”, supone una protección frente a detenciones 
arbitrarias, al consistir en una vía para exigir a la autoridad rendir cuentas 
acerca de los motivos de una detención. Varios siglos después, en 1679, 
el procedimiento se legisló en la Habeas Corpus Act. 

4.1.3  Francia

Dicho país es la cuna de los derechos del hombre, plasmados en la Decla-
ración de 1789. El contenido de esta declaración inspiró documentos 
constitucionales en toda Latinoamérica, incluidas por supuesto las mexi-
canas, particularmente los documentos tras el estallido independentista, 
y a mediados del siglo la del texto de 1857.

A su vez, diversas instituciones procesales de origen francés fungie-
ron como antecedentes del juicio de amparo mexicano durante el siglo 
xix, posiblemente no de forma directa, pero sí otorgando matices, como 

	 2	��Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 
en México, México, Editorial Porrúa, p 165.
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el recurso de casación francés y en particular los motivos de su proceden-
cia. Sobre este punto y su relación con el amparo, Castro señala que los 
motivos del recurso de casación francés “son los adoptados en términos 
generales por nuestro proceso para interponer el amparo directo en con-
tra de las sentencias definitivas de segunda instancia –dando vida a nues-
tros actuales “conceptos de violación”.3

Otra institución de origen francés, también mencionada por Castro 
como antecedente de nuestro régimen de amparo, es la jurisprudencia, 
pues en el régimen casacional galo las sentencias crean precedentes obli-
gatorios únicamente para las autoridades judiciales. 

4.1.4  Estados Unidos

El vecino país del Norte fue en gran medida la cuna del constituciona-
lismo en el sentido moderno, en particular por cuanto a las instituciones 
de derecho constitucional que sirven como fundamento a la institución de 
amparo: la supremacía constitucional y el sistema de control jurisdiccio-
nal de la Constitución.

Particularmente por lo que hace al amparo, en dicha nación no se 
estableció un procedimiento judicial único para reclamar actos autorita-
rios, sino que se previeron varios recursos (writs), que vistos como un con-
junto ordenado integran el esquema de mecanismos judiciales de control 
constitucional. Entre estos writs, la doctrina coincide en mencionar el 
habeas corpus, de ascendencia inglesa como se comentó con antelación. 
Además de otros procedimientos, como el writ of cerciorati, el writ of 
mandamus y el writ of injuction. 

4.2 Antecedentes nacionales

4.2.1  Primeras décadas de vida independiente

Algunos autores encuentran antecedentes de la idea de que el Estado 
debe proteger las libertades, desde la época de la guerra de independen-
cia, en los Elementos constitucionales de López Rayón o en los Sentimien-
tos de la Nación y la Constitución de Apatzingán divulgados por Morelos; 
no obstante, más allá de que esos documentos carecieran de vigencia, en 

	 3	�Juventino V. Castro y Castro, ob cit, p 353.
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4.2 Antecedentes nacionales             33

todo caso se limitaron a establecer la parte sustantiva de la idea de las 
libertades y sus garantías, pero sin idear mecanismos procesales para su 
defensa. 

En el mismo sentido, algunos antecedentes institucionales, aunque 
todavía difusos, de la protección a la constitucionalidad se identifican en 
el texto de la Constitución de 1824. Según comenta María del Refugio 
González, en aquel documento constitucional se encargaba al Congre- 
so federal la facultad de reprimir las violaciones constitucionales, asi-
mismo dando competencia a la Suprema Corte federal para decidir sobre 
las infracciones de la Constitución y leyes federales: son instituciones de 
clara influencia norteamericana.4 Esto permitía que por medio de una ley 
se estableciera un control constitucional, lo cual nunca se presentó en la 
práctica. 

La Constitución centralista de 1836, conocida como las Siete Leyes, 
impuso por la vía de la creación del Supremo Poder Conservador un con-
trol político de la constitucionalidad; sin embargo, no fungía como meca-
nismo de protección para los ciudadanos, sino como vía por la cual este 
máximo poder tenía posibilidades de derogar leyes tachadas de inconsti-
tucionales, además de declarar nulos algunos actos de los otros poderes 
Ejecutivo y Judicial. En tal sentido, el art 12 de la Segunda Ley señalaba:

Artículo 12.  Las atribuciones de este Supremo Poder son las siguientes: 

1o. Declarar la nulidad de una ley ó decreto dentro de dos meses después de 
su sanción, cuando sean contrarias á artículo expreso de la Constitución y le 
exijan dicha declaración ó el Supremo Poder Ejecutivo ó la Alta Corte de 
Justicia, ó parte de los miembros del Poder Legislativo en representación 
que firmen diez y ocho por lo menos. 

2o. Declarar, excitado por el Poder Legislativo ó por la Suprema Corte de 
Justicia, la nulidad de los actos del Poder Ejecutivo cuando sean contrarios 
á la Constitución ó á las leyes, haciendo esta declaración dentro de cuatro 
meses contados desde que se comuniquen esos actos á las autoridades res-
pectivas. 

3o. Declarar en el mismo término la nulidad de los actos de la Suprema 
Corte de Justicia, excitado por alguno de los otros dos poderes y sólo en el 
caso de usurpación de facultades. Si la declaración fuere afirmativa, se man-
darán los datos al tribunal respectivo para que sin necesidad de otro requi-
sito, proceda á la formación de causa y al fallo que hubiere lugar.

	 4	�María del Refugio González Domínguez (1998), Historia del derecho mexicano, México, 
McGraw-Hill Interamericana Editores, p 87.
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4.2.2  Constitución de Yucatán de 1841

El antecedente más claro del amparo se debe a la iniciativa de Manuel 
Crescencio Rejón, quien impulsó la figura en la Constitución de esta 
entidad del sureste. Los arts 8o y 9o de aquel ordenamiento prevén el 
amparo contra actos de autoridad y de los jueces que violen las garantías 
individuales previstas en el art 7o, por lo cual correspondía a los jueces 
de instancia “amparar” frente a esos abusos. Así lo señalaba expresa-
mente el texto:

Artículo 8o.  Los jueces de primera instancia ampararán en el goce de los 
derechos garantidos por el artículo anterior, a los que les pidan su protec-
ción contra cualesquier funcionario y sumariamente las cuestiones que se 
susciten sobre los asuntos indicados. 
Artículo 9o.  De los atentados cometidos por los jueces contra los citados 
derechos conocerán sus respectivos superiores con la misma preferencia de 
que se ha hablado en el artículo precedente, remediando desde luego el 
mal que se les reclame y enjuiciando inmediatamente al conculcador de las 
mencionadas garantías. 

Respecto al contenido de ese art 9o, se trataba de un auténtico con-
trol difuso de la constitucionalidad, el cual, a diferencia del modelo esta-
dounidense en el que se inspiraba, en Yucatán “no se llevaba a cabo en 
el momento en que se fallaran los juicios ordinarios, sino de plano orde-
nando que en cuanto a esos jueces de primera instancia sus superiores 
actuaran como jueces de amparo”.5

El amparo contra leyes se previó en el art 62, ap primero, del mismo 
proyecto constitucional, el cual encargó su conocimiento a la Corte Supre-
ma de Justicia del Estado.

Artículo 62.  Corresponde a este tribunal reunido: 

1o. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección 
contra las leyes y decretos de la legislatura que sean contrarios al texto lite-
ral de la Constitución o contra las providencias del gobernador cuando en 
ellas se hubiese infringido el código fundamental en los términos expresa-
dos, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte en que la 
Constitución hubiese sido violada.

	 5	�Juventino V. Castro y Castro, ob cit, p 343.
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Los historiadores coinciden en que Rejón se inspiró, por un lado, en 
las ideas de Tocqueville y en la Constitución estadounidense de 1787. Su 
proyecto de Carta Magna resulta fundamental en la historia del juicio de 
garantías, pues por primera vez se usó la expresión “amparar”, que de-
fine el propósito, la función y el concepto del juicio de amparo. 

4.2.3  Acta de reformas de 1847

Mariano Otero se encargó de llevar las ideas incorporadas por Rejón al 
texto de la Constitución federal. En el acta del 18 de mayo de 1847, refor-
madora de la Constitución de 1824 dada por la minoría federalista en 
aquel momento, confluyeron las ideas del individualismo de la Revolu-
ción Francesa y la protección de las libertades de los estadounidenses.

El texto de 1847 otorgaba a los tribunales federales esta facultad de 
“amparar” a los habitantes del país en el ejercicio de sus derechos, en los 
siguientes términos: 

Artículo 25.  Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habi-
tante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le 
concedan esta Constitución y las leyes constitucionales contra todo ataque 
de los poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los esta-
dos; limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso par-
ticular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general 
respecto de la ley o del acto que lo motivare.

El texto de 1847 incluye con claridad uno de los principios fundamen-
tales del juicio de amparo, que es el de relatividad de la sentencia, esto es, 
la limitación de sus efectos únicamente al particular que haya solicitado la 
protección. Se le llama fórmula Otero en atención a esta génesis.

4.2.4  Constitución de 1857

En esta carta fundamental aparece con claridad la institución del amparo 
como la facultad de salvaguarda de la Carga Magna mediante la protec-
ción de las garantías individuales, otorgada al Poder Judicial de la Fede-
ración. El texto de los arts 101 y 102 de esa Constitución establecía lo 
siguiente: 

Artículo 101.  Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite: 
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36             ANTECEDENTES HISTÓRICOS, NACIMIENTO Y EVOLUCIÓN DEL AMPARO

	 I.	� Por leyes ó actos de cualquiera autoridad que violen las garantías indi-
viduales; 

	II.	� Por leyes ó actos de la autoridad federal que vulneren ó restrinjan la 
soberanía de los estados, y 

	III.	� Por las leyes ó actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera 
de la autoridad federal. 

Artículo 102.  Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán, 
á petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del 
órden jurídico, que determinará una ley. La sentencia será siempre tal que 
sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose á protegerlos y ampa-
rarlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna 
declaración general respecto de la ley ó acto que la motivare.

El texto del art 101 contiene el germen que después se reitera en el 
art 103 de la Constitución de 1917. Asimismo, el 102 menciona los prin-
cipios mínimos de la institución del amparo: instancia de parte agraviada, 
prosecución judicial y relatividad de la sentencia. Ahora bien, de la Cons-
titución de 1857 es también fundamental mencionar el art 14, que a la 
letra señalaba:

Artículo 14.  No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser 
juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y 
exactamente aplicadas a él, por el tribunal que previamente haya estable-
cido la ley.

La interpretación de principio de exacta aplicación de la ley en los 
juicios, que preveía este art 14 de la Constitución de 1857, influyó noto-
riamente en el desarrollo del juicio de amparo, en el sentido de que lo 
“desvió” de su senda original al extender su ámbito de tutela no sólo para 
aquellos derechos de los gobernados consagrados directamente en la 
Constitución, sino también para los establecidos en leyes de carácter 
secundario, mediante el “control de la legalidad”, a través de “la impug-
nación de las sentencias pronunciadas por todos los jueces del país tanto 
locales como federales”.6 Esta “desviación” o crecimiento del amparo fue 
confirmada luego en el régimen constitucional a partir de 1917, lo cual 
significó un punto fundamental en la evolución de la figura del amparo 
en la historia constitucional de México. 

	 6	�Diccionario jurídico mexicano (1984), t 1, México, Editorial Porrúa, unam, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, p 142.
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4.2.5 � Leyes y códigos durante la vigencia de la Constitución de 1857 

Durante la segunda mitad del siglo xix y hasta entrada la primera década 
del siglo xx se promulgaron diversas leyes de corte procesal que se encar-
garon de regular la institución del amparo establecida en el texto de la 
Constitución de 1857.

El primer antecedente que mencionan los historiadores del derecho 
es la “Ley Orgánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federación, 
que exige el art 102 de la Constitución federal para los juicios de que 
habla el art 101 de la misma”, del 30 de noviembre de 1861. Esta legis-
lación prevé un primer procedimiento para el trámite del amparo ante el 
juez de distrito. 

Los primeros numerales establecían el derecho a acudir a solicitar la 
protección de la justicia federal, por vía escrita, expresando lo que se 
entiende ahora como concepto de violación a partir del agravio:

2. Todo habitante de la República que en su persona ó intereses crea viola-
das las garantías que le otorgan la Constitución o sus leyes orgánicas tiene 
derecho de ocurrir á la justicia federal, en la forma que le prescribe esta ley, 
solicitando amparo y protección.

3. El ocurso se hará ante el juez de distrito del estado en que resida la 
autoridad que motiva la queja; y si el que la motivare fuere dicho juez, ante 
su respectivo suplente. En el ocurso se expresará detalladamente el hecho, 
fijándose cuál es la garantía violada.

La ley de 1861 careció de vigencia en la práctica, al haberse dado 
prácticamente a unos meses de la intervención francesa y el Segun- 
do Imperio. Cuando triunfó la República, se promulgó una nueva ley el 
20 de enero de 1869: la Ley Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Cons-
titución.

Esta ley desarrollaba un régimen de amparo con mucha mayor ampli-
tud, previendo instituciones como la suspensión del acto reclamado. Se 
generó un debate entre los juristas de la época en torno a lo que disponía 
el art 8, el cual señalaba la inadmisibilidad del amparo en los “negocios 
judiciales”; es decir, en causas civiles, quedando limitado al orden penal. 

La competencia se otorgaba igualmente a los jueces de distrito, aun-
que se preveía que tras dictar su fallo debería remitirlos para su remisión 
a la Suprema Corte. El art 13 preveía:

Artículo 13.  Concluido el término de prueba, se citará de oficio al actor y al 
promotor fiscal, y se dejarán los autos por seis días comunes en la secretaría 
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del juzgado a fin de que las partes tomen los apuntes necesarios para formar 
sus alegatos escritos, que entregarán al juzgado dentro de dicho término; en 
el de cinco días pronunciará el juez su sentencia definitiva; en todo caso y 
sin nueva citación, remitirá los autos a la Suprema Corte para que revise la 
sentencia.

Es decir, se planteaba aquí el germen del recurso de revisión, que sin 
embargo resultaba desmedido en tanto enfrentaba a la Suprema Corte 
con la tiránica tarea de revisar todas las sentencias de amparo dictadas 
en el país. Algunos de los problemas del actual amparo directo, relacio-
nados con la sobrecarga de trabajo y con el centralismo judicial que 
supone, empezaron a gestarse ya desde esa época. 

Un siguiente ordenamiento ocurrió el 14 de diciembre de 1882: la Ley 
Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución Federal. Este ordena-
miento resulta mucho más detallado en la reglamentación del amparo: se 
incluye un capítulo relativo a la naturaleza del juicio de amparo, se deta-
llan los requisitos, se consolida la institución de la suspensión del acto 
reclamado y se prevén cuestiones procesales como las excusas e impedi-
mentos, y el sobreseimiento, además del régimen de responsabilidades.

El siguiente antecedente dado aun durante la vigencia de la constitu-
ción de 1857 es el Código de Procedimientos Federales (cpf), publicado en 
las fechas siguientes: 14 de noviembre de 1895, 6 de mayo de 1896, 15 
de septiembre de 1896 y 6 de octubre de 1897. Se ocupó del juicio de 
amparo en el Capítulo VI del Título II y contenía las 10 secciones siguien-
tes: De la competencia, De los impedimentos, De los casos de improce-
dencia, De la demanda de amparo, De la suspensión del acto reclamado, 
De la substanciación del juicio, Del sobreseimiento; De las sentencias y 
demás resoluciones de la Suprema Corte, De la ejecución de las senten-
cias y De la responsabilidad en los juicios de amparo.

El último ordenamiento adjetivo de la época previa al estallido revo-
lucionario fue el Código Federal de Procedimientos Civiles (cfpc), publicado 
en 1908 y puesto en vigor a partir del 5 de febrero de 1909. Este código 
se encargaba de regular a detalle todo el ámbito del juicio de amparo en 
sus arts 661 a 796, así como regulaba prácticamente todas las institucio-
nes que se consolidaron a lo largo del siglo xx. Así, destaca la figura del 
tercero y el papel que desempeña el Ministerio Público. 

El ordenamiento careció de vigencia práctica, dado el movimiento 
armado que se desataría en 1910 y que traería como consecuencia un 
cambio total en las instituciones políticas y jurídicas de la nación. 
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4.2.6  Constitución de 1917

El texto de los constituyentes de Querétaro es fiel en la regulación del 
amparo ante los jueces de distrito, que pasa a conocerse como amparo 
indirecto, aunque resulta innovador en el establecimiento del amparo di-
recto o amparo casación, que surgió con la eliminación de ese recurso de 
casación, de inspiración francesa y aplicado durante el siglo xix. El am-
paro directo, que debía interponerse directamente ante la scjn, se esta-
bleció como el último medio de defensa contra errores en la aplicación 
de la ley cometidos por los jueces.

El texto original de la Constitución publicada el 5 de febrero de 1917 
preveía lo siguiente en el art 103:

Artículo 103.  Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite: 

	 I.	� Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; 
	II.	� Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 

soberanía de los estados, y 
	III.	� Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la 

autoridad federal.

Como se observa, el art 103 retoma en lo esencial el texto del nume-
ral 101 de 1857, y se ha reformado en tres ocasiones. La primera de ellas, 
por decreto publicado en el dof el 31 de diciembre de 1994, añade a las 
fraccs II y III la mención del Distrito Federal (hoy día Ciudad de México) 
como tercer afectado o agente posible en los actos de invasión de com-
petencia. 

La segunda reforma, publicada en el dof el 6 de junio de 2011, sienta 
las bases del nuevo modelo de amparo enfocado para la protección de 
derechos humanos, así como prevé su procedencia contra normas gene-
rales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos 
y sus garantías reconocidos en la Constitución y los tratados.

La tercera reforma, publicada en el dof el 29 de enero de 2016, ha 
precisado en las fraccs II y III la nueva naturaleza jurídica del Distrito 
Federal como entidad federativa denominada Ciudad de México.

Por lo que hace al art 107, el texto original preveía lo siguiente:

Artículo 107.  Todas las controversias de que habla el artículo 103 se segui-
rán a instancia de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas 
del orden jurídico que determinará una ley que se ajustará a las bases 
siguientes: 
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40             ANTECEDENTES HISTÓRICOS, NACIMIENTO Y EVOLUCIÓN DEL AMPARO

	 I.	�� La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos particu-
lares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre 
el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la 
ley o acto que la motivare; 

	 II.	� En los juicios civiles o penales, salvo los casos de la regla IX, el amparo 
sólo procederá contra las sentencias definitivas respecto de las que no 
proceda ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modi-
ficadas o reformadas, siempre que la violación de la ley se cometa en 
ellas o que, cometida durante la secuela del procedimiento, se haya 
reclamado oportunamente y protestado contra ella por negarse su re-
paración, y que cuando se haya cometido en primera instancia se haya 
alegado en la segunda por vía de agravio. 

	�       La Suprema Corte, no obstante esta regla, podrá suplir la deficien-
cia de la queja en un juicio penal cuando encuentre que ha habido en 
contra del quejoso una violación manifiesta de la ley, que lo ha dejado 
sin defensa o que se le ha juzgado por una ley que no es exactamente 
aplicable al caso y que sólo por torpeza no se ha combatido debida-
mente la violación;

	 III.	� En los juicios civiles o penales sólo procederá el amparo contra la vio-
lación de las leyes del procedimiento cuando se afecten las partes 
sustanciales de él, y de manera que su infracción deje sin defensa al 
quejoso; 

	 IV.	� Cuando el amparo se pida contra la sentencia definitiva en el juicio 
civil, sólo procederá, además del caso de la regla anterior, cuando, lle-
nándose los requisitos de la regla segunda, dicha sentencia sea contra-
ria a la letra de la ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica, 
cuando comprenda personas, acciones, excepciones o cosas que no 
han sido objeto del juicio, o cuando no las comprenda todas por omi-
sión o negativa expresa. 

	�       Cuando se pida el amparo contra resoluciones no definitivas, según 
lo dispuesto en la fracción anterior, se observarán estas reglas en lo 
que fuere conducente;

	 V.	� En los juicios penales, la ejecución de la sentencia definitiva contra la 
que se pide amparo se suspenderá por la autoridad responsable, a 
cuyo objeto el quejoso le comunicará, dentro del término que fije la ley 
y bajo la protesta de decir verdad, la interposición del recurso, acom-
pañando dos copias: una para el expediente y otra que se entregará a 
la parte contraria; 

	 VI.	� En juicios civiles, la ejecución de la sentencia definitiva sólo se suspen-
derá si el quejoso da fianza de pagar los daños y perjuicios que la sus-
pensión ocasionare, a menos que la otra parte diese contrafianza para 
asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se con-
cediese el amparo, y pagar los daños y perjuicios consiguientes. En 
este caso se anunciará la interposición del recurso, como indica la regla 
anterior; 
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4.2 Antecedentes nacionales             41

	VII.	� Cuando se quiera pedir amparo contra una sentencia definitiva, se 
solicitará de la autoridad responsable copia certificada de las constan-
cias que el quejoso señalare, la que se adicionará con las que indicare 
la otra parte, dando en ella la misma autoridad responsable, de una 
manera breve y clara, las razones que justifiquen el acto que se va a 
reclamar, de las que se dejará nota en los autos; 

	VIII.	� Cuando el amparo se pida contra una sentencia definitiva se interpon-
drá directamente ante la Suprema Corte, presentándole el escrito con 
la copia de que se habla en la regla anterior o remitiéndolo por con-
ducto de la autoridad responsable o del juez de distrito del estado a 
que pertenezca. La Corte dictará sentencia sin más trámite ni diligen-
cia que el escrito en que se interponga el recurso, el que produzca la 
otra parte y el procurador general o el agente que al afecto designare 
y sin comprender otra cuestión legal que la que la queja contenga; 

	 IX.	� Cuando se trate de actos de autoridad distinta de la judicial o de actos 
de ésta ejecutados fuera de juicio o después de concluido, o de ac- 
tos en el juicio cuya ejecución sea de imposible reparación o que afecte 
a personas extrañas al juicio, el amparo se pedirá ante el juez de dis-
trito bajo cuya jurisdicción esté el lugar en que el acto reclamado se 
ejecute o trate de ejecutarse, limitándose la tramitación al informe de 
la autoridad, a una audiencia para la cual se citará en el mismo auto en 
que se mande pedir el informe y que se verificará a la mayor brevedad 
posible, recibiéndose en ella las pruebas que las partes interesadas 
ofrecieren y oyéndose los alegatos, que no podrán exceder de una hora 
cada uno, y a la sentencia que se pronunciará en la misma audiencia. 
La sentencia causará ejecutoria si los interesados no ocurrieren a la 
Suprema Corte dentro del término que fije la ley y de la manera que 
expresa la regla VIII. 

	�       La violación de las garantías de los artículos 16, 19 y 20 se recla-
mará ante el Superior Tribunal que la cometa o ante el juez de distrito 
que corresponde, pudiéndose recurrir en uno y otro casos a la Corte 
contra la resolución que se dicte. 

	�       Si el juez de distrito no residiere en el mismo lugar en que reside la 
autoridad responsable, la ley determinará el juez ante el que se ha de 
presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisional-
mente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley 
establezca;

	 X.	� La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspon-
diente cuando no suspenda el acto reclamado, debiendo hacerlo, y 
cuando admita fianza que resultare ilusoria o insuficiente, siendo en 
estos dos últimos casos solidaria la responsabilidad penal y civil de la 
autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la prestare; 

	 XI.	� Si después de concedido el amparo la autoridad responsable insis-
tiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la senten-
cia de la autoridad federal, será inmediatamente separada de su car-
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42             ANTECEDENTES HISTÓRICOS, NACIMIENTO Y EVOLUCIÓN DEL AMPARO

go y consignada ante el juez de distrito que corresponda, para que la 
juzgue, y 

	XII.	� Los alcaides y carceleros que no reciban copia autorizada del auto de 
formal prisión de un detenido, dentro de las setenta y dos horas que 
señala el artículo 19, contadas desde que aquél esté a disposición de 
su juez, deberán llamar la atención de éste sobre dicho particular en el 
acto mismo de concluir el término, y si no reciben la constancia men-
cionada, dentro de las tres horas siguientes lo pondrán en libertad. 

	�       Los infractores del artículo citado y de esta disposición serán con-
signados inmediatamente a la autoridad competente. También será 
consignado a la autoridad o agente de ella el que, verificada una 
aprehensión, no pusiere al detenido a disposición de su juez dentro de 
las veinticuatro horas siguientes. 

	�       Si la detención se verificare fuera del lugar en que resida el juez, al 
término mencionado se agregará el suficiente para recorrer la distancia 
que hubiere entre dicho lugar y el en que verificó la detención.

 Como se observa, se incluyen ya los diversos principios constitucio-
nales del juicio de amparo actual, entre los cuales destaca el de definiti-
vidad, la procedencia del amparo contra sentencias definitivas, denomi-
nado a partir de entonces directo, las responsabilidades de las autoridades 
por no suspensión, repetición del acto e incumplimiento; además, el 
texto incluye la garantía de libertad relativa al término constitucional de 
las 72 horas, que luego se trasladó al artículo referente a las garantías 
penales. 

El texto del art 107 ha sufrido diversas reformas, de las cuales destaca 
lo siguiente:

	a)	� La primera reforma, publicada en el dof el 19 de febrero de 1951, 
supone una amplia reestructuración del precepto; se precisan las cau-
sas de procedencia en las materias judicial, civil, penal y del trabajo 
(fracc III); en la materia administrativa (fracc IV); destacan la creación 
de los tribunales colegiados como los encargados del amparo contra 
sentencias definitivas y laudos (fracc VI) y del recurso de revisión 
(fracc VIII); además, dispone los lineamientos para establecer la juris-
prudencia (fracc XIII).

	b)	� Reforma publicada en el dof el 2 de noviembre de 1962: se precisan 
en la fracc II las previsiones protectoras aplicables al amparo en ma-
teria agraria, como la suplencia de la deficiencia de la queja, la no pro-
cedencia del desistimiento, el sobreseimiento por inactividad y la ca-
ducidad de la instancia cuando se afecten los derechos de los ejidos.
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4.2 Antecedentes nacionales             43

	 c)	� Reforma publicada en el dof el 25 de octubre de 1967: se hacen 
diversas precisiones a los supuestos de procedencia y a la competen-
cia de los órganos en los distintos tipos de amparo, y se desarrolla lo 
relativo a la denuncia de contradicción de criterios.

	d)	� Reforma publicada en el dof el 20 de marzo de 1974: se añade a la 
fracc II la procedencia de la suplencia de la queja en los juicios 
de amparo contra actos que afecten los derechos de menores o inca-
paces.

	 e)	� Reforma publicada en el dof el 8 de octubre de 1974: se precisan 
supuestos de competencia de los tribunales colegiados de circuito en 
materia de recurso de revisión, previendo el carácter definitivo de sus 
resoluciones.

	 f)	� Reforma publicada en el dof el 17 de febrero de 1975: se precisa el 
contenido de la fracc XIV, relativa al sobreseimiento o caducidad de 
la instancia por inactividad procesal en las materias civil o adminis-
trativa.

	 g)	� Reforma publicada en el dof el 6 de agosto de 1979: se hacen nuevas 
modificaciones al texto de la fracc VI, relativo a la procedencia del 
amparo contra sentencias definitivas o amparo directo.

	h)	� Reforma publicada en el dof el 7 de abril de 1986: se reforma la fracc 
II, concretando su contenido, particularmente en los párrafos de un 
amparo agrario más protector, que incluso prevé la recepción oficiosa 
de pruebas y la realización de diligencias en beneficio de los titula- 
res de derechos agrarios.

	 i)	� Reforma publicada en el dof el 10 de agosto de 1987: se precisa de 
nueva cuenta la procedencia del amparo directo, particularmen- 
te contra fallos de los tribunales de lo contencioso administrativo. La 
competencia de este amparo se asigna de forma preponderante a los 
tribunales colegiados, igualmente por lo que hace al recurso de re-
visión.

	 j)	� Reforma publicada en el dof el 3 de septiembre de 1993: en el marco 
de la reforma penal se deroga la fracc XVIII, que se refería a la garan-
tía de la libertad individual relacionada con el término constitucional 
de 72 horas del art 19.

	 k)	� Reforma publicada en el dof el 25 de octubre de 1993: delimita la 
competencia de la scjn en materia del recurso de revisión del amparo 
indirecto.

	 l)	� Reforma publicada en el dof el 31 de diciembre de 1994: en el marco 
de la amplia reestructuración al Poder Judicial federal, se precisan las 
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44             ANTECEDENTES HISTÓRICOS, NACIMIENTO Y EVOLUCIÓN DEL AMPARO

competencias de la scjn en materia de amparo, conocimiento de los 
recursos de revisión, y fijación de jurisprudencia.

	m)	� Reforma publicada en el dof el 11 de junio de 1999: se delimitan de 
nueva cuenta las facultades de la scjn en materia de amparo, ahora 
en lo relativo a la procedencia extraordinaria de la revisión en amparo 
directo, cuando se vaya a fijar un criterio de importancia y trascen-
dencia.

	n)	� Reforma publicada en el dof el 6 de junio de 2011: se añade la amplia 
reforma que fija las bases del sistema actual de amparo enfocado a 
la protección de los derechos humanos, con precisiones novedosas 
como la precedencia por existencia de interés legítimo, la declarato-
ria general de inconstitucionalidad y el amparo adhesivo, entre otras.

	o)	� Reforma publicada en el dof el 10 de febrero de 2014: incluye en 
diversos apartados del artículo la denominación de “fiscal general de 
la República”.

	p)	� Reforma publicada en el dof el 29 de enero de 2016: suprime la men-
ción al Distrito Federal. 

Como se observa, las reformas a dicho artículo han sido extensas, en 
el dilatado proceso de consolidar la institución del amparo como figura 
de primera importancia en nuestro sistema constitucional. Un estudio 
más a detalle de las reformas puede identificar procesos diversos, como 
la paulatina adecuación de las competencias en amparo al marco orgá-
nico del Poder Judicial federal, con sus hitos en la creación de los tribu-
nales colegiados a mediados del siglo pasado y su progresiva asunción de 
la competencia del amparo directo; igualmente, las fluctuaciones en el 
amparo de tinte social en beneficio de los núcleos agrarios; y en general, 
un amparo cada vez más detallado y sofisticado, que ha merecido mu-
chas críticas en la doctrina cuando aparece como un mecanismo muy 
técnico, que en la práctica impide realmente que se consolide como jui-
cio protector, sino sólo para quienes pueden acceder a él y superar su 
compleja tramitación mediante la adecuada asesoría jurídica, general-
mente costosa.

4.2.7  Leyes de amparo históricas

Tras la promulgación de la Constitución de 1917, la primera Ley de 
Amparo se publicó el 18 de octubre de 1919 con el título Ley Reglamenta-
ria de los Artículos 103 y 104 de la Constitución Federal, denominación que 
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4.2 Antecedentes nacionales             45

estaba equivocada, pues debió referirse a los arts 103 y 107: constaba de 
165 artículos. Lo que puede destacarse de este ordenamiento, como pri-
mera reglamentación del juicio de garantías, es la reiteración de los prin-
cipios constitucionales de 1917. En el ámbito procesal se suprimió el 
recurso de revisión oficioso, se reconoce el carácter de parte al tercero 
perjudicado y se establece el modelo de las audiencias tanto para la 
suspensión como para la cuestión de fondo del amparo, disponiendo el 
fallo al fin de la vista, buscando con ello mayor celeridad de los procedi-
mientos.

Una cuestión que después desapareció fue la previsión del recurso de 
“súplica”, procedente contra las sentencias de segunda instancia, que 
podía elegirse como vía procesal en lugar del amparo directo, por viola-
ciones a la legalidad (fueran procesales o en el fallo). Era competencia de 
la scjn que se conocería con plenitud de jurisdicción sobre el asunto del 
juicio, pudiendo ordenar la reposición del procedimiento en caso de vio-
laciones, o en la confirmación, modificación o revocación de la sentencia. 

La siguiente Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 
Constitucionales, fue publicada en 1935 y entró en vigor en 1936, man-
teniendo su aplicación durante el resto del siglo xx y la primera década 
del xxi. La dogmática mexicana moderna en la materia de amparo, tanto 
en lo sustantivo como en lo procesal, se construyó a partir de lo postu-
lado en este ordenamiento. En tal entendido, se remite al lector a cual-
quier manual de la materia previo a 2013 para conocer el contenido a 
detalle de dicha ley.

Durante su vigencia sufrió una treintena de reformas, las principales 
análogas a las reformas constitucionales al texto del numeral 107, ya se-
ñaladas. Así, destaca en primer lugar la amplia reforma del 19 de febrero 
de 1951, que existió a partir de la creación de nuevos órganos de justi- 
cia del Poder Judicial de la Federación: los tribunales colegiados de cir-
cuito, a los cuales se encargan competencias antes encomendadas a la 
scjn, con la clara intención de disminuir la carga de trabajo de ésta y 
contribuir a la celeridad de la justicia. La reforma no tuvo gran eficacia 
pues, en todo caso, los tribunales colegiados heredaron el retraso y “na-
cieron” sobrecargados de trabajo. 

Otra reforma de interés fue la publicada el 4 de febrero de 1963 y que 
dio un tinte social y popular al juicio de amparo, particularmente en el 
rubro de la justicia agraria. Se establecieron normas protectoras para los 
núcleos de población ejidal o comunal, así como para los ejidatarios y 
comuneros en lo particular, destinadas a facilitar su acceso al proceso. Así 
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mismo, se flexibilizan los términos para estos sectores y la eliminación 
de varias formalidades, y de forma relevante se otorga al órgano de am-
paro facultades para recabar pruebas de oficio, en beneficio de los titula-
res de esos derechos agrarios.

Reformas consecutivas a la ley se inscribieron en propósitos simila-
res; la publicada el 30 de abril de 1968 busca flexibilizar formalidades del 
amparo en general para facilitar el acceso a la vía, y la publicada el 4 de 
diciembre de 1974 prevé una protección para los menores e incapaces, 
así como una nueva reforma sobre el amparo agrario, publicada el 29 de 
junio de 1976.

Las siguientes reformas atienden cuestiones propiamente técnicas 
y de pormenores procesales. Así, la reforma publicada el 7 de enero de 
1980 ajusta la participación del Ministerio Público federal en el juicio 
de garantías, en busca de hacerla más eficaz. Respecto al cumplimien- 
to de la ejecutoria, se precisa la figura del pago de daños y perjuicios; la 
reforma del 16 de enero de 1984 se ocupa del amparo contra leyes y las 
del 10 de enero de 1994 y 8 de febrero de 1999 tratan principalmente 
cuestiones del amparo penal. 

4.2.8  Ley de Amparo de 2013

Como última etapa en el recorrido histórico del amparo mexicano, el 2 
de abril de 2013 se publicó la nueva legislación: Ley de Amparo, Reglamen-
taria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (LAmp). Cabe señalar que la nueva ley se presentó con 
retraso, toda vez que los legisladores incumplieron el plazo de ciento 
veinte días establecido en el transitorio segundo de la reforma constitu-
cional en materia de amparo del 6 de junio de 2011, para expedir las 
reformas legales correspondientes. Hasta veinte meses después se cum-
plió ese mandato.

La ley desarrolla el amparo de acuerdo con la nueva óptica de protec-
ción a los derechos humanos previstos en la Constitución y en los trata-
dos suscritos por México, con fidelidad a los principios históricos del 
amparo, los cuales se han adecuado a las necesidades de justicia de nues-
tra sociedad contemporánea. Así, se establecen figuras como la proce-
dencia del amparo por interés legítimo y la declaratoria general de in-
constitucionalidad, entre otras, que son motivo de estudio en el cuerpo 
de este libro.
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4.2 Antecedentes nacionales             47

Cabe señalar que la ley ha sufrido ya dos reformas, publicadas en el 
dof el 14 de julio de 2014 y el 18 de diciembre de 2015: ambas se refie-
ren a asuntos relacionados con el ámbito de las telecomunicaciones y la 
radiodifusión, siguiendo los lineamientos de la reforma constitucional en 
esas materias.
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UNIDAD 5
Concepto, naturaleza jurídica y 
fundamento constitucional 
del amparo

5.1  Concepto 

El amparo consiste en un proceso que se tramita ante la jurisdicción es-
pecializada facultada para ello por el texto constitucional, teniendo como 
objeto resolver un litigio de índole constitucional, derivado de la eventual 
violación de los derechos humanos de una persona, cometida por una 
autoridad pública. El propósito del amparo es verificar ese reclamo y en 
su caso invalidar el acto cuando se encuentre con mérito la pretensión del 
quejoso.

En la definición histórica de Ignacio L. Vallarta se señala: “El amparo 
es el proceso legal intentado para recuperar sumariamente cualquiera de 
los derechos del hombre consignados en la Constitución y atacados por 
una autoridad de cualquier categoría que sea”. Para Juventino Castro, el 
amparo “es un proceso concentrado de anulación —de naturaleza cons-
titucional— promovido por vía de acción, reclamándose actos de autori-
dad y que tiene como finalidad proteger exclusivamente a los quejosos 
contra la expedición o aplicación de leyes violatorias”, en la nueva termi-

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



5.2 Naturaleza jurídica             49

nología de la Constitución, de los derechos humanos expresamente re-
conocidos en ésta y contra los actos conculcatorios de tales derechos.1

Según lo define Ojeda Bohórquez, el juicio de amparo “es un medio 
o sistema de defensa extraordinario que otorga la Carta Magna para sal-
vaguardar los derechos humanos de toda persona frente a los errores, 
excesos y abusos de la autoridad federal y local en los tres poderes y ni-
veles del Estado mexicano, que tiene excepciones y características muy 
especiales en materia penal”.2

5.2  Naturaleza jurídica

Fundamental en la comprensión de esta institución es la distinción de 
que incluye dos especies, cada una con una naturaleza y vía de tramita-
ción propia. Así, el juicio de amparo puede darse por la vía directa, 
en cuyo caso se trata de un “recurso extraordinario” o indirecta, caso en 
el cual se trata de un auténtico proceso autónomo. 

Diversas opiniones como la de Fix-Zamudio han establecido sobre 
este punto que el amparo tiene un doble carácter de proceso y de recurso, 
de acuerdo con su doble función de control de la constitucionalidad y de 
la legalidad, según cuando la materia del juicio esté constituida por el exa-
men directo de un precepto constitucional, que es  independiente  del 
procedimiento que motiva el acto reclamado, o cuando mediante el juicio 
se reclama la correcta aplicación de disposiciones legales ordinarias.

Debe establecerse que el amparo surgió con el propósito esencial de 
proteger los derechos de la persona humana consagrados constitucional-
mente. En su desarrollo, se ha expandido para constituir hoy en día “la 
última instancia impugnativa de la mayor parte de los procedimientos 
judiciales, administrativos y aun de carácter legislativo, por lo que tutela 
todo el orden jurídico nacional contra las violaciones realizadas por cual-
quier autoridad, siempre que esas infracciones se traduzcan en una afec-
tación actual, personal y directa a los derechos de una persona jurídica, 
sea individual o colectiva”.3

	 1	��Juventino V. Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa/unam, Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas, pp 363 y 365.

	 2	�Ricardo Ojeda Bohórquez (2013), El nuevo amparo penal, México, Instituto Nacional de Cien-
cias Penales (Inacipe), p 19.

	 3	�Diccionario jurídico mexicano (1984), ts 1-8, México, Editorial Porrúa/unam, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, p 141.
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La opinión mayoritaria en la doctrina considera actualmente que el 
amparo tiene la naturaleza procesal de un auténtico juicio y no sólo de 
un recurso. Esto es válido porque si bien el amparo directo tiene sus par-
ticularidades, lo evidente es que la Constitución no distingue la naturale-
za de ambos y considerando que tanto el indirecto como el directo son 
juicios. 

5.3  Objeto del juicio de amparo

El propósito del juicio de amparo es fungir como medio de control y de-
fensa del orden constitucional, en el apartado específico que constituye 
el respeto al catálogo de derechos reconocidos a las personas. El objeto 
del juicio de amparo es verificar la constitucionalidad del acto, no distin-
guible en el caso del respeto al contenido sustancial del derecho subjetivo 
considerado violentado. Por ende, en el amparo, si hay mérito para ello, 
al darse la protección al quejoso contra el acto se está a su vez restau-
rando la vigencia del orden constitucional para el caso específico. 

En el nuevo paradigma establecido por la reforma constitucional de 
2011 aparece que el amparo es un medio dentro del sistema jurídico que 
supone la última defensa del ciudadano, aunque inscrita en el marco 
de una nueva orientación del ente público dirigida a la máxima efectivi-
dad de los derechos humanos en el país.

5.4  Acción de amparo

Dicha acción es auténticamente el derecho público subjetivo que permite 
poner en marcha el aparato jurisdiccional de amparo. De acuerdo con 
Juventino Castro, su único presupuesto es la existencia de un litigio cons-
titucional y sus elementos son la capacidad de obrar, la instancia y la 
pretensión.4

Para Del Castillo del Valle, la acción de amparo abarca seis elemen-
tos: el actor, que se identifica con el quejoso; el órgano jurisdiccional com-
petente; el demandado, el cual es la autoridad responsable; la causa remo-
ta, representada por el derecho del actor que se considera violado por el 
demandado; la causa próxima, que consiste en la conducta del deman-

	 4	Juventino V. Castro y Castro, ob cit, p 481.
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5.5 Fundamento constitucional del juicio de amparo (art 103 constitucional)             51

dado estimada contraria al derecho del autor (esto es, el acto reclamado), 
y finalmente el objeto de la acción, que es la finalidad del actor de que se 
anule el acto reclamado y se le restituya en el pleno goce y disfrute del 
derecho violentado.5

5.5 � Fundamento constitucional del juicio de amparo 
(art 103 constitucional)

El texto del art 103 constitucional señala lo siguiente:

Artículo 103.  Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite:

	 I.	� Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los 
derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su pro-
tección por esta Constitución, así como por los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte;

	II.	� Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los estados o la autonomía de la Ciudad de 
México, y

	III.	� Por normas generales o actos de las autoridades de las entidades fede-
rativas que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal. 

La fundamentación constitucional del amparo se establece propia-
mente en la fracc I de dicho artículo. Respecto a las fraccis II y III, la 
doctrina las ha identificado con un llamado amparo soberanía que, sin 
embargo, no se ha aplicado en el orden constitucional por ausencia de 
una adecuada ley reglamentaria.6 Prácticamente, la doctrina ha opinado 
que esas fracciones están de sobra, pues para que fuera procedente el 
amparo en tales supuestos tendría que haber una violación a los derechos 
del gobernado, lo cual supondría reconducir el supuesto a los de la fracc 
I. Sin esta vulneración de derechos, el problema competencial resultaría 
objeto de conocimiento mediante los procedimientos previstos en el art 
105 constitucional.

Para determinar el alcance del fundamento constitucional previsto en 
la fracc I del art 103 se requiere precisar tres nociones: la del órgano com-

	 5	�Alberto Del Castillo del Valle (2013), Compendio de juicio de amparo, México, EJA, pp 71 y 72.
	 6	�Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 

en México, México, Editorial Porrúa, p 213.
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petente, esto es, los tribunales de la Federación; la del objeto de la con-
troversia, o sea, el acto de autoridad; y la del motivo del reclamo, que es 
la violación de derechos humanos. 

5.5.1  Tribunales de la Federación que conocen del amparo

En líneas anteriores se ha dicho que en el sistema mexicano el juicio de 
amparo es un medio de control de la constitucionalidad concentrado, por 
vía de acción; esto significa que se trata de un juicio seguido ante un 
órgano judicial competente, el cual en términos generales la Constitución 
identifica como tribunales de la Federación. 

Ahora bien, lo anterior sirve en principio para distinguir que la com-
petencia del amparo corresponde a los órganos del Poder Judicial federal 
y no a los de los poderes judiciales locales. En un segundo momento, 
debe precisarse a cuáles órganos corresponde tramitar el amparo de los 
diversos que integran ese poder federal.

Según el art 94 de la Constitución, el ejercicio del Poder Judicial de la 
Federación se deposita en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal 
Electoral, en tribunales colegiados y unitarios de circuito y en juzgados de 
distrito. Junto con éstos se prevé el Consejo de la Judicatura Federal como 
órgano encargado de la administración, vigilancia y disciplina. Esta inte-
gración se especifica en la lopjf, que en el art 1 lista los órganos siguientes:

Artículo 1o.  El Poder Judicial de la Federación se ejerce por:

	 I.	� La Suprema Corte de Justicia de la Nación;
	 II.	� El tribunal electoral;
	 III.	� Los tribunales colegiados de circuito; 
	 IV.	� Los tribunales unitarios de circuito;
	 V.	� Los juzgados de distrito;
	 VI.	� El Consejo de la Judicatura Federal;
	VII.	� El Jurado Federal de Ciudadanos, y
	VIII.	� Los tribunales de los estados y del Distrito Federal [hoy Ciudad de 

México] en los casos previstos por el artículo 107, fracción XII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los demás 
en que, por disposición de la ley, deban actuar en auxilio de la Justicia 
Federal.

Evidentemente, si bien la Constitución legisla acerca de la categoría 
amplia de “tribunales de la Federación”, no a todos los órganos jurisdic-
cionales listados les corresponde la competencia sobre el amparo. Sin 
detallar en este apartado la competencia de cada uno de esos órganos 
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judiciales que integran el Poder Judicial federal, cabe indicar que las com-
petencias son las siguientes:

	a)	� En el caso del amparo indirecto, la competencia principal correspon-
de a los juzgados de distrito de las distintas materias. También tienen 
competencia los tribunales unitarios de circuito, para conocer de jui-
cios contra actos de otros tribunales de la misma naturaleza.

	b)	� En el caso del recurso de revisión contra las sentencias dictadas en 
amparo indirecto, la competencia corresponde a los tribunales cole-
giados de circuito. La scjn puede ejercer la facultad de atracción para 
conocer de una revisión de amparo indirecto.

	 c)	� En el caso de los juicios de amparo directo, la competencia correspon-
de a los tribunales colegiados de circuito. En este ámbito, la scjn, por 
vía de sus salas o del Pleno, puede ejercer la facultad de atracción 
para conocer de un amparo directo.

5.5.2  Acto de autoridad

En un sentido general, las autoridades se identifican con los servidores 
públicos o funcionarios del Estado de los tres ámbitos de los Poderes de 
la Unión: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como de los distintos niveles 
de gobierno. Igualmente, constituyen autoridades otros entes públicos, 
como organismos centralizados, paraestatales y autónomos. 

La autoridad es parte procesal en el amparo, como se verá en el apar-
tado respectivo. Su delimitación debe ser amplia, entendiendo como tal, 
cualquiera que puede identificarse como autora o responsable formal y 
materialmente del acto, omisión o norma general que alude la Constitu-
ción. De este modo, el acto de autoridad es lo que la autoridad hace o 
deja de hacer y que significa un perjuicio para el gobernado. Puede tra-
tarse de una conducta positiva o negativa; es activa cuando consiste en 
dictar, ordenar, ejecutar o trata de ejecutar un acto; es de omisión cuando 
no se realiza el acto que debería de acuerdo con la Carta Magna.

Además de esa distinción entre actos de autoridad de naturaleza ac-
tiva y de naturaleza omisiva, la doctrina identifica diversas clasificaciones 
de los actos reclamados, entre los cuales destacan los criterios siguientes: 

	a)	� Actos consumados: son aquellos cuyos efectos se actualizaron en el 
ámbito del quejoso, modificando su situación jurídica. Cuando los ac-
tos se consumaron de forma irremediable o irreparable, el amparo 
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resulta improcedente por haberse perdido la posibilidad de la finali-
dad protectora. Puede haber actos que, una vez consumados, resulten 
reparables, en cuyo caso, de proceder el amparo, su efecto será res-
tituir al quejoso en el goce de las garantías violadas temporalmente. 

	b)	 �Actos de tracto sucesivo: son aquellos que tienen una naturaleza con-
tinua y secuencial, cuya duración se prolonga en el tiempo. Se distin-
guen de los actos instantáneos, que se agotan en un solo hecho, inde-
pendientemente de que sus efectos puedan ser permanentes. 

	 c)	� Actos inminentes: son aquellos cuya ejecución está por diligenciarse 
de forma inmediata, existiendo certeza sobre la actualización de la 
ejecución. Se distinguen de los actos futuros, cuya realización es re-
mota o incierta o simplemente probable. 

5.5.3  Derechos tutelados por el amparo

Tradicionalmente, el amparo se consideraba procedente contra violacio-
nes a las garantías constitucionales previstas en el primer capítulo de la 
Carta Magna, denominado De las garantías individuales. De ahí que al 
propio amparo se le conociera como juicio de garantías. La situación se 
modificó con la reforma de 2011, que extendió su procedencia a toda vio-
lación contra derechos humanos. El concepto de derechos humanos es 
un motivo de amplio debate en la filosofía y teoría del derecho, desde las 
visiones iusnaturalista y iuspositivista. Para efectos del amparo, la pers-
pectiva ha de ser positiva y ha de entenderse que los derechos humanos 
son los derechos subjetivos públicos positivizados tanto en el texto cons-
titucional como en los tratados internacionales.

En dicha tesitura, los derechos son el contenido sustantivo de liberta-
des y prerrogativas de que gozan las personas, mientras que las garantías 
son los mecanismos jurídicos para proteger esos derechos. Estas garan-
tías pueden consistir en requisitos, restricciones, exigencias u obligacio-
nes previstas en la Constitución y en los tratados, destinadas e impuestas 
principalmente a las autoridades, que tienen por objeto proteger los dere-
chos humanos. En cuanto a esta distinción es de interés la tesis siguiente:

Derechos humanos y sus garantías. Su distinción.  Antes de las reformas constitu-
cionales de 6 y 10 de junio de 2011, las voces “derechos humanos y sus garantías” eran 
términos que solían confundirse, ambigüedad que posiblemente derivaba de la ante-
rior denominación del capítulo I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, titulado “De las garantías individuales”. Sin embargo, el Poder Reformador de la 
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Constitución, con las citadas reformas, elevó a rango constitucional su distinción, 
como deriva de las siguientes menciones: i) el capítulo I cambió su denominación a 
“De los derechos humanos y sus garantías”; ii) en el artículo 1o se especificó que todas 
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales, “así como de las garantías para su protección”, y iii) en el 
numeral 103, fracción I, se especificó que los tribunales de la Federación resolverán 
toda controversia que se suscite por infracción a los derechos humanos y las “garan-
tías otorgadas para su protección”. Luego, para el Constituyente Permanente los dere-
chos y sus garantías no son lo mismo, ya que éstas se otorgan para proteger los de-
rechos humanos; constituyen, según Luigi Ferrajoli, los “deberes consistentes en 
obligaciones de prestación o en prohibiciones de lesión, según que los derechos 
garantizados sean derechos positivos o derechos negativos”; es decir, son los requisi-
tos, restricciones, exigencias u obligaciones previstas en la Constitución y en los trata-
dos, destinadas e impuestas principalmente a las autoridades, que tienen por objeto 
proteger los derechos humanos; de ahí que exista una relación de subordinación entre 
ambos conceptos, pues las garantías sólo existen en función de los derechos que 
protegen; de tal suerte que pueden existir derechos sin garantías, pero no garantías 
sin derechos. Así, a manera de ejemplo, puede decirse que el derecho humano a la 
propiedad tiene, entre otras garantías, las de audiencia y legalidad, pues prohíbe a 
la autoridad molestar a un particular sin mandamiento escrito en el que funde y 
motive la causa legal del procedimiento, y que los gobernados sean privados de la 
propiedad sin previa audiencia.7

Mucho se ha escrito en el último lustro acerca de la relevancia y tras-
cendencia de las reformas constitucionales en materia de derechos 
humanos y de amparo de 2011. Sobre el particular, cabe recordar que en 
la nueva configuración de los derechos susceptibles de ser tutelados por 
vía del amparo se parte ahora de la existencia de un “bloque de constitu-
cionalidad”, en virtud del cual son reclamables por la vía de amparo las 
violaciones a derechos estipulados tanto en el texto de la Constitución 
como en los tratados internacionales firmados y ratificados por México.

Según se asienta en la contradicción de tesis 293/2011 resuelta por el 
Pleno de la scjn, una de las principales aportaciones de la reforma cons-
titucional fue la creación de un conjunto de normas de derechos huma-
nos, cuya fuente puede ser, indistintamente, la Constitución o un tratado 
internacional. Así, este conjunto integra el nuevo parámetro de control de 
regularidad o validez de las normas del ordenamiento jurídico mexicano.

A mayor abundamiento, se precisa que con motivo de la reforma 
constitucional, los derechos humanos reconocidos en tratados internacio-

	 7	�Jurisprudencia 2 008 815 [Tesis: XXVIII. 3o. J./14 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 17, abril de 2015, t II, p 1451.
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nales se han integrado expresamente al ordenamiento jurídico interno 
para ampliar el catálogo de derechos humanos; en forma paralela, la 
reforma de amparo amplió de manera expresa la procedencia del juicio 
de amparo para reconocerla en aquellos casos en los cuales se hubiesen 
violado derechos humanos establecidos en tratados internacionales.

Sin embargo, según ha puntualizado la interpretación constitucional, 
el texto de la norma suprema conserva cierta primacía, pues en todo caso 
imperarán las limitaciones a los derechos que ésta pueda establecer. De 
tal modo, cuando en la Carta Magna haya una restricción expresa al ejer-
cicio de alguno de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica 
la norma constitucional por su supremacía. Así lo ha estipulado la tesis 
siguiente: 

Derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacio-
nales. Constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, pero 
cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de aquéllos, 
se debe estar a lo que establece el texto constitucional.  El primer párrafo del ar-
tículo 1o constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes 
son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado mexicano sea 
parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las refor-
mas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once se desprende que las 
normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en 
términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo 
del citado artículo 1o, cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejer-
cicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, 
ya que el principio que le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la 
Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su vez 
implica que el resto de las normas jurídicas debe ser acorde con la misma tanto en un 
sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado. Lo que sí ha evolu-
cionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del 
conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supre-
macía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación 
del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del 
conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los 
derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regulari-
dad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos 
que forman parte del orden jurídico mexicano.8

	 8	�Jurisprudencia 2 006 224 [P./J. 20/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, t I, p 202.
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5.5 Fundamento constitucional del juicio de amparo (art 103 constitucional)             57

En esta dimensión, para el profesional dedicado al amparo, es de vital 
importancia conocer ahora no sólo los derechos humanos previstos en el 
texto constitucional, antes llamados garantías individuales, sino igual-
mente los previstos en documentos internacionales de los derechos hu-
manos. Esto es válido siempre desde el fundamento que da el art 1 cons-
titucional en relación con el 103, fracc I, que establece la procedencia del 
amparo contra normas generales, actos u omisiones de la autoridad que 
violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para 
su protección por la Ley Suprema, así como por los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano es parte.
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UNIDAD 6
Principios constitucionales rectores 
del juicio de amparo

6.1  Bases constitucionales del juicio de amparo

Las bases constitucionales del juicio de amparo se desarrollan en las di-
versas fracciones del art 107 de la Ley Suprema. Cada una de éstas recoge 
un principio tradicional del juicio de garantías, según lo concibieron los 
constituyentes históricamente. Aunque ha habido matices en algunos de 
estos fundamentos con la nueva legislación de 2013, los pilares aún se 
mantienen.

Según una mención común en nuestra doctrina, los principios gene-
rales o fundamentos jurídico-constitucionales del amparo se refieren a 
tres aspectos: la acción, el procedimiento y la sentencia. A la acción la rigen 
los principios de instancia de parte agraviada, agravio personal y directo, 
y definitividad; el procedimiento se rige por el principio de prosecución 
judicial; y la sentencia se rige por los principios de relatividad de las sen-
tencias, estricto derecho y suplencia de la queja deficiente.1

	 1	�Cfr Juventino V. Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, pp 391 
y siguientes.
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6.2 Principios que rigen la acción de amparo             59

6.2  Principios que rigen la acción de amparo

6.2.1  Principio de instancia de parte agraviada

Dicho principio significa que el juicio de garantías nunca habrá de ini-
ciarse oficiosamente, sino siempre se requerirá que la persona conside-
rada afectada en sus derechos ejercite la acción correspondiente ante el 
órgano para darle la protección si procede. 

Según se enuncia en la fracc I del art 107 constitucional, el juicio de 
amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada y tendrá tal 
carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo 
individual o colectivo, siempre y cuando alegue que el acto reclamado 
viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte 
su ámbito jurídico, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico.

El requisito principal para estar legitimado a ejercer la acción de am-
paro es que el quejoso sea titular de un derecho constitucional o de un 
“interés legítimo” individual o colectivo, los cuales resultan lesionados 
por el acto autoritario. 

6.2.2  Agravio personal y directo

Cuando se trate de actos o resoluciones provenientes de tribunales judi-
ciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titu- 
lar de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa. 
Por derecho subjetivo se entiende aquella potestad o facultad prevista en 
el orden jurídico mediante la cual se puede exigir de un tercero el cum-
plimiento de una prestación positiva o negativa. Por ejemplo, cabe preci-
sar que en el ámbito del amparo en materia penal, el interés legítimo 
tiene poca aplicabilidad, pues en general si el objeto del reclamo son 
actos de carácter jurisdiccional, quien promueve el amparo debe tener 
interés jurídico.

6.2.3  Interés legítimo 

La noción de interés legítimo ha sustituido el concepto de interés jurídico 
que preveía la legislación anterior. El interés legítimo se entiende como 
un ámbito de mayor amplitud, que no supone el requisito de un agravio 
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60             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

inmediato y directo a los derechos subjetivos del quejoso. Según Ferrer 
Mac-Gregor y Sánchez Gil, “el nuevo interés legítimo permite extender 
la esfera protectora del amparo a lesiones indirectas a la esfera jurídica y 
aun a situaciones grupales jurídicamente tuteladas, ocasionadas por la 
autoridad”. Ya no se exige un agravio personal y directo para la legitima-
ción activa, sino que basta con un agravio personal. En consecuencia, esta 
legitimación ampliada “extiende su esfera protectora, mas no al grado de 
hacerlo una ‘acción popular’ que cualquiera pueda ejercer”.2

6.3  Principio de definitividad

Este principio supone que el juicio de amparo debe operar como el úl-
timo mecanismo de defensa del quejoso, o sea, la última vía de acción 
jurídica por la cual puede evitar que se cometan violaciones a sus dere-
chos. En consecuencia, se reclama que previamente a proceder el am-
paro, deben agotarse los mecanismos legales ordinarios previstos en el 
ámbito legal atinente, de modo que la justicia de amparo sólo entre 
en acción cuando todo lo demás ha fallado en la protección de los de-
rechos. 

De ese modo, cuando se trate del amparo directo, la fracc III del art 
107, inc a), prevé que para la procedencia del juicio deberán agotarse 
previamente los recursos ordinarios establecidas en la ley de la materia, 
en virtud de los cuales las sentencias definitivas, laudos y resoluciones 
reclamados puedan ser modificados o revocados, salvo si la ley permite 
la renuncia de los recursos.

El previo agotamiento de recursos se exige también cuando se impug-
nen violaciones en el procedimiento; según el mismo precepto constitu-
cional, al reclamarse la sentencia definitiva deberán hacerse valer las 
violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso 
las haya impugnado durante la tramitación del juicio mediante el recurso 
o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva. 
Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten dere-
chos de menores o incapaces, el estado civil o el orden o la estabilidad de 
la familia, ni en los de naturaleza penal promovidos por el sentenciado.

	 2	�Cfr Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Rubén Sánchez Gil (2013), El nuevo juicio de amparo y el 
proceso penal acusatorio, México, unam, Instituto de Investigaciones Jurídicas/Instituto de 
Formación Profesional de la pgjdf, p 25.
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6.5 Principios que rigen las sentencias de amparo             61

Por otro lado, en el caso del amparo indirecto, el inc b) del mismo 
dispositivo constitucional señala que el amparo procede contra actos cuya 
ejecución sea de imposible reparación, una vez agotados los recursos que 
en su caso procedan.

6.4  Principio que rige el procedimiento de amparo 

Principio de prosecución judicial 

Este principio afirma la naturaleza del amparo como un instituto jurídico 
que se desarrolla en la forma de un proceso jurisdiccional, cumpliendo 
las formalidades y procedimientos que para éste se prevean. El párrafo 
inicial del art 107 constitucional dispone que estas controversias por re-
clamos contra actos violatorios de derechos humanos se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, esto es, la LAmp; la 
cual confirma en su art 2o que el juicio de amparo se substanciará y re-
solverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece la ley 
en sus dos vías de tramitación: directa e indirecta.

Por lo que hace a la normativa procesal aplicable, se establece la su-
pletoriedad del cfpc a falta de disposición expresa en la legislación de 
amparo y, en su defecto, de los principios generales del derecho.

6.5  Principios que rigen las sentencias de amparo

6.5.1  Principio de relatividad de la sentencia

Conocido tradicionalmente en la doctrina constitucional como fórmula 
Otero, este principio supone que los efectos protectores que en determi-
nado caso se concedan por el órgano jurisdiccional únicamente benefi-
cian a quien presentó el reclamo y salió avante en el juicio de garantías. 
De este modo, las sentencias pronunciadas en los juicios de amparo sólo 
se ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a 
ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el cual 
verse la demanda (art 107, fracc II).
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62             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

6.5.2  Desaparición y permanencia del principio de relatividad

La doctrina constitucional mexicana ha discutido en torno a la convenien-
cia y adecuación de mantener o eliminar el principio de relatividad de las 
sentencias, principalmente en el ámbito del amparo contra leyes. El argu-
mento más razonable ha sido el que considera contrario al principio de 
igualdad ante la ley proteger sólo a una persona frente a una norma en-
contrada inconstitucional. 

En el fondo de la discusión se ha ubicado el tema de los límites del 
control jurisdiccional de la constitucionalidad que ejerce el Poder Judicial 
y, que gracias al principio de relatividad, se ha mantenido en equilibrio, 
sin convertir a este órgano del Estado en un súper-poder con facultades 
de “censura” legislativa. Por ejemplo, Silva Ramírez señalaba respecto al 
amparo contra leyes: “Resulta absurdo que ordenamientos generales 
declarados inconstitucionales por la jurisprudencia (...) se sigan aplicando 
a sus destinatarios; además, que éstos tengan que presentar demanda de 
amparo para obtener una mera declaración judicial respecto a una ley 
que ya es inconstitucional”.3 

Un ejemplo histórico de lo anterior era el art 15 de la Ley de Profesio-
nes, que impedía a los extranjeros ejercer profesiones técnico-científicas. 
Desde época temprana, la norma se consideró contraria a la libertad de 
trabajo constitucional; sin embargo, su texto se mantuvo vigente y obligó 
a las personas extranjeras afectadas por la norma a solicitar un amparo 
como mero trámite. Veamos.

Profesiones, inconstitucionalidad de la Ley de (extranjeros).  El artículo 15 de la 
Ley de Profesiones previene que ningún extranjero podrá ejercer en el Distrito y Territo-
rios Federales las profesiones técnico-científicas que son objeto de la propia ley; el 
artículo 16 dispone que sólo por excepción y mediante determinados requisitos podrá 
concederse permiso temporal a los profesionistas extranjeros que comprueben ser 
víctimas en su país de persecuciones políticas, y el artículo 18 estatuye que los profe-
sionistas extranjeros solamente podrán ejercer en especialidades limitativamente 
señaladas. Esas restricciones abarcan también a los extranjeros que ya ejercían al entrar 
en vigor la ley aludida, de acuerdo con su artículo 13 transitorio. Ahora bien, como los 
artículos 1o y 33 constitucionales dan derecho a los extranjeros a las garantías que 
otorga la misma Constitución, entre las que se encuentran las del artículo 4o, según el 
cual a nadie podrá impedirse que se dedique a la profesión que le acomode, no 
pudiendo vedarse esta libertad sino mediante decisión judicial, la restricción estable-
cida por el artículo 15 de la Ley de Profesiones abiertamente pugna con la libertad del 

	 3	�Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 
en México, México, Editorial Porrúa, p 242.
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6.5 Principios que rigen las sentencias de amparo             63

ejercicio profesional que se garantiza por la Constitución para todos los habitantes del 
país, nacionales y extranjeros. La potestad que la fracción XVI del artículo 73 constitu-
cional da al Congreso de la Unión para dictar leyes sobre nacionalidad y condición 
jurídica de los extranjeros no puede servir de apoyo para establecer, en materia de 
ejercicio profesional, discriminación entre nacionales y extranjeros porque, en todo 
caso, las leyes deben ser respetuosas de las garantías que la misma Constitución esta-
blece.4

La crítica al principio de relatividad alentó la institución de la figura de 
la declaratoria general de inconstitucional, que se comenta a continuación. 

6.5.3  Declaratoria general de inconstitucionalidad

Una precisión contemporánea a la institución de la relatividad de la sen-
tencia es la posibilidad de que el Poder Judicial declare la inconstitucio-
nalidad de la norma y con ello la excluya del sistema jurídico, lo cual no 
sucede de forma automática, sino que, sigue su proceso particular. En 
realidad, la declaratoria general no puede surgir tras un único amparo, 
sino que, a manera de la jurisprudencia, supone un camino de reiteración 
de decisiones en el sentido de la inconstitucionalidad. 

Según el texto constitucional del art 107, fracc II, párrs segundo y ter-
cero, cuando se resuelve por segunda ocasión consecutiva la inconstitu-
cionalidad de una norma general en juicios de amparo indirecto en revi-
sión, la scjn lo informará a la autoridad emisora correspondiente, con la 
clara finalidad de que el órgano legislativo tome cartas en el asunto para 
solventar el problema de constitucionalidad de la norma objetada. 

En otro supuesto, cuando los órganos del Poder Judicial de la Federa-
ción establezcan jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la 
inconstitucionalidad de una norma general, la scjn lo notificará a la auto-
ridad emisora. Aquí corre un plazo de noventa días naturales durante el 
cual la autoridad deberá corregir el problema de inconstitucionalidad. Si 
fenece el término, la scjn emitirá la declaratoria general de inconstitucio-
nalidad, siempre que fuere aprobada por una mayoría de por lo menos 
ocho votos.

La declaratoria de inconstitucionalidad se regula en la LAmp, en sus 
arts 231 a 235. Entre otras cuestiones, se establece que la declaratoria 
será obligatoria, tendrá efectos generales y fijará la fecha a partir de la 
cual surtirá sus efectos, así como los alcances y las condiciones de la de-

	 4	�Tesis aislada 318 608, 5a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Federación, t CXVI, p 677.
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64             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

claratoria de inconstitucionalidad. Los efectos de estas declaratorias no 
serán retroactivos salvo en materia penal, siempre que supongan un 
efecto favorable, según obliga el art 14 constitucional.

La figura de la declaratoria no operará si se trata de las normas gene-
rales en materia tributaria. El Estado se “blinda” de esta forma al prevenir 
que las leyes del ámbito de los tributos, contra las que suelen ser abundan-
tes los juicios de amparo, lleguen a ser objetadas por estas nuevas vías. 

6.6  Principio de estricto derecho

Este principio opera como mandato general de los órganos jurisdicciona-
les que conocen del amparo. Significa que el examen de la demanda y 
de la constitucionalidad de los actos reclamados deberá restringirse a los 
conceptos de violación que el quejoso haga expresamente valer. El órgano 
de amparo no podrá ir más allá de esta argumentación del demandante, 
estando así impedido para estudiar la constitucionalidad de otros asuntos 
no invocados por el agraviado. 

El principio del que aquí hablamos se refiere a la regla de congruencia 
procesal, según la cual el juez carece de iniciativa, debe conducir el pro-
ceso y dictar resolución en atención a lo que las partes pongan a su con-
sideración, sin excederse de lo que éstas demanden y según lo probado 
por las partes. En todo caso, el juez de amparo está siempre obligado a 
resolver aplicando estrictamente la norma. El principio de congruencia le 
limita en la fijación del asunto sobre el cual deberá pronunciarse. 

6.7  Principio de suplencia de la queja 

La fracc II del art 107 constitucional dispone que en el juicio de amparo 
deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o agravios.

La suplencia ha sido una figura con un claro tinte social, en tanto bus-
ca proteger a los quejosos que por sus condiciones no están en posibili-
dad de ser expertos en derecho; ante el riesgo de que por ignorancia o 
impericia se puedan comprometer bienes de la mayor relevancia (como 
la libertad o el patrimonio), el juzgador releva al quejoso de la obligación 
de ser perito jurídico, por ese desconocimiento de los rigorismos o por 
considerar que no dispone de los medios económicos para un asesora-
miento profesional, dada su situación de desventaja.
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6.7 Principio de suplencia de la queja             65

La suplencia puede entenderse como una excepción al principio de 
estricto derecho. Según explica Burgoa, esta institución implica no ceñir-
se a los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo y, 
para conceder al quejoso la protección federal, hacer valer oficiosamente 
cualquier aspecto inconstitucional que se aprecie en los actos reclamados. 
Una demanda puede ser deficiente por omisión o porque le falte o ca-
rezca de argumentación, de modo que suplir su deficiencia es colmar las 
omisiones en que haya incurrido, o perfeccionarla al completarla.5

No obstante, la suplencia no es ilimitada, ni puede entenderse como 
una autorización para ir más allá de los supuestos fácticos que el quejoso 
establece como punto de partida de su reclamo: los actos y las autorida-
des. Tampoco permite salvar causales de improcedencia, sino que ha de 
ceñirse al escenario de los conceptos de violación. De acuerdo con Burgoa, 
sólo permite suplir cuando la demanda es deficiente en lo relacionado 
con las consideraciones impugnativas de los actos reclamados, o sea, en 
el aspecto referido a la argumentación jurídica tendiente a establecer su 
inconstitucionalidad porque los conceptos de violación no estén desarro-
llados de forma debida, clara o completa, o falten total o parcialmente.6

La concurrencia ahora prevista de la víctima en el juicio de amparo 
en materia penal requiere que el juzgador tome en cuenta situaciones 
novedosas al efectuar la suplencia, como es la idea de la ponderación 
entre los derechos de las víctimas y los de acusados, ambos constitucio-
nalmente protegidos. En el amparo actual, puede operar la suplencia 
tanto a favor del acusado como de la víctima, de modo que el órgano de 
amparo, cuando ambos concurran en cualquiera de las instancias del am-
paro, debe estudiar el caso y considerar que existen dos sujetos de dere-
cho que gozan de un mismo beneficio. Por ello, ha de ponderar sus res-
pectivos derechos subjetivos públicos al decidir sobre la constitucionalidad 
del acto. Así se abunda en el siguiente criterio jurisprudencial:

Suplencia de la queja deficiente en materia penal. Cuando el inculpado y la víc-
tima u ofendido del delito concurren en cualquiera de las instancias del juicio de 
amparo indirecto o en el recurso de que se trate, con el carácter de quejoso o 
tercero interesado, el juzgador, previo a determinar su procedencia, debe pon-
derar los derechos subjetivos públicos de éstos y resolver como corresponda en 
derecho.  El artículo 79, fracción III, de la Ley de Amparo establece que en materia 
penal la suplencia de la queja deficiente procede en favor del inculpado o sentenciado 

	 5	�Cfr Ignacio Burgoa Orihuela (2005), Diccionario de derecho constitucional, garantías y am-
paro, 8a ed, México, Editorial Porrúa, p 108.

	 6	�Ibídem, p 415.
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y del ofendido o víctima en los casos en que tenga el carácter de quejoso o adherente; 
de ahí que cuando ambos concurran en cualquiera de las instancias del juicio de 
amparo indirecto o en el recurso de que se trate con el carácter de quejoso o terce- 
ro interesado, será necesario que el juzgador así lo advierta y efectúe el estudio del 
caso considerando que existen dos sujetos de derecho que gozan de ese mismo 
beneficio, y previa ponderación de sus respectivos derechos subjetivos públicos 
resuelva como en derecho corresponda, abandonando las formalidades y tecnicis-
mos contrarios a la administración de justicia, pues la finalidad primordial de la suplen-
cia de la queja es atender a la verdad legal y juzgar, con pleno conocimiento, la con-
troversia acerca de la constitucionalidad del acto reclamado, para garantizar el acceso 
real y efectivo a la justicia federal; de modo que cuando se impugne algún acto di-
manado de un proceso penal, con independencia de quién accione el amparo o 
recurso, sea el inculpado o la víctima, el juzgador resuelva la litis atendiendo a los ele-
mentales fines de la justicia distributiva, confiriendo un trato igual a los iguales que 
permita velar por la constitucionalidad de los actos emitidos por los órganos del 
Estado que afectan la libertad y los derechos de las víctimas, pues sería un contrasen-
tido sostener que la suplencia de la queja sólo se aplique al sujeto que directamente 
acuda al amparo o al medio de impugnación correspondiente, ya que se correría el 
riesgo de perjudicar a la contraparte, pese a ser también beneficiaria de ese principio 
procesal. Por tanto, lo procedente es examinar los actos, resolviendo conforme a la 
verdad jurídica, al margen de si el quejoso o recurrente es el reo o la víctima.7

6.8  Principio de suplencia del error

Cabe distinguir el principio de suplencia de la queja explicado anterior-
mente, de la facultad en materia de suplencia del error, que autoriza al 
órgano jurisdiccional que conoce del amparo a corregir las erratas del que-
joso en la cita de los dispositivos de la ley estimados violados por el acto 
reclamado. En sentido estricto, no habría aquí “suplencia”, sino una apli-
cación en el juicio del iura novit curia, según el cual el juez conoce el de-
recho vigente y aplicable, independientemente de lo que las partes citen 
o invoquen. 

Según el art 76 de la LAmp, el órgano jurisdiccional deberá corregir 
los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitu-
cionales y legales que se estimen violados y podrá examinar en su con-
junto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás ra-
zonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente 
planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.

	 7	�Jurisprudencia 2 007 120 [Tesis: VII, 4o. P.T. J3 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 9, agosto de 2014, t III, p 1521.
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UNIDAD 7
Las partes en el 

juicio de amparo

7.1  Sujetos en el juicio de amparo

El amparo como auténtico juicio es un proceso en el que participan diver-
sos sujetos con carácter de parte. Principalmente, se entiende la interven-
ción ante el órgano jurisdiccional que conducirá el proceso, del quejoso, 
quien considera violentados sus derechos, contra la autoridad responsable 
a la cual se le reclama el acto. También interviene el tercero interesado, 
que suele ser la contraparte del quejoso en el proceso original. 

En el nuevo régimen de amparo penal, la víctima del delito podrá 
tener carácter tanto de quejoso como de tercero interesado cuando sea 
el imputado quien solicite el amparo. Según señala el art 5 de la LAmp, 
las partes en el juicio de amparo son las que se comentan a continuación.

7.2  Quejoso

Se trata de la persona que ejerce el derecho de acción de amparo. Según 
Juventino Castro, “el quejoso o agraviado tiene en mayor o menor me-

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-02 07:44:47.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



68             LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO

dida las mismas características que el accionante dentro de un juicio en 
el que se controvierten derechos privados, si bien debe resaltarse la 
característica (...) de que plantea la reafirmación de derechos públicos 
subjetivos, y no de derechos subjetivos privados”.1

La legitimación del quejoso deriva de que es titular de un derecho 
subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, que considera 
violados por el acto reclamado. De este modo, el estatus de quejoso lo da 
la afectación derivada del acto: debe alegarse que la norma, acto u omi-
sión reclamados violan los derechos humanos, con lo cual producen una 
afectación real y actual a su ámbito jurídico, ya sea de manera directa o 
en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

Cabe distinguir el interés legítimo del interés simple, lo cual supon-
dría la posibilidad de que cualquier persona interpusiera amparo contra 
cualquier acto. Al hablar de “interés legítimo”, noción que sustituye el 
concepto de “interés jurídico” previsto en la legislación anterior y en 
el orden constitucional, se exige que el acto suponga una posible lesión, 
así sea indirecta; es decir, ha de haber un efecto eventualmente perju-
dicial del acto de autoridad en el ámbito del quejoso, así sea de modo 
mediato.

Según Ojeda Bohórquez, el interés simple es solamente el interés 
general que puede tener todo gobernado en que las autoridades se ape-
guen a la ley, esto es, se trata de un “interés por la legalidad”. Por otro 
lado, el interés legítimo corresponde a quienes se encuentran en una si-
tuación particular de modo objetivo (sea de hecho o de derecho), en vir-
tud de la cual “tienen interés en que el poder público ajuste su actuación 
a la ley, pero no sólo por el mero interés ciudadano en la legalidad, sino 
porque al cumplirse con la ley conservan un beneficio o evitan un perjui-
cio cierto, en tanto que resienten una afectación indirecta en sus dere-
chos fundamentales con el acto autoritario reclamado”.2

La exigencia será más estricta cuando el reclamo sea un acto o reso-
lución de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, en los cuales 
el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte 
de manera personal y directa.

Identificado el quejoso como aquel a quien afecta la norma general o 
el acto reclamado, ya sea persona física o moral, el juicio de amparo 
puede promoverse por sí mismo o por conducto de su representante legal 

	 1	�Juventino Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, p 500.
	 2	�Ricardo Ojeda Bohórquez (2013), “La nueva ley de amparo frente al procedimiento penal 

acusatorio general”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, núm 35, México, pp 157-188.
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7.3 Autoridad responsable             69

o por su apoderado. Incluso en ciertos casos se permite que lo presente 
cualquier otra persona (por ejemplo, dentro del ámbito penal) o cuando 
se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a 
la libertad personal fuera del procedimiento, incomunicación, deporta-
ción, expulsión o proscripción, entre otros.

La víctima u ofendido del delito podrá tener también el carácter de 
quejoso. En el caso de los menores de edad o de personas con discapaci-
dad o mayores sujetos a interdicción, en términos del art 8o de la LAmp, 
podrán pedir amparo por sí o por cualquier persona en su nombre sin la 
intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, 
se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano 
jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, 
le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, 
debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de 
intereses o motivo que justifiquen la designación de persona diversa. Si 
el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de 
representante en el escrito de la demanda.

Existe la posibilidad de que se presenten amparos “colectivos”, es de-
cir, aquellos promovidos conjuntamente por dos o más quejosos cuando 
resientan una afectación común en sus derechos o intereses, aun en el 
supuesto de que dicha afectación derive de actos distintos, si éstos les 
causan un perjuicio análogo y provienen de las mismas autoridades. En 
estos escenarios, el art 13 de la LAmp obliga a que estos quejosos con un 
interés común deberán designar entre ellos un representante, o en su 
defecto lo hará el órgano jurisdiccional en su primer auto sin perjuicio de 
que la parte respectiva lo sustituya por otro. Los terceros interesados 
podrán también nombrar un representante común.

Las personas morales públicas también pueden presentar amparo 
(como ha sido históricamente en nuestro medio constitucional) cuando 
sufran una afectación patrimonial derivada de un acto de otra autoridad, 
o por una norma general que las afecte en su patrimonio respecto de 
relaciones jurídicas en las cuales se encuentren en un plano de igualdad 
con los particulares, pero en ningún caso podrán invocar interés legítimo.

7.3  Autoridad responsable

En nuestro sistema jurídico, como es sabido, las autoridades se identifican 
con los servidores públicos o funcionarios del Estado de los tres ámbitos 
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70             LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO

de los Poderes de la Unión: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como de los 
distintos niveles de gobierno. Igualmente, son autoridades otros entes 
públicos (como organismos centralizados, paraestatales y autónomos). 

La autoridad, palabra derivada del latín auctoritas, se entiende hoy 
como todo órgano del Estado investido de facultades de decisión o de 
ejecución, en virtud de las cuales dicta, promulga, publica, ordena, ejecu-
ta o trata de ejecutar un acto que afecta el ámbito de los gobernados. 

Se ha de seguir un concepto amplio de autoridad para la materia de 
amparo, entendido como tal cualquiera, con independencia de su natu-
raleza formal, que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que 
crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obli-
gatoria, u omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría 
dichas situaciones jurídicas.

Respecto a la naturaleza de la autoridad como sujeto procesal, su 
carácter es ambiguo. Como apunta Castro.

No se entiende con toda precisión si es una parte demandada —pues no 
interviene en la controversia en virtud de la defensa de derechos subjetivos, 
públicos o privados, sino en cumplimiento de funciones públicas que a él se 
le atribuyen por elección o designación—; una parte acusada —no es el 
amparo un juicio de responsabilidades, sino de anulación de procedimien-
tos contrarios a la Constitución (...)— o como una parte sui géneris, término 
vago y cómodo que permite el enfrentamiento a una naturaleza procesal no 
bien entendida y determinada.3

La doctrina constitucional ha puntualizado, en cuanto a la visión cons-
titucional anterior del régimen de garantías individuales, que la autoridad 
para ser considerada como tal debía constituir un ente de hecho o de 
derecho que establecía una relación de supraordinación a subordinación 
con un particular, una relación con origen en la ley, que le faculta para 
emitir el acto que incide en el ámbito de la persona. 

Dentro del marco de las autoridades responsables para el amparo, 
cabe distinguir entre las denominadas ordenadoras y las ejecutoras; las 
primeras cuentan con facultades de decisión, expiden la ley o dictan la 
orden o mandato que se estima violatorio; por su parte, las ejecutoras son 
autoridades subalternas en la estructura estatal que habrán de cumplir la 
tarea, es decir, llevar a cabo el mandato u orden de la autoridad respon-
sable ordenadora o decisoria.

	 3	�Juventino Castro y Castro, ob cit, pp 500 y 501.
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7.3 Autoridad responsable             71

Sobre este tema, es de interés la jurisprudencia siguiente:

Autoridad ordenadora y ejecutora para efectos del amparo directo.  La fracción 
II del artículo 5o de la Ley de Amparo contempla como parte en el juicio de garantías a 
la autoridad responsable, sin precisar sobre la naturaleza de ordenadora o ejecutora 
que ésta puede tener en virtud de su vinculación con el acto reclamado; por ello, es 
menester atender a la etimología de la palabra autoridad, auctoritas, que en su origen 
excluía totalmente la idea de poder y de fuerza, propias de los vocablos latinos potes-
tas e imperium. Así, para los fines de la materia de amparo, es evidente que la palabra 
autoridad tiene el matiz de poder o fuerza consustancial tanto a entidades como a 
funcionarios para hacer cumplir sus determinaciones. La autoridad en nuestros días se 
entiende como el órgano del Estado investido de facultades de decisión o de ejecu-
ción que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto 
reclamado, como violatorio de garantías o del sistema de distribución de competen-
cias entre la Federación y los Estados, que está obligada a rendir el informe justificado 
correspondiente y a quien corresponde defender la constitucionalidad de dicha ley 
o acto. Hasta mil novecientos noventa y siete, en el sistema jurídico mexicano se sos-
tuvo que el concepto de autoridad para efectos del amparo comprendía a todas aque-
llas personas que disponían de la fuerza pública, en virtud de circunstancias legales o 
de hecho y que, por lo mismo, estaban en posibilidad material de obrar como indivi-
duos que ejercieran actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que dis-
ponían. Este criterio fue interrumpido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
para ahora establecer que en cada caso se debe analizar si se satisfacen o no los pre-
supuestos para determinar cuándo una autoridad puede ser considerada o no como 
autoridad responsable para efectos del amparo, porque, con independencia de que 
pueda ejercer la fuerza pública de manera directa o por conducto de otras autorida-
des, como órgano de Estado perteneciente a la administración pública centralizada o 
paraestatal, ejerce facultades decisorias que le están atribuidas en la ley, de manera 
unilateral, a través de los cuales crea, modifica o extingue situaciones jurídicas que 
afectan la esfera de los gobernados. Así, las características distintivas que debe tener 
una autoridad a fin de ser considerada como tal para los efectos del amparo son: 1) La 
existencia de un ente de hecho o de derecho que establece una relación de supra a 
subordinación con un particular; 2) Que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo 
que dota al ente de una facultad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser 
de naturaleza pública la fuente de esa potestad; 3) Que con motivo de esa relación 
emita actos unilaterales a través de los cuales cree, modifique o extinga por sí o ante 
sí situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular, y 4) Que para emitir 
esos actos no requiera acudir a los órganos judiciales ni precise del consenso de la 
voluntad del afectado. Como puede observarse, estas características no restringen el 
concepto de autoridad a aquellos organismos que forman parte de la administración 
pública en sus distintos órdenes (federal, estatal o municipal); se trata de cualquier 
ente público, en donde se incluyen organismos centralizados, paraestatales, autóno-
mos, cualquiera que sea su denominación. También puede observarse que no siem-
pre los entes que conforman directamente la administración pública serán autoridad 
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72             LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO

para los efectos del amparo, ya que para determinar la calidad de autoridad responsa-
ble es indispensable analizar las características particulares de aquel a quien se le 
imputa el acto reclamado y la naturaleza de éste. No todo acto, aun emitido por una 
autoridad, puede ser considerado como acto de autoridad para los efectos del juicio 
de amparo, porque los titulares de organismos públicos realizan cotidianamente 
acciones que pueden afectar a un particular, sin generar necesariamente una relación 
de supra a subordinación. Luego, dado que la ley de la materia no establece algún 
concepto de autoridad responsable ordenadora, se recurre a las raíces etimológicas de 
la palabra ordenadora, la que proviene del latín “ordinator-ordinatoris”, es el que pone 
orden, el que ordena, el que arregla; es un derivado del verbo “ordinare”, ordenar, poner 
en regla, regular; el sufijo “-dor” indica al sujeto o agente que realiza la acción del 
verbo; así, para los efectos del amparo la autoridad ordenadora será el órgano del Es-
tado investido de facultades de decisión que expide la ley o dicta una orden o man-
dato que se estima violatorio de garantías o del sistema de distribución de competen-
cias entre la Federación y los Estados, y sobre el cual está obligado a rendir un informe 
previo o justificado, dentro del plazo legal, en el que expresará si son o no ciertos los 
actos que se le imputan. Esto es, se trata de aquella autoridad del Estado que por razón 
de su jerarquía tiene la facultad para emitir un mandato o una orden que debe cum-
plirse por la autoridad subalterna y en contra de un gobernado. Por otra parte, la ley 
de la materia tampoco proporciona el concepto de autoridad ejecutora para los efec-
tos del amparo, por lo que se recurre al origen de la palabra ejecutora, que proviene 
del latín “exsecutio-exsecutionis”, acabamiento, ejecución, cumplimiento [en espe- 
cial de una sentencia], ya constatado en español hacia el año mil cuatrocientos treinta 
y ocho; este vocablo se compone de la preposición latina “ex”, que indica origen, pro-
cedencia; también puede usarse como un refuerzo que añade idea de intensidad; y el 
verbo “sequor”, seguir; el verbo “exsequor” significa seguir hasta el final, seguir sin des-
canso, acabar, terminar totalmente una tarea. Así, la autoridad ejecutora es aquella que 
cuenta con autoridad propia para cumplir algo, ir hasta el final; luego, para los efectos 
del amparo, será la que ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado, es decir, 
aquella que lleva a cabo el mandato legal o la orden de la autoridad responsable orde-
nadora o decisoria, hasta sus últimas consecuencias porque es la que tiene el carácter 
de subalterna que ejecuta o trata de ejecutar o ya ejecutó el acto reclamado dictado 
por la autoridad ordenadora, ya que conforme a las facultades y obligaciones que la 
ley le confiere le corresponde el cumplimiento de la sentencia, esto es, la actuación 
inmediata tendente a acatar el fallo definitivo acorde a las consideraciones y resoluti-
vos que contenga. Por ello, cuando la autoridad señalada en la demanda de amparo 
directo no es el órgano jurisdiccional que emitió la sentencia definitiva, laudo o reso-
lución que puso fin al juicio, sólo puede considerársele autoridad responsable si tiene 
el carácter de ejecutora formal y material del acto que se reclame de acuerdo con la 
ley o con los términos del acto ordenador. Si una autoridad es señalada como respon-
sable y no tiene conforme a la ley funciones de ejecutora formal y material y los actos 
que se le atribuyen no están ordenados en el mandato del órgano jurisdiccional que 
dictó la sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al juicio, debe conside-
rarse que no obró en cumplimiento de éste, sino que lo hizo de propia autoridad; de 
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7.4 Tercero interesado             73

ahí que no tenga el carácter de autoridad responsable ejecutora, para los efectos del 
juicio de amparo directo.4

En la actualidad hay también la posibilidad de que particulares (esto 
es, personas que formalmente no tienen carácter de autoridad) puedan 
ser considerados en la calidad de autoridad responsable para un juicio de 
amparo, cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad que afec-
ten derechos de las personas y cuyas funciones estén determinadas por 
una norma general.

Por esta vía se han reclamado, por ejemplo, las decisiones de la Co-
misión Nacional de Arbitraje Médico (cnam) al sostener un derecho de los 
médicos al debido proceso, así como a la fundamentación y motivación 
de sus resoluciones cuando participan en un procedimiento arbitral ante 
ese órgano. En dichos casos, esos derechos procesales de los médicos 
deben ponderarse en forma equilibrada y adecuada frente al derecho fun-
damental a la salud de los pacientes perjudicados que aparecen como 
terceros.5

7.4  Tercero interesado

El calificativo de interesado sustituye al término anterior de tercero perju-
dicado, establecido en función de que el tercero ha sido tradicionalmen- 
te la contraparte del quejoso en el proceso de origen, es decir, quien ha 
promovido o quien se beneficia jurídicamente del acto reclamado. De este 
modo, un beneficio para el quejoso como es el amparo, que da marcha 
atrás a dicho acto, resulta un perjuicio para el tercero. 

Ahora se habla de tercero interesado porque la relación de este sujeto 
con el asunto motivo del amparo no necesariamente surge por esa forma 
de eventual perjuicio. Coincidimos al respecto con Ojeda Bohórquez, 
quien considera que la nueva terminología es apropiada, pues deja atrás 
la denominación “desafortunada” de perjudicado, quien era el gobernado 
que ni era tercero porque fue parte en el juicio del que derivó el acto 
reclamado, ni tampoco perjudicado porque había ganado el asunto. Bási-

	 4	��Jurisprudencia 167 306 [Tesis: I. 3o. C. J/58], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXIX, mayo de 2009, p 887.

	 5	��Fernando Silva García (2012), “¿El juicio de amparo frente a particulares? El derecho a la 
salud contra médicos y hospitales privados”. México, Revista del Instituto de la Judicatura Fe-
deral, núm 34, pp 235-258.
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74             LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO

camente, ahora el tercero es aquel que tiene intereses contrarios a los del 
quejoso.6

Según enuncia el art 5, fracc III de la LAmp, podrán ser terceros inte-
resados quienes se encuentren en los supuestos siguientes: 

	a)	� La persona que haya gestionado el acto reclamado o tenga interés 
jurídico en que subsista.

	b)	� La contraparte del quejoso cuando el acto reclamado emane de un 
juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del 
trabajo, o si se trata de persona extraña al procedimiento, la que ten-
ga interés contrario al del quejoso.

	 c)	� La víctima del delito u ofendido o quien tenga derecho a la reparación 
del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto recla-
mado emane de un juicio del orden penal y afecte de manera directa 
esa reparación o responsabilidad.

	d)	� El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el no ejercicio 
o el desistimiento de la acción penal por el Ministerio Público.

	 e)	� El Ministerio Público que haya intervenido en el procedimiento penal 
del cual derive el acto reclamado, siempre y cuando no tenga el ca-
rácter de autoridad responsable.

7.5  Ministerio Público federal

Se trata de una autoridad que será parte en todos los juicios, entre los 
cuales podrá interponer los recursos señalados por la legislación de am-
paro, así como los existentes en amparos penales cuando se reclamen 
resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligacio-
nes que la ley le precisa para procurar la pronta y expedita administra-
ción de justicia.

Según obliga la fracc XV del art 107 constitucional, el fiscal general de 
la República o el agente del Ministerio Público de la Federación que al 
efecto designe será parte en todos los juicios de amparo en los cuales el 
acto reclamado provenga de procedimientos del orden penal, así como 
aquellos otros que determine la ley.

	 6	Ricardo Ojeda Bohórquez, ob cit, pp 157-188.
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UNIDAD 8
Improcedencias en el 

juicio de amparo

8.1  Improcedencias de carácter constitucional

Las causales de improcedencia pueden definirse como aquellos supues-
tos de hecho que por estar así previstos en un texto legal, no se pueden 
tramitar por la vía procesal de la cual se trate, en este caso el juicio de 
garantías. De este modo, son casos que por mandato legal quedan ex-
cluidos del conocimiento de los órganos jurisdiccionales de amparo. Se-
gún afirma Silva Ramírez, “se puede considerar que la improcedencia es 
la facultad que otorga la Constitución, la ley y la jurisprudencia a los tri-
bunales de amparo para no conocer, o en su caso desechar la demanda 
de garantías”.1

El texto de la Constitución se encarga en sus numerales 103 y 107 de 
establecer los supuestos generales en los cuales es procedente el juicio 
de garantías. La interpretación a contrario sensu del texto constitucional 

	 1	�Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 
en México, México, Editorial Porrúa, p 257.
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76             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

lleva a regular en principio que en cualquier supuesto no previsto el am-
paro es improcedente. 

Adicionalmente, el texto de la Carta Magna ha contemplado en diver-
sos apartados causales explícitas de improcedencia. Históricamente, la 
doctrina encontraba causas de improcedencia en los arts 3o, 27 y 33, que 
han sido objeto de reformas. El texto vigente prevé las siguientes:

	a)	� En materia de competencia económica, todos los actos del proceso 
de selección y designación de los comisionados de la Comisión Fede-
ral de Competencia Económica tienen carácter de inatacables. Así lo 
prevé el último párr de la fracc VIII del art 28 constitucional, adicio-
nado por reforma publicada en el dof del 11 de junio de 2013.

	b)	�� En materia política electoral, el art 60 dispone la improcedencia del 
amparo contra las resoluciones de las salas del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, tanto las regionales, que podrán 
ser revisadas exclusivamente por la Sala Superior del tribunal, como 
los fallos de esta última, que tienen carácter de definitivos e inata-
cables. 

El art 99 puntualiza en las diversas fracciones del párr cuarto los dis-
tintos asuntos de competencia del Tribunal Electoral, cuyas resoluciones 
son igualmente definitivas e inatacables.

	 c)	� Dentro del procedimiento de juicio político, previsto en el art 110 
constitucional, tampoco procede el amparo contra las declaraciones 
y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores, que tienen 
carácter de inatacables.

	d)	� Lo mismo se prevé para las declaratorias de procedencia del art 111 
constitucional, conocidas en la doctrina como procedimientos de desa-
fuero. Las resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores en 
este rubro son igualmente inatacables.

	 e)	� En el ámbito de la gestión y administración del Poder Judicial, el art 
100 constitucional prevé que las decisiones del Consejo de la Judica-
tura serán definitivas e inatacable; por lo tanto, no procede juicio ni 
recurso alguno en contra de ellas, salvo las referidas a la designación, 
adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, las cua-
les podrán ser revisadas por la scjn únicamente para verificar que se 
hayan adoptado conforme a las reglas establecidas en la ley orgánica 
respectiva.
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8.2 Improcedencias de carácter legal             77

	 f)	� En el ámbito de la justicia administrativa, es improcedente contra las 
resoluciones definitivas de los tribunales de justicia administrativa a 
que se refiere la fracc XXIX-H del art 73 de esta Constitución. Contra 
dichas resoluciones procede el recurso de revisión, en los casos que 
señale la ley respectiva, del cual conocerán los tribunales colegiados 
de circuito, en términos de la fracc II del art 104 constitucional refor-
mada el 27 de mayo de 2015. El trámite de ese recurso de revisión 
se sujetará al procedimiento de revisión en amparo indirecto que 
prevé la LAmp, y en contra de las resoluciones dictadas en ellas por 
los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o recurso 
alguno.

8.2  Improcedencias de carácter legal

La LAmp lista las causales de improcedencia del juicio de amparo en las 
23 fracciones del art 61. El estudio de dichas causales deberá hacerlo de 
manera oficiosa el órgano jurisdiccional que conozca de la demanda. 

Doctrinariamente, las causales de improcedencia se han identificado 
con la falta de presupuestos procesales. Junto con ese criterio, las causas 
de improcedencia pueden clasificarse en tres grandes rubros, según si 
atienden a la autoridad emisora del acto, a la naturaleza del acto que se 
reclama o, en un tercer escenario, a la inutilidad del juicio de amparo 
debido a las circunstancias del caso. Por ejemplo, en el primer grupo no 
procede amparo contra resoluciones de los máximos órganos del Poder 
Judicial; en el segundo, por ejemplo, no procede amparo contra resolucio-
nes dictadas dentro de un procedimiento de amparo. En el tercer rubro, 
no procede amparo contra actos consumados de modo irreparable o 
cuando han cesado sus efectos. 

Las causales de improcedencia son así límites al control judicial que 
representa el amparo, las cuales pueden obedecer a cuestiones de división 
de poderes o a un fin de seguridad jurídica, en el sentido de que el sis-
tema jurídico debe fijar en qué caso da la autoridad la última palabra. 

En otra perspectiva, Chávez Castillo considera que las improcedencias 
pueden ser de dos clases, según el momento procesal en que se presen-
ten: por un lado, la improcedencia manifiesta, la cual se hace valer de ofi-
cio desde el primer momento en que se recibe la demanda, pues en ésta 
se evidencia de forma clara y fehaciente la causal de improcedencia; por 
otro lado, se tiene la improcedencia procesal, cuyo conocimiento sobre-
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78             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

viene durante el trámite del juicio, la cual se puede hacer valer de oficio 
o a petición de parte.2 

En concreto, las improcedencias del amparo son las siguientes:

	a)	� No proceden contra adiciones o reformas a la Constitución. En este 
caso, no son reclamables los actos que realiza el poder reformador de 
la Carta Magna para modificar el mismo texto de la Ley Suprema. 

	b)	� No procede contra actos de la scjn, del Consejo de la Judicatura fede-
ral, así como resoluciones dictadas por el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (tepjf). Al tratarse de los máximos órganos 
del Poder Judicial federal, no procede un control de sus actos de par-
te de un órgano judicial inferior, como son los órganos federales en-
cargados de recibir los amparos; porque en todo caso, al tratarse de 
la cabeza del Poder Judicial, les correspondería ser jueces y parte. 

	 c)	� No procede contra actos del Congreso de la Unión, su Comisión Per-
manente o cualquiera de sus cámaras en procedimiento de colabora-
ción con los otros poderes que objeten o no ratifiquen nombramien-
tos o designaciones para ocupar cargos, empleos o comisiones en 
entidades o dependencias de la Administración Pública federal, cen-
tralizada o descentralizada, órganos dotados de autonomía constitu-
cional u órganos jurisdiccionales de cualquier naturaleza. 
�      Tampoco procede contra las resoluciones o declaraciones del Con-
greso federal o de las cámaras que lo constituyen, de las legislaturas 
de los estados o de sus respectivas comisiones o diputaciones perma-
nentes, en declaración de procedencia y en juicio político, así como 
en elección, suspensión o remoción de funcionarios cuando las cons-
tituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver sobe-
rana o discrecionalmente. 
�      En los anteriores casos se rechaza el control judicial sobre de- 
terminadas facultades de los poderes legislativos, que forman parte 
del sistema de pesos y contrapesos en un esquema de división de 
poderes.

	d)	� No procede contra resoluciones de los tribunales colegiados de circui-
to, ni contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en eje-
cución de éstas. En esos casos, la improcedencia determina la figura 
de la cosa juzgada en materia de amparo. 

	 2	�Raúl Chávez Castillo (2013), Nuevo juicio de amparo, México, Editorial Porrúa, pp 131 y 132.
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8.2 Improcedencias de carácter legal             79

	 e)	� No procede contra normas generales respecto de las cuales la scjn 
haya emitido una declaratoria general de inconstitucionalidad. La de-
claratoria supone la “expulsión” de la norma inconstitucional, de modo 
que en sentido formal, la norma pierde validez. De ahí que no pro-
ceda el amparo por tratarse de una norma sin validez.

	 f)	� No procede cuando se presenta la figura procesal de la litispendencia, 
por identidad de objeto y de partes procesales; esto es, el acto o la 
norma que se reclama es objeto de otro juicio de amparo pendiente 
de resolución, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas 
autoridades y por el propio acto reclamado. 
�      Igualmente, no procede contra normas generales o actos que ha-
yan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de amparo, si en la 
nueva demanda hay la misma identidad de objeto y de partes proce-
sales.
�      Una excepción se presenta cuando se trata de las mismas normas 
generales, pero la impugnación obedece a actos de aplicación distin-
tos. En este caso, solamente se actualizará la causal de improceden-
cia cuando se dicte sentencia firme en alguno de los juicios en la que 
se analice la constitucionalidad de las normas generales. En caso de 
que se declare la constitucionalidad de la norma general, la causal 
de improcedencia no se actualizará respecto a los actos de aplicación 
si fueron impugnados por vicios propios.

	 g)	� No procede contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legí-
timos del quejoso. En dicho supuesto es claro que si no existe el agra-
vio, no se requerirá la protección constitucional. Asimismo, no pro-
cede directamente contra normas generales que requieran un acto de 
aplicación ulterior al inicio de su vigencia, las llamadas por la doctrina 
heteroaplicativas. 

	h)	� No procede contra actos consentidos expresamente o por manifesta-
ciones de voluntad que entrañen ese consentimiento. Tampoco pro-
cede contra normas generales o actos consentidos de manera tácita, 
entendido que se da el consentimiento tácito cuando no se promueve 
el juicio de amparo dentro de los plazos previstos.
�      En el caso de las normas que la doctrina llama autoaplicativas, 
que son impugnables en amparo desde el inicio de su vigencia, no se 
entenderá consentida la norma, sino sólo si no se promueve amparo 
contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso.
�      Cuando contra ese primer acto de aplicación proceda algún 
recurso o medio de defensa legal en virtud del cual se pueda modifi-
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80             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

car, revocar o nulificar, será optativo para el interesado hacerlo valer 
o impugnar desde luego la norma general en un juicio de amparo. En 
el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no 
se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a 
partir del día siguiente de aquel al en que surta sus efectos la notifi-
cación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, si no 
existieran medios de defensa ordinarios en contra de dicha resolu-
ción, o de la última resolución recaída al medio de defensa ordinario 
previsto en la ley contra la resolución del recurso, aun cuando para 
fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

	 i)	� No procede el amparo contra las resoluciones o declaraciones de las 
autoridades competentes en materia electoral, para distinguir el ám-
bito de aplicación del amparo del otro mecanismo conocido como 
juicio para la protección de derechos político-electorales.

	 j)	� No procede el amparo contra actos consumados de modo irreparable. 
Igualmente, tampoco procede contra actos emanados de un procedi-
miento judicial o de un procedimiento administrativo seguido en for-
ma de juicio, cuando en virtud del cambio de situación jurídica en 
aquél deban considerarse consumadas irreparablemente las violacio-
nes reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder deci-
dirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

La finalidad del amparo es proteger al quejoso del daño por el acto 
inconstitucional, de modo que si éste se ha consumado, con lo cual se 
entiende que resulta materialmente imposible volver las cosas al estado 
anterior a la ejecución del acto, el juicio de garantías resultará ineficaz.

En materia penal, cuando en amparo indirecto se reclamen violaciones 
a los arts 19 o 20 de la Constitución, sólo la sentencia de primera instancia 
hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para 
los efectos de esta improcedencia. La autoridad judicial que conozca del 
proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo correspon-
diente al quejoso, una vez concluida la etapa intermedia y hasta notificarse 
la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente.

	 k)	� No procede contra las resoluciones de tribunales judiciales, adminis-
trativos o del trabajo respecto de las cuales conceda la ley ordinaria 
algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, en vir-
tud del cual se puedan modificar, revocar o nulificar. Esta causal de 
improcedencia reitera el sentido del principio de definitividad, que 
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8.2 Improcedencias de carácter legal             81

define al amparo como el último mecanismo de defensa que debe 
ejercerse cuando se hayan agotado los recursos legales disponibles. 

Existen ciertas excepciones a esta regla, como son principalmente en 
materia penal cuando se trata de actos que importen peligro de privación 
de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento, incomu-
nicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, 
desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el art 
22 de la Constitución, así como la incorporación forzosa a las fuerzas arma-
das. Igualmente, cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehen-
sión o reaprehensión, autos de vinculación a proceso, resolución que niegue 
la libertad bajo caución o que establezca los requisitos para su disfrute, 
resolución que decida sobre el incidente de desvanecimiento de datos, 
orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, 
siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso penal.

Cuando la procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a 
interpretación adicional o su fundamento legal sea insuficiente para de-
terminarla, el quejoso quedará en libertad de interponer dicho recurso o 
acudir al juicio de amparo.

	 l)	� No procede cuando se tramite ante los tribunales ordinarios algún 
recurso o medio de defensa legal propuesto por el quejoso que pueda 
tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado. Esta 
regla es una extensión del mismo principio de definitividad señalado, 
según el cual el amparo requiere el agotamiento de recursos, es decir, 
que se dé resolución a éstos. 

	m)	� No procede contra actos de autoridades distintas de los tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo, que se deban revisar de ofi-
cio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún 
juicio, recurso o medio de defensa legal en virtud del cual se puedan 
modificar, revocar o nulificar, siempre que conforme a las mismas le-
yes se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o mediante la 
interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga 
valer el quejoso, con los mismos alcances que los previstos en esta 
ley y sin exigir mayores requisitos que los consignados en ella para 
conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el establecido 
para el otorgamiento de la suspensión provisional, independiente-
mente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible 
de suspenderse de acuerdo con esta ley.
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82             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

�      No existirá obligación de agotar tales recursos o medios de defen-
sa si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se 
aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando el recurso o 
medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la 
ley aplicable contemple su existencia.
�      Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la fun-
damentación y motivación del acto reclamado, operará la excepción 
al principio de definitividad.

	n)	� No procede cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado, 
pues en dichos supuestos la materia del amparo queda insubsistente. 
Tampoco procede cuando subsista el acto reclamado, pero no pueda 
surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el 
objeto o la materia del acto reclamado. En tales supuestos, la protec-
ción del amparo se vuelve innecesaria.

8.3  Improcedencias de carácter jurisprudencial

Si bien la jurisprudencia no puede establecer más causas de improceden-
cia que las previstas por la ley, sí puede precisar su alcance correcto; en 
tal sentido, es de interés mencionar algunas tesis relativas a este tema. 

En principio, en el estudio preferencial de las causales de improce-
dencia, el cual se considera un asunto de orden público, que ha de reali-
zarse previo al conocimiento del fondo del asunto, destacan los siguientes 
criterios de la Primera Sala de la scjn:

Improcedencia. Estudio preferencial de las causales previstas en el artículo 73 
de la Ley de Amparo.  De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del ar-
tículo 73 de la Ley de Amparo, las causales de improcedencia deben ser examinadas de 
oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal 
manera que si en la revisión se advierte que existen otras causas de estudio preferen-
tes a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razona-
miento alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 
prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas conducen a decretar el sobresei-
miento en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo 
orden de importancia amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas 
causas es la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de garan-
tías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la acción en sí misma es 
improcedente, pues se entiende que no es éste el momento de ejercitarla y la actua-
lización de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de 
Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el sentido 
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8.3 Improcedencias de carácter jurisprudencial             83

de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró de oficio que respec- 
to de los restantes actos había dejado de existir su objeto o materia, pero en revisión 
se advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al principio de defini-
tividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían 
inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal 
motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando por 
diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.3

Improcedencia del juicio de amparo. Ante la existencia de algún indicio de una 
causal de esa naturaleza, el juzgador debe indagar o recabar de oficio las prue-
bas necesarias para así estar en posibilidad de determinar fehacientemente si 
opera o no esa causal.  Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de 
Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es ofi-
cioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, 
por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. 
Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actuali-
zación de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una 
de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de 
oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indi-
cios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí y la problemática que se presenta no 
se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consi-
guiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre 
la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, 
oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para 
resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el 
juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto.4

Respecto a la improcedencia por litispendencia, ésta se justifica para 
evitar la ociosidad que supone tramitar un segundo juicio de amparo 
cuando el quejoso ya tuvo la oportunidad de ser escuchado en defensa 
de sus intereses en uno previo y, por añadidura, en evitar la posibilidad de 
que se emitan sentencias contradictorias. En tal sentido, tiene aplicación 
la tesis siguiente:

Litispendencia. Para que se actualice esta causal de improcedencia, prevista en 
el artículo 73, fracción III, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 
2013, es necesario que se hayan admitido las demandas respectivas.  La causal 
de improcedencia por litispendencia prevista en el precepto citado encuentra explica-
ción lógica en la ociosidad que supone tramitar un segundo juicio de amparo cuando 

	 3	�Jurisprudencia 194 697 [Tesis: 1a./J. 3/99], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t IX, enero de 1999, p 13.

	 4	�Jurisprudencia 176 291 [Tesis: 1a./J. 163/2005], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXIII, enero de 2006, p 319.
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84             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

el quejoso ya tuvo la oportunidad de ser escuchado en defensa de sus intereses en 
uno previo y, por añadidura, en evitar la posibilidad de que se emitan sentencias con-
tradictorias. Consecuentemente, si una de las finalidades de la causal de improceden-
cia referida es impedir que los jueces de distrito se pronuncien en dos ocasiones sobre 
el mismo problema jurídico, para que se actualice dicha causal es necesario que se 
hayan admitido las demandas respectivas; de ahí que esos juzgadores deben asegu-
rarse de que, de actualizarse aquélla, el quejoso conserve la oportunidad de defen-
derse del acto de autoridad a través de alguna de las dos demandas de contenido 
coincidente, de manera que no se le deje en estado de indefensión por la aplicación 
recíproca del mismo motivo de improcedencia en uno y otro juicios. Para este fin, la 
Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013 disponía, en su artículo 51, un pro-
cedimiento conforme al cual un solo Juez de Distrito debe conocer de los asuntos en 
cuestión, analizar y valorar con precisión en cuál de los dos expedientes idénticos 
deba sobreseerse por litispendencia, y a cuál le corresponde superar esta causal para 
pronunciarse sobre el fondo del asunto e incluso, llegado el caso, también sobreseerlo, 
pero por motivo legal distinto, así como decidir sobre la imposición de las sanciones 
que procedan a los responsables de la promoción injustificada de dos juicios, en los 
casos que así lo ameriten.5

En cuanto a la improcedencia derivada del principio de definitividad, 
que se presenta cuando está en trámite un recurso en contra del acto de 
autoridad reclamado, se requiere que dicho recurso o medio de defensa 
legal constituya la vía idónea de impugnación para conducir a la insubsis-
tencia legal del acto de autoridad señalado como acto reclamado en el 
juicio de amparo. En tal sentido, es aplicable la tesis siguiente:

Improcedencia. La causal prevista en la fracción XIV del artículo 73 de la Ley de 
Amparo requiere que el recurso o defensa legal propuesto se hubiera admitido, 
se esté tramitando al resolverse el amparo y sea el idóneo para obtener la revo-
cación o modificación del acto reclamado.  La causa de improcedencia prevista en 
el artículo 73, fracción XIV, de la Ley de Amparo se actualiza cuando concurran las 
siguientes circunstancias: a) Que sea el quejoso quien haya interpuesto el recurso o 
medio legal de defensa en contra del acto de autoridad contra el cual solicite amparo; 
b) Que el recurso o medio de defensa haya sido admitido y se esté tramitando cuando 
se resuelva el juicio de garantías, y c) Que el recurso o medio de defensa legal consti-
tuya la vía idónea de impugnación para conducir a la insubsistencia legal del acto de 
autoridad señalado como acto reclamado en el juicio de amparo. Esa interpretación se 
justifica, por un lado, porque el precepto de referencia exige que el recurso o medio 
de defensa pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto de autoridad 
que sea materia del juicio constitucional, resultado que podrá obtenerse si el instru-
mento jurídico de defensa utilizado es el apropiado, esto es, que esté instituido expre-

	 5	�Jurisprudencia 2 006 145 [Tesis: P./J. 24/2014 (10a,)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, t I, p 265.
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samente por la ley y regido por un procedimiento para su tramitación, oponible frente 
a una resolución que lesione los intereses de la parte que se dice afectada y mediante 
el que se pueda lograr la invalidación o la modificación de la resolución impugnada; y, 
por otro, porque, de acuerdo con el principio del contradictorio, el tribunal debe otor-
gar a las partes la oportunidad de ser oídas en defensa de sus derechos, esto es, debe 
atender si el agraviado está en posibilidad de ser oído en el recurso o medio de de-
fensa que hubiera propuesto ante la autoridad responsable o su superior jerárquico, 
para lo cual es indispensable que esté demostrada fehacientemente la admisión del 
recurso, pues la simple presentación del escrito respectivo no implica que se le dé la 
oportunidad de ser escuchado en defensa de sus derechos. En este orden de ideas, 
la causal de improcedencia en mención únicamente puede considerarse actualizada 
cuando la parte interesada acredite que el recurso o medio de defensa hecho valer en 
contra del acto reclamado se esté tramitando simultáneamente con el juicio de garan-
tías, correspondiendo al juzgador de amparo determinar si el medio legal de defensa 
que esté tramitándose simultáneamente al juicio de amparo constituye o no la vía 
idónea de impugnación que pudiera tener como resultado la revocación, modifica-
ción o anulación del mismo acto contra el cual se solicita amparo.6

Sobre la improcedencia cuando se trate del reclamo contra resolucio-
nes dictadas en un juicio de amparo o de resoluciones dictadas por tribu-
nales colegiados de circuito, son aplicables las tesis siguientes:

Sentencias de los tribunales colegiados de circuito dictadas al resolver el re-
curso de revisión previsto en el artículo 82 de la Ley de Amparo. La interposición 
de cualquier medio de defensa en su contra configura una causa notoria y mani-
fiesta de improcedencia que conduce a su desechamiento de plano.  Conforme 
al último párrafo de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las sentencias pronunciadas por los Tribunales Colegiados 
de Circuito, al resolver el recurso de revisión previsto en el artículo 82 de la Ley de 
Amparo, constituyen cosa juzgada, ya que ningún tribunal, incluida la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, tiene facultades para modificarlas y menos para revocarlas, en 
virtud de que con su sola emisión adquieren la firmeza e inamovilidad que caracteriza 
a toda ejecutoria, cuyo contenido no puede desconocerse en cualquier otro juicio o 
instancia. Consecuentemente, la interposición de un segundo recurso de revisión o de 
cualquier otro medio de defensa contra tales ejecutorias configura una causa notoria 
y manifiesta de improcedencia que conduce a su desechamiento de plano, por lo que 
basta constatar que los agravios se dirigen a controvertir la resolución definitiva de un 
recurso de revisión para que, sin mayor trámite, proceda su desechamiento.7

	 6	�Jurisprudencia 190 665 [Tesis: P./J. 144/2000], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XII, diciembre de 2000, p 15.

	 7	�Jurisprudencia 2 001 189 [Tesis: 2a/J. 58/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro X, julio de 2012, t 2, p 807.
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Improcedencia del juicio de amparo derivada del cumplimiento de un fallo pro-
tector o en ejecución de éste. No se actualiza cuando en la sentencia de garan-
tías no hubo cosa juzgada en relación con el tema de fondo y se dejó plenitud 
de jurisdicción a la autoridad responsable.  La fracción II del artículo 73 de la Ley de 
Amparo, al establecer que el juicio de garantías es improcedente “contra resoluciones 
dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas”, se refiere a aquellas 
resoluciones que indefectiblemente deben emitir las autoridades responsables, en 
las cuales el órgano jurisdiccional del Poder Judicial de la Federación les constriñe a 
realizar determinadas y precisas acciones, esto es, les da lineamientos para cumplir con 
el fallo protector y, por ende, la responsable no tiene libertad de decisión, sino que 
debe emitir la nueva resolución conforme a los efectos precisados por el órgano juris-
diccional federal, de manera que al actuar la responsable en ese sentido, emitiendo 
una resolución en cumplimiento de una ejecutoria de amparo, o en ejecución de ésta, 
el nuevo amparo que se intente resulta improcedente porque deriva de una decisión 
definitiva que ya fue materia de análisis en un juicio anterior, pues admitir un nuevo 
amparo afectaría el principio jurídico de cosa juzgada y generaría inseguridad jurídica. 
Sin embargo, esta causal de improcedencia no se actualiza cuando el fallo concesorio 
deja plenitud de jurisdicción a la autoridad responsable, porque ello significa que en 
el juicio de amparo no se tomó una decisión definitiva sobre el problema jurídico, es 
decir, no impera el principio de cosa juzgada, por lo cual la nueva resolución que emita 
la autoridad responsable no obedece al cumplimiento de una ejecutoria de amparo, 
o en ejecución de la misma, atendiendo a lineamientos precisos del órgano federal y, 
en consecuencia, en este supuesto procede el nuevo juicio de garantías.8

Amparo indirecto. Cuando el acto reclamado consiste en una multa impuesta en 
la resolución de un recurso de queja emitida por un tribunal colegiado de cir-
cuito, se actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia de dicho 
juicio.  De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 107, fracción VIII, 
último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 37 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 61, fracción VI y 113 de la Ley de Amparo, se 
advierte que: a) contra las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito no procede recurso alguno y el juicio de amparo en su contra es improcedente; 
b) la función de tales órganos es netamente jurisdiccional, y c) si al examinar el escrito 
de demanda de amparo se advierte alguna causa manifiesta e indudable de impro-
cedencia se desechará de plano. Asimismo, de los numerales reseñados se abstrae que 
cuando el acto reclamado consista en una multa impuesta en la resolución de un 
recurso de queja emitida por un Tribunal Colegiado de Circuito, se actualiza una causa 
manifiesta e indudable de improcedencia toda vez que dicha resolución es definitiva 
y no admite recurso alguno, sin que pueda caber una excepción a la regla general 
prevista en la fracción VI del artículo 61 aludido, toda vez que la improcedencia del 
juicio de amparo contra las resoluciones emitidas por aquél se delimitó tanto en la Ley 
de Amparo como en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por lo que 

	 8	�Jurisprudencia 171 753 [Tesis: 2a/J. 140/2007], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXVI, agosto de 2007, p 539.
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no es sostenible una interpretación diversa que permita impugnarla, pues de lo con-
trario se vaciaría el contenido de la disposición constitucional que le otorga el carácter 
de definitiva e inatacable, además de que durante el trámite del recurso de queja la 
autoridad responsable puede contestar la omisión imputada y aportar las pruebas que 
estime conducentes para justificar su dicho.9

La improcedencia en el ámbito del amparo contra normas generales 
conocido tradicionalmente como amparo contra leyes, es motivo de preci-
sión en las tesis siguientes: 

Amparo contra normas generales. La improcedencia del juicio por no haberse 
impugnado por vicios propios el refrendo y la publicación de aquéllas es notoria 
y manifiesta, lo que provoca el desechamiento de plano de la demanda.  La 
causa de improcedencia del juicio de amparo prevista en el artículo 61, fracción XXIII, 
relacionado con el 108, fracciones III y VIII, ambos de la Ley de Amparo, tocante a los 
actos consistentes en el refrendo y la publicación de una norma general que no hayan 
sido combatidos por vicios propios y respecto de los cuales no exista causa de pedir 
ni proceda la suplencia de la queja deficiente, es notoria y manifiesta y, por ende, pro-
voca el desechamiento de la demanda de amparo. Lo anterior porque es una cuestión 
que debe resolverse a partir del estudio integral de la demanda, en términos del ar-
tículo 112 de la Ley de Amparo, al tratarse de una mera constatación de existencia de 
un requisito que debe cumplir el escrito inicial, es decir, de alegaciones que contro-
viertan la presunción de la constitucionalidad de aquellos actos, lo cual no podrá 
cambiar con la tramitación del procedimiento federal, porque al ser normas generales, 
su conocimiento se advierte desde su publicación en el Periódico Oficial respectivo y 
no con la rendición del informe con justificación.10

Amparo contra leyes. No se actualiza un motivo manifiesto e indudable de im-
procedencia para desechar la demanda, si para establecer la naturaleza hete-
roaplicativa o autoaplicativa de aquéllas el Juez de Distrito requiere hacer con-
sideraciones interpretativas, propias de la sentencia definitiva.  Del artículo 145 
de la Ley de Amparo se advierte que es del propio escrito de demanda o de las pruebas 
anexas de donde puede desprenderse un motivo manifiesto e indudable de improce-
dencia. La improcedencia constituye una excepción a la regla general, que es la pro-
cedencia del juicio de amparo como medio de control de los actos de autoridad que 
vulneren las garantías individuales que consagra la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación lo ha entendido en el 
sentido de que las causales de improcedencia deben probarse plenamente y no infe-
rirse con base en presunciones, pues sólo por excepción, en los precisos casos que 
marca el artículo 73 de la ley en cita, puede vedarse el acceso a dicho medio de control 
constitucional y, por lo mismo, de más estricta aplicación es lo dispuesto en el artículo 

	 9	�Jurisprudencia 2 010 747 [Tesis: PC.III.L. J./11 L. (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 26, enero de 2016, t III, p 1816.

	 10	�Jurisprudencia 2 010 098 [Tesis: PC.I.A. J./50 A. (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t III, p 2249.
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145 para desechar de plano una demanda. En ese tenor, la circunstancia de que la 
improcedencia derive del análisis que se hace de la naturaleza de las normas autoapli-
cativas y heteroaplicativas conforme a criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, o del estudio e interpretación tanto de las normas generales 
reclamadas como de los conceptos de violación en que se plantea una afectación 
inmediata por su sola vigencia, impide considerar que el motivo de improcedencia sea 
manifiesto e indudable, ya que no puede ser evidente, claro y fehaciente si para deter-
minar su actualización se requirió de un análisis más profundo, propio de la sentencia 
definitiva. Por ello, en la hipótesis aludida no se reúnen los requisitos formales necesa-
rios que justifiquen el desechamiento de la demanda desde su inicio, ya que en el 
acuerdo inicial en el juicio de amparo indirecto no pueden realizarse estudios exhaus-
tivos, por no ser el momento idóneo para ello.11

Amparo contra leyes. El motivo manifiesto e indudable de su improcedencia 
puede sustentarse en la confesión del quejoso de que no reclama el primer acto 
de aplicación, sino uno posterior.  Si existe prueba plena en cuanto a que el acto de 
aplicación de la ley que se tilda de inconstitucional en la demanda de amparo, por su 
fecha de emisión, no fue el primero en el que se actualizaron las hipótesis normativas 
en perjuicio del quejoso, es inconcuso que puede determinarse la existencia de una 
causa manifiesta e indudable de improcedencia del juicio de garantías. Ahora bien, 
para el desechamiento de la demanda respectiva el Juez de Distrito puede basar su 
determinación de que no se está en presencia del primer acto de aplicación en diver-
sos medios de convicción, entre los que pueden encontrarse las propias manifestacio-
nes que el quejoso haya realizado en su demanda o en los escritos aclaratorios, pues 
éstas constituyen una confesión expresa, admisible en el juicio de amparo y con valor 
probatorio pleno, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 199 y 200 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 
pues tiene la eficacia convictiva suficiente para demostrar que no reclama el primer 
acto de aplicación de la ley y que, por ende, se actualiza de manera manifiesta e indu-
dable la improcedencia del juicio de amparo, en términos ya sea de las fracciones III, 
IV o XII, párrafo primero, del artículo 73 de la citada ley, según sea el caso; la primera, 
por ser la ley reclamada materia de otro juicio de amparo que se encuentra pendiente 
de resolver; la segunda, por haber sido la norma general materia de una ejecutoria en 
otro juicio de garantías; o, la tercera, por no haberse reclamado la ley en el juicio cons-
titucional con motivo de su primer acto de aplicación dentro del plazo que establece 
el artículo 21 de la legislación de la materia. En consecuencia, es dable desechar la 
demanda de garantías por cuanto hace a la ley, con independencia de que la demanda 
pueda admitirse por los actos de aplicación relativos, si éstos se combaten por vicios 
propios y no se esté en el caso de que la reclamación de la ley represente una hipóte-
sis de excepción al principio de definitividad.12

	 11	�Jurisprudencia 178 541 [Tesis: 1a./J. 32/2005], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t XXI, mayo de 2005, p 47.

	 12	�Jurisprudencia 186 676 [Tesis: 2a/J. 50/2002], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t xvi, julio de 2002, p 64.
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8.3 Improcedencias de carácter jurisprudencial             89

Amparo contra leyes heteroaplicativas. La circunstancia de que las autoridades 
señaladas como responsables ejecutoras no hubieren aplicado la norma com-
batida, no es motivo manifiesto e indudable de improcedencia para desechar la 
demanda interpuesta en contra de los actos de ejecución que se les impu-
ten.  Para efectos de la procedencia del juicio de amparo contra normas heteroaplica-
tivas, el gobernado debe impugnar su primer acto concreto de aplicación, el cual, de 
acuerdo con diversos criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, puede tener origen, por regla general, en tres formas: por la actuación de la 
autoridad que por disposición de la ley es la encargada de su aplicación; por la actua-
ción del propio agraviado que por exigencia de la ley se coloca por sí mismo en los 
supuestos previstos en la norma, y por parte de un particular en su carácter de tercero 
que actúa por mandato de la ley. Luego, si bien es cierto que cuando el quejoso se 
autoaplica una disposición que a la postre reclamará por inconstitucional o cuando es 
un tercero auxiliar de la administración pública el que realiza la aplicación de una 
norma en perjuicio del gobernado que la considera inconstitucional, no hay actos de 
las autoridades encargadas de la ejecución de ésta que hayan requerido su cumpli-
miento, esa circunstancia no implica que exista un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia para desechar la demanda de amparo interpuesta en contra de los 
actos de ejecución que se imputen a dichas autoridades, toda vez que la posibilidad 
de reclamar los actos de ejecución de una ley no se finca en el hecho de que haya sido 
la autoridad la que hubiere aplicado la disposición de que se trate en perjuicio del 
quejoso, sino en la intervención que hubiere tenido o pudiera tener para hacer cum-
plir la disposición que se estima inconstitucional, lo cual puede advertirse de las prue-
bas y de los informes que al efecto se rindan en el procedimiento respectivo. Estimar 
lo contrario implicaría dejar al promovente en estado de indefensión, en tanto que a 
priori se le priva de la oportunidad de allegar los elementos de convicción que justifi-
quen la ejecución que lleva a cabo la autoridad ejecutora de la ley impugnada, por el 
solo hecho de no haber sido la que realizó el acto de aplicación del precepto recla-
mado.13

La improcedencia por tratarse de actos derivados de las facultades de 
control político del Poder Legislativo, como en la declaración de proce-
dencia y el juicio político, se precisa en las tesis siguientes: 

Juicio político. La resolución dictada por el tribunal superior de justicia de un 
estado, actuando como jurado de sentencia, constituye un acto de naturaleza 
política, por lo que se actualiza la causal de improcedencia establecida en la 
fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo.  La resolución que emita el tribu-
nal superior de justicia de un estado actuando como órgano de sentencia dentro de 
un juicio político es de naturaleza política, ya que se encuentra inscrita en un procedi-
miento que en su totalidad participa de las características de un sistema de control 
político: a) responden a un criterio de oportunidad política; b) se controlan actos y 

	 13	�Jurisprudencia 185 450 [Tesis: 2a/J. 128/2002], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XVI, diciembre de 2002, p 235.
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90             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

personas, no normas o productos normativos; c) el parámetro de control es político o 
surge de la misma voluntad política del órgano que controla, y finalmente d) el resul-
tado es una sanción de carácter político: destitución o inhabilitación en el cargo. En 
este sentido, el que la autoridad que ejerza el control político sea alguno de los tribu-
nales superiores de justicia de los estados o que éstos tengan alguna participación en 
el proceso de atribución de responsabilidades políticas no es razón válida para catalo-
gar su actuación como jurisdiccional, toda vez que aun cuando es costumbre o regla 
general entender como coincidentes el carácter formal y material de las atribuciones 
de los órganos del Estado, lo correcto es atender a la naturaleza de la función. En con-
secuencia, dada la naturaleza del procedimiento y de las actuaciones de las autorida-
des que participan en él, cuando las constituciones correspondientes las califiquen 
como decisiones soberanas y discrecionales, se actualiza la causal de improcedencia 
establecida en la fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo.14

Declaración de procedencia. Se actualiza un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia del juicio de amparo, respecto de los actos emitidos por la 
Cámara de Diputados y la sección instructora, durante el procedimiento rela-
tivo.  Del artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se 
advierte que el Poder Constituyente facultó a la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión para resolver soberana y discrecionalmente si ha lugar o no a retirar la 
inmunidad procesal de un servidor público, con el fin de que sea juzgado por el delito 
o delitos que se le atribuyen; en atención a esa finalidad son inatacables todas las re-
soluciones emitidas en el procedimiento de declaración de procedencia, tanto las 
dictadas por dicho órgano legislativo como por la Sección Instructora. En ese sentido, 
se concluye que se actualiza una causa de improcedencia manifiesta e indudable del 
juicio de garantías respecto de tales actos, en términos de los artículos 111 constitu-
cional y 145 y 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en atención a las manifestaciones 
hechas por el quejoso en su demanda de garantías, a la naturaleza de los actos recla-
mados y a la aplicación directa del mencionado precepto constitucional, aunado a 
que, de admitirse la demanda de amparo y sustanciar el procedimiento, no sería posi-
ble arribar a una convicción diversa, independientemente de los elementos que 
pudieran allegar las partes.15

Asimismo, se señalan los siguientes criterios jurisprudenciales relati-
vos a la improcedencia por “inutilidad” del fallo protector, ya sea porque 
hayan cesado los efectos del acto reclamado o porque no sea posible la 
restitución al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada:

Improcedencia del juicio de amparo. Se actualiza cuando existe la imposibilidad 
jurídica de que se produzcan los efectos restitutorios de la sentencia concesoria 

	 14	�Jurisprudencia 164 457 [Tesis: 1a/J. 37/2010], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t XXXI, junio de 2010, p 94.

	 15	�Jurisprudencia 180 365 [Tesis: P./J. 101/2004], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XX, octubre de 2004, p 7.
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8.3 Improcedencias de carácter jurisprudencial             91

que, en su caso, se dicte.  De acuerdo con lo establecido en el artículo 80 de la Ley 
de Amparo y en la tesis de jurisprudencia número 174, publicada en la página 297 de 
la Octava Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1975, con el 
texto siguiente: “Sentencias de amparo. El efecto jurídico de la sentencia definitiva 
que se pronuncie en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es volver las 
cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto recla-
mado y los subsecuentes que de él se deriven.”; y en virtud de que el juicio de garan-
tías debe tener siempre una finalidad práctica y no ser medio para realizar una activi-
dad meramente especulativa, para la procedencia del mismo es menester que la 
sentencia que en él se dicte, en el supuesto de que sea favorable a la parte quejosa, 
pueda producir la restitución al agraviado en el pleno goce de la garantía individual 
violada, de manera que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de 
la violación cuando el acto reclamado sea de carácter positivo o cuando sea de carác-
ter negativo (o constituya una abstención), se obligue a la autoridad responsable a 
que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, 
lo que la misma garantía exija.16

Improcedencia del juicio de amparo por cesación de efectos del acto reclamado. 
Esta causal se actualiza respecto de la resolución que impone una corrección 
disciplinaria derivada del procedimiento disciplinario establecido en el regla-
mento de los centros federales de readaptación social, si también se reclama la 
emitida en el recurso de inconformidad que confirma o modifica el correctivo 
en perjuicio del interno.  Cuando se reclaman tanto la resolución que impone un 
correctivo disciplinario emitida por el Consejo Técnico Interdisciplinario como la de la 
inconformidad expedida por el Coordinador General de Centros Federales de Readap-
tación Social, que confirma o modifica el correctivo en perjuicio del interno, debe 
considerarse que respecto de la primera, el juicio de amparo es improcedente con 
fundamento en la fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, por haber cesado 
en sus efectos, al ser sustituida por la emitida por la autoridad revisora en la inconfor-
midad, en tanto que es en esta última donde se califican en definitiva los actos que 
dieron origen a la medida disciplinaria y al procedimiento que culminó con su impo-
sición; por ende, es la que rige la situación jurídica del quejoso y la que, en todo caso, 
podría causarle perjuicio; sin que ello implique que se deje insubsistente el correctivo 
disciplinario o que se declare legal el procedimiento del cual deriva, sino simplemente 
que, para efectos del juicio de amparo, ningún fin práctico tendría estudiar la primera 
resolución dictada por ser susceptible de subsanarse por la autoridad revisora al emitir 
la resolución correspondiente en la inconformidad planteada.17

Cesación de efectos en amparo. Esta causa de improcedencia se actualiza cuan-
do todos los efectos del acto reclamado son destruidos en forma total e incon-

	 16	�Jurisprudencia 197 245 [Tesis: P./J. 90/97], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t VI, diciembre de 1997, p 9.

	 17	�Jurisprudencia 2 009 489 [Tesis: P.C.VIII.P. J./1 P. (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, t II, p 1305.
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92             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

dicional.  De la interpretación relacionada de lo dispuesto por los artículos 73, frac-
ción XVI y 80 de la Ley de Amparo, se arriba a la convicción de que para que la causa de 
improcedencia del juicio de garantías consistente en la cesación de efectos del ac- 
to reclamado se surta, no basta que la autoridad responsable derogue o revoque tal 
acto, sino que es necesario que, aun sin hacerlo, destruya todos sus efectos en forma 
total e incondicional, de modo tal que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de 
la violación constitucional, como si se hubiera otorgado el amparo, es decir, como si el 
acto no hubiere invadido la esfera jurídica del particular, o habiéndola irrumpido, la 
cesación no deje ahí ninguna huella, puesto que la razón que justifica la improceden-
cia de mérito no es la simple paralización o destrucción del acto de autoridad, sino la 
ociosidad de examinar la constitucionalidad de un acto que ya no está surtiendo sus 
efectos, ni los surtirá, y que no dejó huella alguna en la esfera jurídica del particular que 
amerite ser borrada por el otorgamiento de la protección de la justicia federal.18

Acto reclamado que formalmente subsiste, pero cuyo objeto o materia dejó de 
existir. La causa de improcedencia establecida en la fracción XVII del artículo 73 
de la Ley de Amparo se actualiza cuando los efectos de aquél no han afectado la 
esfera jurídica del quejoso y se modifica el entorno en el cual fue emitido, de 
modo que la protección que en su caso se concediera carecería de efectos.  En 
virtud de que el juicio de amparo es un medio de control constitucional cuyo objeto 
es reparar las violaciones de garantías que un determinado acto de autoridad genera 
sobre la esfera jurídica del gobernado que lo promueva, con el fin de restituirlo en el 
pleno goce de sus derechos fundamentales que le hayan sido violados, el legislador 
ordinario ha establecido como principio que rige su procedencia la circunstancia de 
que el fallo protector que en su caso llegare a emitirse pueda concretarse y trascender 
a la esfera jurídica del gobernado que lo haya promovido. En ese tenor, debe estimarse 
que la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVII, de la Ley de 
Amparo, conforme al cual tendrá lugar esa consecuencia jurídica cuando subsistiendo 
el acto reclamado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de 
existir el objeto o materia del mismo, se actualiza cuando el juzgador de garantías 
advierta que los efectos del acto de autoridad impugnado no se han concretado en la 
esfera jurídica del quejoso, ni se concretarán, en virtud de la modificación del entorno 
en el cual éste se emitió, por lo que en caso de concluirse que el mismo es inconstitu-
cional, jurídicamente se tornaría imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía 
que se estime violada, o bien ningún efecto jurídico tendría la respectiva sentencia 
concesoria, lo que generalmente sucede cuando la situación jurídica que surgió con 
motivo del respectivo acto de autoridad, aun cuando éste subsiste, se modifica sin 
dejar alguna huella en la esfera jurídica del gobernado, susceptible de reparación, lo 
que impide que ese preciso acto y sus efectos trasciendan a este último y que, por 
ende, el fallo protector cumpla con su finalidad.19

	 18	�Jurisprudencia 193 758 [Tesis: 2a/J. 59/99], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XI, junio de 1999, p 38.

	 19	�Jurisprudencia 173 858 [Tesis: 2a/J. 181/2006], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXIV, diciembre de 2006, p 189.
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Improcedencia. Se presenta en el amparo cuando es imposible restituir al que-
joso en el goce de su garantía constitucional violada.  Cuando se reclame un acto 
de autoridad que se funde en dos ordenamientos distintos, cualquiera de los cuales 
puede sustentarlo por sí solo, y únicamente se impugne uno de ellos, el juicio de 
garantías es improcedente de conformidad con lo ordenado por la fracción XVIII del 
artículo 73 de la Ley de Amparo, en relación con lo dispuesto por el artículo 80 
del mismo ordenamiento, toda vez que aun en el caso de que se declarara la incons-
titucionalidad del ordenamiento impugnado, no sería posible restituir al quejoso en el 
pleno goce de la garantía individual violada porque el acto reclamado seguiría subsis-
tiendo sustentado por el diverso ordenamiento que no se combatió.20

También resultan de gran interés los criterios siguientes, que precisan 
el alcance de la improcedencia por consentimiento del acto, así como por 
cosa juzgada:

Consentimiento expreso como causal de improcedencia del amparo. Se actua-
liza cuando el quejoso se acoge a un beneficio establecido a su favor, cuyo naci-
miento está condicionado por la obligación o perjuicio que le ocasiona el acto 
reclamado.  El artículo 73, fracción XI, de la Ley de Amparo establece que el juicio de 
garantías es improcedente contra actos consentidos expresamente o por manifesta-
ciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, lo cual debe entenderse como 
el acatamiento consciente a una ley o acto que cause un agravio o perjuicio presente 
y actual al quejoso. En esas condiciones, si el acto o la ley reclamada en el amparo 
establece diversas prescripciones, entre las que se encuentra un beneficio en favor del 
particular afectado, cuyo nacimiento está condicionado necesariamente a la acepta-
ción de un perjuicio, una vez que el quejoso se haya acogido a aquél, dicha conducta 
supone también la aceptación de este último, por lo que el juicio de amparo resulta 
improcedente en los términos del precepto citado.21

Consentimiento expreso de una ley. No se actualiza como causa de improceden-
cia del juicio de amparo cuando su hipótesis fue aceptada por el quejoso en un 
contrato.  De lo dispuesto en los artículos 4o y 73, fracción VI, de la Ley de Amparo 
deriva que el juicio de garantías únicamente puede promoverse por la parte a quien 
perjudique la ley, el reglamento o el acto que se reclame y, en términos de la fracción 
XI del artículo 73 del propio ordenamiento, es improcedente el juicio de garantías 
promovido contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de volun-
tad que entrañen ese consentimiento y que, tratándose del amparo contra leyes, debe 
derivar, en todo caso, del hecho de que teniendo el gobernado la posibilidad actuali-
zada de acudir a dicho juicio, opte por someterse a los efectos perjudiciales de la ley o 
al acto de aplicación que le causen perjuicio. Por ello, al celebrar un contrato y aceptar 

	 20	�Jurisprudencia 199 425 [Tesis: 2a/J. 7/97], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t V, febrero de 1997, p 281.

	 21	�Jurisprudencia 174 120 [Tesis: 2a/J. 148/2006], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXIV, octubre de 2006, p 289.
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94             IMPROCEDENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO

las partes las consecuencias jurídicas que de él emanen —lo cual acontece en una 
relación privada de coordinación—, el contenido de los preceptos legales en él apli-
cados no perjudica la esfera jurídica del gobernado y, consecuentemente, no se actua-
liza la causa de improcedencia por consentimiento expreso de la ley.22

Cosa juzgada refleja. No actualiza la causa de improcedencia prevista en el ar-
tículo 73, fracción IV, de la Ley de Amparo.  En términos del precepto invocado, la 
cosa juzgada que actualiza la improcedencia del juicio de amparo exige de manera 
estricta la concurrencia de los supuestos consistentes en que: 1) El acto reclamado en 
determinado juicio de amparo verse o involucre un acto o una ley que hubiera sido 
materia de una ejecutoria emitida en otro, y 2) Los juicios respectivos hubieran 
sido promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio 
acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas. De ese modo, 
si la llamada cosa juzgada refleja no comparte esos supuestos porque en su configura-
ción no existe la concatenación de tales elementos personales y objetivos, es incon-
cuso que su prevalencia no actualiza la improcedencia del juicio de amparo.23

	 22	�Jurisprudencia 197 247 [Tesis: P./J. 95/97], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t VI, diciembre de 1997, p 7.

	 23	�Jurisprudencia 2 001 879 [Tesis: 2a/J. 112/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro XIII, octubre de 2012, t 3, p 1545.
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UNIDAD 9
Sobreseimiento

9.1  Concepto

La palabra sobreseimiento proviene de la raíz latina supersedere, que sig-
nifica cesar o desistir. Según explica el Diccionario jurídico mexicano, el 
sobreseimiento “es la resolución judicial por la cual se declara que existe 
un obstáculo jurídico o de hecho que impide la decisión sobre el fondo 
de la controversia”.1

En el caso del amparo, la decisión de sobreseimiento tiene como 
efecto que se finalice el proceso iniciado con la demanda del quejoso, sin 
que se determine el asunto de fondo; esto es, el otorgamiento de la pro-
tección por la inconstitucionalidad del acto reclamado. 

La resolución que decreta el sobreseimiento de un juicio constituye 
un acto procesal que termina la instancia por cuestiones ajenas al aspecto 
de fondo planteado. En cuanto a sus efectos, el art 65 de la LAmp esta-

	 1	�Diccionario jurídico mexicano (1984), t 8, México, Editorial Porrúa/unam, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, p 145.
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96             SOBRESEIMIENTO

blece que el sobreseimiento no prejuzga sobre la constitucionalidad o 
legalidad del acto reclamado, ni sobre la responsabilidad de la autoridad 
responsable al ordenarlo o ejecutarlo. 

La finalidad de la figura del sobreseimiento es, por un lado, evitar el 
conocimiento de asuntos que se muestran no pertinentes u ociosos y, por 
otro, dotar de seguridad jurídica al trámite procesal en relación con el 
cumplimiento de las formalidades rectoras del procedimiento, previnien-
do que los procesos se mantengan abiertos de manera indefinida cuando 
existen obstáculos que impiden el estudio del fondo del asunto. De este 
modo, no ha de considerarse que el sobreseimiento suponga una dene-
gación de justicia. Sobre este punto, la tesis siguiente señala:

Desechamiento o sobreseimiento en el juicio de amparo. No implica denega-
ción de justicia ni genera inseguridad jurídica.  Cuando se desecha una demanda 
de amparo o se sobresee en el juicio, ello no implica denegar justicia ni genera inse-
guridad jurídica, ya que la obligación de los tribunales no es tramitar y resolver en el 
fondo todos los asuntos sometidos a su consideración en forma favorable a los intere-
ses del solicitante, sino que se circunscribe a la posibilidad que tiene cualquier indivi-
duo de acudir ante los órganos jurisdiccionales, con su promoción (demanda), a la cual 
debe darse el trámite acorde a las formalidades rectoras del procedimiento respecti-
vo, dentro de las cuales el legislador previó las causales de improcedencia y sobresei-
miento. Así, cuando el juzgador o tribunal de amparo se funda en una de ellas para 
desechar o sobreseer en un juicio, imparte justicia, puesto que el acceso a ella no se 
ve menoscabado, sino que es efectivo, ni se deja en estado de indefensión al promo-
vente, no obstante sea desfavorable, al no poder negar que se da respuesta a la peti-
ción de amparo, con independencia de que no comparta el sentido de la resolución, 
dado que de esa forma quien imparte justicia se pronuncia sobre la acción, diciendo 
así el derecho y permitiendo que impere el orden jurídico.2

El sobreseimiento sólo podrá decretarse cuando no exista duda de su 
actualización, por la presencia de una de las causales previstas en la ley, 
las cuales se comentan a continuación.

9.2  Hipótesis de procedencia

Los supuestos de sobreseimiento se enuncian en las cinco fracciones del 
art 63 de la LAmp. La primera de ellas señala que procede el sobresei-

	 2	�Jurisprudencia 174 737 [Tesis: VII.2o.C. J./23], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXIV, julio de 2006, p 921.
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9.2 Hipótesis de procedencia             97

miento cuando el quejoso se desista de la demanda o no la ratifique en 
los casos en que la ley establezca requerimiento. 

En caso de desistimiento se notificará personalmente al quejoso para 
que ratifique su escrito en un plazo de tres días, apercibido de que, de no 
hacerlo, se le tendrá por no desistido y se continuará el juicio. Una excep-
ción a esta regla se presenta en el ámbito del amparo agrario cuando se 
reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de 
la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y 
montes a los ejidos o núcleos de población que de hecho o por derecho 
guarden el estado comunal. En estos casos, no procede el desistimiento 
del juicio o de los recursos o el consentimiento expreso de los propios 
actos, salvo que lo acuerde la Asamblea General; sin embargo, podrán 
decretarse cuando sea en beneficio.

La fracc II del art 63 de la LAmp prevé como causal de sobreseimiento 
que el quejoso no acredite haber entregado los edictos para su publica-
ción, sin causa razonable a juicio del órgano jurisdiccional de amparo, en 
cuanto se compruebe que se hizo el requerimiento al órgano que los 
decretó. Dichos edictos son los establecidos en el art 27 de la ley, relativos 
a las reglas sobre notificaciones personales. En concreto, la fracc III, inc b) 
dispone que cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones 
o el señalado resulte inexacto, tratándose de la primera notificación al 
tercero interesado y al particular señalado como autoridad responsable, 
cuando no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa 
del quejoso en términos del cfpc. En caso de que el quejoso no acredite 
haber entregado para su publicación los edictos dentro del plazo de vein- 
te días siguientes al en que se pongan a su disposición, será cuando se 
actualice la causa de sobreseimiento. 

Una tercera hipótesis de sobreseimiento es la muerte del quejoso du-
rante el juicio, si el acto reclamado sólo afecta a su persona. Se entiende 
en el caso que el juicio de amparo queda sin propósito protector.

Una cuarta hipótesis de sobreseimiento surge cuando de las constan-
cias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 
reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia consti-
tucional. 

Respecto a la inexistencia del acto por no establecer con precisión lo 
reclamado en el ámbito de las autoridades ejecutoras, es de interés la 
tesis siguiente:

Amparo directo. Procede el sobreseimiento en el juicio respecto de las autorida-
des ejecutoras cuando no existen los actos de ejecución que se les atribuyen.  Se 
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98             SOBRESEIMIENTO

surte la causa de sobreseimiento, en términos del artículo 74, fracción IV, de la Ley de 
Amparo, cuando no obstante de la lectura de la demanda de amparo se advierta que 
se señaló a determinada autoridad como ejecutora y sólo se le atribuya en forma 
genérica la ejecución, en vía de consecuencia del acto reclamado a la ordenadora, sin 
imputarle acto concreto alguno. Lo anterior, aunado a que la legislación procesal ordi-
naria (civil de Veracruz y mercantil) prevé que el recurso de apelación que abre la 
segunda instancia debe admitirse en ambos efectos, lo cual suspende, por mandato 
legal, la ejecución de la resolución recurrida. Además, si en los informes justificados se 
niega la existencia de algún acto en ejecución de la sentencia combatida, se corrobora 
la hipótesis de que los actos reclamados a la autoridad ejecutora no existen, y al no 
haber prueba en autos que lo desvirtúe, debe sobreseerse. No pasa inadvertido el 
contenido de la jurisprudencia 43 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, derivada de la contradicción de tesis 2/95, publicada en la página 35, tomo VI, 
materia común, en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000 (regis-
tro Ius 917577), de rubro: “Amparo directo. Es procedente contra los actos de ejecución 
de una sentencia definitiva o laudo cuando se impugnan en vía de consecuencia y no 
por vicios propios.”, pues de su lectura y del contenido de la ejecutoria que le dio ori-
gen, se deriva que parten de la premisa de que existen los actos de ejecución y que 
en esa medida son reclamables en amparo directo.3

Por último, son causa de sobreseimiento cualquiera de las causa- 
les de improcedencia que menciona el art 61 de la LAmp, comentadas 
en la unidad anterior: éstas operarán en cualquier momento del juicio en 
que se adviertan o sobrevengan, incluso después de la audiencia cons-
titucional.

Sobre estas causales son de interés las siguientes tesis jurispruden-
ciales:

Sobreseimiento en el juicio de amparo. Los jueces de distrito están facultados 
para decretarlo valorando pruebas documentales aportadas con posterioridad 
a la celebración de la audiencia constitucional de las que aparezca probada o 
sobrevenga una causa de improcedencia.  Es cierto que las pruebas documentales 
en el juicio de amparo deben ofrecerse y desahogarse, por regla general, a más tar- 
dar en la audiencia constitucional prevista en el artículo 155 de la Ley de Amparo, de 
manera que las exhibidas con posterioridad a su celebración no podrán tomarse en 
cuenta, pues de hacerlo se vulneraría la unidad jurídica de dicha actuación procesal, 
concebida como una secuencia en la cual se ofrecen y desahogan pruebas, se oyen 
los alegatos y se dicta la sentencia, además de que se menoscabaría el principio de 
igualdad entre las partes, pues la recepción de pruebas a uno de los contendientes 
fuera de dicha diligencia implicaría dejar en estado de indefensión a su contraparte, 
quien sólo puede objetarlas dentro de dicho acto procesal; empero, esta regla general 

	 3	�Jurisprudencia 147 035 [Tesis: VII. 2o.C. J/30], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XXX, julio de 2009, p 1687.
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9.2 Hipótesis de procedencia             99

no opera cuando se acredite alguno de los supuestos de sobreseimiento previstos en 
el artículo 74 de la Ley de Amparo con pruebas documentales exhibidas con posterio-
ridad a la celebración de la audiencia constitucional, pues en este caso dicho precepto 
legal no hace limitación alguna, por lo que el juzgador se encuentra facultado para 
sobreseer en el juicio valorando tales pruebas cuando aparezca probada o sobrevenga 
una causa de improcedencia.4

Sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional. Procede decretarlo sin 
transgredir los artículos 76, 77, 78 y 80 de la Ley de Amparo al actualizarse una 
causal de improcedencia y, en consecuencia, omitir entrar al estudio de fondo 
del asunto.  La actuación del Juez Federal por la que decreta el sobreseimiento en el 
juicio fuera de audiencia no transgrede los artículos 76, 77, 78 y 80 de la Ley de Amparo, 
pues es indudable que con independencia de que aprecie el acto reclamado tal como 
aparece acreditado ante la responsable, como lo establece esencialmente el artículo 
78 en cita (lo que ni siquiera puede estar a discusión), ello no impide la actualización 
de las causales de improcedencia. Lo anterior en virtud de que el contenido del 
diverso artículo 76 recoge el principio de relatividad de las sentencias, de manera que 
cuando en él se establece que: “Las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, 
privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, 
si procediere...”, no se impone una obligación de conceder el amparo sino la limitación 
de que el pronunciamiento se emita, en su caso, sólo respecto del directo quejoso; 
en cambio, en el artículo 77 de la ley de la materia se enuncian los requisitos que 
deben contener las sentencias, tales como la fijación del acto reclamado, los funda-
mentos en que se apoye el sobreseimiento, o bien, la declaración o no de inconstitu-
cionalidad, y los puntos resolutivos en los que se concrete con claridad y precisión el 
acto o actos por los que se sobresea, conceda o niegue el amparo, lo cual de ninguna 
manera trastoca por el hecho de que el sentido del fallo sea precisamente el sobresei-
miento en el que la posibilidad de hacerlo encuentra incluso fundamento formal. 
Finalmente, en el artículo 80 se establece el objeto o finalidad de las sentencias en que 
se conceda el amparo, hipótesis que no se actualiza precisamente ante el sentido de 
una resolución en la que legalmente se decreta el sobreseimiento en el juicio, por lo 
que es evidente que ninguno de los preceptos aludidos se ve afectado, en virtud 
de que se resuelva el sobreseimiento sin abordar el fondo del asunto.5

Sobreseimiento en el juicio de amparo directo por consentimiento del laudo 
reclamado.  La manifestación de conformidad con el laudo reclamado por el quejoso 
en el juicio de amparo ante la autoridad responsable, consistente en la celebración de 
un convenio finiquito en el que se expresa la voluntad de dar cumplimiento al laudo, 
implica un consentimiento expreso con éste y, por tanto, debe sobreseerse en el juicio, 

	 4	�Jurisprudencia 2 000 902 [Tesis: 2a/J. 25/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro VIII, mayo de 2012, t 2, p 1279.

	 5	�Jurisprudencia 173 878 [Tesis: 11.2o.P. J/23], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXIV, noviembre de 2006, p 991.
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100             SOBRESEIMIENTO

al actualizarse la causal de improcedencia contemplada en los artículos 73, fracción XI, 
de la Ley de Amparo abrogada y 61, fracción XIII, de la vigente.6

Sobreseimiento en el juicio de amparo directo. Debe decretarse si en contra de 
la sentencia definitiva procedía el recurso de apelación y no se agotó (Ley 
de Amparo publicada el dos de abril de dos mil trece en el Diario Oficial de la 
Federación).  Conforme al numeral 170, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de los 
Artículos 103 y 107 Constitucionales, el juicio de amparo directo procede en contra de 
sentencias definitivas, entendiéndose por éstas, en términos del segundo párrafo del 
artículo en análisis, las que deciden el juicio en lo principal; empero, para la proceden-
cia del juicio, acorde con la literalidad de su párrafo tercero, debe agotarse el recurso 
ordinario previsto en la ley de la materia, por virtud del cual pueda modificarse o 
revocarse. En ese entendido, si en contra de la sentencia definitiva procedía el recurso 
de apelación y éste no se agotó ni es renunciable, se materializa la causal de impro-
cedencia prevista en el artículo 61, fracción XVIII, del ordenamiento legal en comento, 
lo que impone sobreseer en el juicio de amparo directo, en términos del artículo 63, 
fracción V, de esa propia ley, siempre que en el caso no se actualice supuesto de 
excepción alguno que la propia fracción XVIII del citado numeral 61 prevé. No se sos-
laya que la definición de sentencia definitiva que proporciona la Ley de Amparo en 
vigor es distinto del que se contenía en la ley abrogada, pues en la actual se entiende 
por sentencia definitiva “la que decide el juicio en lo principal”, mientras que la abro-
gada establecía por sentencia definitiva “la que decide el juicio en lo principal y res-
pecto del cual las leyes comunes no concedan ningún recurso ordinario por virtud del 
cual pudiera ser modificada o revocada”, dato que abona en el criterio que aquí se 
adopta.7

9.3 � Inconstitucionalidad del sobreseimiento 
y la caducidad

Anteriormente, el texto de la Constitución preveía en la fracc XIV del art 
107 que correspondía decretar el sobreseimiento del amparo o la caduci-
dad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respecti-
vamente, cuando el acto reclamado fuera del orden civil o administrativo, 
en los casos y términos que estableciera la ley reglamentaria. La caduci-
dad de la instancia dejaba firme la sentencia recurrida, salvo en el caso 
de los juicios en los cuales pudiera causarse perjuicio a los núcleos ejida-
les o comunales, o de los ejidatarios o comuneros. La anterior ley, abro-

	 6	�Jurisprudencia 2 009 299 [Tesis: I.6o.T. J/23 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 19, junio de 2015, t II, p 1798.

	 7	�Jurisprudencia 2 006 341 [Tesis: II.4o.C. J/1 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 6, mayo de 2014, t III, p 1842.
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9.3 Inconstitucionalidad del sobreseimiento y la caducidad             101

gada en 2013, preveía que este sobreseimiento por inactividad procesal 
se dictaba transcurridos trescientos días. Diversas opiniones en la doc-
trina consideraban que dicha disposición resultaba contraria al espíritu 
del amparo y el derecho de acceso a justicia. 

Finalmente, la fracc XIV fue derogada con la reforma constitucional 
en materia de amparo publicada en el dof el 6 de junio de 2011. La dero-
gación del sobreseimiento y la caducidad de la instancia se plantearon 
como un medio para respetar el principio pro accione, con el fin de dar 
mayor protección a los derechos sustantivos sobre las formalidades de las 
reglas adjetivas y procedimentales.

Respecto a ese sobreseimiento por inactividad procesal resultaba de 
interés la tesis siguiente: 

Sobreseimiento por inactividad procesal en el juicio de amparo directo. El plazo 
para determinarlo empieza a contar a partir de que el Tribunal Colegiado de 
Circuito admite la demanda.  De la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo se 
advierte que en cualquier etapa de los juicios de amparo directo, cuando el acto recla-
mado sea de naturaleza civil, administrativa o laboral, siempre que lo promueva la 
parte patronal, se actualiza el sobreseimiento por inactividad procesal cuando hayan 
transcurrido 300 días naturales sin que las partes insten al procedimiento a través de 
promociones idóneas para tal efecto, o el órgano jurisdiccional emita actos que impul-
sen el desarrollo del proceso. Sobre esa premisa debe señalarse que tal plazo debe 
contarse a partir de que la demanda de amparo sea admitida por el Tribunal Colegiado 
de Circuito, y no desde que la autoridad responsable recibe el escrito inicial, pues la 
obligación de presentar la demanda ante la autoridad que emitió el acto reclamado 
tiene como finalidad exclusivamente que la responsable decida sobre la suspensión 
del acto reclamado, haga constar la fecha de notificación de la resolución reclamada y 
remita de inmediato el expediente al órgano colegiado; por lo que sería incongruente 
que el incumplimiento a tal disposición genere el sobreseimiento por inactividad pro-
cesal, cuando esta decisión perjudicaría exclusivamente a la parte quejosa, a pesar de 
que quien incumple con su obligación de remitir inmediatamente la demanda al Tri-
bunal Colegiado de Circuito es la autoridad responsable. Otra razón para sostener tal 
decisión radica en que el lapso que motiva el sobreseimiento debe entenderse refe-
rido al hecho de que se promueva la demanda ante la autoridad jurisdiccional de 
amparo, y las actuaciones que en la vía directa llevan a cabo las responsables para 
integrar y remitir el expediente al órgano colegiado no tienen esa característica; por 
consiguiente, opera el sobreseimiento por inactividad procesal en juicios de amparo 
directo, únicamente si durante el plazo de 300 días naturales en que el juicio se 
encuentre en trámite ante la autoridad de amparo, es decir, a partir de que la demanda 
se admite, no se realiza acto procesal alguno que impulse el procedimiento.8

	 8	�Jurisprudencia 170 010 [Tesis: 2a/J. 34/2008], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t XXVIII, marzo de 2008, p 241.
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UNIDAD 10
Figuras procesales 
en el amparo

10.1  Legitimación 

El concepto dado por la doctrina procesal entiende a la legitimación como 
la calidad que tiene una persona para ser parte activa o pasiva en un 
procedimiento, o sea, para intervenir en el juicio. Esta calidad se deriva 
de la ley, que le reconoce ese estatus de parte procesal en virtud de su 
relación con el objeto del litigio.

En la distinción clásica de Chiovenda se señala que la legitimatio ad 
processum es la capacidad de presentarse en juicio, y la legitimatio ad cau-
sam es la identidad de la persona del actor o de la persona del deman-
dado con lo previsto por la ley (legitimación activa y pasiva).1 

En tal sentido, el estudio de la legitimación procesal es el estudio de 
las partes, del fundamento legal que permite a una persona que se en-
cuentra en una situación jurídica determinada ejercer un rol dentro del 

	 1	�Diccionario jurídico mexicano (1984),  t 6, México, Editorial Porrúa/unam, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, p 26.
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10.2 Personalidad             103

proceso de amparo. Las partes son: a) el quejoso, quien se encuentra 
legitimado para acudir a juicio en virtud de ser titular de un derecho sub-
jetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, que considera viola-
dos por el acto que reclamará; b) la autoridad, legitimada por su relación 
con dicho acto que será objeto de litigio, del cual se le considera “respon-
sable”; c) el tercero, aquel que tiene interés relacionado con el mismo 
acto, generalmente contrario al del quejoso, y d) el Ministerio Público, 
quien por mandato de ley será parte en todos los juicios.

Los supuestos de la legitimación (es decir, los elementos a partir de 
los cuales se tiene ese carácter de parte) se prevén en el art 5 de la LAmp, 
según se estudió en la unidad respectiva. La falta de legitimación del que-
joso supone simplemente el desechamiento de la demanda. Por su parte, 
la falta de legitimación de quienes se suponen como tercero o como 
autoridad, significa que esas personas no pueden intervenir en el juicio. 

10.2  Personalidad

El concepto de personalidad puede entenderse en un sentido amplio, en 
estrecha vinculación con el concepto de persona, como la cualidad que 
el derecho reconoce al ser humano (persona física) o a una asociación 
de seres humanos (personas morales) como sujetos de derechos y obliga-
ciones. 

En el ámbito procesal, la personalidad suele entenderse como perso-
nería, esto es, como “el conjunto de elementos que permiten constatar las 
facultades de alguien para representar a otro, generalmente a una per-
sona moral”. De este modo, la personalidad en juicio se refiere sobre todo 
a la reconocida a un representante de otro. Así, la personalidad es un tipo 
de legitimación que consiste en el “reconocimiento normativo de la posi-
bilidad de realizar actos jurídicos eficaces”. A su vez, la legitimación pue-
de ser directa cuando se da respecto a actos propios e indirecta en la 
figura de la personalidad o personería, además de en las variadas hipóte-
sis de representación.2

En materia de amparo, el art 10 de la LAmp prevé que la representa-
ción del quejoso y del tercero interesado se acreditará en juicio, ya sea en 
los casos previstos en la ley, o la personalidad en el juicio se justificará 
en la misma forma que determine la ley que rija la materia de la cual 

	 2	�Ibídem, t 7, pp 103 y 104.
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104             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

emane el acto reclamado. Cuando ésta no lo prevenga, se estará a lo dis-
puesto por el cfpc.

En general, cuando se actúe a nombre de una persona moral o en 
representación de una persona física, desde la presentación de la de-
manda será necesario acreditar la personalidad, lo cual se efectúa exhi-
biendo el documento que la hace constar. En el juicio de amparo, la per-
sonería constituye un presupuesto procesal de análisis oficioso por el 
juzgador, cuyo resultado, si está plenamente satisfecho, debe hacer cons-
tar en el auto admisorio de la demanda.

En cuanto al tema son de interés las tesis siguientes:

Amparo directo. El presidente del Tribunal Colegiado de Circuito debe prevenir 
al promovente para que subsane las irregularidades de la demanda en relación 
con su personalidad, cuando exista duda sobre su verdadera representación.  Es 
criterio reiterado del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que en el 
juicio de amparo indirecto la personería constituye un presupuesto procesal de análi-
sis oficioso por parte del juzgador, cuyo resultado, si está plenamente satisfecho, debe 
hacer constar en el auto admisorio de la demanda; y, de no estarlo, lo estime como 
una irregularidad de la demanda que provoca prevenir al promovente para que satis-
faga ese extremo dentro del plazo legal, bajo el apercibimiento de que, de no hacerlo, 
se tendrá por no interpuesta. Línea de pensamiento que con mayor razón debe obser-
varse en el trámite sumario del juicio de amparo directo, en el que conforme a los 
artículos 11, 175, fracción I, y 179 a 181 de la ley de la materia, la demanda deberá 
formularse por escrito, en la que se expresarán, entre otros, el nombre y domicilio del 
quejoso y de quien promueve en su nombre; requisito, este último, relacionado con la 
acreditación de la personería del promovente del amparo que puede generar una 
serie de circunstancias que escapan de lo ordinario y, por tanto, ante cualquier mani-
festación que haga dudar sobre la verdadera representación del compareciente, o 
incluso ante la falta de claridad en la demanda de amparo o en las constancias del 
juicio de origen, el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito debe prevenirlo para 
que subsane las irregularidades de la demanda en relación con la personalidad 
con que se ostenta, pues dicha actuación obedece a una tendencia procesal de pro-
porcionar mayor certeza jurídica a los justiciables y favorecer el acceso a la justicia en 
términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.3

Incidente de falta de personalidad. Es procedente en el amparo directo después 
de admitida la demanda y reconocida la personalidad de la quejosa, en térmi-
nos del artículo 13 de la Ley de Amparo, aunque su estudio se limitará a revisar 
que haya sido correcto dicho reconocimiento.  El incidente de falta de personali-
dad promovido en un juicio de amparo directo, después de reconocida la persona-

	 3	�Jurisprudencia 2 010 683 [Tesis: PC.I.C. J/22 K (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 25, diciembre de 2015, t I, p 566.
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10.2 Personalidad             105

lidad de la quejosa en el auto admisorio de la demanda, en términos del artículo 13 de 
la Ley de Amparo, resulta procedente porque en virtud de aquél se da a las partes la 
posibilidad de impugnar cualquier inconsistencia no advertida al admitirse la deman-
da de amparo, por lo que no debe privarse a las partes de dicha opción que tienen de 
demostrar que hubo un error en el reconocimiento de la personalidad de su contra-
parte, en el entendido de que la materia del incidente debe limitarse a determinar si 
fue correcto o no el reconocimiento de la personalidad realizado al admitirse la de-
manda de amparo, conforme a las determinaciones en el juicio natural que hayan sido 
exhibidas; y no puede versar sobre una cuestión distinta si la personalidad de la que-
josa fue reconocida ante la responsable y dicho reconocimiento quedó firme en el 
juicio natural.4

Personalidad en el juicio de amparo indirecto. El artículo 13 de la ley relativa 
requiere que, previamente a la admisión de la demanda, el promovente exhiba 
las constancias que acrediten el reconocimiento de dicho presupuesto procesal 
ante la autoridad responsable.  El artículo 13 de la Ley de Amparo dispone que 
cuando alguno de los interesados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad 
responsable, tal personalidad será reconocida en el juicio de amparo para todos los 
efectos legales, siempre que compruebe tal circunstancia con las constancias respec-
tivas. Del análisis de dicho precepto puede arribarse a la conclusión de que la exhibi-
ción de las referidas constancias debe realizarse al momento de presentar el escrito 
inicial de demanda, en el entendido de que, de no hacerlo así, el juez o tribunal del 
conocimiento deberán requerir al promovente en términos de lo dispuesto por 
el artículo 146 de la Ley de Amparo, para que en el plazo de tres días exhiba las cons-
tancias referidas, apercibido de que, de no hacerlo así, se tendrá por no interpuesta la 
demanda en aquellos casos en que se afecten únicamente intereses patrimoniales, o 
bien se dará vista al Ministerio Público en los demás casos. Lo anterior es así, pues las 
únicas excepciones a la regla de acreditar la personalidad previamente a la admisión 
de la demanda se encuentran referidas a las materias penal y agraria, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 16 y 215 de la Ley de Amparo, ya que en términos del 
primer numeral citado, bastará la simple manifestación del quejoso en el sentido de 
tener el carácter de defensor del quejoso para que se admita la demanda, sin perjuicio 
de que se solicite al juez o tribunal la certificación correspondiente; mientras que el 
segundo de los preceptos citados dispone que cuando no se hayan acompañado los 
documentos que justifiquen la personalidad, el juez o tribunal que conozca del juicio 
de amparo, con independencia del requerimiento que formule a los promoventes, 
solicitará por separado a las autoridades agrarias para que le informen si efectivamente 
cuentan con la personalidad con que se ostentaron, sin perjuicio de conceder la sus-
pensión provisional de los actos reclamados. Sostener una interpretación distinta de 
lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de Amparo, esto es, que la exhibición de las 
constancias que acrediten el reconocimiento de la personalidad ante la autoridad 
responsable puede realizarse en cualquier etapa del procedimiento, podría generar la 

	 4	�Jurisprudencia 160 401 [Tesis: 1a/J. 108/2011 (10a.)], 10a época, 1a Sala , Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro IV, enero de 2012, t 3, p 2453.
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106             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

posibilidad de que se tramitara un juicio de amparo iniciado por quien carece de 
representación para promoverlo, lo que implicaría una labor estéril por parte del tribu-
nal del conocimiento en la tramitación y decisión del asunto, además de que se cau-
sarían perjuicios a las partes del proceso, con el consecuente menoscabo de sus 
intereses, porque se ven sometidos no sólo a las molestias impuestas por los trámites, 
medios de apremio y diligencias de desahogo de pruebas, sino también a otros efec-
tos, como los que derivan de la suspensión del acto reclamado, del otorgamiento de 
garantías para su ejecución e incluso de las sanciones en que puedan incurrir por su 
desacato.5

10.3  Representación 

La representación se ha definido de forma generalizada como la actua-
ción a nombre de otro en el campo del derecho: implica la institución de 
que una persona, a quien no corresponden los intereses en juego, desem-
peña su actividad, o la pone al servicio de esos intereses ajenos. La doc-
trina divide a la representación en dos especies: voluntaria y legal. La 
primera de ellas se da a consecuencia de una declaración de voluntad, 
mediante la cual se faculta a otro para actuar a nombre y por cuenta pro-
pia. Por su parte, la representación legal deriva directamente de la ley, 
como en el caso de los incapaces.

En el ámbito procesal, la representación ocurre cuando una perso- 
na actúa en juicio a nombre y por cuenta de alguien más. Se trata así de 
una forma específica de personalidad, que deberá acreditarse en juicio. 

10.3.1  Representación del quejoso y del tercero interesado

Por cuanto hace al nombramiento de representante dentro del amparo, 
se habla de la autorización de personas. En términos del art 12 de la 
LAmp, el quejoso y el tercero interesado podrán autorizar para oír notifi-
caciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien 
quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y 
rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferi-
miento y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de 
los derechos del autorizante. El autorizado en estos términos tendrá limi-
tado que no podrá sustituir o delegar dichas facultades a un tercero.

	 5	�Jurisprudencia 167 431 [Tesis: P./J. 23/2009], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XXIX, abril de 2009, p 7.
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10.3 Representación             107

En las materias civil, mercantil, laboral si se trata del patrón o admi-
nistrativa, dicha persona autorizada deberá acreditar encontrarse legal-
mente autorizada para ejercer la profesión de licenciado en derecho o 
abogado y proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que 
se otorgue dicha autorización. Además de esta autorización, las partes 
podrán designar a cualquier persona con capacidad legal solamente para 
oír notificaciones e imponerse de los autos. Estos autorizados no gozarán 
de las demás facultades amplias del primer párrafo del art 12. 

Cuando se trate de varios quejosos, la ley obliga a que nombren un 
representante común. Así, el art 13 dispone que cuando la demanda se 
promueva por dos o más quejosos con un interés común, deberán desig-
nar entre ellos un representante común. De no hacerlo, lo hará el órgano 
jurisdiccional en su primer auto sin perjuicio de que la parte respectiva lo 
sustituya por otro. Los terceros interesados también podrán nombrar un 
representante común.

En relación con este rubro, es de interés la tesis siguiente:

Representante común en el juicio de amparo. Sólo puede designarse al existir 
pluralidad de partes y no cuando la quejosa o la tercero perjudicada sea una 
persona moral cuya representación legal recaiga en varias personas.  Cuando la 
representación legal de una persona moral que intervenga en un juicio de amparo, sea 
en su carácter de quejosa o de tercero perjudicada, recaiga en un órgano integrado 
por varias personas que conforme a la ley o a su acta constitutiva deban actuar con-
juntamente, no puede una de ellas ser designada representante común en términos 
del artículo 20 de la Ley de Amparo, toda vez que para que opere esa institución es 
preciso que promueva una pluralidad de partes, esto es, dos o más personas.6

10.3.2  Representación de la autoridad responsable

Respecto a los representantes de la autoridad que se señale como respon-
sable, los lineamientos de la figura se prevén en el art 9 de la LAmp. 
Según este numeral, las autoridades responsables podrán ser representa-
das o sustituidas para todos los trámites en el juicio de amparo en los 
términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. En todo 
caso, por medio de oficio podrán acreditar delegados que concurran a las 
audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen, hagan 
promociones e interpongan recursos.

	 6	�Jurisprudencia 162 734 [Tesis: 2a/J. 210/2010], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXXIII, febrero de 2011, p 951.
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108             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

Cuando se trate del presidente de la República, éste será representa-
do en los términos señalados en el acuerdo general que expida y se publi-
que en el dof. Dicha representación podrá recaer en el consejero jurídico, 
en el procurador general de la República o en los secretarios de Estado a 
quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgá-
nicas y reglamentos aplicables. A su vez, los reglamentos interiores co-
rrespondientes señalarán las unidades administrativas en las que recaerá 
la citada representación. En el citado acuerdo general se establecerá el 
mecanismo necesario para determinar la representación en los casos no 
previstos por los reglamentos. 

El acuerdo señalado es el “Acuerdo General por el que se establecen las 
reglas a que se sujetará la representación del presidente de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos”, el cual fue publicado en el dof el 6 de febrero de 
2014. Dicho acuerdo dispone la representación a cargo de diversos secre-
tarios de Estado, según la norma general o la materia del acto reclamado. 
Acerca de este renglón es de interés la tesis siguiente: 

Representación presidencial a que se refiere el artículo 19 de la Ley de Amparo. 
La notificación correspondiente realizada por el Director General de Asuntos 
Jurídicos de la Procuraduría General de la República, debe señalar que se realiza 
“por acuerdo del procurador”.  De los artículos 19 de la Ley de Amparo y 32, fracción 
III, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, así como 
del criterio sostenido por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia número P./J. 22/92, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, número 55, julio de 1992, página 13, con el rubro: “Represen-
tación del presidente de la República en el juicio de amparo, no es necesario que se 
otorgue mediante un acuerdo suscrito por esa autoridad”, se advierte que la represen-
tación presidencial es una determinación que toma el titular del Ejecutivo federal en 
ejercicio de su facultad de designar al secretario de Estado que lo represente en los 
juicios de amparo en los que sea parte, agregándose que al Procurador General de la 
República corresponde notificar esa designación, por sí o por conducto del Director 
General de Asuntos Jurídicos a través de un acuerdo; por tanto, para que exista cons-
tancia de que este último sólo ejecuta lo ordenado por su superior, se requiere la 
mención de que se notifica la designación “por acuerdo del procurador”, en el oficio 
respectivo; en la inteligencia de que ya no es indispensable que al interponer recurso 
de revisión, el secretario de Estado a quien se hubiese encomendado la representa-
ción del Poder Ejecutivo federal, nuevamente tenga que demostrar que su designa-
ción se hizo en los términos señalados, si es que el Juez de Distrito ya le reconoció 
expresa o implícitamente ese carácter al recibir su informe justificado o al dictar sen-
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10.4 Términos             109

tencia definitiva, pues en estos casos la objeción debe plantearse oportunamente 
mediante el recurso legal respectivo, para poder proceder a su estudio.7

10.4  Términos

En términos simples, los plazos o términos se refieren al tiempo que se 
otorga a las partes para el ejercicio de algún derecho procesal. En la cla-
sificación general de la doctrina se señala que pueden ser prorrogables o 
improrrogables, estos últimos también llamados fatales. Los primeros son 
aquellos cuya duración temporal se puede ampliar; los segundos no ad-
miten esa ampliación y son fatales porque, una vez transcurridos, hacen 
perder el derecho que debía haberse ejercitado sin llevarlo a cabo, sin 
necesidad de pronunciamiento judicial. La expiración de un plazo fatal 
supone la pérdida de un derecho de forma irreversible. 

La doctrina procesal ha discutido ampliamente respecto a la diferencia 
entre términos y plazos. La legislación de amparo prefiere la expresión 
plazos para referirse a los tiempos con que cuentan las partes para ejercer 
los derechos procesales. Los plazos son principalmente de dos grupos: el 
preprocesal o antes del proceso y los procesales o dentro del proceso. 

10.4.1  Plazo preprocesal

El plazo preprocesal o término prejudicial es el tiempo con el que cuenta 
una persona para presentar una demanda de amparo tras tener conoci-
miento de un acto frente al cual reclamará la protección constitucional. 
Por lo común, el plazo es de quince días, los cuales se cuentan a partir 
del día siguiente a aquel en que surte sus efectos, conforme a la ley apli-
cable, la notificación al quejoso del acto o resolución que reclame, o a 
aquel en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto 
reclamado o de su ejecución. En el caso del amparo contra normas autoa-
plicativas, se computará a partir del día de su entrada en vigor.

La LAmp contempla en su art 17 las siguientes excepciones a este 
plazo general de quince días: 

	 I.	� Cuando se reclame una norma general autoaplicativa o el procedimiento 
de extradición, en que será de treinta días;

	 7	�Jurisprudencia 175 785 [Tesis: 2a./J. 3/2006], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXIII, febrero de 2006, p 711.
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110             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

	II.	� Cuando se reclame la sentencia definitiva condenatoria en un proceso 
penal, que imponga pena de prisión, podrá interponerse en un plazo de 
hasta ocho años;

	III.	� Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener 
por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de 
la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos 
de población ejidal o comunal, en que será de siete años, contados a 
partir de que, de manera indubitable, la autoridad responsable notifique 
el acto a los grupos agrarios mencionados, y

	IV.	� Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ata-
ques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, de-
portación o expulsión, proscripción o destierro, desaparición forzada 
de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación 
forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, en que podrá 
presentarse en cualquier tiempo.

El art 19 de la LAmp señala que son días hábiles para la promoción, 
substanciación y resolución de los juicios de amparo todos los del año, con 
excepción de los sábados y domingos, así como los festivos, que son: 1o 
de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1 y 5 de mayo, 16 de septiembre, 
12 de octubre, 20 de noviembre y 25 de diciembre. Igualmente, aquellos 
en que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual 
se tramite el juicio de amparo o cuando no pueda funcionar por causa de 
fuerza mayor.

Respecto al plazo son de interés las siguientes tesis jurisprudenciales:

Demanda de amparo. Cómputo del plazo para presentarla, cuando el acto recla-
mado se emite en cumplimiento de una sentencia que concedió la protección 
constitucional.  De la interpretación de los artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo se 
sigue que el plazo para presentar la demanda cuando el acto reclamado se emite en 
cumplimiento de una sentencia que concedió la protección constitucional, debe 
computarse a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación al quejoso 
del nuevo acto o resolución que reclame o a aquel en que haya tenido conocimiento 
o se ostente sabedor del acto emitido en cumplimiento o de su ejecución, y no así 
hasta el momento en que se le notifique, tenga conocimiento o se haga sabedor del 
acuerdo que declare cumplida la ejecutoria de amparo, ya que ese supuesto no está 
previsto en las disposiciones legales apuntadas y, por tanto, no constituye una salve-
dad a la regla general para el cómputo del plazo establecido en la ley para presentar 
la demanda respectiva.8

	 8	�Jurisprudencia 2 010 666 [Tesis: P./J. 40/2015 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 25, diciembre de 2015, t I, p 5.
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Amparo contra actos emitidos dentro de un procedimiento que afectan la liber-
tad personal. Si se generaron con anterioridad al 3 de abril de 2013 y el juicio se 
promovió con posterioridad a esta fecha, el término para presentar la demanda 
no debe regirse por la ley vigente, pues se aplicaría retroactivamente la ley en 
perjuicio del quejoso y se violaría la legalidad que rige al juicio de amparo.  La 
Ley de Amparo de 1936, abrogada, establecía en su artículo 21 el término genérico de 
quince días para la presentación de la demanda; sin embargo, su numeral 22, fracción 
II, preveía una serie de excepciones al plazo general para el ejercicio de la acción, entre 
las cuales se encontraba la relativa a que cuando el acto importaba ataques a la liber-
tad personal, el juicio podía promoverse en cualquier tiempo. Por su parte, la ley 
vigente dispone en su artículo 17 también un plazo genérico de quince días para 
presentar la demanda de amparo; asimismo, en cuatro distintas fracciones señala 
casos de excepción, entre los cuales está el que se refiere a que cuando el acto recla-
mado implica ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, la demanda 
puede presentarse en cualquier tiempo. Al comparar ambos dispositivos, se aprecia 
que si bien las dos leyes prevén un tiempo irrestricto para presentar una demanda de 
amparo contra actos que implican ataques a la libertad personal, la diferencia sustan-
cial radica en que la ley abrogada no precisaba ninguna característica del acto que 
generaba tal afectación, mientras que en la actual la presentación de la demanda 
carecerá de término si el acto implica ataques a la libertad personal, pero siempre y 
cuando sea “fuera” de procedimiento, por lo que si emana de alguno, el plazo será el 
genérico de quince días. Al respecto, cabe decir que el artículo tercero transitorio de 
la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, sólo previó la ultractividad 
de la ley abrogada para los juicios que se iniciaron con anterioridad a su entrada en 
vigor; sin embargo, ni este dispositivo ni diversas normas de tránsito resuelven cómo 
tratar los asuntos en que se impugna un acto que, dictado previamente a la regencia 
del nuevo ordenamiento, no contaba en la ley abrogada con un término de preclu-
sión, en tanto que en la legislación vigente sí se prevé. En ese sentido, el invocado 
artículo 21, en correlación con las reglas específicas y casos de excepción marcados en 
el citado numeral 22 para el amparo en materia penal, conforma una normativa que 
regula un derecho fundamental de las personas: el de acceso a la justicia y a la tutela 
judicial, concretamente a la justicia de carácter constitucional, impartida por los órga-
nos del Poder Judicial de la Federación, que tutelan en sede jurisdiccional, a través del 
juicio de amparo, el respeto a los derechos reconocidos y garantías otorgadas para su 
protección por la Constitución Federal y los tratados internacionales de los que México 
es parte. Tal derecho de acceso a la jurisdicción de amparo tiene su génesis primigenia 
en el artículo 103 de la Ley Fundamental, pero si en la ley reglamentaria correspon-
diente existen normas que regulan el tiempo para accionar y la preclusión en caso de 
no hacerlo, resulta inconcuso que tales dispositivos inciden directamente en el 
aspecto toral del derecho sustantivo y, por tanto, también se incorporan a la forma de 
hacer uso de él. Por lo anterior, el término para promover la demanda contra actos 
emitidos dentro del procedimiento que afectan la libertad personal, generados con 
anterioridad al tres de abril de dos mil trece, e impugnados con posterioridad a esta 
fecha, no debe regirse por la Ley de Amparo vigente, pues de hacerlo, el juzgador cons-
titucional aplicaría retroactivamente la ley, afectando un derecho adquirido del que-
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joso, lo que implica violación a la legalidad que rige en el procedimiento de amparo; 
no obstante, si la promoción de la demanda se realiza bajo la vigencia de la nueva 
legislación, el juicio en los restantes aspectos sí habrá de regularse por ésta.9

Demanda de amparo directo. El día de término para su presentación ante las 
autoridades responsables comprende las veinticuatro horas naturales.  Los ar-
tículos 21, 23 y 163 de la Ley de Amparo, así como el 292 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, de aplicación supletoria a aquélla, establecen que la presentación de la 
demanda de amparo directo ante las autoridades responsables podrá hacerse fue- 
ra del horario de labores el día de vencimiento, lo cual significa que podrá presentarse 
ante el secretario autorizado o en la Oficina de Correspondencia Común u Oficialía de 
Partes Común —según la denomine la ley respectiva— entre la hora de conclusión 
del horario de trabajo y las veinticuatro horas, lo que deberá tomarse en cuenta para 
realizar el cómputo del plazo legal. Ello es así porque el día de término para la presen-
tación de la demanda en el juicio de amparo directo se entiende de veinticuatro horas 
naturales, contadas de las cero a las veinticuatro. Así las cosas, debe admitirse la 
demanda de garantías presentada antes de las doce de la noche del último día del 
plazo de quince días establecido por el referido artículo 21.10

10.4.2  Plazos judiciales

Una vez admitida la demanda e iniciado el procedimiento, se trata de 
aquellos previstos para la substanciación; por ejemplo, el plazo que se da 
al quejoso para atender prevenciones a la demanda, el plazo para presen-
tar el informe por la autoridad, los plazos para el trámite de incidente, 
para interponer recursos, etcétera. 

Según precisa el art 21 de la LAmp, la presentación de las promocio-
nes de término en forma impresa podrá hacerse el día en que éste con-
cluya, fuera del horario de labores de los tribunales ante la oficialía de 
partes correspondiente que habrá de funcionar hasta las veinticuatro 
horas del día de su vencimiento. En complemento, el art 22 dispone que 
los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del 
día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en 
ellos el del vencimiento, incluso para las realizadas en forma electrónica 
mediante el uso de la firma electrónica, salvo en materia penal, en la que 
se computarán de momento a momento.

	 9	�Jurisprudencia 2 006 029 [Tesis: I.6o.P. J/2 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación, Libro 4, marzo de 2014, t II, p 1228.

	 10	�Jurisprudencia 166 689 [Tesis: 2a./J. 106/2009], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXX, agosto de 2009, p 154.
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10.5 Notificaciones             113

Los plazos judiciales correrán para cada parte desde el día siguien- 
te a aquel en que para ella hubiese surtido sus efectos la notificación res-
pectiva.

10.5  Notificaciones 

10.5.1  Reglas generales 

La notificación es el acto comunicativo hecho por el órgano judicial sujeto 
a determinadas formalidades; mediante ésta, se busca transmitir infor-
mación referente a una situación jurídica a alguna de las partes o hacer 
de su conocimiento una decisión o resolución, con el fin de que puedan 
actuar según corresponda a su interés y al derecho.

En este sentido, de acuerdo con Pallares, la notificación es el medio 
legal por el cual se da a conocer a las partes o a un tercero el contenido 
de una resolución judicial y constituye un género que abarca diversas 
especies, como el emplazamiento, la citación y el traslado.11

En términos del art 24 de la LAmp, las resoluciones dictadas en los 
juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día 
hábil siguiente, salvo en la materia penal, en que se notificarán inmedia-
tamente en que se pronuncien, ya sea dentro o fuera de procedimiento. 
La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha 
resolución.

El quejoso y el tercero interesado podrán autorizar a cualquier per-
sona con capacidad legal exclusivamente para oír notificaciones, aun las 
de carácter personal e imponerse de los autos. La persona autorizada en 
estos términos no gozará de las demás facultades previstas en el art 12 
de la LAmp.

El autorizado para oír notificaciones podrá enterarse de éstas vía elec-
trónica, aunque en estos casos deberá informarse de ello a la autoridad. 
De este modo, cuando el quejoso y el tercero interesado cuenten con 
firma electrónica y pretendan que los autorizados utilicen o hagan uso de 
ésta en su representación, deberán comunicarlo al órgano jurisdiccional 
correspondiente, pero señalarán las limitaciones o revocación de faculta-
des en el uso de la firma electrónica.

	 11	�Eduardo Pallares Portillo (1970), Diccionario de derecho procesal civil, México, Editorial 
Porrúa, p 570.
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Por lo que hace a las notificaciones a funcionarios, particularmente al 
titular del Poder Ejecutivo federal, éstas se entenderán con el titular de la 
Secretaría de Estado, de la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal o de 
la Procuraduría General de la República que deba representarlo en el jui-
cio de amparo (art 25, LAmp). Las notificaciones a esas entidades debe-
rán hacerse por medio de oficio impreso dirigido al domicilio oficial que 
corresponda o en forma digital mediante el uso de la firma electrónica.

10.5.2  Notificaciones personales

Como se entiende, se trata de aquellas que deben diligenciarse directa-
mente con la persona que en el proceso tenga reconocida la capacidad 
de escuchar y recibir noticias de la autoridad, ya sea el quejoso o tercero 
interesado, o personas autorizadas por éstos para tal efecto. Las notifica-
ciones personales son generalmente las más relevantes dentro del pro-
ceso sobre las cuestiones de mayor trascendencia.

La fracc I del art 26 de la LAmp dispone que deberán comunicarse de 
forma personal las notificaciones siguientes:

	a)	� Al quejoso privado de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional 
que conozca del juicio o en el de su reclusión o a su defensor, represen-
tante legal o persona designada para oír notificaciones;

	b)	� La primera notificación al tercero interesado y al particular señalado 
como autoridad responsable;

	c)	� Los requerimientos y prevenciones;
	d)	� El acuerdo por el que se le requiera para que exprese si ratifica su escrito 

de desistimiento;
	e)	� Las sentencias dictadas fuera de la audiencia constitucional;
	f)	� El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia constitucional;
	g)	� Las resoluciones que decidan sobre la suspensión definitiva cuando sean 

dictadas fuera de la audiencia incidental;
	h)	� La aclaración de sentencias ejecutorias;
	i)	� La aclaración de las resoluciones que modifiquen o revoquen la suspen-

sión definitiva;
	 j)	� Las resoluciones que desechen la demanda o la tengan por no inter-

puesta;
	k)	� Las resoluciones que a juicio del órgano jurisdiccional lo ameriten, y
	 l)	� Las resoluciones interlocutorias que se dicten en los incidentes de repo-

sición de autos.

El procedimiento para realizar las notificaciones personales se señala 
en las tres fracciones del art 27 de la LAmp. Se prevén distintos escena-
rios, según si se conoce o no el domicilio de la persona a notificar.
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En el primer supuesto, caso de la primera fracción, cuando obre en 
autos el domicilio de la persona o se encuentre señalado uno para recibir 
notificaciones, que esté ubicado en el lugar donde resida el órgano juris-
diccional que conozca del juicio, el procedimiento será el siguiente:

	a)	� El actuario buscará a la persona que deba ser notificada, se cerciorará de 
su identidad, le hará saber el órgano jurisdiccional que ordena la notifi-
cación y el número de expediente y le entregará copia autorizada de la 
resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se re-
fiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notifi-
cación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha;

	b)	� Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se 
cerciorará de que es el domicilio y le dejará citatorio para que, dentro de 
los dos días hábiles siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a notifi-
carse, especificándose el mismo y el número del expediente. El citatorio 
se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona 
por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista, y por lista 
en una página electrónica, y

	c)	� Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a 
su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar 
y fijará aviso en la puerta a fin de que, dentro de los dos días hábiles 
siguientes, acuda al órgano jurisdiccional a notificarse. Si no se presenta 
se notificará por lista, y por lista en una página electrónica, pudiendo el 
referido órgano tomar las medidas necesarias para lograr la notificación 
personal si lo estima pertinente.

En todos los casos descritos en los incisos anteriores, el actuario asen-
tará razón circunstanciada en el expediente. Ahora bien, cuando el domi-
cilio de la persona se encuentre en otro lugar al del órgano jurisdiccional, 
el caso de la fracc II del artículo, la primera notificación se hará por exhor-
to o despacho en términos del cfpc, los cuales se podrán enviar y recibir 
mediante el uso de la firma electrónica. En el exhorto o despacho se 
requerirá señalar domicilio en el lugar del juicio, con apercibimiento que, 
de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aun las personales, se practi-
carán por lista. Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscrip-
ción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en 
zona conurbada, podrá comisionar al notificador para que la realice.

En tercer lugar, según la fracc III, cuando no se conozca domicilio o 
el señalado resulte inexacto, el procedimiento será el siguiente:

	a)	� Las notificaciones personales al quejoso se efectuarán por lista;
	b)	� Tratándose de la primera notificación al tercero interesado y al particular 

señalado como autoridad responsable, el órgano jurisdiccional dictará las 
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medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su 
domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que propor-
cione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto recla-
mado emane de un procedimiento judicial, la notificación se hará en el 
último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.

	�       Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará 
por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles. En caso de que el quejoso no acredite haber entregado 
para su publicación los edictos dentro del plazo de veinte días siguientes 
al en que se pongan a su disposición, se sobreseerá el amparo, y

	c)	� Cuando se trate de personas de escasos recursos a juicio del órgano 
jurisdiccional, se ordenará la publicación correspondiente en el Diario 
Oficial de la Federación sin costo para el quejoso.

	�       Cuando deba notificarse al interesado la providencia que mande rati-
ficar el escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si 
no consta en autos el domicilio para oír notificaciones, ni se expresan 
estos datos en el escrito, continuará el juicio.

10.5.3  Notificaciones por oficio

La fracc II del art 26 de la LAmp establece que las siguientes notificacio-
nes se harán por oficio:

	a)	� A la autoridad responsable, salvo que se trate de la primera notificación 
a un particular señalado como tal, en cuyo caso se observará lo estable-
cido en el inciso b) de la fracción I del presente artículo;

	b)	� A la autoridad que tenga el carácter de tercero interesado, y
	c)	� Al Ministerio Público de la Federación en el caso de amparo contra nor-

mas generales.

El procedimiento de dichas notificaciones por oficio se dispone en el 
art 28 de la LAmp. En el caso de las reglas previstas en la fracc I de este 
numeral, si el domicilio de la oficina principal de la autoridad se encuen-
tra en el lugar del juicio, un empleado hará la entrega y recabará la cons-
tancia de recibo correspondiente. En caso de que la autoridad se niegue 
a recibir el oficio, el actuario hará del conocimiento del encargado de la 
oficina correspondiente que, no obstante esta circunstancia, se tendrá 
por hecha la notificación. Si a pesar de ello subsiste la negativa, asenta- 
rá la razón en autos y se tendrá por hecha.

La fracc II prevé las reglas cuando el domicilio de la autoridad se 
encuentra fuera del lugar del juicio. En estos casos se enviará el oficio por 
correo en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará en 
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10.5 Notificaciones             117

autos. En casos urgentes, cuando el domicilio se halle fuera de la circuns-
cripción territorial del órgano jurisdiccional que conozca del juicio, pero 
en zona conurbada, podrá ordenarse que la notificación se haga por 
medio del actuario.

Por último, para los llamados casos urgentes, la fracc III del mismo 
numeral autoriza que cuando lo requiera el orden público o fuere necesa-
rio para la eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca 
del amparo o del incidente de suspensión o de cualquier otro podrá orde-
nar que la notificación se haga a las autoridades responsables por cual-
quier medio oficial.

Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a transmitir, 
sin costo alguno, los oficios mediante los cuales se transmiten las referi-
das notificaciones.

10.5.4  Notificaciones por lista

La fracc III del art 26 de la LAmp dispone que se realizarán por lista cual-
quiera de las notificaciones que no señalen expresamente que deban ser 
personales o por oficio. 

Las reglas para las notificaciones por lista se prevén en el art 29 de la 
LAmp. La lista se fijará y publicará en el local del órgano jurisdiccional en 
lugar visible y de fácil acceso, así como en el portal de internet del Poder 
Judicial de la Federación. La fijación y publicación de dicha lista se reali-
zará a primera hora hábil del día siguiente al de la fecha de la resolución 
que la ordena. La publicación contendrá el número del juicio o del inci-
dente de suspensión de que se trate, el nombre del quejoso, la autoridad 
responsable y la síntesis de la resolución notificada. En todo caso, el ac-
tuario asentará en el expediente la razón respectiva.

10.5.5  Notificaciones electrónicas

La fracc IV del art 26 de la LAmp autoriza que podrá notificarse por vía 
electrónica a las partes que expresamente así lo soliciten y que hayan 
obtenido con antelación la firma electrónica. Se trata sin duda de un régi-
men de vanguardia, que supone un buen uso de la tecnología para hacer 
más eficaz el servicio judicial. Los detalles técnicos sobre el certificado 
digital, así como respecto a la solicitud, renovación y revocación de la 
firma electrónica se señalan en el Acuerdo General 34/2014 del Pleno del 
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Consejo de la Judicatura Federal, que regula la firma electrónica certifi-
cada del Poder Judicial de la Federación (Firel) emitida por el Consejo. 
Dicho acuerdo se publicó en el dof el 13 de octubre de 2014.

Las reglas para las notificaciones por vía electrónica se establecen en 
el art 30 de la LAmp y son diversas según se trate de la autoridad o de 
particulares los destinatarios de la notificación. En el primer caso, la fracc 
I del numeral dispone que a los representantes de las autoridades respon-
sables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros interesados, 
así como cualquiera otra que tuviere intervención en el juicio, la primera 
notificación deberá hacerse por oficio impreso, y excepcionalmente con 
oficio digitalizado mediante la utilización de la firma electrónica. A efecto 
de dar cumplimiento a esta previsión, cuando el domicilio se encuentre 
fuera del lugar del juicio, la primera notificación se hará por correo, en 
pieza certificada con acuse de recibo mediante oficio digitalizado, con la 
utilización de la firma electrónica. En todos los casos la notificación o 
constancia respectiva se agregará a los autos.

Las autoridades responsables que cuenten con firma electrónica es-
tán obligadas a ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de la 
Federación todos los días y obtener la constancia de las consultas reali-
zadas, en un plazo máximo de dos días a partir de que el órgano juris-
diccional la hubiere enviado, excepto las determinaciones dictadas en 
el incidente de suspensión, en cuyo caso el plazo será de veinticuatro 
horas.

De no generarse la constancia de consulta antes mencionada, el 
órgano jurisdiccional correspondiente tendrá por hecha la notificación y 
se dará por no cumplida por la autoridad responsable la resolución que 
contenga. Cuando el órgano jurisdiccional lo estime conveniente por la 
naturaleza del acto podrá ordenar que las notificaciones se hagan por 
conducto del actuario, quien además asentará en el expediente cualquie-
ra de las situaciones anteriores.

En aquellos asuntos que por su especial naturaleza las autoridades 
responsables consideren que pudiera alterarse su normal funciona-
miento, éstas podrán solicitar al órgano jurisdiccional la ampliación del 
término de la consulta de los archivos contenidos en el sistema de infor-
mación electrónica. Por otro lado, cuando se trate de quejosos o terceros 
interesados que cuenten con firma electrónica, la fracc II del mismo nu-
meral 30 señala que están obligados a ingresar al sistema electrónico del 
Poder Judicial de la Federación todos los días y obtener la constancia de 
consulta, en un plazo máximo de dos días a partir de que el órgano juris-
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diccional la hubiere enviado, excepto las determinaciones dictadas en el 
incidente de suspensión, en cuyo caso el plazo será de veinticuatro horas.

De no ingresar al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federa-
ción dentro de dichos plazos, el órgano jurisdiccional que corresponda 
tendrá por hecha la notificación. Cuando dicho órgano lo estime conve-
niente por la naturaleza del acto, podrá ordenar que las notificaciones se 
hagan por conducto del actuario, quien además hará constar en el expe-
diente cualquiera de las situaciones anteriores.

Según prevé la fracc III del mismo artículo, cuando por caso fortuito, 
fuerza mayor o fallas técnicas se interrumpa el sistema, al grado de hacer 
imposible el envío y la recepción de promociones dentro de los plazos 
legales, las partes deberán dar aviso de inmediato, por cualquier otra vía, 
al órgano jurisdiccional que corresponda, el cual comunicará esta situa-
ción a la unidad administrativa encargada de operar el sistema. En tanto 
dure ese acontecimiento, se suspenderán, sólo por ese lapso, los plazos 
correspondientes.

Una vez restablecido el sistema, la unidad administrativa encargada 
de operarlo enviará un reporte al órgano o los órganos jurisdiccionales 
correspondientes, en el cual deberá señalar la causa y el tiempo de la 
interrupción del sistema, para efectos del cómputo correspondiente.

El órgano jurisdiccional que corresponda deberá notificar a las partes 
sobre la interrupción del sistema y les hará saber el tiempo de interrup-
ción desde su inicio hasta su restablecimiento, así como el momento en 
que reinicie el cómputo de los plazos correspondientes.

10.5.6  Efectos de las notificaciones

En términos del art 31 de la LAmp, las notificaciones surtirán sus efectos 
en diversos momentos, según la notificación de que se trate. 

En el caso de las correspondientes a las autoridades responsables y a 
las que tengan el carácter de terceros interesados, surtirán efectos desde 
el momento en que hayan quedado legalmente hechas. Cuando el oficio 
que contenga el auto o resolución por notificar se envíe por correo y no 
se trate de la suspensión, el efecto se surtirá en la fecha que conste en el 
acuse de recibo, siempre y cuando sea un día hábil; en caso contrario, 
el efecto se surtirá a la primera hora del día hábil siguiente.

Las demás notificaciones surtirán efectos desde el día siguiente al de 
la notificación personal o al de la fijación y publicación de la lista que se 
realice en el local del juzgado. 
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120             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

Si se trata de aquellos usuarios que cuenten con firma electrónica, la 
notificación por lista surtirá sus efectos cuando, llegado el término que 
prevé el art 30, no hubieren generado la constancia electrónica que acre-
dite la consulta de los archivos respectivos, en cuyo caso el actuario 
deberá asentar la razón correspondiente. 

En el caso de las notificaciones por vía electrónica, surtirá efectos en 
el momento en que se genere la constancia de la consulta realizada, la 
cual, por una parte, el órgano jurisdiccional digitalizará para el expediente 
electrónico y, por otra, hará una impresión que agregará al expedien- 
te impreso correspondiente como constancia de notificación. Dicha gene-
ración de la constancia se presenta cuando el sistema electrónico del 
Poder Judicial de la Federación produce el aviso de la hora en que se re-
cupere la determinación judicial correspondiente, contenida en el archivo 
electrónico. 

Por último, cabe mencionar que el art 32 de la LAmp señala que se-
rán nulas las notificaciones no hechas en la forma establecida en dispo-
siciones precedentes. Dicha nulidad se tramita como el incidente corres-
pondiente. En general, la notificación es un aspecto sustancial de todo 
procedimiento, constituye una de las formalidades esenciales y debe 
tratarse siempre con el mayor cuidado. 

10.6  Incidentes

El término incidente se refiere a aquello que acaece, a una circunstancia 
que sobreviene accesoriamente en el proceso. El incidente en el ámbito 
procesal es todo aquello que surge dentro del proceso principal que 
puede o no obstaculizar su trámite. Los incidentes procesales se definen 
en la doctrina como asuntos que se tramitan en forma accesoria, en rela-
ción inmediata o no con la cuestión primaria del juicio. 

La doctrina procesal clasifica los incidentes en dos grandes grupos: 
los de previo y especial pronunciamiento, que obligan a suspender el 
juicio en lo principal en tanto no se decida sobre la cuestión accesoria; y 
los incidentes que no suspenden el procedimiento, los cuales no requie-
ren substanciación propia y pueden resolverse en la sentencia dictada res-
pecto al fondo, así como los resueltos de plano sin tampoco suspender el 
trámite procesal en lo principal. 

La LAmp dispone en su art 66 que en los juicios de amparo se subs-
tanciarán en la vía incidental, ya sea a petición de parte o de oficio, las 
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10.6 Incidentes             121

cuestiones incidentales que así se dispongan expresamente o las que por su 
naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. 

El órgano jurisdiccional tiene facultades para determinar, en atención 
a las circunstancias de cada caso, si la cuestión incidental se resuelve de 
plano, si amerita un especial pronunciamiento o si se reserva para resol-
verlo en la sentencia.

Por lo general, en términos del art 67, el incidente se iniciará por 
escrito, en el cual deberán ofrecerse las pruebas en que se funde. Se dará 
vista a las partes por el plazo de tres días para que manifiesten lo que a 
su interés convenga y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes. En 
atención a la naturaleza del caso, el órgano jurisdiccional determinará si 
se requiere un plazo probatorio más amplio y si suspende o no el proce-
dimiento. Transcurrido el plazo anterior, dentro de los tres días siguientes 
se celebrará la audiencia, en la cual se recibirán y desahogarán las prue-
bas, se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolu-
ción correspondiente.

Los incidentes principales en un procedimiento de amparo suelen ser 
el de suspensión, así como los relativos al cumplimiento, pero éstos si-
guen una tramitación más detallada. Chávez Castillo lista los incidentes 
de excusa, cumplimiento sustituto, falsedad de documentos, falsedad de 
firma, falta de personalidad, recusación, incompetencia, exceso o defec-
to en el cumplimiento de la suspensión, inejecución de sentencia, in- 
nominados, nulidad de notificaciones, modificación o revocación de la 
suspensión, reclamación de daños y perjuicios, repetición del acto recla-
mado, reposición de autos, separación de juicios, admisión de fianza o 
contrafianza ilusoria o insuficiente.12 

Dos incidentes con requisitos propios explícitamente señalados en la 
ley son los de nulidad de notificaciones y reposición de autos. 

10.6.1  Nulidad de notificaciones

Según el art 68 de la LAmp, dicha nulidad podrá solicitarse hasta antes de 
la sentencia definitiva, por las partes, en el expediente que la hubiere mo-
tivado, en la siguiente actuación en que comparezcan. Una vez dictada la 
sentencia definitiva, podrá pedirse la nulidad de las notificaciones reali-
zadas con posterioridad a ésta en la siguiente actuación en que compa-
rezcan.

	 12	�Cfr Raúl Chávez Castillo (2013), Nuevo juicio de amparo, México, Editorial Porrúa, pp 124 y 125.
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122             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

La tramitación será la vía general del art 67, sin que se suspenda el 
procedimiento. Asimismo, se prevé que las promociones de nulidad noto-
riamente improcedentes se desecharán de plano.

En caso de que se declare la nulidad, se repondrá el procedimiento a 
partir de la actuación anulada, según dispone el art 69.

Acerca de este incidente es de interés la jurisprudencia que sigue:

Nulidad de notificaciones en el amparo directo. En el incidente respectivo 
deben estudiarse tanto los vicios propios de la notificación como la forma en la 
que ésta se ordenó.  El incidente de nulidad de notificaciones previsto en el artículo 
68 de la Ley de Amparo es el medio idóneo para verificar que éstas se hayan realizado 
conforme a la ley, debiendo analizarse en dicha vía tanto los vicios propios de la noti-
ficación como los de la forma en la que ésta se ordenó, es decir, si se hizo en términos 
de las reglas establecidas en los artículos 24 a 31, así como en el diverso 188, párrafo 
cuarto, todos de la ley citada. En ese sentido, será insuficiente que se estudie si el des-
ahogo de la diligencia de notificación se realizó correctamente por el actuario judicial, 
pues también debe analizarse en el incidente respectivo la forma en la que el Tribunal 
Colegiado de Circuito ordenó que se efectuara la notificación de que se trate.13

10.6.2  Reposición de constancias de autos

En términos del art 70 de la LAmp, este incidente se tramitará a petición 
de parte o de oficio, y en ambos casos se certificará su preexistencia y 
falta posterior. Tal incidente no procederá si el expediente electrónico 
permanece sin alteración alguna, en cuyo caso sólo es necesario que el 
órgano jurisdiccional realice la copia impresa y certificada de dicho expe-
diente digital.

Una vez iniciado el trámite del incidente, el órgano jurisdiccional re-
querirá a las partes para que dentro del plazo de cinco días aporten las 
copias de las constancias y documentos relativos al expediente que obren 
en su poder. En caso necesario, este plazo podrá ampliarse por otros 
cinco días; a su vez, el juzgador está facultado para investigar de oficio la 
existencia de las piezas de autos desaparecidas, en cuyo caso se valdrá 
de todos los medios de prueba admisibles en el juicio de amparo y la ley 
supletoria (art 71, LAmp).

Transcurrido ese plazo de cinco días, se citará a las partes a una audien-
cia que se celebrará dentro de los tres días siguientes, en la cual se hará 
relación de las constancias que se hayan recabado, se oirán los alegatos y 

	 13	�Jurisprudencia 2 009 590 [Tesis: 1a./J. 54/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, t I, p 491.
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se dictará la resolución que corresponda. Si la pérdida es imputable a al-
guna de las partes, la reposición se hará a su costa; además, esta parte 
pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen, sin 
perjuicio de las sanciones penales que ello pueda implicar (art 72, LAmp).

10.7  Impedimentos, excusas y recusaciones 

10.7.1  Impedimentos

Como es sabido, los impedimentos son las circunstancias objetivas en 
virtud de las cuales un juez, aun si es formalmente competente para co-
nocer del asunto, debe abstenerse de conocerlo por estar comprometida 
en el caso su imparcialidad. Se trata de auténticas imposibilidades legales 
de ejercer la competencia, fundadas en la existencia de condiciones que 
pueden inducir u orientar el actuar del juez durante el proceso. Por ejem-
plo, la existencia de un interés directo en el objeto del litigio, que el juez 
tenga una relación (ya sea personal o de tinte jurídico) con alguna de las 
partes, o que de alguna manera haya tenido intervención o tratado el 
asunto de modo distinto de lo autorizado por su rol judicial.

En el caso del procedimiento de amparo, los impedimentos se seña-
lan en el art 51 de la LAmp. Según este numeral, tanto los ministros de la 
scjn como los magistrados de circuito, los jueces de distrito, además de 
todas las autoridades que conozcan de los juicios de amparo deberán ex-
cusarse de conocer éstos cuando ocurra cualquiera de las siguientes cau-
sas de impedimento:

	 I.	� Si son cónyuges o parientes de alguna de las partes, de sus abogados 
o representantes, en línea recta por consanguinidad o afinidad sin li-
mitación de grado; en la colateral por consanguinidad dentro del cuar-
to grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo;

	 II.	� Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto 
reclamado o lo tienen su cónyuge o parientes en los grados expresa-
dos en la fracción anterior;

	 III.	� Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes en el 
asunto que haya motivado el acto reclamado o en el juicio de amparo;

	 IV.	� Si hubieren tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio 
de amparo o hubieren emitido en otra instancia o jurisdicción el acto 
reclamado o la resolución impugnada, excepto cuando se trate del 
presidente del órgano jurisdiccional de amparo en las resoluciones 
materia del recurso de reclamación;
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124             PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO

	 V.	� Si hubieren aconsejado como asesores la resolución reclamada;
	 VI.	� Si figuran como partes en algún juicio de amparo semejante al de su 

conocimiento;
	VII.	� Si tuvieren amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las 

partes, sus abogados o representantes, y
	VIII.	� Si se encuentran en una situación diversa de las especificadas que 

implique elementos objetivos de los que pudiera derivarse el riesgo de 
pérdida de imparcialidad.

Si existe una de las anteriores causas de impedimento, el juez o ma-
gistrado deberá excusarse de conocer el asunto. De no hacerlo, las partes 
podrán plantear que se le margine del asunto por la vía de la recusación.

Por la naturaleza protectora del amparo, se permite que el juez que 
vaya a excusarse provea acerca de la suspensión, en particular cuando 
proceda legalmente la suspensión de oficio. Quien deba sustituirlo resol-
verá lo que corresponda en tanto se califica la causa de impedimento.

Respecto al tema de los impedimentos son de interés las jurispruden-
cias siguientes:

Impedimento en el amparo. Se actualiza cuando el juzgador tiene amistad con 
quien funge como asesor de una de las partes, aunque no tenga reconocido 
carácter alguno en el procedimiento.  El artículo 51, fracción VIII, de la Ley de Amparo 
establece una causa genérica de impedimento para conocer del juicio constitucional 
que hace que los motivos que lo generan sean enunciativos y no limitativos, razón por 
la cual pueden darse hipótesis diversas a las expresamente previstas en el citado pre-
cepto legal, siempre y cuando las características que produzcan hagan llegar, razona-
blemente, a la conclusión de que puede derivar el riesgo de pérdida de imparcialidad 
del juzgador. Ahora, esa disposición es acorde al sentido de la iniciativa con proyecto 
de decreto por el que se expide la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de abril de 2013, cuya teleología, entre otras, es armonizar y adecuar el 
procedimiento de amparo a la lógica internacional, en la extensión del espectro 
de protección en materia de derechos humanos y garantizar una justicia imparcial. En 
consecuencia, si el juzgador se manifiesta impedido para conocer de un asunto, por 
tener amistad con quien funge como asesor jurídico de una de las partes, se ubica en 
el supuesto normativo en comento cuando las circunstancias del caso concreto visibi-
licen afectación del derecho al juez imparcial, sin que sea un obstáculo para ello que 
no se hubiere reconocido carácter alguno a la persona que originó el impedimento, 
pues precisamente la nota distintiva de la calidad de “asesor” es que no tenga par- 
ticipación en el proceso; es decir, su actividad se genera de forma privada entre 
asesor-parte.14

	 14	�Jurisprudencia 2 011 336 [Tesis: PC.III.C. J./13 K (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, abril de 2016, t II, p 1663.
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Impedimento por causa de enemistad manifiesta. Para calificarlo de legal basta 
la manifestación del juzgador en el sentido de ubicarse en tal supuesto, con 
independencia de que exista una denuncia penal o querella en su contra por 
una de las partes, su abogado o representante en el juicio de amparo.  En con-
gruencia con la jurisprudencia 2a./J. 105/2006 de esta Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “Impedimento por causa de enemistad mani-
fiesta. Para calificarlo de legal debe atenderse a la manifestación del juzgador en el 
sentido de ubicarse en tal supuesto, así como al señalamiento de una causa objetiva 
y razonable susceptible de justificarlo.”, para calificar de legal la causa de impedimento 
por enemistad manifiesta prevista en el artículo 66, fracción VI, de la Ley de Amparo, se 
debe valorar la manifestación expresa del juzgador en el sentido de que se ubica en 
dicho supuesto, y el señalamiento que haga de una causa objetiva y razonable que 
justifique esa circunstancia. De este modo, si manifiesta encontrarse impedido para 
conocer del juicio de amparo, en cualquiera de sus etapas, por la enemistad respecto 
de alguna de las partes, sus abogados o representantes, dicha afirmación es suficien- 
te para calificar de legal el impedimento planteado, independientemente de que 
exista una denuncia penal o querella interpuesta en su contra por alguno de ellos, en 
que se contengan expresiones injuriosas o calumnias en su contra o de cualquier otra 
circunstancia, pues para que se actualice la causa de impedimento señalada es intras-
cendente la actitud o la conducta de las partes o sus representantes, siendo única y 
exclusivamente determinante para valorar dicho impedimento la apreciación subje-
tiva del juzgador en el sentido de que, en su fuero interno, siente afectada la objetivi-
dad o imparcialidad con la que debe conducirse en el juicio.15

Impedimento en amparo directo. Se actualiza cuando un Magistrado de Circuito 
dictó anteriormente, como Juez de Distrito, el auto de formal prisión o lo exa-
minó como integrante de un tribunal de apelación.  La fracción IV del artículo 66 
de la Ley de Amparo establece, entre otros supuestos, que los Magistrados de los Tribu-
nales Colegiados de Circuito deberán manifestar que están impedidos para conocer 
de los juicios en que intervengan cuando hubiesen emitido en otra instancia o juris-
dicción la resolución impugnada. En esos términos, si un Magistrado integrante de ese 
tipo de órganos jurisdiccionales dictó auto de formal prisión como Juez del proceso 
federal o conoció del recurso interpuesto contra aquél como integrante de un tribunal 
de apelación, es evidente que se actualiza la causal de impedimento señalada y, por 
ende, no puede conocer del juicio de amparo directo promovido contra la sentencia 
definitiva dictada en la causa penal, toda vez que atendiendo a la naturaleza jurídi- 
ca del auto referido, sea que fuere pronunciado en primera instancia o analizado en 
una ulterior, se trata de una resolución en que se decidió un aspecto de fondo, debido 
a que se emitió un juicio de valor respecto de la comprobación del delito y la presunta 
responsabilidad del inculpado para sujetarlo a prisión preventiva.16

	 15	�Jurisprudencia 2 000  229 [Tesis: 2a./J. 46/2011 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro V, febrero de 2012, t 2, p 1076.

	 16	�Jurisprudencia 175 581 [Tesis: 1a./J. 6/2006], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t XXIII, marzo de 2006, p 103.
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10.7.2  Excusas

Según el art 54 de la LAmp, conocerán de las excusas y recusaciones:

	 I.	� El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los asuntos de 
su competencia;

	II.	� La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
los asuntos de su competencia, así como en el supuesto del artículo 56 
de esta ley, y

	III.	� Los tribunales colegiados de circuito:

	 a)	 De uno de sus magistrados;
	 b)	� De dos o más magistrados de otro tribunal colegiado de circuito, y
	 c)	� De los jueces de distrito, los titulares de los tribunales unitarios y 

demás autoridades que conozcan de los juicios de amparo que se 
encuentren en su circuito.

El trámite de la excusa es diverso en atención al funcionario de que 
se trate. En el caso de los ministros de la scjn, manifestarán estar impedi-
dos ante el tribunal Pleno o ante la Sala que conozca del asunto atingente. 
Por su parte, los magistrados de circuito y los jueces de distrito manifes-
tarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal colegiado de circuito 
que corresponda. Estas excusas se calificarán de plano (art 55, LAmp).

Hecha la manifestación del impedimento por alguno de los ministros, 
en asuntos del conocimiento del Pleno o la Sala, los restantes calificarán 
la excusa. Si la admiten, éstos continuarán en el conocimiento del asunto; 
en caso de empate, quien presida tendrá voto de calidad. Cuando se ma-
nifiesten impedidos dos o más ministros de una de las Salas, se califica-
rán las excusas por otra Sala. Si las admiten, se pedirá al presidente de la 
scjn la designación de los ministros que se requieran para que la primera 
pueda funcionar válidamente (art 56, LAmp).

Si se trata de uno de los integrantes de un tribunal colegiado de cir-
cuito, cuando éste se excuse o sea recusado, los restantes magistrados 
resolverán lo conducente. En caso de empate, la resolución corresponde-
rá al tribunal colegiado de circuito siguiente en orden del mismo circuito 
y especialidad y, de no haberlos, al del circuito más cercano. Lo mismo 
se aplica cuando la excusa o recusación se refiera a más de un magis-
trado. Si sólo es fundada la excusa o recusación de uno de los magistra-
dos, el asunto se devolverá al tribunal de origen para que resuelva. Si 
fueren dos o más los magistrados que resulten impedidos, el tribunal que 
así lo decidió resolverá el asunto principal (art 57, LAmp).
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10.7 Impedimentos, excusas y recusaciones             127

En tercer lugar, cuando el que se declare impedido sea un juez de dis-
trito o magistrado de un tribunal unitario de circuito, conocerá del asunto 
otro del mismo distrito o circuito, según corresponda y, en su caso, espe-
cialización; en su defecto, conocerá el más próximo perteneciente al 
mismo circuito (art 58, LAmp).

10.7.3  Recusaciones 

Para el trámite de la recusación, los requisitos se disponen en el art 59 de 
la LAmp. Esta deberá plantearse por escrito de las partes, en la cual debe-
rán manifestarse, bajo protesta de decir verdad, los hechos que la funda-
mentan y exhibirse en billete de depósito la cantidad correspondiente al 
monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse 
infundada. De no cumplirse estos requisitos, la recusación se desechará 
de plano, salvo que, en relación con el último de ellos, se alegue insolven-
cia. En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir ga-
rantía por el importe del mínimo de la multa o exentar de su exhibición.

La recusación se presentará directamente ante el servidor público a 
quien se estima impedido, quien lo comunicará al órgano que deba cali-
ficar. Este órgano calificador, en su caso, admitirá la recusación y solici-
tará informe al servidor público requerido. Dicho informe deberá ren-
dirse dentro de las veinticuatro horas siguientes a su notificación. 

Si el servidor público admite la causa de recusación, se declarará fun-
dada ésta. Si la negare, se señalará día y hora para que dentro de los tres 
días siguientes se celebre la audiencia, en la cual se ofrecerán, admitirán 
y desahogarán las pruebas de las partes y se dictará resolución. En caso 
de no rendirse el informe, se declarará fundada la causa de recusación, 
en cuyo caso se devolverá al promovente la garantía exhibida. Si se de-
clara infundada la recusación, el servidor público seguirá conociendo del 
asunto (art 60, LAmp).

Adicionalmente se prevé que si el órgano que deba calificar la recu-
sación la hubiere negado y ésta se comprobase después, quedará sujeto 
a la responsabilidad correspondiente.
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UNIDAD 11
Amparo indirecto

11.1  Concepto de amparo indirecto

El amparo es un medio de defensa procesal de carácter constitucional 
que tiene por objeto revisar la constitucionalidad de un acto de autoridad 
reclamado por una persona por considerarlo violatorio de sus derechos 
humanos, lo cual se resuelve con la invalidación del acto si se encuentra 
fundado el reclamo. Dentro de ese concepto general se distinguen las dos 
especies o formas de tramitación del amparo, en función inicialmente del 
tipo de acto de autoridad contra el cual resultan procedentes. A partir de 
esa distinción, cada vía del amparo corresponde a cierta autoridad juris-
diccional y sigue una substanciación propia. 

De este modo, la peculiaridad del amparo indirecto consiste en servir 
como medio de control constitucional de actos de autoridad que no tie-
nen el carácter de sentencias, laudos o resoluciones y no suponen dar por 
terminado un procedimiento. Asimismo, en la dimensión procesal el am-
paro indirecto se distingue por su carácter de biinstancialidad, es decir, 
contemplar dos instancias para tal amparo: primero el juicio de amparo 
propiamente dicho, seguido del recurso de revisión. 
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11.3 Órgano jurisdiccional competente             129

Tradicionalmente, para autores en la doctrina constitucional mexi-
cana, el amparo indirecto es auténticamente un juicio, a diferencia del 
amparo directo, que también se ha conceptualizado como una clase de 
recurso extraordinario. Según afirma Ojeda Bohórquez, en el amparo 
indirecto como juicio, las partes pueden ofrecer pruebas, desahogarlas y 
alegar lo que a sus intereses convenga, es decir, “aquí se da un enfrenta-
miento, una contienda entre los gobernados y el poder público”. Por otro 
lado, en el amparo directo, según sostienen varias opiniones, “es un mero 
recurso extraordinario, ya que las partes no ofrecen pruebas, ni se des-
ahogan, sino simplemente se verifica la legalidad de la sentencia, laudo 
o resolución que puso fin al juicio”.1

De una u otra manera, es notorio que el amparo indirecto se trata de 
un juicio de doble instancia por medio del cual se dirimen las controver-
sias constitucionales que se listan en el art 103 de la Carta Magna. 

11.2  Fundamento constitucional

La fracc VII del numeral 107 de la Constitución señala que el amparo con-
tra actos u omisiones en juicio, fuera de juicio o después de concluido o 
que afecten a personas extrañas al juicio, contra normas generales o con-
tra actos u omisiones de autoridad administrativa, se interpondrá ante el 
juez de distrito en cuya jurisdicción se encuentre el lugar donde el acto 
reclamado se ejecute o trate de ejecutarse.

La tramitación del procedimiento de amparo se esboza en el mismo 
precepto constitucional, al señalar que el procedimiento se limitará al in-
forme de la autoridad, a una audiencia llamada vista constitucional, para 
la cual se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y 
se recibirán las pruebas ofrecidas por las partes interesadas y oirán los 
alegatos, en cuya audiencia se pronunciará la sentencia.

11.3  Órgano jurisdiccional competente 

El conocimiento de los juicios de amparo indirecto corresponde a los juz-
gados de distrito y a los tribunales unitarios de circuito, según el art 35 

	 1	�Ricardo Ojeda Bohórquez (2013), “La nueva ley de amparo frente al procedimiento penal 
acusatorio oral”, México, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, núm 35, pp 157-188.
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130             AMPARO INDIRECTO

de la LAmp. También podrán serlo las autoridades del orden común 
cuando actúen en auxilio de los órganos jurisdiccionales de amparo. 

La competencia de los tribunales unitarios en esta materia está limi-
tada a conocer los juicios promovidos contra actos de otros tribunales de 
la misma naturaleza, según el art 36 de la LAmp y el 29, fracc I de la lopjf.

Según la siguiente jurisprudencia del Pleno en materia penal del ter-
cer circuito, hay competencia concurrente en el caso que sigue:

Competencia concurrente en amparo indirecto en materia penal. Subsiste entre 
juzgados de distrito y tribunales unitarios de circuito.  De la interpretación con-
forme y sistemática de los artículos 107, fracción XII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 35 a 39 de la Ley de Amparo y 29, fracción I, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, deriva la competencia concurrente en amparo indi-
recto en materia penal entre juzgados de distrito y tribunales unitarios de circuito, de 
ahí que aunque se omita su regulación en la legislación secundaria, para salvaguardar 
el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de los justiciables, reconocido 
por el artículo 17 constitucional, debe subsistir dicha competencia, por lo que excep-
cionalmente el quejoso podrá optar por presentar la demanda de amparo indirecto 
ante el Tribunal Unitario de Circuito o el Juez de Distrito especializado en el ámbi- 
to penal, cuando reclame actos que vulneren los artículos 16, en materia penal, y 19 y 
20 de la Constitución Federal.2 

La competencia principal corresponde a los jueces de distrito de las 
distintas materias. Por ejemplo, si se trata del amparo en materia penal, 
de acuerdo con el art 51 de la lopjf, estos juzgados conocerán:

	 I.	� �De los juicios de amparo que se promuevan contra resoluciones judicia-
les del orden penal; contra actos de cualquier autoridad que afecten la 
libertad personal, salvo que se trate de correcciones disciplinarias o de 
medios de apremio impuestos fuera del procedimiento penal, y contra 
los actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, des-
tierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

	II.	� De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII 
del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en los casos en que sea procedente contra resoluciones dictadas 
en los incidentes de reparación del daño exigible a personas distintas de 
los inculpados, o en los de responsabilidad civil, por los mismos tribuna-
les que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos, o por 
tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la 
acción se funde en la comisión de un delito;

	 2	�Jurisprudencia 2 009 684 [Tesis: PC.III.P. J/4 P (10a.)], Plenos de Circuito, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 21, agosto de 2015, t II, p 1334.
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11.3 Órgano jurisdiccional competente             131

	III.	� De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás dispo-
siciones de observancia general en materia penal, en los términos de la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

	IV.	� De las denuncias por incumplimiento a las declaratorias generales de 
inconstitucionalidad emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción respecto de normas generales en materia penal, en términos de la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por su parte, los jueces de distrito en materia administrativa conoce-
rán, según el art 52 de la lopjf:

	 I.	� De las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de las 
leyes federales, cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia 
de un acto de autoridad o de un procedimiento seguido por autoridades 
administrativas;

	II.	� De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII 
del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos contra actos de la autoridad judicial en las controversias que se 
susciten con motivo de la aplicación de leyes federales o locales, cuando 
deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad 
administrativa o de un procedimiento seguido por autoridades del mis-
mo orden;

	III.	� De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás dispo-
siciones de observancia general en materia administrativa, en los térmi-
nos de la Ley de Amparo;

	IV.	� De los juicios de amparo que se promuevan contra actos de autoridad 
distinta de la judicial, salvo los casos a que se refieren las fracciones II, 
del artículo 50 y III, del artículo anterior en lo conducente;

	V.	� De los amparos que se promuevan contra actos de tribunales adminis-
trativos ejecutados en el juicio, fuera de él o después de concluido, o que 
afecten a personas extrañas a juicio, y

	VI.	� De las denuncias por incumplimiento a las declaratorias generales de 
inconstitucionalidad emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación respecto de normas generales en materia administrativa, en tér-
minos de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Los jueces de distrito de amparo en materia civil conocerán (art 54, lopjf):

	 I.	� �De los amparos que se promuevan contra resoluciones del orden civil, en 
los casos a que se refiere la fracción VII del artículo 107 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos;
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132             AMPARO INDIRECTO

	II.	� De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás dispo-
siciones de observancia general en materia civil, en los términos de la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

	III.	� De los asuntos de la competencia de los juzgados de distrito en materia 
de amparo que no estén enumerados en los artículos 51, 52 y 55 de esta 
ley, y

	IV.	� De las denuncias por incumplimiento a las declaratorias generales de 
inconstitucionalidad emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción respecto de normas generales en materia civil, en términos de la 
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Finalmente, según el art 55 de la lopjf, los jueces de distrito en mate-
ria de trabajo conocerán:

	 I.	�� De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII 
del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos contra actos de la autoridad judicial, en las controversias que se 
susciten con motivo de la aplicación de leyes federales o locales cuando 
deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad 
laboral o de un procedimiento seguido por autoridad del mismo orden;

	II.	� De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás dispo-
siciones de observancia general en materia de trabajo, en términos de 
la Ley de Amparo;

	III.	� De los juicios de amparo que se promuevan en materia de trabajo contra 
actos de autoridad distinta de la judicial;

	IV.	� De los amparos que se promuevan contra actos de tribunales de trabajo 
ejecutados en el juicio, fuera de él o después de concluido, o que afecten 
a personas extrañas al juicio, y

	V.	� De las denuncias por incumplimiento a las declaratorias generales de 
inconstitucionalidad emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción respecto de normas generales en materia de trabajo, en términos 
de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Según informa la estadística del Consejo de la Judicatura, operan ac-
tualmente 423 juzgados de distrito en todo el territorio nacional. 

11.4  Procedencia

El amparo indirecto tiene un amplio listado de supuestos de procedencia, 
los cuales se establecen en el art 107 de la LAmp: 
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11.4 Procedencia             133

	 I.	� Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con mo-
tivo del primer acto de su aplicación causen perjuicio al quejoso.

	�       Para los efectos de esta ley, se entiende por normas generales, en-
tre otras, las siguientes:

	 a)	� Los tratados internacionales aprobados en los términos previstos 
en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Uni- 
dos Mexicanos, salvo aquellas disposiciones en que tales tratados 
reconozcan los derechos humanos;

	 b)	 Las leyes federales;
	 c)	� Las constituciones de los estados y el Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal (hoy Ciudad de México);
	 d)	� Las leyes de los estados y del Distrito Federal (hoy Ciudad de Mé-

xico);
	 e)	 Los reglamentos federales;
	 f)	 Los reglamentos locales, y
	 g)	� Los decretos, acuerdos y todo tipo de resoluciones de observancia 

general;

	 II.	� Contra actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de 
los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo;

	 III.	� Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un proce-
dimiento administrativo seguido en forma de juicio, siempre que se 
trate de:

	 a)	� La resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma 
resolución o durante el procedimiento si por virtud de estas últimas 
hubiere quedado sin defensa el quejoso, trascendiendo al resultado 
de la resolución, y

	 b)	� Actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, en-
tendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sus-
tantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Esta- 
do Mexicano sea parte;

	 IV.	� Contra actos de tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del 
trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido.

	�       Si se trata de actos de ejecución de sentencia sólo podrá promover-
se el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento 
respectivo, entendida como aquella que aprueba o reconoce el cumpli-
miento total de lo sentenciado o declara la imposibilidad material o 
jurídica para darle cumplimiento, o las que ordenan el archivo definiti-
vo del expediente, pudiendo reclamarse en la misma demanda las vio-
laciones cometidas durante ese procedimiento que hubieren dejado 
sin defensa al quejoso y trascendido al resultado de la resolución.
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134             AMPARO INDIRECTO

	�       En los procedimientos de remate, la última resolución es aquella 
que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de adju-
dicación y la entrega de los bienes rematados, en cuyo caso se harán 
valer las violaciones cometidas durante ese procedimiento en los tér-
minos del párrafo anterior;

	 V.	� Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, 
entendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sus-
tantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexi-
cano sea parte;

	 VI.	� Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas;
	VII.	� Contra las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los 

delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimien-
to de la acción penal, o por suspensión de procedimiento cuando no 
esté satisfecha la reparación del daño;

	VIII.	� Contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la compe-
tencia o el conocimiento de un asunto, y

	 IX.	� Contra normas generales, actos u omisiones de la Comisión Federal 
de Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunica-
ciones.

	�       Tratándose de resoluciones dictadas por dichos órganos emanadas 
de un procedimiento seguido en forma de juicio sólo podrá impugnar-
se la que ponga fin al mismo por violaciones cometidas en la resolu-
ción o durante el procedimiento; las normas generales aplicadas du-
rante el procedimiento sólo podrán reclamarse en el amparo promovido 
contra la resolución referida.

Según identifica la doctrina a partir del artículo anterior, los distintos 
tipos de amparo indirecto en función de la naturaleza del acto que se 
reclama serán: a) amparo contra normas generales; b) amparo contra 
actos de autoridad administrativa; c) amparo contra actos de autoridad 
administrativa en ejercicio de facultades materialmente jurisdiccionales, 
es decir, en un procedimiento seguido en forma de juicio; d) amparo con-
tra actos de autoridades jurisdiccionales fuera de juicio o después de 
dictar sentencia; e) amparo contra actos de imposible reparación dentro 
de un juicio; f) amparo contra actos dentro o fuera del juicio que afecten 
a personas ajenas al juicio; g) amparo de la víctima contra omisiones o 
actos del Ministerio Público; h) amparo contra actos de cualquier autori-
dad en materia de declinación de competencia, e i) amparo contra la 
Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones.
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11.4 Procedencia             135

11.4.1  Amparo contra normas generales

El amparo contra leyes, ahora identificado con mayor precisión como 
amparo contra normas generales, ha sido una figura fundamental en 
nuestro juicio de garantías, como medio para la protección del quejoso 
contra actos inconstitucionales que en este ámbito lleva a cabo el Poder 
Legislativo. De este modo, la primera característica de dicho amparo es 
que la autoridad responsable principal es de carácter legislativo, como el 
órgano que emite la norma reclamada.

Una cuestión fundamental en el amparo contra normas generales es 
la distinción entre normas autoaplicativas y heteroaplicativas. Teórica-
mente, se considera que las primeras son aquellas que con su sola entra-
da en vigor comprometen derechos del quejoso; por ejemplo, puede 
tratarse de normas que violan la irretroactividad y modifican la situación 
de derechos adquiridos de alguna persona. Por otra parte, las normas 
heteroaplicativas son aquellas que para tener efectos en el ámbito jurí-
dico de las personas, requieren un acto de aplicación posterior al inicio 
de su vigencia realizado por otra autoridad.

Para precisar tal distinción, el pleno de la scjn acude al concepto de 
individualización condicionada o incondicionada de las leyes; esto es, 
cuando la norma vincula al gobernado a su cumplimiento desde el inicio 
de su vigencia, sin existir ninguna condición para ello, se trata de una 
norma autoaplicativa que por ella misma crea, transforma o extingue 
situaciones concretas de derecho. Por otro lado, si la individualización de 
la norma (esto es, su aplicación a un individuo en particular) requiere una 
condición que se trate de la realización de un acto adicional de carácter 
administrativo o jurisdiccional, entonces se trata de una norma heteroa-
plicativa. Así se señala en la tesis siguiente:

Leyes autoaplicativas y heteroaplicativas. Distinción basada en el concepto de 
individualización incondicionada.  Para distinguir las leyes autoaplicativas de las 
heteroaplicativas conviene acudir al concepto de individualización incondicionada de 
las mismas, consustancial a las normas que admiten la procedencia del juicio de am-
paro desde el momento que entran en vigor, ya que se trata de disposiciones que, 
acorde con el imperativo en ellas contenido, vinculan al gobernado a su cumplimiento 
desde el inicio de su vigencia, en virtud de que crean, transforman o extinguen situa-
ciones concretas de derecho. El concepto de individualización constituye un ele-
mento de referencia objetivo para determinar la procedencia del juicio constitucional, 
porque permite conocer, en cada caso concreto, si los efectos de la disposición legal 
impugnada ocurren en forma condicionada o incondicionada; así, la condición con-
siste en la realización del acto necesario para que la ley adquiera individualización, que 
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136             AMPARO INDIRECTO

bien puede revestir el carácter de administrativo o jurisdiccional, e incluso comprende 
al acto jurídico emanado de la voluntad del propio particular y al hecho jurídico, ajeno 
a la voluntad humana, que lo sitúan dentro de la hipótesis legal. De esta manera, 
cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen con ella misma, independiente-
mente de que no se actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley 
autoaplicativa o de individualización incondicionada; en cambio, cuando las obliga-
ciones de hacer o de no hacer que impone la ley no surgen en forma automática con 
su sola entrada en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio de un acto 
diverso que condicione su aplicación, se tratará de una disposición heteroaplicativa o 
de individualización condicionada, pues la aplicación jurídica o material de la norma, 
en un caso concreto, se halla sometida a la realización de ese evento.3

El primer efecto de esa distinción en el ámbito del proceso de amparo 
es el plazo con el que se cuenta para presentar la demanda contra la 
norma reclamada. En el caso de la norma general autoaplicativa, el plazo 
será de treinta días, calculados a partir del día de su entrada en vigor. En 
el caso de la norma heteroaplicativa, el plazo general es de quince días a 
partir del acto de aplicación.

A su vez, cuando se trate de una norma heteroaplicativa, el quejo- 
so deberá señalar en sus agravios no sólo los vicios del acto que recla- 
ma, sino también los vicios propios de la norma que considera inconsti-
tucional. 

En el renglón del señalamiento de las autoridades responsables de-
berá tenerse en cuenta, también, que el quejoso señalará a los titulares 
de los órganos de Estado a los que la ley encomiende la promulgación de 
la norma. Sin embargo, en el caso de las autoridades que hubieren inter-
venido en el refrendo del decreto promulgatorio de la ley o en su publi-
cación, el quejoso deberá señalarlas con el carácter de autoridades res-
ponsables, únicamente cuando impugne sus actos por vicios propios. En 
cuanto a este particular, son de interés las tesis siguientes:

Amparo contra normas generales. Es improcedente cuando el quejoso impugna 
el refrendo y la publicación de aquéllas, pero no por vicios propios.  Si el quejoso 
no combate por vicios propios los actos de refrendo y publicación de una norma 
general, de modo que omite exponer conceptos de violación y no hay causa de pedir 
suficiente para destruir la pretensión de su constitucionalidad y sin que se advierta que 
proceda la suplencia de la queja deficiente, específicamente por una cuestión de 
constitucionalidad formal de esos actos, procede decretar la improcedencia del juicio 

	 3	�Jurisprudencia 198 200 [Tesis: P./J. 55/97], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t VI, julio de 1997, p 5.
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11.4 Procedencia             137

en términos del artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 108, fracciones III y VIII, 
ambos de la Ley de Amparo.4

Amparo contra normas generales. La improcedencia del juicio por no haberse 
impugnado por vicios propios el refrendo y la publicación de aquéllas es notoria 
y manifiesta, lo que provoca el desechamiento de plano de la demanda.  La 
causa de improcedencia del juicio de amparo prevista en el artículo 61, fracción XXIII, 
relacionado con el 108, fracciones III y VIII, ambos de la Ley de Amparo, tocante a los 
actos consistentes en el refrendo y la publicación de una norma general que no hayan 
sido combatidos por vicios propios y respecto de los cuales no exista causa de pedir 
ni proceda la suplencia de la queja deficiente, es notoria y manifiesta y, por ende, pro-
voca el desechamiento de la demanda de amparo. Lo anterior porque es una cuestión 
que debe resolverse a partir del estudio integral de la demanda, en términos del ar-
tículo 112 de la Ley de Amparo, al tratarse de una mera constatación de existencia de 
un requisito que debe cumplir el escrito inicial, es decir, de alegaciones que contro-
viertan la presunción de la constitucionalidad de aquellos actos, lo cual no podrá 
cambiar con la tramitación del procedimiento federal, porque al ser normas generales, 
su conocimiento se advierte desde su publicación en el Periódico Oficial respectivo y 
no con la rendición del informe con justificación.5

Por otra parte, respecto a la suspensión del acto, ésta se concederá 
para impedir los efectos y consecuencias de la norma en la esfera jurídica 
del quejoso, pero no en todo caso, sino sólo tras la valoración de que se 
cumplan las exigencias establecidas en la ley, como la ponderación entre 
la apariencia del buen derecho y el interés social de la norma. En cuanto 
a este tema es de interés la tesis siguiente:

Suspensión en el amparo. Sus efectos cuando se reclaman normas generales, 
previo cumplimiento de los requisitos de procedibilidad.  El artículo 148 de la Ley 
de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, establece que en los juicios de 
amparo en que se reclame una norma general (ya sea autoaplicativa o con motivo 
de su primer acto de aplicación) la suspensión se otorgará “para impedir los efectos y 
consecuencias de la norma en la esfera jurídica del quejoso”, lo cual no significa que 
en todos los casos en que se señale como acto reclamado una norma general debe 
concederse la suspensión para esos efectos, pues para ello deben cumplirse previa-
mente los requisitos de procedibilidad de la medida cautelar, entre ellos: a) la exigen-
cia de que el quejoso debe resentir una afectación a su interés jurídico o legítimo, 
aspecto que debe estar acreditado indiciariamente para efectos de la suspensión 
provisional, y en un grado probatorio mayor, para la suspensión definitiva, y b) también 

	 4	�Jurisprudencia 2 010 097 [Tesis: PC.I.A. J/49 A (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t III, p 2248.

	 5	�Jurisprudencia 2 010 098 [Tesis: PC.I.A. J/50 A (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t III, p 2 249.
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138             AMPARO INDIRECTO

debe realizarse la ponderación entre la apariencia del buen derecho y el interés so- 
cial de la norma o si regula disposiciones de orden público. Así, lo que realmente prevé 
dicho artículo es cómo deben ser los efectos de la medida cautelar contra normas 
generales, una vez que se han satisfecho los requisitos de procedibilidad para conce-
der la suspensión.6

11.4.2  Amparo indirecto penal

Cuando se trate de la materia penal, el amparo indirecto puede ser pro-
cedente contra una amplia gama de actos de autoridad. Entre otros ejem-
plos, vinculados con los supuestos del art 107 de la LAmp, pueden seña-
larse los siguientes:

1. Contra actos del Poder Legislativo que supongan la aprobación de leyes en 
materia penal que por su sola entrada en vigor causen perjuicio al quejoso, 
por ejemplo: establecer tipos inconstitucionales o penas prohibidas, eli-
minar garantías penales, etcétera.

La procedencia del juicio de amparo indirecto contra leyes está con-
dicionada a la aplicación de la norma jurídica tildada de inconstitucional, 
según señala la jurisprudencia siguiente:

Amparo indirecto contra leyes en materia penal. Procede si la norma impug-
nada, además de establecer rangos para la aplicación de las penas, comprende 
la prescripción normativa de la conducta típica.  La procedencia del juicio de 
amparo indirecto contra leyes está condicionada a la aplicación de la norma jurídica 
concreta tildada de inconstitucional. La regla se observa plenamente tratándose del 
juicio de amparo en materia penal en el que, con motivo del reclamo de resoluciones 
intermedias del proceso penal, como la orden de aprehensión y el auto de plazo cons-
titucional, se plantea la inconstitucionalidad de normas jurídicas que establecen las 
penas que deben imponerse como consecuencia jurídica de la comisión del delito. La 
razón de ello es que en ese momento aún no se actualiza la aplicación de las sancio-
nes penales. Sin embargo, la citada condicionante no es aplicable cuando la norma 
penal reclamada, además de establecer los rangos para la aplicación de las penas 
derivadas de la comisión del delito, comprende las hipótesis que actualizan la confi-
guración del supuesto conductual normativo. De manera que el análisis del plantea-
miento de inconstitucionalidad estará referido a la prescripción normativa de la con-
ducta típica y no a la aplicación de sanciones. Ahora bien, la procedencia del análisis 
se justifica porque, de llegarse a determinar que la norma es inconstitucional, se 
actualizaría la insubsistencia del acto reclamado y procedería la declaración de atipici-

	 6	�Jurisprudencia 2 008 231 [Tesis: XXVIII.3o. J/9 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 14, enero de 2015, t II, p 1726.
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11.4 Procedencia             139

dad de la conducta, toda vez que el supuesto de acción reprochado no es punible. Así, 
reservar el estudio de la norma hasta el dictado de la sentencia generaría dos conse-
cuencias: 1) negar que la norma se aplicó, a pesar de que en la resolución reclamada 
se ubicó la conducta atribuida al quejoso en el supuesto hipotético descrito por la 
disposición jurídica tildada de inconstitucional, y 2) obligar al trámite de la instrucción 
de un proceso penal a pesar de la posibilidad previa de que la norma sea declarada 
inconstitucional y no se aplique al quejoso.7

No obstante, podrá haber casos en los que las normas penales resul-
ten autoaplicativas cuando suponen una afectación directa, por ejemplo: 
al alegar que dichas normas obstaculizan o impiden el ejercicio de un 
derecho, como es la libertad de expresión de periodistas en el caso de 
tipos penales que criminalicen actividades relacionadas con la participa-
ción en el debate público. En relación con este tema es de interés la tesis 
siguiente: 

Interés legítimo en amparo contra leyes penales. Se actualiza ante normas cuya 
mera existencia genera un efecto disuasivo en el ejercicio de la libertad de 
expresión y el derecho fundamental de acceso a la información.  Aunque las nor-
mas penales, que tipifican conductas ilícitas, pueden contener obligaciones de hacer 
o no hacer condicionadas a un acto de aplicación y, por tanto, en su estructura nor-
mativa resultar heteroaplicativas, lo relevante, desde la perspectiva del interés legí-
timo, es determinar si generan una afectación especial que corra de manera paralela, 
afectando al quejoso de manera individual o colectiva, calificada, actual y de una 
forma relevante jurídicamente. Ahora bien, la libertad de expresión y el derecho de 
acceso a la información no sólo protegen un espacio de autonomía personal de los 
individuos, sino también garantizan un espacio público de deliberación política. De lo 
que se sigue que las normas penales pueden resultar autoaplicativas por su afectación 
directa cuando se alegue que esas normas obstaculicen, impidan o estorben el acceso 
a dicho espacio. Ello exige de los jueces apreciar las posibilidades de afectación del 
precepto impugnado en las condiciones de desenvolvimiento de la persona en el es-
pacio público de deliberación, especialmente cuando el tipo de discurso afectable por 
la norma es de naturaleza política y cuando quien acude al juicio es una persona que 
se dedica a difundir dicha información a la sociedad. Por tanto, aquí no es relevante 
determinar si la norma impugnada trasciende en la esfera jurídica del quejoso desde 
la perspectiva de las consecuencias punitivas exigidas como respuesta de reproche a 
su conducta, esto es, si el quejoso ha actualizado la hipótesis normativa que activa el 
aparato punitivo del Estado a través de sus facultades persecutorias y judiciales, lo que 
implicaría asignar el énfasis al contenido heteroaplicativo de la norma. Un caso para-
digmático es el de un periodista, a quien se debe reconocer interés legítimo para 
impugnar normas que alegue impidan, obstaculicen o impongan requisitos de en-

	 7	�Jurisprudencia 2 004 844 [Tesis: 1a./J. 112/2013 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Semanario Judi-
cial de la Federación y su gaceta, Libro XXVI, noviembre de 2013, t 1, p 152.
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140             AMPARO INDIRECTO

trada al espacio público para participar en el debate público, independientemente de 
si acredita un acto de aplicación. En suma, si el quejoso se duele de la imposibilidad 
del ejercicio desinhibido del ejercicio de deliberación pública, el juez de amparo debe 
verificar si, prima facie, se genera un efecto obstaculizador de participación en la deli-
beración pública que permita tener por acreditado el interés legítimo.8

2. Contra actos de los tribunales de justicia penal realizados fuera de 
juicio, por ejemplo: antes del juicio, durante la etapa de investigación, las 
autorizaciones judiciales que permiten actos de investigación, la no ad-
misión de la acción penal privada; o después de concluido, como las de-
cisiones de los jueces de ejecución.

En este renglón, se ha considerado procedente el amparo contra la 
citación a la audiencia de formulación de imputación, la cual ocurre antes 
de abrirse formalmente el proceso. Respecto a tal punto, se cita la tesis 
siguiente:

Sistema de justicia penal acusatorio oral. En contra del auto que ordena la cita-
ción del investigado a la audiencia de “formulación de la imputación” procede 
el juicio de amparo indirecto (legislaciones de los estados de Durango y Chi-
huahua).  La figura de la “formulación de la imputación” dentro del sistema de justicia 
penal acusatorio oral se define en los códigos adjetivos penales de los estados de 
Chihuahua y Durango, respectivamente, de la siguiente manera: “El acto procesal que 
corresponde de forma exclusiva al Ministerio Público, mediante el cual comunica al 
imputado, en presencia del juez, que desarrolla una investigación en su contra res-
pecto de uno o más hechos determinados” y “La comunicación que el Ministerio 
Público efectúa al imputado, en presencia del juez, de que se desarrolla una investiga-
ción en su contra respecto de uno o más hechos que la ley señale como delitos”. En 
ambos estados de la República se establece que la formulación de la imputación se 
realiza cuando el Ministerio Público considera oportuno formalizar el procedimiento 
por medio de la intervención judicial y, para ello, debe solicitar al juzgador la celebra-
ción de una audiencia para que pueda comunicarle al investigado la formulación de 
la imputación. Audiencia para la cual la autoridad jurisdiccional citará al investigado, a 
quien se le indicará que tendrá que acudir acompañado de su defensor, con el aperci-
bimiento de ley, que de no comparecer se ordenará su aprehensión. Ahora bien, el 
auto con apercibimiento de aprehensión que emite la autoridad jurisdiccional es un 
acto que transgrede el derecho sustantivo a la libertad deambulatoria de la persona 
apercibida, pues coloca al individuo en una situación ineludible de obediencia ante un 
mandato judicial, perturbándolo en su esfera jurídica de manera inminente por el solo 
hecho de no acudir, ya que a partir de ahí puede ordenarse y ejecutarse su aprehen-
sión; además, a partir del instante en que se emite el apercibimiento en comento se 

	 8	�Tesis aislada 2 010 970 [Tesis: 1a. XXXI/2016 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 27, febrero de 2016, t I, p 678.
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11.4 Procedencia             141

actualiza una afectación a la libertad deambulatoria de la persona, pues la orden de 
citación para que se le formule la imputación tiene por objeto lograr su compare-
cencia para que continúe la secuela procesal; ello implica que su derecho a la libertad 
puede verse restringido al menos parcialmente, en la medida en que aparte de que 
obligadamente tiene que acudir a la citada audiencia, debe, a partir de ahí, sufrir una 
perturbación indirecta de la libertad con motivo de las consecuencias que deriven de 
la prosecución del procedimiento que requieren de su ineludible presencia. Por con-
siguiente, se estima que el auto de mérito es un acto que afecta su libertad en aten-
ción a los efectos que produce, lo cual se traduce en un acto de imposible reparación 
susceptible de ser combatido a través del juicio de amparo indirecto, conforme a los 
artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Federal y 107, fracción V, de la Ley 
de Amparo vigente.9

3. Contra cualquier acto dentro del juicio, es decir, a partir del auto de 
vinculación a proceso, que afecte materialmente derechos sustantivos tutela-
dos del quejoso y sea de imposible reparación. 

Tradicionalmente, al hablar de que el acto resulta de imposible repa-
ración, se ha entendido en referencia a las consecuencias del acto para 
los derechos del quejoso; una vez que el acto es ejecutado, resulta impo-
sible físicamente la restitución o el restablecimiento del derecho al mo-
mento en el cual se encontraba antes de la consumación del acto. 

4. Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas, 
por ejemplo: el aseguramiento de bienes.

5. Contra las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los 
delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la 
acción penal, o por suspensión de procedimiento cuando no esté satisfecha 
la reparación del daño. En estos casos el interesado en presentar el am-
paro será la víctima u ofendido. 

En el caso del amparo contra dichas resoluciones del Ministerio Pú-
blico, al tratarse de una autoridad no jurisdiccional, ha de atenderse a que 
obliga igualmente el principio de definitividad en relación con la fracc XX 
del art 61 de la LAmp. Por ello, previamente ha de agotarse el recurso o 
medio de defensa legal en virtud del cual se puedan modificar, revocar 
o nulificar. No existirá obligación de agotar tales recursos o medios de 
defensa si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se 
aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando el recurso o me-
dio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley 
aplicable contemple su existencia.

	 9	�Jurisprudencia 2 005 048 [Tesis: 1a./J. 93/2013 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, t I, p 402.
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142             AMPARO INDIRECTO

En ese orden de ideas, la víctima deberá agotar el medio de defensa 
ordinario antes de acudir al juicio de amparo, para reclamar ese no ejer-
cicio de la acción penal. En tal sentido, con referencia al recurso de incon-
formidad de la legislación del Distrito Federal (hoy Ciudad de México) es 
aplicable la siguiente tesis jurisprudencial:

Acción penal. Contra la determinación que autoriza su no ejercicio debe ago-
tarse el recurso de inconformidad previsto en el artículo 3, fracción XVI, último 
párrafo, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fede-
ral antes de acudir al juicio de amparo.  Acorde con el artículo 107, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en consonancia con el numeral 
61, fracción XX, de la Ley de Amparo, cuando se reclamen actos de autoridades distintas 
de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, debe agotarse el medio de 
defensa ordinario antes de acudir al juicio de amparo, siempre que conforme a las 
mismas leyes que los rijan se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o 
mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer 
el agraviado, con los mismos alcances que los que prevé la citada ley, por lo que si bien 
es cierto que el recurso de inconformidad referido en el artículo 3, fracción XVI, último 
párrafo, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal no se 
tramita en sede jurisdiccional, también lo es que constituye un recurso contenido en 
una ley formal y material, por cuya interposición se contempla la suspensión de los 
efectos de la autorización de inejercicio de la acción penal, en términos similares a 
los dispuestos en la Ley de Amparo, por lo que debe agotarse previamente a instar la 
vía de control constitucional es obligatorio (sic).10 

En el caso del sistema procesal acusatorio de las entidades, igualmen-
te habrá de agotar con antelación la víctima el recurso que prevea la le-
gislación contra dicha resolución en la primera de las etapas del procedi-
miento penal. En tal sentido tiene aplicabilidad la tesis siguiente:

Acción penal. La víctima u ofendido del delito, previo a promover el juicio de 
amparo indirecto contra la determinación del Juez facultado para resolver so-
bre su no ejercicio o desistimiento, debe interponer el recurso de apelación 
previsto en el artículo 413, fracción I, del Código de Procedimientos Penales del 
Estado de Morelos (nuevo sistema penal acusatorio).  La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 118/2010(*), estable-
ció que la víctima u ofendido del delito debe impugnar las determinaciones de no 
ejercicio o desistimiento de la acción penal ante el Juez facultado dentro del sistema 
acusatorio instaurado y que contra la resolución que se emita al respecto procede el 
juicio de amparo, conforme al artículo 20, apartado C, fracción VII, de la Constitución 

	 10	�Jurisprudencia 2 010 514 [Tesis: PC.I.P. J/15 P (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, noviembre de 2015, t III, p 1410.
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11.5 Demanda de garantías           143

Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, dicho órgano no se pronunció 
en cuanto a la aplicabilidad del principio de definitividad respecto de la resolución 
emitida por el Juez facultado dentro del sistema acusatorio, sino del derecho de la 
víctima u ofendido a reclamar, en la vía constitucional, la determinación de no ejercicio 
o desistimiento de la acción penal. Ahora bien, el recurso de queja previsto en el ar-
tículo 226 del Código de Procedimientos Penales del Estado de Morelos constituye un 
medio de impugnación en sede judicial de las decisiones del Ministerio Público que 
pueden afectar los derechos de las víctimas u ofendidos, esto es, fuera del ámbito 
administrativo en el que se desenvuelve dicha representación social; y contra la reso-
lución de ese recurso de queja procede el de apelación a que se refiere el artículo 413, 
fracción I del código citado por tratarse de una resolución que pone fin al procedi-
miento de investigación o que hace imposible su prosecución, esto es, a la primera de 
las etapas del procedimiento penal. Por ello, si el legislador estableció una doble ins-
tancia jurisdiccional para controvertir el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, 
es inconcuso que la víctima u ofendido debe interponer el recurso de queja y luego el 
de apelación, y contra la resolución que se emita en esta última podrá promover 
el juicio de amparo indirecto, ya que, en el caso, no opera algún supuesto de excep-
ción al principio de definitividad. Lo anterior sin soslayar que en términos de la fracción 
VII del artículo 114 de la Ley de Amparo aplicable y abrogada, el amparo se pedirá ante 
el Juez de Distrito contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el no 
ejercicio o el desistimiento de la acción penal, conforme al artículo 21, párrafo cuarto, 
constitucional, pues dicha norma de procedencia del juicio constitucional perdió su 
vigencia, y aun cuando sea aplicada por analogía al texto constitucional vigente, no 
dispensa la aplicación del principio de definitividad, en caso de que la impugnación 
en sede judicial sea biinstancial, por lo que, de ser así, debe agotarse la vía jurisdiccio-
nal, toda vez que no existe motivo alguno que justifique que el juicio de amparo 
indirecto suplante al recurso de apelación establecido en la legislación ordinaria, de 
manera que sólo contra la resolución que decida en definitiva el control judicial del no 
ejercicio de la acción penal procederá el juicio de amparo indirecto.11

11.5  Demanda de garantías

11.5.1  Plazo para interponer la demanda

Un aspecto fundamental para el amparo indirecto es el término con el 
que cuenta la persona afectada para interponer la demanda solicitando la 
protección constitucional. Esto suele llamarse término prejudicial, porque 
es un plazo antes de que inicie el proceso de amparo.

En términos de los arts 17 y 18 de la LAmp, el plazo general para pre-
sentar la demanda de amparo será de quince días, el cual empezará a 

	 11	�Jurisprudencia 2 008 268 [Tesis: PC.XVIII J/8 P (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 14, enero de 2015, t II, p 1006.
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144             AMPARO INDIRECTO

calcularse a partir del día siguiente a aquel en que la notificación al que-
joso del acto o resolución reclamada surta efectos conforme a la ley del 
acto, o a aquel día en que se haya tenido conocimiento o el quejoso se 
ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución.

Existen ciertas excepciones a dicha regla general. Cuando se reclame 
una norma general autoaplicativa, el plazo será de treinta días, calculados 
a partir del día de su entrada en vigor. Cuando se reclama el procedi-
miento de extradición, el plazo será igualmente de treinta días.

La excepción más amplia es la de la fracc IV del art 17, según la cual 
la demanda de amparo podrá presentarse en cualquier tiempo cuando el 
acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la 
libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o 
expulsión, proscripción o destierro, desaparición forzada de personas 
o alguno de los prohibidos por el art 22 de la Constitución, así como la 
incorporación forzosa al ejército, la armada o la fuerza aérea nacionales.

11.5.2  Contenido de la demanda y requisitos

La demanda es posiblemente el acto principal del litigante para el juicio 
de amparo. No se puede dejar de subrayar la importancia de la demanda; 
como apunta Castro, en el amparo directo “la actividad procesal del ac-
cionante se reduce prácticamente a lo que expone en su demanda 
inicial”; en los amparos indirectos, aunque se actúa dentro de la audien-
cia constitucional, “en la mayor parte de los casos solamente se reitera lo 
alegado en la demanda”.12

De ese modo, una mala demanda no necesariamente supone la pér-
dida del juicio, pero sí de la oportunidad más relevante para comunicar a 
la autoridad la situación acaecida y por qué se solicita la protección cons-
titucional. 

Cuando se trate de un procedimiento de corte escrito, la demanda de 
amparo indirecto deberá formularse por tal vía. Los requisitos que el 
escrito deberá contener se listan en el art 108 de la LAmp:

	 I.	� El nombre y domicilio del quejoso y del que promueve en su nombre, 
quien deberá acreditar su representación;

	 II.	� El nombre y domicilio del tercero interesado y, si no los conoce, mani-
festarlo así bajo protesta de decir verdad;

	 12	�Juventino Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, p 482.
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11.5 Demanda de garantías           145

	 III.	� La autoridad o autoridades responsables. En caso de que se impugnen 
normas generales, el quejoso deberá señalar a los titulares de los ór-
ganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación. En 
el caso de las autoridades que hubieren intervenido en el refrendo del 
decreto promulgatorio de la ley o en su publicación, el quejoso deberá 
señalarlas con el carácter de autoridades responsables únicamente 
cuando impugne sus actos por vicios propios;

	 IV.	� La norma general, acto u omisión que de cada autoridad se reclame;
	 V.	� Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstenciones que constitu-

yan los antecedentes del acto reclamado o que sirvan de fundamento 
a los conceptos de violación;

	 VI.	� Los preceptos que, conforme al artículo 1o de esta ley, contengan los 
derechos humanos y las garantías cuya violación se reclame;

	VII.	� Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 
1o de esta ley, deberá precisarse la facultad reservada a los estados u 
otorgada al Distrito Federal [hoy Ciudad de México] que haya sido 
invadida por la autoridad federal; si el amparo se promueve con apoyo 
en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Cons-
titución General de la República que contenga la facultad de la autori-
dad federal que haya sido vulnerada o restringida, y

	VIII.	� Los conceptos de violación.

La demanda deberá acompañarse de las copias para cada una de las 
partes y dos copias para el incidente de suspensión, siempre que se pidie-
re y no tuviere que concederse de oficio. Esta exigencia no será necesaria 
cuando la demanda se presente en forma electrónica (art 110, LAmp).

En primer lugar, los requisitos se refieren a la identificación de las 
partes. El nombre y domicilio del quejoso son fundamentales para esta-
blecer la personalidad del sujeto que solicita la protección de la justicia 
federal, así como el lugar donde habrán de realizarse las notificaciones. 
Lo mismo es aplicable para el caso del tercero interesado, quien normal-
mente —en caso de ser quejoso el acusado— lo será la víctima del delito 
y viceversa.

La autoridad responsable es quien ha ordenado o está por ejecutar el 
acto reclamado. Habrá de precisarse en qué consiste dicho acto, además, 
deberá vincularse con los hechos que se declaran bajo protesta de decir 
verdad, y con las normas de derecho fundamental que se consideran 
violentadas. Esto último, según se plante en los conceptos de violación. 
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146             AMPARO INDIRECTO

11.5.3  Conceptos de violación

El apartado de la argumentación jurídica de fondo lo constituyen dichos 
conceptos de violación, en los cuales se precisarán cómo y por qué se con-
sideran agraviados los derechos humanos del quejoso. Debe argumen-
tarse con suficiencia y claridad la violación alegada, pues no bastará con 
repetir la norma constitucional sin conectarla lógicamente con la situa-
ción concreta, ni sólo mencionar convenciones internacionales de dere-
chos humanos, sin establecer la aplicabilidad al asunto.

El concepto de violación se identifica a partir de la noción de uso co-
mún en el ámbito forense del agravio, que es la expresión ante el órgano 
jurisdiccional de la lesión a derechos de la persona como consecuencia 
de la actuación de la autoridad reputada de inconstitucional. 

Según explica Burgoa, el agravio se forma con la concurrencia de dos 
elementos: el material y el jurídico. El primero se manifiesta en cualquier 
daño, lesión, afectación o perjuicio que el gobernado puede sufrir o sufra 
en su ámbito jurídico, es decir, en sus bienes o derechos en general, in-
cluida obviamente la libertad personal. En rigor no hay agravio si el daño, 
perjuicio o lesión en que tal elemento se traduce afecta intereses no jurí-
dicos de cualquier especie y contenido. El segundo de tales elementos 
consiste en que la afectación provenga de algún acto de autoridad, de tal 
manera que no se generará el agravio si el elemento material no se deriva 
del elemento jurídico.13

A partir del agravio se formula el referido concepto de violación, el cual 
es la relación razonada que el agraviado debe formular o establecer entre 
los actos desplegados por las autoridades responsables y los derechos 
humanos, que estime violadas, al demostrar jurídicamente la contraven-
ción de éstas por dichos actos, o sea, al expresar por qué la actividad 
autoritaria impugnada conculca sus derechos; esto es, deberá desarrollar 
la discrepancia o el alejamiento de la actuación de la autoridad respecto 
a lo que le era exigible.

El concepto de violación, según explica Burgoa, implica, por ende, un 
razonamiento lógico para cuya formulación es necesario observar los 
actos reclamados desde el punto de vista de las exigencias inherentes a 
las garantías individuales que el agraviado considere violadas, al demos-
trar que efectivamente las infringen. En puridad lógica, se traduce en un 

	 13	�Cfr Ignacio Burgoa Orihuela (2005), Diccionario de derecho constitucional, garantías y am-
paro, 8a ed, México, Editorial Porrúa, p 26.
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11.5 Demanda de garantías           147

verdadero silogismo, en cuyo caso la premisa mayor son los preceptos 
constitucionales que se estimen contravenidos, la premisa menor los ac-
tos reclamados, y la conclusión la contrariedad entre ambas premisas.14 

Cabe recordar que opera el principio de suplencia de la queja para el 
auxilio en la defensa de los quejosos que se encuentran en circunstancias 
que les obstaculizan el adecuado manejo técnico jurídico; sin embargo, 
cuando el quejoso es una persona jurídica de derecho público, que tiene 
carácter de ofendido en el proceso penal, no debe considerarse en su 
favor la suplencia de la queja, porque es evidente que a los órganos del 
Estado no se les puede excusar del deber de ser peritos en las exigencias 
legales. En cuanto a tal distinción se cita la siguiente tesis jurisprudencial:

Suplencia de la queja deficiente en materia penal. Es improcedente tratándose 
de personas morales oficiales cuando promueven el juicio de amparo en su 
carácter de parte ofendida del delito.  La creación de la figura de la suplencia de la 
queja deficiente en el juicio de amparo, prevista en los artículos 107, fracción II, párrafo 
antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 76 bis, frac-
ción II, de la Ley de Amparo abrogada y 79, fracción III, inciso b), de la vigente tuvo el 
propósito de liberar a los quejosos de la obligación de ser expertos en tecnicismos 
jurídicos, cuando estuvieran expuestos a perder su libertad o sus derechos patrimonia-
les: I) por desconocimiento de los rigorismos de la técnica del derecho; II) por no dis-
poner de los medios económicos suficientes para un asesoramiento profesional efi-
ciente, o III) por tratarse de determinados sectores de la población en desventaja 
(ejidatarios, comuneros, indígenas, trabajadores, menores de edad, incapaces, acusa-
dos por la comisión de delitos o de los sujetos pasivos). Ello bajo el principio de dar un 
tratamiento distinto en un asunto a quienes por alguna situación especial no se 
encuentran en condiciones de hacer valer correctamente sus derechos de aquellos 
que pueden ejercerlos plenamente, lo que justifica que el Estado acuda en su auxilio 
para que su defensa se ajuste a las exigencias legales y brindarles una mayor protec-
ción, convirtiendo al juicio de amparo en un instrumento más eficaz en el sistema 
jurídico. Sin embargo, las personas morales oficiales, aun cuando en la causa penal en 
la que intervienen como parte ofendida del delito actúan en un plano de coordina-
ción frente a los particulares, no pierden su naturaleza pública, al contar siempre con 
la estructura jurídica, material y económica para proveerse del asesoramiento profesio-
nal que les permite ejercer sus derechos con amplitud, lo que las aparta de alguno de 
los supuestos de vulnerabilidad indicados, por lo que sería un contrasentido que el 
Estado se autoaplique la figura referida para suplir sus deficiencias en la tramitación del 
juicio de amparo, pues ello produciría un desequilibrio procesal y desvirtuaría la teleo-
logía de esa institución, al generar una sobreprotección injustificada en detrimento de 
los derechos del inculpado. En consecuencia, la suplencia de la queja deficiente es 
improcedente tratándose de personas morales oficiales cuando promueven el juicio 

	 14	�Ibídem, p 78.
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148             AMPARO INDIRECTO

de amparo en su carácter de parte ofendida del delito y debe exigírseles el cumpli-
miento de los requisitos legales y técnicos correspondientes para hacer valer sus 
derechos.15

11.5.4  Presentación por vía electrónica

La ley autoriza que la demanda de amparo se presente por medios elec-
trónicos, lo que tiende cada vez más a ser una realidad, pues incluso se 
prevé el comienzo del juicio de amparo en línea para realizar el trámite 
mediante el sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación, según 
el Acuerdo General Conjunto 1/2015 de la scjn y del Consejo de la Judica-
tura Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la tramita-
ción electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los 
procesos de oralidad penal en los centros de justicia penal federal, publi-
cado el 9 de diciembre de 2015.

Dicho acuerdo regula las pautas generales a seguir para la presenta-
ción de demandas de amparo, recursos y promociones ante juzgados de 
distrito y tribunales de circuito, así como la consulta del expediente elec-
trónico y la práctica de notificaciones electrónicas, los cuales se realiza-
rán mediante los sistemas tecnológicos.

11.5.5  Ampliación de la demanda

El art 111 de la LAmp establece que podrá ampliarse la demanda cuando 
se cumplan dos supuestos: que no hayan transcurrido los plazos para su 
presentación o que, con independencia de ese plazo, el quejoso tenga 
conocimiento de actos de autoridad que guarden estrecha relación con 
los actos reclamados en la demanda inicial. 

En el segundo caso, la ampliación deberá presentarse dentro de los 
plazos generales previstos para la interposición en el art 17 de la ley. Así, 
la demanda podrá ampliarse dentro de esos plazos, siempre que no se 
haya celebrado la audiencia constitucional o se haya presentado una nue-
va demanda.

	 15	�Jurisprudencia 2 010 480 [Tesis: 1a./J. 61/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 24, noviembre de 2015, t I, p 846.
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11.5 Demanda de garantías           149

11.5.6  Demanda presentada por el defensor

En el caso de la demanda de amparo indirecto en materia penal habrá de 
atenderse a la regla de flexibilidad prevista en el art 14 de la LAmp, según 
la cual para el trámite de la demanda bastará que el defensor manifieste, 
bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter. En este caso, la autoridad 
ante quien se presente la demanda pedirá al juez o tribunal que conozca 
del asunto le remita la certificación correspondiente.

Si después se encuentra que el promovente del juicio carece de ese 
carácter de defensor con el cual se ostentó, el órgano jurisdiccional de 
amparo le impondrá una multa, pero deberá ordenarse la ratificación 
de la demanda por el agraviado dentro de un término de tres días. Una 
vez ratificada la demanda, se tramitará el juicio y las diligencias se enten-
derán directamente con el agraviado siempre en presencia de su de- 
fensor, ya sea de oficio o designado por él, mientras no designe represen-
tante dentro del juicio de amparo. 

Si no se ratifica la demanda, se tendrá por no interpuesta y quedarán 
sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el in-
cidente de suspensión.

11.5.7  Demanda presentada por un tercero 

En determinados casos de especial gravedad, la legislación autoriza que 
la demanda pueda ser presentada por cualquier persona en nombre del 
agraviado, incluso por un menor de edad, siempre que el agraviado se 
encuentre imposibilitado para promover el amparo. Particularmente, esto 
tiene aplicabilidad cuando se trate de actos que importen peligro de pri-
vación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento, 
incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extra-
dición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por 
el art 22 constitucional, así como la incorporación forzosa al ejército, la 
armada o la fuerza aérea nacionales. 

En esos casos, según dispone el art 15 de la LAmp, el órgano jurisdic-
cional decretará la suspensión de los actos reclamados y dictará todas las 
medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado. Una vez 
que se logre esta comparecencia, se requerirá al agraviado para que den-
tro del término de tres días ratifique la demanda de amparo. Si éste la 
ratifica por sí o por medio de su representante se tramitará el juicio; de 
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150             AMPARO INDIRECTO

lo contrario, se tendrá por no presentada la demanda y quedarán sin 
efecto las providencias dictadas.

Si a pesar de las medidas tomadas por el órgano jurisdiccional no se 
logra la comparecencia del agraviado, deberá resolverse la suspensión 
definitiva, se ordenará suspender el procedimiento en lo principal y se 
harán los hechos del conocimiento del Ministerio Público de la Federa-
ción. Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio, se ten-
drá por no interpuesta la demanda.

Mayor celeridad se reclama en un supuesto particularmente grave, 
como el de la posible comisión del delito de desaparición forzada de per-
sonas. En ese caso, según prevé el art 15 de la LAmp, cuando de las cir-
cunstancias del caso o de lo manifestado por la persona que presenta la 
demanda en lugar del quejoso se desprenda la posible comisión de ese 
acto, el juez tendrá un término no mayor de veinticuatro horas para dar 
trámite al amparo, dictar la suspensión de los actos reclamados y reque-
rir a las autoridades correspondientes toda la información que pueda re-
sultar conducente para la localización y liberación de la probable víctima. 

En esos casos deberá actuarse de forma inmediata, de modo que nin-
guna autoridad podrá determinar que transcurra un plazo determinado 
para que comparezca el agraviado, ni las autoridades podrán negarse a 
practicar las diligencias que de ellas se soliciten o sean ordenadas con el 
argumento de que existen plazos legales para considerar la desaparición 
de una persona.

Cuando el amparo sea promovido en los casos urgentes anteriores, 
los requisitos para dar trámite al escrito de demanda son menores que 
en los supuestos ordinarios. Según el art 109, bastará con que se expre- 
se en la demanda:

	 I.	� El acto reclamado;
	II.	� La autoridad que lo hubiere ordenado, si fuere posible;
	III.	� La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto, y
	IV.	� En su caso, el lugar en que se encuentre el quejoso.

11.6  Substanciación del amparo indirecto

11.6.1  Acuerdos del órgano

Una vez que se ha presentado la demanda, el órgano jurisdiccional tendrá 
un plazo de veinticuatro horas para resolver si la desecha, previene o ad-
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11.6 Substanciación del amparo indirecto             151

mite (art 112, LAmp). Se desechará de plano cuando el órgano jurisdiccio-
nal, tras examinar el escrito de demanda, determine que existe causa 
manifiesta e indudable de improcedencia (art 112, LAmp).

11.6.2  Prevenciones al promovente

Cuando la demanda presente deficiencias, irregularidades u omisiones 
susceptibles de corregirse, el órgano jurisdiccional mandará requerir al 
promovente para que aclare esas omisiones, en cuyo caso señalará con 
precisión en el auto relativo lo que haya de corregirse. En particular, se-
gún el art 114 de la LAmp, cuando:

	 I.	� Hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda;
	II.	� Se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 108 

de esta ley;
	III.	� No se hubiere acompañado, en su caso, el documento que acredite la 

personalidad o éste resulte insuficiente;
	IV.	� No se hubiere expresado con precisión el acto reclamado, y
	V.	� No se hubieren exhibido las copias necesarias de la demanda.

Si no se subsanan las deficiencias, irregularidades u omisiones del 
escrito de demanda dentro del plazo de cinco días, el amparo se tendrá 
por no presentado.

La falta de copias no supondrá la inadmisión en los casos previstos 
en el art 110 de la LAmp, cuando el órgano jurisdiccional de amparo de-
berá mandar expedirlas de oficio. Esto es aplicable cuando el amparo se 
promueva por comparecencia, por vía telegráfica o por medios electróni-
cos, lo mismo que en asuntos del orden penal cuando se puedan afectar 
intereses de menores o incapaces, o cuando se trate de quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja 
social para emprender un juicio.

11.6.3  Admisión 

Si no es necesaria ninguna prevención o si realizada ésta el quejoso la 
cumple en término adecuado, el órgano jurisdiccional admitirá la deman-
da. En dicho acto de admisión, en términos del art 115 de la LAmp, habrá 
de señalar día y hora para la audiencia constitucional, que se celebra- 
rá dentro de los treinta días siguientes. Asimismo, pedirá el informe con 
justificación a las autoridades responsables, a quienes apercibirá de las 
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152             AMPARO INDIRECTO

consecuencias que implica su falta. Al pedirse dicho informe, se remitirá 
copia de la demanda a la autoridad responsable, si no se hubiese enviado 
al requerir el informe previo.

Igualmente, el órgano jurisdiccional ordenará correr traslado al ter-
cero interesado, a quien se le entregará copia de la demanda al notificár-
sele del juicio. Si reside fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del 
amparo se le notificará por medio de exhorto o despacho, los cuales se 
podrán enviar y recibir mediante el uso de la firma electrónica o, en caso 
de residir en zona conurbada, podrá hacerse por conducto del actuario.

Por último, el órgano jurisdiccional de amparo tramitará el incidente 
de suspensión. Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa 
fundada y suficiente, la audiencia constitucional podrá celebrarse en un 
plazo que no podrá exceder de otros treinta días.

11.7  Informe justificado

Para fines de mejor comprensión, puede concebirse al informe justificado 
como un tipo de contestación de la demanda. La autoridad responsable 
deberá rendir su informe con justificación por escrito o en medios mag-
néticos dentro del plazo de quince días, con el cual se dará vista a las 
partes; sin embargo, el órgano jurisdiccional, atendiendo a las circunstan-
cias del caso, podrá ampliar el plazo por otros diez días (art 117, LAmp).

Existe una regla que busca poner a salvo el derecho del quejoso a 
prepararse para la audiencia constitucional y controvertir ahí el informe 
justificado. Entre la fecha de notificación al quejoso de ese informe y la 
de celebración de la audiencia constitucional deberá mediar un plazo de 
por lo menos ocho días. Si el tiempo es menor, se acordará diferir o sus-
pender la audiencia, según proceda, a solicitud del quejoso o del tercero 
interesado.

Los informes rendidos fuera de los plazos establecidos en el párr pri-
mero del art 117 mencionado se podrán tener en cuenta si el quejoso 
estuvo en posibilidad de conocerlos. Si no se rindió informe justificado, 
se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, y que-
dará a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho 
acto no sea en sí mismo violatorio de derechos humanos y garantías.

El contenido del informe justificado tiene la mayor relevancia: en el 
escrito, la autoridad responsable habrá de exponer las razones y funda-
mentos que se estimen pertinentes para sostener la improcedencia del 
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11.7 Informe justificado             153

juicio y defender la constitucionalidad o legalidad del acto reclamado. 
Asimismo, podrá acompañarse de copia certificada de las constancias 
que se consideren necesarias para apoyar esa argumentación.

En todo caso, en su informe la autoridad no podrá “arreglar” o “mejo-
rar” el acto, sino que deberá justificarlo como lo reclamado el quejoso. 
Esto es, no procederá que al rendir el informe se pretenda variar o mejo-
rar la fundamentación y motivación del acto reclamado, ni que se ofrezcan 
pruebas distintas de las consideradas al pronunciarlo, salvo las relaciona-
das con las nuevas pretensiones deducidas por el quejoso.

En el caso de los amparos en materia agraria, la autoridad responsa-
ble deberá expresar además el nombre y el domicilio del tercero intere-
sado, los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad hayan 
ejecutado o pretendan ejecutar, y si las responsables son autoridades 
agrarias, la fecha en que se hayan dictado las resoluciones que amparen 
los derechos agrarios del quejoso y del tercero, en su caso, y la forma y 
términos en que se hayan ejecutado aquéllas, así como los actos por vir-
tud de los cuales aquéllos hayan adquirido sus derechos. De todo lo ante-
rior se infiere que las autoridades deberán acompañar al informe copias 
certificadas, así como de las actas de posesión, planos de ejecución, cen-
sos agrarios, certificados de derechos agrarios, títulos de parcela y demás 
constancias necesarias para precisar los derechos de las partes.

En el caso de los amparos por actos materialmente administrativos, 
cuando en la demanda se aduzca la falta o insuficiencia de fundamenta-
ción y motivación, la autoridad deberá complementar en su informe jus-
tificado en esos aspectos el acto reclamado. Si así lo hace, deberá correrse 
traslado con el informe al quejoso para que en el plazo de quince días 
realice la ampliación de la demanda, la cual se limitará a cuestiones deri-
vadas de la referida complementación. Con la ampliación se dará vista a 
las responsables, así como al tercero interesado y, en su caso, se empla-
zará a las diversas autoridades que en ampliación se señalen. Para tales 
efectos deberá diferirse la audiencia constitucional.

En el caso de que el acto reclamado sea la aplicación por la autoridad 
responsable de normas generales consideradas inconstitucionales por la 
jurisprudencia decretada por la scjn o por los Plenos de Circuito, el pla- 
zo para presentar el informe con justificación se reducirá a tres días 
improrrogables. La celebración de la audiencia se señalará dentro de 
diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda 
(art 118, LAmp).
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154             AMPARO INDIRECTO

11.8  Pruebas en la audiencia constitucional

El art 119 de la LAmp autoriza que en el procedimiento serán admisibles 
toda clase de pruebas, excepto la confesional para absolver posiciones. 
Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional. 
A su vez, las pruebas documentales podrán presentarse con anterioridad 
a la audiencia, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga relación 
de las pruebas durante la vista y las tenga como recibidas en ese acto.

Cuando se trate de las otras pruebas más comunes (como testimo-
nial, pericial, inspección judicial o cualquier otra que amerite desahogo 
posterior), deberán ofrecerse a más tardar cinco días hábiles antes de la 
audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado 
para el desahogo de la audiencia.

Dicho plazo para el ofrecimiento de pruebas no podrá ampliarse con 
motivo del diferimiento de la audiencia constitucional, salvo que se trate 
de probar o desvirtuar hechos no conocidos por las partes con la oportu-
nidad legal suficiente para ofrecerlas en el plazo referido (es decir, de los 
llamados supervenientes) o por causas no imputables a su descuido o 
negligencia dentro del procedimiento. 

En los casos mencionados, el plazo para el ofrecimiento de tales prue-
bas será el señalado para la audiencia constitucional, tomando como in-
dicador la nueva fecha fijada para la audiencia.

11.8.1  Exhibición de interrogatorios

Cuando se haga el ofrecimiento de las pruebas testimonial, pericial o ins-
pección judicial, quien la ofrece está obligado a exhibir los interrogato-
rios, en cuyo caso presentará el original y las copias para cada una de las 
partes. Los testigos deberán ser examinados al tenor de dichos interroga-
torios, proporcionando el nombre y en su caso el domicilio cuando no 
pueda presentarlos. El cuestionario para los peritos recalcará los puntos 
sobre los cuales deba versar la inspección. 

Con el fin de asegurar la celeridad y no entorpecer por pruebas so-
breabundantes, no se admitirán más de tres testigos por cada hecho.

Cuando falten total o parcialmente las copias de los interrogatorios a 
peritos y testigos, se requerirá al oferente para que las presente dentro 
del plazo de tres días. En caso de que no las exhiba, se tendrá por no 
ofrecida la prueba.
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11.8 Pruebas en la audiencia constitucional             155

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia de los 
interrogatorios o cuestionarios a cada una de las partes, las cuales en un 
plazo de tres días podrán ampliar por escrito esos cuestionarios, interro-
gatorios o los puntos sobre los que deba versar la inspección; con base 
en ello podrán formular repreguntas al verificarse la audiencia.

11.8.2  Nombramiento de peritos

Cuando se ofrezca y se admita la prueba pericial, el art 120 de la LAmp 
dispone que se hará la designación de un perito o de quienes se estimen 
convenientes para la práctica de la diligencia. Esto se hará sin perjuicio 
de que cada parte pueda designar a un perito para asociarse al nombrado 
por el órgano jurisdiccional o para que rinda dictamen por separado. Esta 
designación se deberá hacer dentro de los tres días siguientes a aquel en 
que surta sus efectos la notificación del auto admisorio de la prueba.

Los peritos no son recusables; sin embargo, el perito que haya sido 
nombrado por el órgano jurisdiccional de amparo deberá excusarse de 
dictaminar cuando exista alguna de las causas de impedimento que ope-
ran para los funcionarios judiciales, es decir, los casos en los que minis-
tros, magistrados o jueces deberán excusarse por la existencia de alguna 
relación jurídica o material con alguna de las partes. 

En el acto de aceptar su nombramiento, el perito manifestará bajo 
protesta de decir verdad que no se encuentra en la hipótesis de esos 
impedimentos.

11.8.3  Deber de colaboración de los servidores públicos

El art 121 de la LAmp dispone que, con el fin de que las partes puedan 
rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen la obligación de expedir 
con toda oportunidad las copias o documentos solicitados. Si no lo hacen, 
la parte interesada —una vez que acredite haber hecho la petición— soli-
citará al órgano jurisdiccional que requiera a los omisos y difiera la 
audiencia, lo cual se acordará siempre que la solicitud se hubiere hecho 
cinco días hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de 
la solicitud ni el fijado para la audiencia. 

En dichos casos, el órgano jurisdiccional hará el requerimiento de que 
se le envíen directamente los documentos o copias dentro de un plazo 
que no exceda de diez días.
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156             AMPARO INDIRECTO

Si la autoridad sigue renuente y a pesar del requerimiento del órgano 
jurisdiccional no envía oportunamente los documentos o copias, el ór-
gano, a petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se en-
víen. En esos casos podrá usar los medios de apremio y agotados éstos, 
si persiste el incumplimiento, denunciará los hechos al Ministerio Público 
de la Federación.

Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales a ins-
tancia de cualquiera de las partes.

11.8.4  Objeción de documentos por alguna de las partes

Cuando alguna de las partes objete un documento presentado por otra 
parte, tachándolo de falso en la audiencia constitucional, el órgano juris-
diccional suspenderá la vista para continuarla dentro de los diez días si-
guientes. En la reanudación de la audiencia se presentarán las pruebas 
referentes a la autenticidad del documento (art 122, LAmp).

11.9  Desarrollo de la audiencia constitucional

Las audiencias serán públicas. Una vez que se declare abierta la audien-
cia, se procederá a la relación de constancias y pruebas desahogadas y 
se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos 
por escrito formulados por las partes (art 124, LAmp).

Asimismo, se permitirá al quejoso presentar alegatos de manera ver-
bal cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, 
ataques a la libertad personal fuera del procedimiento, incomunicación, 
deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desapari-
ción forzada de personas o alguna de las penas prohibidas por el art 22 
constitucional, así como la incorporación forzosa al ejército, la armada o 
la fuerza aérea nacionales. En esos casos, se asentará en autos un extracto 
de sus alegaciones, si lo solicitare.

11.10  Sentencia

La sentencia consiste en el documento derivado del acto decisorio de la 
autoridad jurisdiccional, en el cual se determina si se atiende favorable-
mente o no el reclamo del quejoso, esto es, si se decide otorgarle o no la 
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11.10 Sentencia             157

protección de la justicia federal frente al acto que ha reputado violatorio 
de sus derechos y en esa medida inconstitucional.

En la audiencia constitucional rigen los principios de concentración y 
continuidad, de manera que, una vez rendidos los alegatos, de modo con-
tinuo se dictará el fallo que corresponda.

En los asuntos del orden administrativo, en la sentencia se analizará 
el acto reclamado, considerando la fundamentación y motivación que 
para complementarlo haya expresado la autoridad responsable en el in-
forme justificado. Ante la falta o insuficiencia de aquéllas, en la sentencia 
concesoria se estimará que el referido acto presenta un vicio de fondo 
que impide a la autoridad su reiteración.
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UNIDAD 12
Amparo directo

12.1  Concepto

El amparo directo es un medio de control de la constitucionalidad, según 
se ha visto, mediante el cual se ofrece una vía al ciudadano para reclamar 
sentencias o resoluciones definitivas en los distintos procedimientos, las 
cuales se estiman violatorias a los derechos humanos garantizados por el 
orden constitucional por incumplimiento del principio de legalidad en 
el ámbito procesal.

También conocido por la doctrina como amparo uniinstancial, en vir-
tud de que contra la resolución del tribunal colegiado sólo procede el 
recurso de revisión de forma excepcional, cuando en la sentencia a recu-
rrir se haya resuelto un asunto de interés constitucional directo, como la 
constitucionalidad de normas generales o la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución política. En esos casos la revisión debe limi-
tarse a la decisión acerca de las cuestiones propiamente constitucionales, 
sin abarcar otras del asunto debatido.
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12.1 Concepto             159

Cabe reiterar que el juicio de amparo no habría de verse como “ter-
cera instancia” obligada del proceso civil, penal o el que se trate —aun-
que ello suceda casi siempre en la práctica—. Propiamente es un proceso 
de corte constitucional, en el que se dirime la observancia de los de-
rechos fundamentales, lo cual es diverso del objeto del proceso previo 
(por ejemplo, el penal), que es establecer si existen elementos suficientes 
para fincar una responsabilidad penal por un hecho e imponer al sujeto 
una pena. 

En cuanto a esas diferencias entre la segunda instancia penal y el am-
paro, que es un “juicio sobre el juicio” —un proceso autónomo—, es de 
interés la jurisprudencia siguiente: 

Derecho humano a la doble instancia en materia penal. El recurso de apelación 
es el medio de impugnación idóneo a que aluden los artículos 8, numeral 2, 
inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 
5, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y no el juicio de amparo 
directo.  El recurso de apelación previsto en los artículos 199 al 205 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Morelos abrogado, es el medio idóneo para 
tutelar el derecho humano a la doble instancia en materia penal consagrado en los 
citados pactos internacionales, precisamente porque es un juicio sobre el hecho y 
consiste en un reexamen de la materia entera del juicio, con la posibilidad de evaluar, 
en forma diversa, la prueba, obtenida en la primera instancia, reasumir nuevamente la 
valoración de las pruebas viejas —de la primera instancia— y asumir las nuevas o 
ulteriores ofrecidas, admitidas y desahogadas en la segunda instancia. Esto es, el 
recurso de apelación constituye un medio de impugnación ordinario, a través del cual 
el apelante —condenado— manifiesta su inconformidad con la sentencia de primera 
instancia, lo que origina que los integrantes de un tribunal distinto y de superior jerar-
quía orgánica realicen un reexamen de la materia entera del juicio, con las cualidades 
indicadas, para revocar, confirmar, modificar o anular la sentencia apelada. En cambio, 
el juicio de amparo directo no reúne las características del derecho humano a la doble 
instancia, pues es un juicio sobre el juicio y no uno sobre el hecho, pues sólo brinda la 
posibilidad de analizar si el juzgador valoró correctamente las pruebas obtenidas en 
la causa penal y reasumir su valoración, pero no tiene el alcance de renovar, en forma 
integral, el juicio ni de reasumir la valoración de las pruebas viejas —obtenidas en la 
primera instancia— y asumir las nuevas o ulteriores, precisamente porque en el juicio 
de amparo directo no existe etapa probatoria; por tanto, con el amparo no se obtiene 
la doble conformidad del fallo condenatorio al ser un juicio autónomo —no de una 
instancia penal— que cuenta con elementos subjetivos y objetivos diversos a los de 
la primera instancia, máxime que ni siquiera tiene por objeto revocar, confirmar, modi-
ficar o anular la sentencia reclamada, sino su análisis se constriñe a examinar si el fallo 
reclamado es constitucional o no, y en el supuesto de ser inconstitucional, la decisión 
del Tribunal Colegiado de Circuito se limita a conceder el amparo para reparar las vio-
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160             AMPARO DIRECTO

laciones procesales advertidas y/o para que se dicte una nueva sentencia que purgue 
los vicios, formales o de fondo encontrados.1

12.2  Fundamento constitucional y legal

El amparo se fundamenta en la fracc I del art 103 constitucional. Adicio-
nalmente, el texto de la Carta Magna señala en la fracc III del numeral 
107 que cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrati-
vos o del trabajo, el amparo sólo procederá contra sentencias definitivas, 
laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, ya sea que la violación se 
cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte las de-
fensas del quejoso y trascienda al resultado del fallo. Aquí se fija la distin-
ción básica entre violaciones in judicando y violaciones in procedendo que 
caracteriza a este amparo.

La fracc III enuncia los principios del amparo directo, como la suplen-
cia de la queja, la procedencia del amparo directo adhesivo, el principio 
de definitividad, que en el caso de reclamar violaciones a las leyes del 
procedimiento, obliga a que éstas se hayan impugnado durante la trami-
tación del juicio mediante el recurso o medio de defensa procesal corres-
pondiente. Tales principios se desarrollan en la legislación reglamentaria, 
como se ve en esta unidad. 

Adicionalmente, la fracc V del numeral 107 constitucional señala que 
el amparo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pon-
gan fin al juicio se promoverá ante el tribunal colegiado de circuito. Di-
chas sentencias o resoluciones reclamables podrán corresponder a la 
materia penal, administrativa, civil o laboral. La procedencia concreta es 
la siguiente: a) en materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas 
por tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o milita-
res; b) en materia administrativa, cuando se reclamen por particulares 
sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por 
tribunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, 
juicio o medio ordinario de defensa legal; c) en materia civil, cuando se 
reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del orden federal o en 
juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo o 
en juicios del orden común, y d) en materia laboral, cuando se reclamen 

	 1	�Jurisprudencia 2 006 887 [Tesis: PC.XVIII. J./2 P (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, julio de 2014, t I, p 545.
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12.3 Antecedentes del amparo directo             161

laudos dictados por las juntas locales o la Federal de Conciliación y Arbi-
traje o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado.

La scjn cuenta con facultades de atracción en estos rubros; de oficio 
o a petición fundada del correspondiente tribunal colegiado de circuito, 
del fiscal general de la República, en los asuntos en que el Ministerio Pú-
blico de la Federación sea parte, o del Ejecutivo federal por conducto del 
consejero jurídico del gobierno, podrá conocer de los amparos directos 
que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

12.3  Antecedentes del amparo directo

La naturaleza del amparo directo ha sido controversial en nuestra doc-
trina constitucional por las peculiaridades de la institución, que ha estado 
en tensión entre un medio de control de la constitucionalidad y una vía 
generalizada de control de mera legalidad. Doctrinariamente se le ha con-
cebido como un recurso extraordinario, conocido como amparo casación, 
pues en su origen, el amparo directo adoptó ciertos aspectos del recurso 
de casación, de origen francés, que se adoptó en el México del siglo xix, 
y estuvo vigente hasta 1919. El amparo absorbió a la casación, como me-
dio último de impugnación procesal, contra errores en la aplicación de la 
ley cometidos por el juzgador tanto durante el procedimiento como en 
la resolución.2

Se le llama directo al parecer porque en su creación por los Constitu-
yentes de 1917 destacó la obligación de que debía interponerse directa-
mente ante la scjn, para diferenciarse así del amparo existente desde 
1847, el ahora indirecto, que se interponía ante los juzgados de distrito.3

Cabe señalar en este apartado, siguiendo a Bustillos, que el amparo 
directo ha tenido durante un siglo una naturaleza controversial, pues des-
de la Constitución de 1857 se abrió por esta vía la puerta para que prác-
ticamente todas las sentencias y resoluciones definitivas en las cuales se 
considerara que se había dado una inexacta aplicación de la ley pudieran 
ser impugnadas en amparo directo. Esto último, además de crear una 
tarea imposible de despachar para el Poder Judicial federal, ha generado 

	 2	�Julio Gabriel Bustillos Ceja (2008), El amparo directo en México. Evolución y realidad actual, 
México, Editorial Porrúa/unam, pp 51-62.

	 3	�Ibídem, p 67.
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162             AMPARO DIRECTO

una subordinación y dependencia de la justicia local a la federal, que-
brantando el federalismo. De ahí que el amparo directo aparezca como 
un instrumento exorbitante, con una demora considerable en su des-
pacho, que produce rezago, y al final no permite llegar al fondo porque 
un alto porcentaje de juicios se refiere a cuestiones de forma o procedi-
miento.4

Efectivamente, si algo ha caracterizado a la institución desde su ori-
gen ha sido el rezago, un mal endémico del amparo directo. Desde el 
momento de su creación, su procedencia amplísima permitió un creci-
miento desmesurado, al usársele más como un control de legalidad que 
de mera constitucionalidad. En su evolución, destaca la reforma llevada 
a cabo en 1950, durante el gobierno de Miguel Alemán Valdés, por la 
cual en busca de atender el rezago se crearon nuevos órganos jurisdiccio-
nales: los tribunales colegiados, a quienes se asignó el conocimiento del 
amparo directo contra sentencias definitivas civiles y penales inapelables. 
Finalmente, en 1987 el conocimiento inicial de los amparos directos, sin 
importar la cuantía, se trasladó por completo a esos tribunales. 

12.4  Órgano jurisdiccional competente 

El conocimiento de los juicios de amparo directo corresponde a los tribu-
nales colegiados de circuito. Así lo prevén la LAmp y la lopjf, art 37, fracc 
I. La competencia se fija de acuerdo con el lugar de residencia de la auto-
ridad que haya dictado el acto reclamado y, en su caso, según la materia.

A la fecha, según el Consejo de la Judicatura Federal, funcionan 222 
tribunales colegiados, distribuidos en los 32 Circuitos coincidentes con 
las entidades del país. 

Si el ciudadano “equivoca” el órgano y presenta una demanda por un 
asunto susceptible de ser reclamado por amparo directo, ante un juez de 
distrito o un tribunal unitario de circuito, éstos, en caso de así estimarlo, 
declararán carecer de competencia y de inmediato remitirán la demanda 
y sus anexos al tribunal colegiado de circuito que corresponda. El presi-
dente del colegiado decidirá en tal caso, sin trámite alguno, si acepta o 
no la competencia, en términos de lo previsto en el art 47 de la LAmp.

Paralelamente, la LAmp contempla la posibilidad de que la scjn, ya 
sea por vía de sus salas o del Pleno, ejerza la facultad de atracción para 

	 4	Ibídem, pp 2 y 3.
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12.5 Procedencia             163

conocer de un amparo directo cuando por su interés y trascendencia así 
se amerite. Esto puede hacerse de manera oficiosa o a solicitud del pro-
curador general de la República. El procedimiento para determinar dicha 
atracción se prevé en las tres fracciones del art 40 de la ley. Si el Pleno o 
la Sala decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento; 
en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.

12.5  Procedencia

Básicamente, el juicio de amparo directo procede contra sentencias defi-
nitivas, laudos o resoluciones que ponen fin al juicio. Así lo prevé el art 
170, fracc I de la LAmp. Los quejosos podrán reclamar violaciones come-
tidas en la sentencia al resolver, o violaciones cometidas durante el pro-
ceso que trasciendan a ésta. 

Efectivamente, una cuestión fundamental para la materia de amparo 
directo es distinguir el momento en el cual se ha producido el acto que 
va a reclamarse. El acto a reclamar puede consistir en algún resolutorio 
de la sentencia, lo cual supone que la violación se ha cometido durante 
la operación de fallo y resolución, como puede ser típicamente por viola-
ción a los principios de congruencia, exhaustividad o motivación; o pue-
de tratarse de alguna violación a las reglas del procedimiento presentada 
en un momento previo y que, por su naturaleza, al afectar la defensa del 
quejoso, trasciende al resultado del fallo pues le resta a éste legitimidad.

En todo caso, en esta materia rige el principio de definitividad, según 
el cual el juicio de amparo directo procederá sólo si previamente se ago-
taron los recursos ordinarios establecidos por la ley de la materia, en 
virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas se pueden modificar o 
revocar. De este modo, no existiría la posibilidad de impugnar en amparo 
directo la sentencia de primera instancia.

12.5.1 � Procedencia por violaciones en la sentencia (in judicando)

En este caso se trata de alegar vicios de fondo en la sentencia, es decir, 
violaciones que ocurren al dictar resolución. Típicamente, puede tratarse 
por ejemplo del hecho de no tomar en cuenta para la decisión ciertas 
pruebas de relevancia para quien solicita el amparo.

Lo alegado es el sentido de la decisión, pero siempre en atención a que 
ha de argumentarse una violación constitucional y no sólo alegar cuestio-
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164             AMPARO DIRECTO

nes de mera legalidad, como la interpretación y aplicación de la norma 
hecha por el juzgador. No obstante, como es claro que cuando se alega la 
errónea motivación de la decisión judicial si bien se trata de problemas 
de legalidad, éstas trascienden al ámbito constitucional al violentarse la 
garantía de legalidad.

En cuanto a tales vicios in judicando, Burgoa señala que son cuestio-
nes de ilegalidad de la sentencia en el tema de la resolución del asunto, 
las cuales “se traducen en la falta de aplicación o aplicación indebida de las 
disposiciones sustantivas conducentes a la solución del conflicto de fondo 
suscitado entre las partes, así como en la inobservancia, en el mismo 
fallo, de las normas adjetivas referentes a la valoración probatoria”.5

De igual manera cabe precisar que cuando el acto reclamado lo cons-
tituye una sentencia de apelación emitida por el tribunal de segunda ins-
tancia, no es dable acoger conceptos de violación enderezados en rela-
ción con la sentencia de primer grado, ya sea pretendiendo apoyarse en 
sus consideraciones o desvirtuarlas.

En el ámbito penal, también podría concederse el amparo en el rubro 
de la individualización de la pena en la sentencia, cuando ésta no se pre-
senta adecuadamente motivada. Respecto a tal ejemplo destaca la juris-
prudencia siguiente:

Individualización de la pena. La imposición del grado de culpabilidad al justicia-
ble con base en una lista de circunstancias que le benefician o le perjudican, sin 
confrontar los factores establecidos en el artículo 57 del Código Penal del Estado 
de México, carece de fundamentación y motivación y hace procedente la conce-
sión del amparo.  La individualización de la pena constituye una facultad discrecional 
de la autoridad jurisdiccional, que se rige por los lineamientos del artículo 57 del 
Código Penal del Estado de México, del cual se advierte que para graduar la culpabilidad 
de un justiciable no basta elaborar una lista de las circunstancias que le beneficien o 
le perjudiquen, sino que es imperioso realizar un verdadero ejercicio de confrontación 
entre unos factores y otros, para extraer pormenorizada y claramente los elementos 
que conllevan a elevar el grado de culpabilidad mínimo, ya que, de no hacerse así, la 
imposición del grado de culpabilidad carecerá de fundamentación y motivación. En 
tal virtud, si la responsable únicamente se concretó a efectuar esa lista sin confrontar 
los factores establecidos en el citado numeral, procede conceder la protección federal 
para que se formule.6

	 5	�Ignacio Burgoa Orihuela (2005), Diccionario de derecho constitucional, garantías y amparo, 
8a ed, México, Editorial Porrúa, p 437.

	 6	�Jurisprudencia 2 003 999 [Tesis: II.3o.P. J./1 (10a.)], 10a época, tcc, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, Libro XXII, julio de 2013, t 2, p 1224.
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12.5 Procedencia             165

12.5.1.1  Sentencia definitiva

Una sentencia es la resolución que pone fin a un proceso y decide el fon-
do del litigio. Según la raíz etimológica latina sententia, que significa dic-
tamen o parecer, la sentencia supone una declaración del juez, en la cual 
manifiesta su sentir acerca de la controversia o disputa. El vocablo sen-
tencia puede utilizarse para denominar tanto el acto procesal en el cual se 
resuelve, como el documento en el cual se asienta la resolución producto 
de dicho acto del juzgador.7

Se entiende por sentencia definitiva la que decide el juicio en lo prin-
cipal; por ejemplo, en el renglón penal es aquella dictada por un tribunal 
de segunda instancia, la cual ratifica o revoca la determinación respecto 
a la existencia o no de responsabilidad penal y la consecuente imposición 
o no de la pena. 

Igualmente, en el caso del laudo de la materia laboral se trata de una 
resolución definitiva a la controversia, análoga en sus efectos y naturaleza 
a una sentencia. La naturaleza de los laudos ha sido objeto de análisis y 
discusión, así como hay posiciones doctrinales que apuntan los ras- 
gos distintivos del laudo dado por los representantes que integran las 
juntas, frente a la sentencia que dictan jueces o magistrados profesiona-
les. Acerca de este punto, Dávalos comenta:

La denominación de laudo que se da a las resoluciones que deciden el fondo 
de un conflicto laboral, es acorde con la circunstancia de que sean pronun-
ciadas por una junta de conciliación y “arbitraje”. Si se trata de un arbitraje, 
es natural que la decisión pronunciada constituya un laudo. [No obstante] 
la palabra “arbitraje” referida a las juntas, no las identifica con el árbitro 
tradicional, ni el laudo es una decisión que pueda resultar ajena al derecho, 
pues las juntas sustentan (...) un verdadero fallo judicial, en el cual deben 
razonar la apreciación de las pruebas.8

Sin embargo, para efectos de la materia de amparo, su naturaleza es 
la de una resolución definitiva.

	 7	�Cfr Héctor Fix-Zamudio (2002), “Sentencia”, Enciclopedia jurídica mexicana, t 6, México, 
Editorial Porrúa, p 393; Carlos Barragán Salvatierra (1999), Derecho procesal penal, Méxi- 
co, McGraw-Hill Interamericana Editores, p 457.

	 8	�José Dávalos Morales (2008), Derecho colectivo y derecho procesal del trabajo, 5a ed, México, 
Editorial Porrúa, p 234.
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166             AMPARO DIRECTO

12.5.1.2  Sentencias equiparables a definitivas

Dichas sentencias son aquellas de primera instancia que podrán recla-
marse directamente en amparo sólo si la ley de la materia de que se trate 
prevé la renuncia a los recursos de parte del interesado. Anteriormente, 
la legislación de amparo hoy abrogada preveía este señalamiento en el 
art 46, referido a las sentencias en materia civil en las que se renuncia de 
manera expresa a los recursos ordinarios. 

En la legislación vigente, la posibilidad de ejercitar amparo contra 
sentencias de primera instancia es una excepción al principio de definiti-
vidad. Así, la fracc I del art 170 dispone que para la procedencia del juicio 
deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se establezcan 
en la ley de la materia, salvo el caso en que la ley permita la renuncia de 
los recursos.

12.5.1.3  Resoluciones que ponen fin al juicio 

Dichas resoluciones son las que sin decidirlo en lo principal lo dan por 
concluido, como es típicamente la resolución de sobreseimiento.

En materia penal, por ejemplo, respecto a la procedencia del am-
paro directo contra la resolución de sobreseimiento sin recurso ordina-
rio previsto en la ley es de interés la siguiente jurisprudencia de la Pri-
mera Sala:

Amparo directo. Es procedente contra la resolución que decreta firme el sobre-
seimiento de la causa penal (legislación federal y de los estados de México y de 
Chiapas).  De los artículos 44, 46 y 158 de la Ley de Amparo abrogada, en relación con 
el numeral 107, fracciones III, inciso a), párrafos primero y tercero, y V, inciso a), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que el amparo directo 
procede contra las resoluciones dictadas por órganos jurisdiccionales que pongan fin 
al juicio sin decidirlo en lo principal y respecto de las cuales no proceda algún recurso 
ordinario por el que puedan ser modificadas o revocadas. En ese sentido, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que la determinación que 
deja firme el sobreseimiento de la causa penal, contra la cual no procede algún me-
dio de impugnación, adquiere el estatus de sentencia absolutoria con categoría de 
cosa juzgada, como lo previenen los artículos 304, 275 y 523 bis, de los Códigos 
de Procedimientos Penales Federal y de los estados de México y de Chiapas, respecti-
vamente —que regulan el sistema penal anterior a la reforma del 18 de junio de 
2008— por lo que constituye una resolución que pone fin al proceso penal iniciado a 
partir de que el juez radicó la averiguación previa pues sus efectos necesariamente 
dan por concluido el juicio sin resolverlo en el fondo, ya que no decide sobre la exis-
tencia del delito o la responsabilidad del inculpado, pero culmina en definitiva la tra-
mitación del proceso penal, lo que permite determinar que en su contra procede el 
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12.5 Procedencia             167

juicio de amparo directo, cuyo conocimiento corresponde a un Tribunal Colegiado de 
Circuito.9

12.5.2 � Procedencia por violaciones en el procedimiento 
(in procedendo)

Cabe recordar que para el tema del amparo, las violaciones procesales 
pueden ser de dos tipos: de imposible reparación o susceptibles de ser 
reparadas. En el caso de las primeras, cuya ejecución supone una restric-
ción o lesión a derechos fundamentales no reparable, han de ser reclama-
das por amparo indirecto, pues el quejoso no está obligado a soportar la 
lesión.

En el amparo directo se trata de alegar incumplimientos de la norma-
tiva procesal que son susceptibles de reparación, es decir, durante el pro-
ceso se pueden subsanar o remediar, aun incluso en el final, al dictar la 
sentencia. Solamente cuando se emite dicha sentencia sin que se haya 
remediado la violación, se puede considerar violentado el derecho a tener 
un proceso justo, pues la violación se convierte en una mancha que su-
pone que el proceso se ha llevado a cabo de forma inequitativa al afectar 
el derecho de defensa de una de las partes. De este modo, no puede 
considerarse que la sentencia final sea correcta, pues aun si está apegada 
a derecho, ha devenido de una violación procesal que supuso la indefen-
sión de una de las partes. 

Supuestos específicos de violaciones procesales reclamables en 
amparo directo 

La legislación de amparo se encarga de enunciar un listado de violaciones 
procesales que pueden ser reclamadas en el amparo directo. Por ejemplo, 
se incluyen violaciones a las formalidades esenciales del procedimiento 
en los puntos de notificación o citación a juicio, así como admisión de 
pruebas y oportunidad de alegar.

El numeral 172 de la LAmp establece que esas violaciones en juicios 
tramitados ante los tribunales administrativos, civiles, agrarios o del tra-
bajo pueden ocurrir cuando: no se le cite al juicio o se le cite en forma 
distinta de la prevenida por la ley; haya sido falsamente representado en 
el juicio de que se trate; se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o 

	 9	�Jurisprudencia 2 009 652 [Tesis: 1a./J. 40/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala , Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 21, agosto de 2015, t I, p 459.
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168             AMPARO DIRECTO

se desahoguen en forma contraria a la ley; se declare ilegalmente confeso 
al quejoso, a su representante o a su apoderado; se deseche o resuelva de 
manera ilegal un incidente de nulidad; no se le concedan los plazos o 
prórrogas a que tenga derecho con arreglo a la ley; sin su culpa se reci-
ban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes; pre-
via solicitud, no se le muestren documentos o piezas de autos para alegar 
lo relacionado con ellos; se le desechen recursos respecto a providencias 
que afecten partes sustanciales del procedimiento que produzcan estado 
de indefensión; se continúe el procedimiento después de haberse promo-
vido una competencia, o la autoridad impedida o recusada continúe co-
nociendo del juicio, salvo los casos en que la ley expresamente la faculte 
para ello; se lleve a cabo cualquier audiencia sin la presencia del juez o 
se practiquen diligencias judiciales de forma distinta de la prevenida por 
la ley, o en general cualesquiera casos análogos a juicio de los órganos 
jurisdiccionales de amparo.

En materia penal, se consideran reclamables las violaciones que 
hayan existido desde que se dicta el auto de vinculación a proceso por el 
órgano jurisdiccional. En cuanto a esta materia, la LAmp contempla en las 
22 fracciones del art 173 un amplio listado de supuestos en los cuales se 
habrán de considerar violadas las leyes del procedimiento con trascen-
dencia a las defensas del quejoso. Entre tales supuestos se prevén incum-
plimientos de principios generales del proceso penal establecidos en el 
art 20, ap A) de la cpeum, así como violaciones a derechos específicos del 
imputado. Las violaciones se pueden clasificar en los incisos siguientes:

	a)	� Violaciones al principio de inmediación: como es sabido, dicho princi-
pio obliga a la presencia activa del juez encargado de resolver en to-
das las actuaciones del proceso. Se considerará vulnerado cuando se 
desarrolle cualquier audiencia sin la presencia del juez actuante (fracc 
I) o el desahogo de pruebas lo realice una persona distinta del juez 
que deba intervenir (fracc II).

	b)	� Violaciones al principio de legalidad procesal: cuando se practique cual-
quier diligencia en forma distinta de la prevenida por la ley (fracc I), 
o cuando la sentencia se funde en alguna diligencia cuya nulidad se 
haya establecido expresamente por una norma general (fracc XX).

	 c)	 �Violaciones al principio de imparcialidad: cuando intervenga en el jui-
cio un juez que haya conocido del caso previamente (fracc III). Está 
prohibido por la legislación procesal penal que el juez de control in-
tervenga en la etapa de juicio del mismo asunto.
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12.5 Procedencia             169

	d)	� Violaciones a los principios de publicidad y oralidad: cuando la presen-
tación de argumentos y pruebas en el juicio no se realice de manera 
pública, contradictoria y oral (fracc V),

	 e)	� Violaciones al principio de igualdad de las partes: se presenta cuando 
la oportunidad para sostener la acusación o la defensa no se realice 
en igualdad de condiciones (fracc VI), o por el hecho de que el juzga-
dor reciba a una de las partes para tratar el asunto sujeto a proceso 
sin la presencia de la otra (fracc VII).

	 f)	� Violación al derecho al “careo”: cuando al imputado, si lo ha solicitado, 
no se le “caree” en presencia del juez en los supuestos y términos que 
establezca la ley (fracc IV). Aquí se refiere a la figura procesal del 
“careo” existente antes de la reforma de tránsito al sistema acusato-
rio, y que hoy día ya no se prevé en el texto constitucional, habiendo 
sido sustituida por otras pruebas, como la posibilidad de interrogar a 
los testigos durante el examen contradictorio, considerando que 
ahora también existe el derecho de la víctima a gozar de protección 
de su identidad cuando así sea requerido.

	 g)	� Violación a los derechos del acusado relacionados con la declaración: se 
presentarán cuando no se respete al imputado el derecho a declarar 
o guardar silencio, cuando la declaración del imputado se obtenga 
mediante incomunicación, intimidación, tortura o sin presencia de su 
defensor, o cuando el ejercicio del derecho a guardar silencio se uti-
lice en su perjuicio (fracc VIII).

	h)	� Violación al derecho a tener la información dentro del proceso: cuando 
el imputado no sea informado desde el momento de su detención, en 
su comparecencia ante el Ministerio Público o ante el juez, de los 
hechos que se le imputan y los derechos que le asisten (fracc IX); 
asimismo, cuando no se faciliten todos los datos que solicite para 
su defensa y que consten en el proceso o se restrinja al imputado y 
a la defensa el acceso a los registros de investigación cuando el pri-
mero esté detenido o se pretenda recibirle declaración o entrevistarlo 
(fracc XII).

	 i)	 �Violación al derecho a ofrecer pruebas: cuando no se reciban al impu-
tado las pruebas pertinentes que ofrezca o no se reciban con arreglo 
a derecho, no se le conceda el tiempo para el ofrecimiento de prue-
bas o no se le auxilie para obtener la comparecencia de las personas 
de quienes ofrezca su testimonio (fracc X).

	 j)	 �Violación al derecho a tener un juicio público: cuando el imputado no 
sea juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal (fracc XI).
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170             AMPARO DIRECTO

	 k)	� Violación al derecho a tener una defensa técnica: cuando no se respete 
el derecho a contar con una defensa adecuada por el abogado que el 
imputado elija libremente desde el momento de su detención, o en 
caso de que no quiera o no pueda hacerlo, el juez no le nombre un 
defensor público, o cuando se impida, restrinja o intervenga la comu-
nicación con su defensor, o si el defensor no comparece a todos los 
actos del proceso (fracc XIII).

	 l)	� Violación al derecho a tener un intérprete: en caso de que el imputado 
no hable o entienda suficientemente el idioma español o sea sordo o 
mudo y no se le proporcione la asistencia de un intérprete (fracc XIV).

	m)	� Violación a los derechos específicos de miembros de pueblos y comuni-
dades indígenas: cuando el imputado sea indígena y no se le propor-
cione la asistencia de un defensor que tenga conocimiento de su 
lengua y cultura (fracc XIII), en cuyo caso tendrá derecho a que se le 
proporcione la asistencia de un intérprete que tenga conocimiento de 
su lengua y cultura (fracc XIV).

	n)	 �Violación a los deberes relacionados con la citación del imputado: 
cuando no se cite al imputado para las diligencias que tenga derecho 
a presenciar o se haga en forma contraria a la ley, siempre que por 
ello no comparezca, no se le admita en el acto de la diligencia o se le 
coarten en ella los derechos que la ley le otorga (fracc XV).

	o)	 �Violaciones relacionadas con el jurado: cuando debiendo ser juzgado 
por un jurado, no se integre en los términos previstos en la ley o se 
le juzgue por otro tribunal (fracc XVI), o porque se sometan a la deci-
sión del jurado cuestiones de índole distinta de las señaladas por la 
ley (fracc XVII). Cabe recordar en este punto que la institución del 
jurado fue la gran ausente en la implementación del nuevo modelo 
de justicia penal.

	p)	� Violación al derecho a tener acceso a los recursos: cuando no se per-
mita interponer los recursos en los términos que la ley prevea res-
pecto de providencias que afecten partes sustanciales del procedi-
miento que produzcan indefensión (fracc XVIII).

	 q)	 �Violación al principio de fijación del objeto de la acusación: cuando 
seguido el proceso por el delito determinado en el auto de vinculación 
a proceso, el quejoso hubiese sido sentenciado por diverso delito 
(fracc XXI). 

En estos últimos casos se hace la precisión de que se admite una 
recalificación en grado del delito, aunque sin cambiar el tipo, pues no se 
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12.5 Procedencia             171

considerará que el delito es diverso cuando quien se exprese en la sen-
tencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso. Se 
permite cambiar la calificación (esto es, el tipo) cuando lo hace la parte 
acusadora y da oportunidad de contradicción, siempre que se refiera a 
los mismos hechos materiales que fueron objeto de la investigación y el 
quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación durante 
el juicio.

Asimismo, se deja abierto el listado al señalar que podrán conside-
rarse iguales violaciones los casos análogos a los anteriores a juicio del 
órgano jurisdiccional de amparo. 

Si bien el encabezado del precepto establece que las anteriores viola-
ciones procesales trascienden a las defensas del quejoso, en todo caso ha 
de estarse a que corresponde al tribunal colegiado conocedor de la de-
manda de amparo determinar si la violación que se alega realmente 
trascendió al fallo.

12.5.3  Amparo directo contra normas generales

Otra hipótesis es la posibilidad de impugnar en amparo directo violacio-
nes ocurridas en sentencia por la aplicación de normas generales consi-
deradas inconstitucionales. En este caso, se alegará la ley o leyes aplica-
das cuando su aplicación durante el juicio genere cuestiones que se 
pueden reparar, en virtud de no afectar derechos sustantivos ni constituir 
violaciones procesales relevantes. Esto podrá reclamarse sólo en dicho 
amparo directo contra la resolución definitiva.

De este modo, la fracc II del art 170 de la LAmp dispone que el am-
paro procede contra sentencias definitivas y resoluciones que pongan fin 
al juicio dictadas por tribunales de lo contencioso administrativo cuando 
éstas sean favorables al quejoso, para el único efecto de hacer valer con-
ceptos de violación en contra de las normas generales aplicadas. En estos 
casos, el juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone y se 
admite el recurso de revisión en materia contenciosa administrativa pre-
visto por el art 104 constitucional. El tribunal colegiado resolverá primero 
lo relativo al recurso de revisión contenciosa administrativa y sólo si éste 
se considera procedente y fundado, se avocará al estudio de las cuestio-
nes de constitucionalidad planteadas en el juicio de amparo.
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172             AMPARO DIRECTO

12.6  Amparo directo interpuesto por la víctima

En materia de amparo penal, el nuevo régimen constitucional señala ex-
presamente la legitimación de la víctima u ofendido del delito para im-
pugnar las sentencias absolutorias y los autos que se refieran a la libertad 
del imputado. 

La interpretación constitucional de la norma del art 170 de la LAmp 
ha establecido que debe tratarse de autos que decreten la libertad abso-
luta del inculpado y no simplemente el que lo haga con restricciones de 
ley. En tal sentido es aplicable la siguiente tesis de la Primera Sala: 

Amparo directo contra los autos que se refieran a la libertad del imputado. 
Cuando lo promueve la víctima u ofendido del delito, sólo procede si decretará 
la libertad absoluta (interpretación del artículo 170, fracción I, párrafo segundo, 
de la Ley de Amparo).  La porción normativa referida, al prever que en materia penal 
las sentencias absolutorias y los autos que se refieran a la libertad del imputado po-
drán impugnarse por medio del juicio de amparo directo por la víctima u ofendido del 
delito en los casos establecidos por el artículo 173 de la propia ley, más que una dife-
rencia en las reglas de procedencia del amparo directo o un supuesto de excepciona-
lidad a su principio base de definitividad, constituye un reconocimiento legal de la 
legitimación activa de las víctimas y los ofendidos de un delito para objetar los autos 
referidos a la libertad del inculpado, que debe de guardar una lógica y sistematicidad 
con el resto de las normas que regulan el ámbito de procedencia del juicio de amparo 
directo. Así, dado que este medio de control procede únicamente contra las senten-
cias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin a un juicio, el auto de libertad 
impugnable a través del mismo por las víctimas u ofendidos del delito sólo puede ser 
el que cumpla con esas características, como lo es el auto que decreta la libertad abso-
luta del inculpado y no el que lo haga con restricciones de ley, según precedentes de 
esta Suprema Corte, cuyas consideraciones no se han visto trastocadas con la emisión 
de la Ley de Amparo vigente (en específico el criterio reflejado en la tesis de juris- 
prudencia 1a./J. 10/2007; (1) consecuentemente, en relación con el resto de las reso-
luciones de término constitucional derivadas de la consignación de una persona ante 
autoridad jurisdiccional, la vía procedente, en su caso y si se cumplen los requisitos 
correspondientes, sería el juicio de amparo indirecto. Lo anterior bajo la premisa de 
que para efectos de la procedencia del juicio de amparo que corresponda, será nece-
sario agotar por parte de las víctimas u ofendidos los recursos ordinarios que puedan 
modificar o revocar dichos autos de libertad, siempre y cuando la legislación adjetiva 
aplicable les haya otorgado legitimación para interponer el respectivo medio de 
impugnación.10

	 10	�Jurisprudencia 2 010 326 [Tesis: 1a./J. 60/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t II, p 1525.
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12.6 Amparo directo interpuesto por la víctima           173

Cuando se trate de amparo directo por violaciones durante el proce-
dimiento, éstas pueden ser las establecidas en la fracc XIX del art 173 de 
la LAmp, y que básicamente se refieren a violaciones a derechos de la 
víctima u ofendido del delito reconocidos en la Constitución, a saber:

	a)	�� A que se le proporcione asesoría jurídica y se le informe tanto de los 
derechos que le asisten como del desarrollo del procedimiento penal;

b)	� A coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le reciban todos los datos 
o elementos de prueba con los que cuente tanto en la investigación como 
en el proceso y a que se le permita intervenir en el juicio;

	c)	��� Al resguardo de su identidad cuando sean menores de edad o por delitos 
de violación, secuestro, delincuencia organizada o trata de personas y 
cuando a juicio del juzgador sea necesaria su protección, salvo que tal 
circunstancia derive de la debida salvaguarda de los derechos de la de-
fensa, y

	d)	� A solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la pro-
tección y restitución de sus derechos.

Para reclamar alguna de dichas violaciones procesales, la víctima de-
berá hacer valer durante el proceso el recurso correspondiente, en aten-
ción al principio de definitividad. Este requisito no será exigible en ampa-
ros en los que la víctima sea menor de edad o incapaz y se afecten sus 
derechos.

Algún criterio de un tribunal colegiado ha considerado que en aten-
ción al principio de progresividad, ha de estimarse que la legitimación 
procesal de la víctima no debe constreñirse únicamente a tales supuestos 
de violaciones procesales, sino que debe incluir también apartados rela-
cionados con la acreditación del delito y la plena responsabilidad del 
sentenciado (esto es, las cuestiones de fondo del proceso penal) dada la 
relación que existe entre tal determinación y la pretensión reparatoria. 
Cabe citar el criterio siguiente:

Víctima u ofendido del delito. Al promover el juicio de amparo directo contra 
sentencia definitiva que absuelve al inculpado, en atención al principio de pro-
gresividad, puede impugnar tanto violaciones procesales como apartados rela-
cionados con la acreditación del delito y la plena responsabilidad penal, al hacer 
esa resolución nugatorio su derecho fundamental a la reparación del daño.  De 
conformidad con los artículos 170 y 173, fracción XIX, de la Ley de Amparo, los supues-
tos de procedencia del juicio de amparo directo en materia penal, promovido por la 
víctima u ofendido del delito, tratándose de una sentencia definitiva absolutoria, se 
encuentran acotados a aquellas violaciones procesales que, cometidas en el procedi-
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174             AMPARO DIRECTO

miento, puedan vulnerar sus derechos, trascendiendo en sus defensas, lo que implica 
que no pueden impugnarse aspectos relativos al fondo del asunto, sino únicamente 
aquellos vinculados con violaciones de carácter adjetivo acaecidas durante el trámi- 
te del juicio que trasciendan en sus defensas; sin embargo, en atención al principio de 
progresividad inmerso en el artículo 1o, párrafo tercero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos —que se traduce en la prohibición de cualquier retro-
ceso en los medios establecidos para el ejercicio, tutela, reparación y efectividad de los 
derechos humanos— y en aras de permitir que la víctima u ofendido reclame la cons-
titucionalidad de la resolución de la cual depende su derecho fundamental a la repa-
ración del daño, se concluye que su legitimación procesal no se constriñe únicamente 
a los supuestos establecidos en la citada fracción XIX del artículo 173, sino que debe 
atenderse con la amplitud de protección establecida en el artículo 20 constitucional, 
y analizar cuando se reclama la afectación personal y directa de alguno de los dere-
chos humanos ahí reconocidos, en la especie el derecho fundamental a la reparación 
del daño. Consecuentemente, la legitimación procesal activa de la víctima u ofendi- 
do del delito, a fin de acreditar su derecho a la reparación del daño, le permite acudir 
al amparo directo reclamando la sentencia definitiva absolutoria, impugnando aparta-
dos relacionados con la acreditación del delito y la plena responsabilidad del senten-
ciado, pues si bien aquella resolución no afecta directamente la reparación del daño, 
que como derecho fundamental consigna la Constitución Federal, al no existir con-
dena alguna implica que, de facto, tal reparación no ocurra por afectar la pretensión 
reparatoria, por lo cual se le puede relacionar inmediatamente con dicho derecho 
fundamental, en tanto lo hace nugatorio.11

La nueva configuración del amparo promovido por la víctima del de-
lito aun suscita muchas dudas, pues supone retos diversos de los del 
amparo tradicional, enfocado principalmente en la protección del impu-
tado. 

Respecto a las violaciones procesales que pueden alegarse en amparo 
directo, autores como Del Castillo consideran que estos vicios “son fran-
camente inadmisibles, por inoperantes”. Por ejemplo, dicho autor señala 
que si no se ha resguardado la identidad de la víctima, aun cuando la 
sentencia de amparo mande reponer el procedimiento para subsanar esa 
violación, esto en nada incidirá sobre el fondo del proceso, es decir, la no 
acreditación de la responsabilidad del imputado. En consecuencia, para 
este autor: “Estamos ante actos consumados de modo irreparable, puesto 
que de haberse negado la asesoría jurídica, de no informársele el avance 
del proceso, no hacérsele saber sus derechos (...) no podrá restablecérsele 
en ese bien jurídico, de donde deviene lo absurdo de este listado de hipó-

	 11	�Tesis aislada 2 005 097 [Tesis: VI.2o.P.16 P (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, t II, p 1273.
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12.7 Plazo           175

tesis de vicios procesales que puede alegar la víctima en amparo di-
recto”.12

12.7  Plazo 

En términos de los arts 17 y 18 de la LAmp, el plazo general para presen-
tar la demanda de amparo será de quince días. Este plazo empezará a 
calcularse a partir del día siguiente a aquel en que la notificación al que-
joso del acto o resolución que reclame surta efectos conforme a la ley del 
acto, o a aquel día en que se haya tenido conocimiento o el quejoso se 
ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución.

Existen ciertas excepciones a esta regla general. En materia de am-
paro directo, la principal es que cuando se reclame la sentencia definitiva 
condenatoria en un proceso penal que imponga pena de prisión, podrá 
interponerse en un plazo de hasta ocho años. Esta excepción sólo bene-
ficia al acusado, ya sentenciado, pues su derecho a la libertad personal 
resulta mayormente comprometido con dicha sentencia que le impone 
una pena. De este modo, aunque la víctima puede también presentar 
amparo contra dicha sentencia si considera que la resolución le resulta en 
una afectación a algún derecho, el plazo para este sujeto será el genérico 
de quince días y no el ampliamente extensivo de ocho años, consideran-
do que es para proteger al acusado. En tal sentido, es aplicable la siguiente 
jurisprudencia del Pleno:

Víctima u ofendido del delito. El plazo para que presente la demanda de amparo 
directo contra la sentencia definitiva condenatoria que impone pena de prisión 
es el genérico de 15 días.  Conforme al artículo 17 de la Ley de Amparo, el plazo para 
presentar la demanda relativa es de 15 días, con la excepción, entre otros, del supuesto 
contenido en su fracción II, específicamente cuando se reclame la sentencia definiti- 
va condenatoria en un proceso penal que imponga pena de prisión, para cuya impug-
nación se estableció el plazo de hasta ocho años. Ahora bien, de la lectura integral de 
dicha fracción deriva que el legislador no hizo distinción alguna sobre si ese plazo es 
aplicable únicamente al sentenciado o también a la víctima u ofendido del delito; sin 
embargo, de un análisis cuidadoso y conforme se llega al convencimiento de que el 
lapso indicado atendió no sólo a la naturaleza del acto reclamado, sino a la afectación 
del derecho humano a la libertad personal por ser uno de los derechos fundamenta- 
les de mayor rango; por ello, el referido plazo sólo podría ser aplicable a quien resiente 
la afectación directa a su libertad personal; de ahí que el plazo con que cuenta la víc-

	 12	�Alberto Del Castillo del Valle (2013), Compendio de juicio de amparo, México, eja, pp 147 y 148.
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176             AMPARO DIRECTO

tima u ofendido para presentar la demanda de amparo directo contra una sentencia 
definitiva condenatoria que imponga pena de prisión es el genérico de 15 días, acorde 
con el párrafo primero del artículo 17 citado.13

Otra excepción al plazo es la señalada en la fracc IV del art 17, según 
la cual la demanda de amparo podrá presentarse en cualquier tiempo 
cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ata-
ques a la libertad personal fuera del procedimiento, incomunicación, de-
portación o expulsión, proscripción o destierro, desaparición forzada de 
personas o alguno de los prohibidos por el art 22 de la Constitución, así 
como la incorporación forzosa al ejército, la armada o la fuerza aérea na-
cionales.

12.8  Substanciación del amparo directo

12.8.1  Demanda 

Si se trata de un procedimiento escrito, según se ha dicho, la demanda 
de amparo directo habrá de presentarse de esta manera. Los requisi- 
tos de fondo que ha de contener dicho documento son los previstos en el 
art 175 de la LAmp. Este numeral señala lo siguiente:

Artículo 175.  La demanda de amparo directo deberá formularse por escrito, 
en el que se expresarán:

	 I.	� El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;
	 II.	� El nombre y domicilio del tercero interesado;
	III.	� La autoridad responsable;
	IV.	� El acto reclamado.
	�       Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que 

haya puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general 
aplicada, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de vio-
lación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma gene-
ral, debiéndose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte consi-
derativa de la sentencia;

	 V.	� La fecha en que se haya notificado el acto reclamado al quejoso o aque-
lla en que hubiese tenido conocimiento del mismo;

	 13	�Jurisprudencia 2 007 404 [Tesis: P./J. 47/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, t I, p 5.
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12.8 Substanciación del amparo directo           177

	VI.	� Los preceptos que, conforme a la fracción I del artículo 1o de esta ley, 
contengan los derechos humanos cuya violación se reclame, y

	VII.	� Los conceptos de violación.

En primer lugar, se entiende que el nombre y domicilio del quejoso 
son fundamentales para establecer la personalidad del sujeto que solicita 
la protección de la justicia federal, así como el lugar donde habrán de 
realizarse las notificaciones. Lo mismo se requiere para el caso del tercero 
interesado que en materia penal (por ejemplo, en caso de ser quejoso el 
acusado) será la víctima del delito, y viceversa.

La autoridad responsable, en el caso, es el tribunal que ha emitido la 
resolución de que se trate. El acto reclamado es la sentencia, precisando 
la fecha en que se notificó aquélla al quejoso o cuando tuvo conocimiento 
de ésta. Cabe precisar que la demanda de amparo no debe reclamar la 
sentencia de primera instancia, aun si el tribunal de alzada simplemente 
la confirma, pues lo reclamado es la resolución con carácter definitivo.

En cuanto al apartado de la argumentación jurídica de fondo, se pre-
cisarán cuáles son los derechos humanos que se consideran vulnera- 
dos, señalando expresamente los preceptos en los cuales se encuentren 
positivizados tanto en la Constitución como en los textos del derecho 
internacional de los derechos humanos (didh) aplicables. 

Finalmente, los conceptos de violación, que constituyen la argumen-
tación de fondo de la demanda de amparo, son el apartado en el cual se 
demuestra la calidad y el oficio del litigante, en tanto logra construir de 
forma sólida las razones por las cuales estima que el acto reclamado 
es contrario a sus derechos. Éste es propiamente el ámbito en el cual se 
gana o se pierde el amparo, según si la argumentación expresa con clari-
dad la violación alegada o si sólo se limita a repetir la norma constitucio-
nal sin conectarla lógicamente con la situación concreta. Lo mismo es 
aplicable cuando simplemente se hace mención de convenciones inter-
nacionales de derechos humanos, o se invoca la aplicación del principio 
pro persona o del control de constitucionalidad, pero sin establecer la 
aplicabilidad de esto al asunto.

Cuando se trate de violaciones durante el procedimiento, el quejoso 
deberá hacerlas valer todas en su demanda, con la prevención de que las 
que no se hagan valer se tendrán por consentidas, según el art 174 de la 
LAmp. No bastará enunciarlas, sino deberá precisarse la forma como tras-
cendieron en su perjuicio al resultado del fallo.

Sobre tal precisión es aplicable la jurisprudencia siguiente:
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178             AMPARO DIRECTO

Violaciones procesales. El quejoso debe precisar en su demanda de amparo 
directo la forma en que trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo, a fin 
de que el Tribunal Colegiado de Circuito cumpla con la obligación de examinar-
las, salvo las que advierta en suplencia de la queja.  El artículo 107, fracción III, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
Tribunales Colegiados de Circuito que conozcan del juicio de amparo directo contra 
sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio deberán decidir 
respecto de todas las violaciones procesales que se hacen valer, sea que se cometan 
en dichas resoluciones o durante el procedimiento, siempre y cuando afecten las 
defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo, así como en relación con 
aquellas que, cuando proceda, adviertan en suplencia de la queja. Ahora bien, el que 
la disposición constitucional no señale los requisitos que debe reunir la demanda de 
amparo directo para el estudio de las violaciones procesales no significa que la ley 
secundaria no pueda hacerlo, en tanto que a ésta corresponde desarrollar y detallar 
los que deben cumplir las demandas para su estudio, ajustándose a los principios y 
parámetros constitucionales, esto es, deben ser razonables y proporcionales al fin 
constitucionalmente perseguido. Por tanto, el incumplimiento de la carga procesal 
a cargo del quejoso, en términos del artículo 174 de la Ley de Amparo, consistente en 
precisar en la demanda principal y, en su caso, en la adhesiva la forma en que las 
violaciones procesales que haga valer trascendieron en su perjuicio al resultado del 
fallo, traerá como consecuencia que el Tribunal Colegiado de Circuito no esté obli-
gado a su análisis, excepto en los casos en que proceda la suplencia de la queja y 
siempre que no pase por alto su obligación de atender a la causa de pedir expresada 
por los promoventes. Este requisito procesal, además de resultar razonable pues se 
pretende proporcionar al tribunal de amparo todos los elementos necesarios para el 
estudio del asunto, no puede catalogarse como excesivo y, por tanto, denegatorio 
de justicia y contrario al nuevo marco constitucional de los derechos humanos, pre-
visto en el artículo 1o constitucional, porque las garantías judiciales se encuentran 
sujetas a formalidades, presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos y 
medios de defensa que deben observarse por razones de seguridad jurídica, para 
una correcta y funcional administración de justicia, y efectiva protección de los dere-
chos humanos.14

12.8.2  No protesta legal

Se trata aquí de una cuestión meramente forense. Según afirma Silva Ra-
mírez, en el escrito de demanda de amparo directo no se requiere que el 
quejoso exprese la “protesta legal”, porque como el tribunal que conozca 
contará con el expediente, en el cual consten los autos de los cuales 

	 14	�Jurisprudencia 2 010 151 [Tesis: 2a./J. 126/2015 (10a.)], 10a época, 2a Sala , Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t II, p 2060.
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12.8 Substanciación del amparo directo           179

emanó el acto reclamado (es decir, la sentencia reclamada) no se requiere 
que el quejoso narre los antecedentes bajo protesta.15

12.8.3  Presentación 

La demanda de amparo se presentará directamente ante la autoridad 
responsable: la sala o tribunal de segunda instancia. El escrito deberá 
presentarse con copia para cada una de las partes, aun cuando si la de-
manda se presenta de manera  “equivocada”, ante una autoridad distinta 
de la responsable, no interrumpe los plazos que para su promoción esta-
blece la ley.

12.8.4  Prevenciones al promovente

La autoridad responsable, al recibir la demanda, si no se acompaña de las 
copias requeridas prevendrá al promovente para que entregue las co- 
pias faltantes en un plazo de cinco días. Sin embargo, esta prevención no 
opera en la materia penal, de acuerdo con el segundo párr del art 177 de 
la LAmp, que obliga a la autoridad responsable a mandar sacar las copias 
faltantes de forma oficiosa.

12.8.5  Suspensión del acto reclamado 

En el juicio de amparo directo, la decisión sobre la suspensión del acto 
reclamado corresponde a la autoridad responsable porque ésta recibe la 
demanda, según se vio en líneas anteriores. 

En el caso del amparo laboral, cuando se reclamen laudos o resolucio-
nes que pongan fin al juicio dictados por tribunales del trabajo, la sus-
pensión se concederá cuando no se ponga a la parte trabajadora en peligro 
de no subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, a juicio del pre-
sidente del tribunal respectivo. En tales supuestos, sólo se suspenderá la 
ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Las reglas generales de la suspensión (por ejemplo, en el tema de 
otorgamiento de garantías) son aplicables en esta materia, salvo en lo pe-
nal. Para el caso de los juicios penales, la LAmp prevé el mandato expre-
so de que la autoridad responsable, tras la sola presentación de la de-

	 15	�Luciano Silva Ramírez (2010), El control judicial de la constitucionalidad y el juicio de amparo 
en México, México, Editorial Porrúa, p 412.
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180             AMPARO DIRECTO

manda, deberá ordenar de oficio y de plano la suspensión de la resolución 
reclamada; así lo señala el art 191. 

En complemento, es oportuno destacar que cuando la sentencia re-
clamada suponga la imposición de pena privativa de libertad, la suspen-
sión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano 
jurisdiccional de amparo, por mediación de la autoridad responsable, la 
cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita y ésta procede.

Dicha regla de suspensión oficiosa de la sentencia estaba presente en 
la anterior legislación, de ahí que la doctrina constitucional considerara 
que a diferencia del amparo indirecto, en el cual la suspensión tiene natu-
raleza de incidente, en el amparo directo la suspensión constituye un 
simple trámite procesal que ha de cumplir la autoridad responsable. 

Como en el nuevo régimen de amparo en materia penal la víctima 
también está legitimada para presentar demanda de amparo directo, esto 
crea respecto a la suspensión y el derecho a la libertad personal del impu-
tado diversas situaciones que requieren un tratamiento diverso: a) que el 
acusado se encuentre sujeto a detención preventiva y presente amparo 
directo contra la resolución que le mantiene en esa condición privativa de 
libertad, ahora decretada como pena; b) que el acusado se encuentre 
en libertad y presente amparo directo contra la resolución que le impone 
pena privativa de libertad, y c) que la víctima presente amparo directo 
contra una sentencia absolutoria, esto es, la que declara la libertad perso-
nal del sujeto.

En los dos primeros escenarios, cuando el acusado es el quejoso, la 
parte final del art 191 de la LAmp, el cual señala que la autoridad de 
amparo deberá poner al quejoso en libertad caucional si la solicita y ésta 
procede, ha de interpretarse en relación con el nuevo sistema acusatorio, 
en el cual la libertad caucional ha desaparecido, de modo que lo proce-
dente ahora es, según el caso, aplicar alguna de las medidas cautelares 
previstas en la legislación procesal (en concreto, el art 155 del cnpp), 
entre las cuales la prisión preventiva se prevé como última medida, si 
bien existen ciertos delitos en los que se aplicará de manera oficiosa, en 
concordancia con lo previsto en el art 19 de la cpeum.

Coincidimos en esto con lo expresado por Ferrer Mac-Gregor y Sán-
chez Gil,16 quienes interpretan el art 191 respecto a la suspensión en el 
amparo indirecto: la distinción que hace la LAmp en su art 166, según si 

	 16	�Cfr Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Rubén Sánchez Gil (2013), El nuevo juicio de amparo y el 
proceso penal acusatorio, México, unam, Instituto de Investigaciones Jurídicas/Instituto de 
Formación Profesional de la pgjdf, pp 95 y 96.
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12.8 Substanciación del amparo directo           181

el acto reclamado privativo de la libertad se da en el caso de un delito que 
amerita o no prisión preventiva oficiosa.

En ese orden de ideas, se plantea el peculiar escenario de que la auto-
ridad de amparo habrá de determinar cuál medida cautelar tendrá que 
aplicarse. En nuestra opinión, para adecuarse a los fines del nuevo sis-
tema, deberá tener en cuenta factores similares a los considerados por el 
juez de control, al valorar los riesgos de que el imputado se sustraiga de 
la justicia o de que pueda poner en peligro a la víctima, pues en este 
momento el proceso se habrá concluido, de modo que el riesgo de entor-
pecimiento del proceso, por ejemplo, es inexistente en la destrucción de 
pruebas.

En el otro escenario, cuando se trate de que la víctima presente de-
manda de amparo contra una sentencia absolutoria, es controversial que 
en dichos casos pueda imponerse cualquier medida cautelar al sujeto 
declarado libre de responsabilidad penal en segunda instancia. 

Los citados Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil consideran la posibili-
dad de imponer medidas cautelares aun en esos casos para evitar que el 
imputado se sustraiga, velando así por los derechos de la víctima, distin-
guiendo si el acusado se encuentra o no en libertad: “En el primer caso, 
por su alto valor, la libertad del quejoso debe persistir o dictarse nueva-
mente las medidas cautelares que aseguren la presencia del acusado en 
el proceso (...) en el segundo, las mismas medidas habrían de dictarse ex 
novo, pero no debiera afectarse la libertad de la persona absuelta por 
sentencia ordinaria ejecutoria”.17

12.8.6  Actuaciones de la autoridad responsable

Una vez presentada la demanda con las copias, la autoridad que emitió 
el acto reclamado deberá realizar tres actuaciones concretas, previstas 
en el art 178 de la LAmp. Para ello, tiene un plazo de cinco días para: a) 
certificar al pie de la demanda la fecha de notificación al quejoso de la 
resolución reclamada, la de su presentación y los días inhábiles que 
mediaron entre ambas fechas; b) correr traslado de la demanda al tercero 
interesado, y c) rendir el informe con justificación.

La demanda de amparo deberá acompañarse de dicho informe, así 
como de los autos del juicio de origen con sus anexos y la constancia de 
traslado a las partes; además, deberá dejar copia certificada de las actua-

	 17	�Ibídem, p 96.
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182             AMPARO DIRECTO

ciones que estime necesarias para ejecutar la resolución reclamada o para 
proveer respecto de la suspensión. Todo esto deberá remitirlo al tribunal 
colegiado.

12.9  Substanciación ante el tribunal colegiado

12.9.1  Admisión de la demanda

Las reglas sobre la admisión o desechamiento se prevén en los arts 179, 
180 y 181 de la LAmp. Recibida la demanda con el expediente por el 
tribunal colegiado, corresponde al presidente de éste resolver en un plazo 
de tres días, si se admite la demanda o se desecha por encontrar motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia.

Cuando se encuentren irregularidades en el escrito de demanda, par-
ticularmente la falta de algunos de los requisitos de fondo que prevé el 
art 175 de la LAmp, el presidente del tribunal colegiado podrá prevenir al 
quejoso para que lleve a cabo la regularización de su demanda, subsa-
nando las omisiones o corrigiendo los defectos, contando para ello con 
un plazo máximo de cinco días. Si el quejoso no atiende a la prevención, 
el presidente del tribunal tendrá por no presentada la demanda y comu-
nicará tal situación a la autoridad responsable.

En el otro escenario, cuando el quejoso subsane su demanda o si el 
presidente no encuentra desde el inicio en el escrito ningún motivo de 
improcedencia o defecto, la tendrá por admitida y mandará notificar a 
las partes el acuerdo relativo.

Notificadas las partes, correrá para éstas un plazo de quince días, en 
el cual podrán presentar sus alegatos o promover el ahora llamado am-
paro adhesivo.

12.9.2  Demanda de amparo directo adhesivo

Esta nueva figura del amparo adhesivo se incluyó en el nuevo régimen 
constitucional del amparo en 2011 (art 107, fracc III, inc a), párr segundo 
de la cpeum) y reglamentada por la LAmp en 2013. Como apuntan Ferrer 
Mac-Gregor y Sánchez Gil, es una solución que abona a la economía 
procesal,18 en tanto permite superar las anteriores remisiones que exis-

	 18	Ibídem, p 15.
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12.9 Substanciación ante el tribunal colegiado             183

tían entre la jurisdicción de amparo y la ordinaria, con el resultado de 
prolongar la duración del asunto.

Básicamente, la figura del amparo adhesivo significa que si la contra-
parte del quejoso, el tercero, tiene alguna violación a sus derechos que 
alegar derivada del mismo proceso, deberá hacerlo valer en el mismo 
expediente de amparo directo con el fin de evitar retrasos en la resolu-
ción del asunto. La finalidad de la figura del amparo adhesivo es que se 
tramite en el mismo expediente y se resuelva en una sola sentencia. 

La presentación y trámite de este amparo adhesivo se rige por lo dis-
puesto para el amparo principal y debe seguir la misma suerte procesal 
de éste, de modo que si el principal es desestimado, el adhesivo quedará 
igualmente sin materia.

12.9.2.1  Procedencia del amparo adhesivo

En cuanto a la procedencia del amparo adhesivo, el legitimado para pre-
sentar el amparo adhesivo será la parte que haya obtenido sentencia 
favorable y quien tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado. 
Por ejemplo, en materia penal, se tratará del acusado en caso de absolu-
ción o de la víctima si se presentó la condena. 

Según establece el numeral 182 de la LAmp, el amparo adhesivo sólo 
procederá en los casos siguientes:

	I.	� Cuando el adherente trate de fortalecer las consideraciones vertidas en 
el fallo definitivo, a fin de no quedar indefenso, y

	II.	� Cuando existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar las 
defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo.

La legislación exige que en la demanda también se deberán hacer 
valer todas las violaciones procesales cometidas cuando pudieran tras-
cender al resultado del fallo y que respecto de ellas el adherente hubiese 
agotado los medios ordinarios de defensa, es decir, la reiteración del prin-
cipio de definitividad, el cual, sin embargo, no rige en la materia penal si 
se trata del inculpado. Esto es, el acusado podrá alegar en su demanda 
de amparo adhesivo alguna violación procesal, aun cuando no la haya 
reclamado por la vía ordinaria prevista dentro del proceso.

De este modo, el amparo adhesivo tiene una naturaleza accesoria y 
excepcional, pues permite impugnar sólo cuestiones que fortalezcan la 
sentencia o violaciones procesales. Sin embargo, ha de precisarse que 
esta limitante no deja sin defensa a una de las partes, sino más bien 
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184             AMPARO DIRECTO

supone darle intervención en una acción que no podría ejercer por ha-
berle favorecido la sentencia. En último caso, si se han de reclamar deter-
minaciones in judicando del fallo que le afecten, la existencia del amparo 
adhesivo no supone restricción a su derecho a promover un amparo en 
lo principal. 

En tal sentido, la siguiente jurisprudencia del Pleno señala: si la parte 
que obtuvo sentencia favorable estima que la sentencia le ocasiona algún 
tipo de perjuicio, no puede alegar esto en amparo adhesivo, sino que está 
obligada a presentar un amparo principal. Veamos:

Amparo adhesivo. Es improcedente este medio de defensa contra las considera-
ciones que causen perjuicio a la parte que obtuvo sentencia favorable.  Con-
forme a los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo es una acción cuyo 
ejercicio depende del amparo principal, por lo que deben cumplirse ciertos presu-
puestos procesales para su ejercicio, además de existir una limitante respecto de los 
argumentos que formule su promovente, ya que sólo puede hacer valer pretensiones 
encaminadas al fortalecimiento de las consideraciones del fallo, así como violacio- 
nes procesales que trasciendan a éste y que pudieran concluir en un punto decisorio 
que le perjudique o violaciones en el dictado de la sentencia que pudieran perjudi-
carle de resultar fundado un concepto de violación en el amparo principal. En esas 
condiciones, si la parte que obtuvo sentencia favorable estima que la sentencia le 
ocasiona algún tipo de perjuicio, está obligada a presentar un amparo principal, pues 
el artículo 182 citado es claro al establecer que la única afectación que puede hacerse 
valer en la vía adhesiva es la relativa a las violaciones procesales que pudieran afectar 
las defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo. Lo anterior encuentra 
justificación en los principios de equilibrio procesal entre las partes y la igualdad de 
armas, ya que afirmar lo contrario permitiría ampliar el plazo para combatir considera-
ciones que ocasionen perjuicio a quien obtuvo sentencia favorable. Además, no es 
obstáculo el derecho que tiene la parte a quien benefició en parte la sentencia de 
optar por no acudir al amparo con la finalidad de ejecutar la sentencia, pues la con-
ducta de abstención de no promover el amparo principal evidencia aceptación de las 
consecuencias negativas en su esfera, sin que la promoción del amparo por su contra-
parte tenga por efecto revertir esa decisión.19

12.9.2.2  Conceptos de violación en amparo adhesivo

La argumentación en los conceptos de violación del amparista adherente 
podrá inscribirse en dos líneas principales: fortalecer las consideraciones 
de la sentencia definitiva que le es favorable o manifestar su interés por 

	 19	�Jurisprudencia 2 009 171 [Tesis: P./J. 8/2015 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 18, mayo de 2015, t I, p 33.
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mantenerse firme, o impugnar en su caso alguna violación procesal vul-
neradora de derechos.

Es importante recalcar que los razonamientos no pueden ir más allá 
de estos renglones o se considerarán inoperantes. De manera principal, 
no deben dirigirse sólo a combatir los conceptos del amparista princi- 
pal, sino en su caso se deben argumentar razones por las cuales se respal-
da la sentencia. Si los argumentos del amparo adhesivo no mejoran las 
consideraciones del acto reclamado, serán inoperantes. En tal sentido, es 
aplicable la siguiente tesis de la Primera Sala:

Amparo adhesivo. Son inoperantes los argumentos en los cuales el adherente 
se limita a combatir los conceptos de violación del quejoso principal, sin esgri-
mir razones que mejoren las consideraciones del acto reclamado.  El artículo 182 
de la Ley de Amparo impone la carga procesal al adherente que busca la subsisten- 
cia del acto reclamado de mejorar las consideraciones del mismo, hacer valer violacio-
nes procesales que pudieran afectar sus defensas o impugnar aquellos puntos deciso-
rios que le perjudiquen. Sin embargo, ello no es efectivamente atendido cuando el 
adherente se limita a cuestionar los conceptos de violación del amparo principal, sin 
ocuparse de esgrimir razones que generen convicción y certeza en el juzgador cons-
titucional sobre la corrección jurídica del fallo reclamado. Cuando en un amparo adhe-
sivo se esgrimen razonamientos tendientes a demostrar que los conceptos de viola-
ción del amparo directo principal son insuficientes para la concesión del amparo 
solicitado, el adherente no cumple con el requisito de mejorar las consideraciones del 
fallo ni expone las razones por las cuales considera que la sentencia del órgano juris-
diccional se ocupó adecuadamente de la controversia y valoró justamente los puntos 
de hecho y derecho en cuestión. Por lo tanto, dichos argumentos serán inoperantes.20

12.9.2.3  Término para interponer un amparo adhesivo

El plazo para interponer esta demanda es de quince días. Una vez trans-
curridos sin que se promueva la demanda de amparo adhesivo se per-
derá la oportunidad, con la consecuencia de que precluya el derecho de 
quien obtuvo sentencia favorable para alegar posteriormente las violacio-
nes procesales cometidas en su contra. Por otro lado, si se presenta la 
demanda de amparo adhesivo, de ésta se correrá traslado a la parte con-
traria (es decir, al amparista inicial) para que exprese lo que a su interés 
convenga.

La jurisprudencia por contradicción del Pleno de la scjn ha determi-
nado que no es obligatorio para el presidente del Tribunal Colegiado se-

	 20	�Jurisprudencia 2 008 072 [Tesis: 1a./J. 78/2014 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, t I, p 51.
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186             AMPARO DIRECTO

ñalar en el auto admisorio expresamente el derecho a presentar amparo 
adhesivo, aunque resulta recomendable:

Amparo adhesivo y alegatos. En el auto admisorio de la demanda del juicio de 
amparo directo es conveniente que se señale de manera expresa la posibilidad 
que tienen las partes de promoverlos o formularlos y el plazo para tal efecto.  De 
la interpretación del artículo 181 de la Ley de Amparo, en relación con los numerales 
1o y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevén el prin-
cipio de interpretación más favorable a la persona y el derecho de acceso a la justicia, 
deriva que, para garantizar que en un solo juicio se resuelva acerca de la totalidad de 
las violaciones procesales aducidas tanto por la quejosa como por el promovente 
de la demanda de amparo adhesivo, y en aras de otorgar certeza respecto de las pre-
rrogativas de cada una de las partes involucradas en el juicio de amparo directo, es 
conveniente señalar expresamente en el auto admisorio que éstas pueden formular 
alegatos o interponer amparo adhesivo y el plazo para tal efecto; sin embargo, es 
importante destacar que, en caso de que no se realice el señalamiento indicado, ello 
no afecta la validez del referido auto admisorio, ya que la precisión en comento deriva 
de la propia Ley de Amparo. Ahora, cuando se realice la notificación por lista del auto 
admisorio mencionado, se tendrá la certeza de que las partes conocen la prerrogativa 
con la que cuentan y así lograr concentrar en un mismo juicio el análisis de todas las 
posibles violaciones habidas en un proceso, a fin de resolver conjuntamente sobre 
ellas y evitar dilaciones innecesarias. Además, la notificación del acuerdo admisorio de 
la demanda de amparo al tercero interesado en el juicio debe efectuarse por medio 
de lista, porque no es la primera notificación, ya que ésta la constituye la diversa que 
realiza la autoridad responsable para emplazarlo al juicio de amparo, de acuerdo con 
el artículo 178, fracción II, de la ley de la materia.21 

12.9.3  Ponencia y resolución

Transcurrido el plazo de quince días para presentar alegatos o amparo 
adhesivo, el presidente del tribunal colegiado turnará el expediente al 
magistrado ponente que corresponda, dentro de los tres días que sigan.

El magistrado ponente tendrá un plazo de noventa días para formular 
el proyecto de resolución. El auto de turno hace las veces de citación para 
sentencia. Propiamente, no hay más oportunidad a las partes para inter-
venir, si bien pueden acudir a la audiencia en la cual se discuta y resuelva 
el asunto, pues las audiencias tienen carácter público. 

Según el art 184, la lista de los asuntos que deban verse en cada 
sesión se publicará en los estrados del tribunal por lo menos tres días 

	 21	�Jurisprudencia 2 008 146 [Tesis: P./J. 62/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, t I, p 5.
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12.9 Substanciación ante el tribunal colegiado             187

antes de la celebración de ésta, sin contar el de la publicación ni el de la 
sesión. De este modo, las partes habrán de estar atentas a la fecha en que 
su asunto se resolverá, según esa publicación en el listado.

El procedimiento de debate, votación y resolución se prevé en los 
numerales 185, 186 y 187 de la LAmp. El día señalado para la sesión, el 
magistrado ponente dará cuenta de los proyectos de resolución en pre-
sencia del secretario —quien dará fe— y por supuesto de los demás 
miembros del tribunal. El presidente pondrá a discusión cada asunto; 
luego se dará lectura a las constancias que señalen los magistrados y, 
estando suficientemente debatido, se procederá a la votación. La resolu-
ción debe tomarse por unanimidad o por mayoría de votos. 

En caso de que los asuntos sean aprobados, el presidente hará la de-
claración correspondiente y el secretario publicará la lista en los estrados 
del tribunal. Se procederá a la firma del engrose dentro de los diez días 
siguientes. 

En el caso de asuntos aprobados por mayoría, el magistrado que no 
esté conforme con el sentido de la resolución deberá formular su voto 
particular dentro del plazo de diez días siguientes al de la firma del en-
grose, voto en el cual expresará por lo menos sucintamente las razones 
que lo fundamentan.

En caso de que no fuera aprobado el proyecto de sentencia, se pre-
sentan dos escenarios: a) si el magistrado ponente acepta las adiciones o 
reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con 
base en los términos de la discusión, y b) en el escenario contrario, si el 
voto de la mayoría de los magistrados se opusiera al sentido del proyecto, 
corresponderá a uno de la mayoría redactar nueva sentencia. En ambos 
casos, el plazo para redactar la sentencia será de diez días y en autos de-
berá quedar constancia del proyecto original.

12.9.4  Sentencia 

Los requisitos por establecer en la sentencia se enuncian en el art 74 de 
la LAmp. Entre otros, se señala que deberá establecerse el análisis siste-
mático de todos los conceptos de violación o en su caso de todos los 
agravios, así como las consideraciones y fundamentos legales en que se 
apoye para conceder, negar o sobreseer. 

Respecto al fondo de la resolución en la materia de amparo directo, 
el art 189 de la LAmp agrega que el órgano jurisdiccional procederá al 
estudio de los conceptos de violación atendiendo a su prelación lógica y 
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188             AMPARO DIRECTO

privilegiando en todo caso el estudio de aquellos que, de resultar funda-
dos, redunden en el mayor beneficio para el quejoso. Es decir, deberá 
ejercitarse un tipo de principio pro persona, siempre en busca de otorgar 
la más amplia protección legítima a la persona que la solicita. 

Asimismo, en todas las materias, se privilegiará el estudio de los con-
ceptos de violación de fondo por encima de los de procedimiento y for-
ma, a menos que invertir el orden redunde en mayor beneficio para el 
quejoso, según dicho principio pro persona. Para el caso específico de los 
asuntos de orden penal, cuando se desprendan violaciones de fondo de 
las cuales pudiera derivarse la extinción de la acción persecutoria o la 
inocencia del quejoso, se dará preferencia al estudio de aquéllas aun de 
oficio.

Habrá de estarse también al principio de suplencia de la queja, según 
el art 174 de la LAmp, el cual dispone que el tribunal colegiado de circuito 
deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales hechas valer 
y aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja. Esto en 
atención al principio de concentración, de modo que no se deje ninguna 
violación sin atender.

Emitida la sentencia, ésta deberán firmarla todos los integrantes del 
tribunal y el secretario de acuerdos. Una vez firmada, se notificará por 
lista a las partes. Si en el caso procede el recurso de revisión, la notifi-
cación a dichas partes se hará en forma personal.

Efectos de la sentencia que otorga el amparo directo

Si se niega el amparo no habrá mayor problema: la resolución reclamada 
se tendrá por constitucional y en tal medida adquirirá firmeza, proce-
diendo a su ejecución material según corresponda. Situación similar ocu-
rre si se declara el sobreseimiento del juicio de amparo, si bien en esos 
casos no se examina la constitucionalidad de la resolución reclamada.

La verdadera problemática procesal surge cuando se otorga el am-
paro, pues el efecto general será restablecer al quejoso en el derecho al 
proceso justo y equitativo vulnerado por la violación procesal acreditada, 
lo cual puede suponer una “vuelta atrás”: la reposición del proceso desde 
el momento previo al que se dio la irregularidad procesal violatoria de 
derechos. 

Lo anterior se apega a la regla general de que los efectos de la conce-
sión del amparo, cuando se trate de un acto reclamado de carácter posi-
tivo, serán restituir al quejoso en el pleno goce del derecho violado, res-
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12.9 Substanciación ante el tribunal colegiado             189

tableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. De 
este modo, se otorga un amparo para efectos, por el cual se deja a la 
responsable a que emita una nueva resolución con libertad de jurisdic-
ción; sin embargo, siempre queda en dicho renglón la crítica sobre lo que 
significa para el ciudadano este “doble” procesamiento y enjuiciamiento, 
debido a una mala actuación de la autoridad responsable.

Los efectos precisos de la concesión del amparo ha de establecerlos 
la autoridad que lo otorga, la cual en la sentencia debe indicar en el úl-
timo considerando las medidas que la autoridad responsable adoptará 
para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del quejoso en el 
goce del derecho.

A su vez, en el amparo directo deberán fijarse los términos precisos 
en que la responsable pronunciará una nueva resolución, según las viola-
ciones procesales que se hubieran hecho valer. 

Como reseña Burgoa, evidentemente el efecto de la sentencia de-
pende de la naturaleza del acto reclamado. Por ejemplo, para violaciones 
procesales, la ejecutoria de amparo que las haya declarado tiene el al-
cance de dejar insubsistente dicho fallo, obligando al tribunal responsa-
ble a reponer tal procedimiento para reparar las infracciones que en él se 
hayan cometido. Si se trató de falta de estudio de pruebas, el amparo 
dejará insubsistente la sentencia definitiva reclamada y obligará al tribu-
nal responsable a dictar nuevo fallo y ponderará con plena jurisdicción las 
probanzas omitidas. Si la violación consistió en la valoración ilegal de 
las pruebas, el efecto de la ejecutoria constitucional será que el tribunal 
pronuncie una nueva sentencia en la cual valore la prueba según la ley y 
la jurisprudencia. En otro supuesto, si la violación en el fallo combatido 
se dio por aplicación indebida de preceptos de fondo, la protección fede-
ral tendrá por efecto obligar al tribunal responsable a dictar una nueva 
sentencia en la cual aplique correctamente las disposiciones contraveni-
das, acatando las consideraciones que formule en la ejecutoria la scjn o 
el tribunal colegiado.  En este supuesto asumen jurisdicción para deter-
minar la decisión definitiva sobre la controversia.22

Visto lo anterior, para el caso de la materia penal, en que la sentencia 
reclamada en amparo fue emitida por un juez incompetente, el efecto de 
la concesión del amparo será dejar insubsistente la sentencia reclamada, 
en cuyo caso deberá remitirse el asunto a un juzgador con plenitud de 

	 22	�Ignacio Burgoa Orihuela, Diccionario..., ob cit, p 40.
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190             AMPARO DIRECTO

jurisdicción, para que en su carácter de autoridad responsable sustituta 
reponga el procedimiento y dicte el fallo de fondo correspondiente. En tal 
sentido, es aplicable la tesis siguiente:

Amparo directo en materia penal. Sus efectos cuando se concede al inculpado 
por incompetencia por razón del territorio del juez de primera instancia que lo 
juzgó.  En el supuesto referido debe concederse el amparo al inculpado para el efecto 
de que el Juez incompetente deje insubsistente la sentencia reclamada y emita una 
nueva, en la que se declare legalmente incompetente para resolver el fondo y remita 
la causa y sus anexos al juzgador en cuya jurisdicción se haya cometido el delito, quien 
en su carácter de autoridad responsable sustituta, una vez asumida su competencia, 
deberá reponer el procedimiento a partir de la audiencia de derecho y, con pleni- 
tud de jurisdicción, dictar el fallo de fondo correspondiente, sin que pueda agravar la 
situación jurídica del procesado y sin que la reposición del procedimiento (por haberse 
advertido una violación trascendente al resultado del fallo condenatorio, el cual, por 
consecuencia, resulta nulo de pleno derecho) implique el desconocimiento del de-
recho a no padecer un doble juicio por el mismo delito, ya sea que se absuelva o se 
condene, del que disfruta conforme al artículo 23 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que contiene el principio non bis in idem en materia penal, 
ya que si dicho precepto constitucional proscribe la posibilidad de ser juzgado dos 
veces por el mismo delito, ello significa que el enjuiciado no debe ser sometido a una 
doble sentencia ejecutoriada, esto es, con la calidad de cosa juzgada, lo que no ocurre 
cuando no se ha dictado una sentencia definitiva incontrovertible en el proceso penal 
de que se trata.23

Otras tesis jurisprudenciales de interés relacionadas con los efectos 
de las sentencias de amparo directo, si bien emitidas en atención a la 
legislación vigente hasta 2013, señalan los criterios siguientes:

Amparo directo en materia penal. Cuando se concede para efectos, por actuali-
zarse violaciones al procedimiento, el juez de origen no puede, con base en el 
mismo material probatorio, dictar nuevo fallo en el que agrave las penas inicial-
mente decretadas.  Si se consintiera que, por virtud de la reposición del juicio moti-
vada por la concesión de un amparo directo, el Juez natural pudiera dictar sentencia 
en la que la pena impuesta fuera mayor a la originalmente decretada cuando no se ha 
modificado el material probatorio, se contrariaría gravemente el espíritu protector que 
anima al juicio de garantías, pues quienes hicieran valer éste correrían el peligro de 
encontrar lo contrario de la ayuda esperada, lo cual originaría que los sentenciados se 
autolimitaran en el ejercicio de la acción de amparo, conformándose con resoluciones 
posiblemente injustas. Consecuentemente, en casos como el descrito, el Juez de ori-
gen no puede dictar nuevo fallo en el que agrave las penas inicialmente decretadas, 

	 23	�Jurisprudencia 2 005 559 [Tesis: PC.XX. J/1 P (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, t II, p 1579.
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por efecto mismo de la concesión del amparo, máxime que en los indicados supues-
tos la reposición del procedimiento no tiene la finalidad de que el Juez natural corrija 
sus deficiencias en la individualización de la pena, sino la de obligarlo a que respete el 
principio del debido proceso. Así, si la reposición del procedimiento se ordena en 
beneficio y respeto de los derechos procesales del quejoso, ello no puede servir de 
base para que el juzgador de origen dicte un nuevo acto que suponga perjuicios 
mayores que los primigenios.24

Amparo directo. Es obligatorio precisar en detalle los efectos de su otorga-
miento derivado de violaciones a las reglas del procedimiento.  Conforme al 
artículo 80 de la Ley de Amparo, la sentencia que conceda la protección de la justicia 
federal tendrá por efecto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía indivi-
dual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación 
cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea negativo, el efecto 
será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía 
de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que ésta exija. Ahora bien, aun cuando el 
cumplimiento de las sentencias de amparo directo, en las que el acto reclamado es 
una resolución definitiva que pone fin a una controversia y la protección constitucio-
nal obedezca a irregularidades procesales, consista en reparar la violación procesal 
restableciendo las cosas al estado en que se encontraban antes de que se actualiza- 
ra ajustándose a los términos de la primera parte del indicado artículo 80, que haría 
innecesaria la puntualización de los efectos del fallo protector, lo cierto es que, dada la 
relevancia de las consideraciones formuladas en las sentencias y la importancia de 
determinar sus alcances, resulta obligatorio que se detallen sus efectos para facilitar su 
cumplimiento.25

Sentencias de amparo directo. Efectos y medios procesales para lograr su pleno 
acatamiento.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aban-
dona el criterio sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 39/2005, de rubro: “Sentencias de 
amparo. Su cumplimiento debe ser total cuando se trate de actos de naturaleza judi-
cial o jurisdiccional, en atención a los principios de congruencia y exhaustividad.”, toda 
vez que una nueva reflexión sobre el tema lleva a sostener que el cumplimiento del 
fallo que otorgó el amparo para efectos contra una sentencia o laudo por irregularida-
des procesales o formales, o bien cuando habiéndose estudiado el fondo del asunto 
se hayan definido todas las cuestiones debatidas, consiste en dejar sin efecto la reso-
lución jurisdiccional reclamada y emitir otra atendiendo a la sentencia protectora, por 
lo que basta que se emita una nueva resolución para que no pueda sostenerse que se 
incurrió en inejecución de sentencia, pues el acto reclamado dejó de existir jurídica-
mente y fue sustituido por uno distinto, toda vez que la inejecución de sentencia 
consistiría exclusivamente en la negativa de la autoridad jurisdiccional a dejar sin 

	 24	�Jurisprudencia 166 026 [Tesis: 1a./J. 71/2009], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fe-
deración y su gaceta, t XXX, noviembre de 2009, p 86.

	 25	�Jurisprudencia 168 999 [Tesis: 2a./J. 136/2008], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXVIII, septiembre de 2008, p 215.
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192             AMPARO DIRECTO

efecto el acto reclamado y abstenerse de emitir uno nuevo. De esta forma, el conte-
nido de la nueva resolución podrá sujetarse con exactitud a lo ordenado en la senten-
cia de amparo o apartarse de ello, lo cual podría dar lugar a un cumplimiento indebido 
por exceso o defecto e, inclusive, a la repetición del acto reclamado, en el supuesto de 
que fuera idéntica a la que fue materia de la ejecutoria de amparo, pero no así a la 
inejecución del fallo protector de garantías. También es factible que, en el caso de un 
amparo para efectos, se emita una resolución con libertad de jurisdicción, lo que 
podría dar lugar a otro amparo que combatiera las nuevas consideraciones.26

En el supuesto probablemente más extremo en el ámbito penal, en 
el cual se concede el amparo por considerar que el tipo penal aplicado es 
inconstitucional, el efecto será la inaplicación del tipo en beneficio del 
quejoso, lo que evidentemente conduce a la inmediata absolución. Este 
tema se expresa en la siguiente tesis jurisprudencial:

Delito contra la seguridad de la comunidad. Al haber declarado la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la inconstitucionalidad del artículo 
165 bis, párrafo primero, fracciones I, IV y VII, del Código Penal para el Estado de 
Nuevo León que lo prevé, la protección constitucional que se conceda en el 
amparo directo promovido contra dicho numeral es para el efecto de que se 
inaplique en beneficio del quejoso y, en su caso, se le absuelva de la comisión 
de ese ilícito.  La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 
el 26 de marzo de 2014 por unanimidad de cinco votos el amparo directo en revisión 
3399/2013, determinó que el artículo 165 bis, párrafo primero, fracciones I, IV y VII, del 
Código Penal para el Estado de Nuevo León, que prevé el delito contra la seguridad de 
la comunidad, es inconstitucional porque transgrede el principio de legalidad en la 
formulación de taxatividad, así como el derecho humano a no ser juzgado dos veces 
por los mismos hechos, comprendido en el postulado non bis in idem, reconocidos en 
los artículos 14, párrafo tercero y 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 14, numeral 7, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8, 
numeral 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ello en razón de 
que la mencionada fracción I, al incorporar la expresión “instrumentos que pueden ser 
utilizados para agredir”, genera ambigüedad para definir lo que debe entenderse 
como “instrumento”, lo que trastoca el derecho humano de prohibición de doble 
enjuiciamiento por un mismo hecho cuando el agente ha sido juzgado en diversa 
causa penal por un delito previsto en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, 
relacionado con la posesión o portación de algún arma de fuego, explosivos o muni-
ciones y, posteriormente, es sancionado por ese hecho pero bajo la norma penal del 
fuero común en cita; máxime que actualiza la sobreposición de reproche jurídico-
penal, en atención a que el indicado código punitivo también sanciona el delito de 
portación de armas prohibidas. Asimismo, en lo que toca a la aludida fracción IV, la Sala 

	 26	�Jurisprudencia 171 605 [Tesis: 2a./J. 129/2007], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXVI, agosto de 2007, p 619.
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aseguró que trasciende igualmente en perjuicio del derecho humano de prohibición 
de doble juzgamiento por un mismo hecho, al reiterar un reproche penal por la con-
ducta de posesión indebida de vehículo robado, pues es susceptible de ejercerlo por 
acciones individualizadas que concretan un delito en particular y, al mismo tiempo, 
dado el enlace de resultados, ejercitar un reproche conjunto ex post mediante la afir-
mación del acreditamiento de un delito independiente como el que se trata. Aspecto 
este último (afirma la Sala) que también se actualiza en cuanto a la citada fracción VII, 
al transgredir el derecho humano de prohibición de doble juzgamiento por un mismo 
hecho, pues itera reproche penal de una misma conducta como la mencionada de 
posesión indebida de vehículo robado, y el ocultamiento que de esta circunstan- 
cia pretenda realizarse a través de la colocación de placas de circulación que no le co-
rresponden. En este sentido, dada la inconstitucionalidad de que se trata, debe conce-
derse la protección constitucional para el efecto de que se inaplique dicho numeral en 
beneficio del inculpado y, de ser el caso, se le absuelva respecto de la comisión del 
ilícito.27

	 27	�Jurisprudencia 2 010 690 [Tesis: IV.1o.P. J/9 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 25, diciembre de 2015, t II, p 1105.
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UNIDAD 13
Sentencias de amparo

13.1  Concepto y objeto

En la doctrina procesal se define de manera generalizada a la sentencia 
como la resolución que pronuncia el juez o tribunal para poner fin al pro-
ceso, con lo cual resuelve el fondo del litigio o la controversia.1 Esta 
noción puede extenderse en dos sentidos: como el último momento pro-
cesal del juicio, en el cual se resolverá el objeto de la controversia (esto 
es, el acto resolutivo del juzgador) mediante el cual efectúa la decisión 
sobre el objeto del litigio, y como el medio por el cual se transmite a las 
partes esa decisión, generalmente un documento escrito.

Según precisa Juventino Castro: “El vocablo sentencia lo mismo con-
nota —dentro del manejo de él en la práctica y en la legislación— ya sea 
la decisión del juez respecto a lo acreditado en el juicio o, por lo contrario, 
el documento concreto donde se expresa esa decisión”.2

	 1	�Diccionario jurídico mexicano (1984), t 8, México, Editorial Porrúa/unam, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, p 105.

	 2	�Juventino Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, p 605.
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13.2 Principios constitucionales de las sentencias             195

Las sentencias suelen clasificarse en tres tipos según sus efectos: pu-
ramente declarativas, de condena y constitutivas. Las primeras son aque-
llas que clarifican el derecho o la situación jurídica controvertida, las 
segundas señalan la conducta que debe seguir el demandado con motivo 
del fallo y las terceras fijan nuevas situaciones jurídicas respecto al estado 
anterior.3 

Según sus efectos, se determina a su vez el objeto de la sentencia. En 
materia de amparo, las sentencias que niegan la protección o sobreseen 
han de considerarse meramente declarativas; por su parte, las que otor-
gan el amparo tienen un efecto restitutorio, pues su objeto es restituir al 
quejoso en el pleno goce del derecho vulnerado por la autoridad, lo cual 
existirá si el acto reclamado es positivo o negativo, ya sea volviendo las 
cosas al estado previo al del acto u obligando a la autoridad a realizar 
alguna conducta activa para cumplir el derecho.

13.2  Principios constitucionales de las sentencias

La sentencia de amparo se rige por los principios de relatividad de las 
sentencias, estricto derecho y suplencia de la queja deficiente, según se 
analizó en la unidad correspondiente.

13.2.1  Relatividad 

Cabe recordar que el principio de relatividad de la sentencia, según se 
comentó, significa que las sentencias pronunciadas en los juicios de am-
paro sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas 
morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a 
ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el cual 
verse la demanda (art 73, LAmp). 

Una adecuación contemporánea a la relatividad se ha dado por la 
figura de la declaratoria general de inconstitucionalidad, la cual permite 
a la scjn, mediante un procedimiento determinado, expulsar del sistema 
jurídico una norma señalada de manera reiterada como inconstitucional.

	 3	�Diccionario jurídico mexicano, ob cit, t 8, p 105.
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196             SENTENCIAS DE AMPARO

13.2.2  Estricto derecho

Un segundo principio es el de estricto derecho, el cual —como también 
se comentó— opera como mandato general de los órganos jurisdicciona-
les que conocen del amparo y significa que el examen de la demanda y 
de la constitucionalidad de los actos reclamados deberá restringirse a los 
conceptos de violación que el quejoso haga valer expresamente. El ór-
gano de amparo no podrá ir más allá de esta argumentación del deman-
dante, por lo cual estará impedido para estudiar la constitucionalidad de 
otros asuntos no invocados por el agraviado.

13.2.3  Suplencia

Respecto a la suplencia en amparo, cabe recordar que se trata de un 
beneficio concedido para la protección de las partes más susceptibles en 
el proceso. Gracias a esta figura, el juzgador releva al quejoso de la obli-
gación de ser perito jurídico, para poner a salvo la protección de sus de-
rechos como objetivo prioritario del proceso frente al rigor de los tecni-
cismos jurídicos. De esta manera, el art 79 de la LAmp dispone que la 
autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia 
de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

	 I.	� En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en normas 
generales que han sido consideradas inconstitucionales por la jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos de 
Circuito. La jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a 
suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios a los juz-
gados y tribunales del circuito correspondientes;

	 II.	� En favor de los menores o incapaces o en aquellos casos en que se 
afecte el orden y desarrollo de la familia;

	III.	� En materia penal:

	 a)	 En favor del inculpado o sentenciado, y
	 b)	� En favor del ofendido o víctima en los casos en que tenga el carácter 

de quejoso o adherente;

	IV.	� En materia agraria:

	 a)	� En los casos a que se refiere la fracción III del artículo 17 de esta ley, y
	 b)	� En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, cuando el acto 

reclamado afecte sus bienes o derechos agrarios.
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13.2 Principios constitucionales de las sentencias             197

	�       En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de 
exposiciones, comparecencias y alegatos, así como en los recursos 
que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios;

	 V.	� En materia laboral, en favor del trabajador, con independencia de que 
la relación entre empleador y empleado esté regulada por el derecho 
laboral o por el derecho administrativo;

	VI.	� En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del que-
joso o del particular recurrente una violación evidente de la ley que lo 
haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
1o de esta ley. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere 
a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales 
resueltas en el procedimiento en el que se dictó la resolución recla-
mada, y

	VII.	� En cualquier materia, en favor de quienes por sus condiciones de po-
breza o marginación se encuentren en clara desventaja social para su 
defensa en el juicio.

La suplencia podrá darse aun ante la ausencia de conceptos de viola-
ción o agravios; empero, la suplencia de la queja por violaciones proce-
sales o formales sólo podrá operar cuando se advierta que en el acto re-
clamado no existe algún vicio de fondo. De este modo, se observa dicha 
intención de la ley de proteger a la parte vulnerable. Por ejemplo, en 
materia penal la suplencia puede beneficiar a la víctima o imputado, pero 
no a los órganos públicos como el Ministerio Público. El examen realiza-
do en el juicio de amparo directo penal, bajo la óptica de la suplencia de 
la deficiencia de la queja, promovido por la víctima u ofendido del delito, 
no implicará a su vez suplir la deficiencia de los agravios del Ministerio 
Público. En cuanto a este tema es de interés la jurisprudencia siguiente:

Suplencia de la queja deficiente. La efectuada en el amparo directo a favor de la 
víctima u ofendido del delito cuando el acto reclamado es una sentencia defini-
tiva apelada únicamente por el Ministerio Público, debido a que la norma adje-
tiva no lo legitima para impugnar esa resolución, no implica suplir la deficiencia 
de los agravios del órgano acusador.  El recurso de apelación en materia penal 
tiene por objeto examinar si en la resolución recurrida se aplicó exactamente la ley, se 
violaron los principios reguladores de la valoración de la prueba o se alteraron los 
hechos respecto de la sentencia de primera instancia con el propósito de confirmarla, 
revocarla o modificarla y que los agravios, tratándose del Ministerio Público, sean estu-
diados de estricto derecho, sin abarcar más aspectos que los factores de legalidad que 
esgrima. En cambio, el ámbito de análisis del juicio de amparo es más amplio por- 
que examinará el acto reclamado, las violaciones ocurridas en la sentencia definitiva 
impugnada y las generadas dentro del procedimiento que le dieron origen, siempre 
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que dejen sin defensa al quejoso, esto es, desde un ámbito de legalidad como de 
regularidad constitucional, para examinar si fueron violentados los derechos funda-
mentales y los internacionales reconocidos a las víctimas u ofendidos como parte en 
el proceso penal. Es por ello que los derechos adquiridos constitucionalmente por los 
pasivos del delito encaminados a demostrar el delito y la responsabilidad penal como 
elementos indispensables para obtener, en su caso, la reparación del daño que cons-
tituye uno de los derechos fundamentales que pueden ejercer no inciden ni riñen con 
las funciones que competen exclusivamente a la institución del Ministerio Público; por 
lo tanto, el examen constitucional que se realice en el juicio de amparo directo, bajo la 
óptica de la suplencia de la deficiencia de la queja, promovido por la víctima u ofen-
dido del delito, no implica, a su vez, suplir la deficiencia de los agravios del Ministerio 
Público en la apelación.4

13.3  Requisitos de las sentencias

13.3.1  Requisitos de forma

Los requisitos que debe contener la sentencia y que por tanto obligan al 
juzgador en su desarrollo se enuncian en el art 74 de la LAmp:

	 I.	� La fijación clara y precisa del acto reclamado;
	 II.	� El análisis sistemático de todos los conceptos de violación o en su caso 

de todos los agravios;
	III.	� La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio;
	IV.	� Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para con-

ceder, negar o sobreseer;
	 V.	� Los efectos o medidas en que se traduce la concesión del amparo y, en 

caso de amparos directos, el pronunciamiento respecto de todas las vio-
laciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, cuando proce-
da, el órgano jurisdiccional advierta en suplencia de la queja, además de 
los términos precisos en que deba pronunciarse la nueva resolución, y

	VI.	� Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto, norma u omisión 
por el que se conceda, niegue o sobresea el amparo y, cuando sea 
el caso, los efectos de la concesión en congruencia con la parte consi-
derativa.

El órgano jurisdiccional de oficio podrá aclarar la sentencia ejecutoriada 
solamente para corregir los posibles errores del documento a fin de que 
concuerde con la sentencia, acto jurídico decisorio, sin alterar las considera-
ciones esenciales de la misma.

	 4	�Jurisprudencia 2 010 678 [Tesis: 1a./J. 78/2015 (10a.)], 10a época, Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación, Libro 25, diciembre de 2015, t I, p 238.

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-03 12:19:21.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



13.3 Requisitos de las sentencias             199

En la práctica forense mexicana, las sentencias se han dividido tradi-
cionalmente en los apartados que siguen: 

	a)	� Vistos: identifica el expediente en el cual se obra.
	b)	� Resultandos: recoge los antecedentes de los hechos del asunto de la 

controversia.
	 c)	� Considerandos: se refiere a la argumentación jurídica de fondo sobre 

el tema y la respuesta jurídica que se dará a éste.
	d)	� Puntos resolutivos: lista el contenido de la decisión. 

Según señala Burgoa, el capítulo relativo a los resultandos “contiene 
la exposición sucinta y concisa del juicio, la narración de las cuestiones o 
hechos debatidos, tal como se sucedieron durante el procedimiento, la 
comprensión histórica, por así decirlo, de los diferentes actos procesales 
referidos a cada una de las partes contendientes”; por otro lado, el apar-
tado de los considerandos “implica o significa los razonamientos lógico-
jurídicos formulados por el juzgador, resultantes de la apreciación de las 
pretensiones de las partes, relacionada con elementos probatorios aduci-
dos y presentados o desahogados, y las situaciones jurídicas abstractas 
respectivas previstas en la ley”.5

La LAmp prevé algunas reglas adicionales que deberá tener en cuenta 
el órgano jurisdiccional al valorar y producir su sentencia. En el renglón 
de la prueba, el art 75 obliga a que en las sentencias dictadas en los jui-
cios de amparo, el acto reclamado se apreciará tal y como aparezca pro-
bado ante la autoridad responsable. Empero, no se admitirán ni se toma-
rán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha 
autoridad; sin embargo, en el amparo indirecto el quejoso podrá ofrecer 
pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autori-
dad responsable. Para tales efectos, el órgano jurisdiccional deberá reca-
bar oficiosamente las pruebas rendidas ante la responsable y las actua-
ciones que estime necesarias para la resolución del asunto.

13.3.2  Requisitos de fondo

La doctrina suele coincidir en señalar que los requisitos de fondo o esen-
ciales de las sentencias son la congruencia, la exhaustividad, la funda-
mentación y la motivación.

	 5	Ignacio Burgoa Orihuela (1998), El juicio de amparo, México, Editorial Porrúa, pp 523 y 524.
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200             SENTENCIAS DE AMPARO

A. Congruencia. Significa que en la sentencia debe existir conformi-
dad entre lo solicitado o puesto a consideración del tribunal por las partes 
y lo que éste resuelve. En el juicio de amparo se autoriza al juzgador a 
complementar lo pedido por las partes en atención a la suplencia de la 
queja, pero siempre con apego a los hechos que éstas prueban. 

También se exige dentro de la congruencia que la sentencia tenga co-
herencia propia, esto es, que no presente contradicciones. En relación 
con esa congruencia interna o en su caso su falta cuando no existe concor-
dancia entre los considerandos y los resolutivos, es de interés la tesis 
siguiente:

Sentencia. Sus resolutivos son los que pueden causar perjuicio y no sus conside-
randos, por lo que al existir congruencia entre unos y otros, por regla general 
el juicio de amparo relativo es improcedente cuando los primeros son favora-
bles al quejoso.  Es la parte resolutiva de una sentencia la que por sí misma puede 
perjudicar a las partes y no sólo la parte considerativa. No obstante, atendiendo al 
principio de congruencia que debe contener toda resolución judicial, es posible admi-
tir que también causan perjuicio a las partes los considerandos de una sentencia 
cuando existe incongruencia entre éstos y los resolutivos, es decir, cuando en las con-
sideraciones se establece una cosa y en los puntos decisorios se determina otra dife-
rente, o bien, cuando se omite hacer declaración en éstos sobre un punto analizado 
en los considerandos, lo que ocurriría, por ejemplo, si en los considerandos se estable-
ciera que debe condenarse y en los resolutivos se dijera que se absuelve, o en los 
primeros se señalara que debe absolverse y en los segundos se condenara. Empero, 
cuando los pronunciamientos expresados en la parte considerativa del fallo son con-
gruentes con lo precisado en los puntos decisorios, aquéllos no causan por sí mismos 
ningún agravio a los interesados, ya que lo que en todo caso pararía algún perjuicio 
sería el sentido del fallo. En ese contexto, si se reclama una sentencia definitiva que 
en sus puntos resolutivos es favorable al quejoso y esto resulta congruente con los 
considerandos, debe considerarse que tal sentencia no causa perjuicio alguno a quien 
pide amparo y, por tanto, debe sobreseerse al actualizarse la causa de improcedencia 
prevista en la fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo.6

B. Exhaustividad. Significa que el juez debe dar contestación a todos 
los planteamientos que le hayan hecho las partes. La resolución debe ser 
completa en el sentido de que se resuelvan sobre todas las cuestiones 
alegadas. Asimismo, la exhaustividad obliga a valorar todas las pruebas 
desahogadas.

C. Fundamentación y motivación. La primera es la expresión del fun-
damento legal a partir del cual el juez resuelve, ya sea la Constitución, 

	 6	�Jurisprudencia 160 483 [Tesis: I.3o.C. J/70 (9a.)], 10a época, tcc, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, Libro III, diciembre de 2011, t 5, p 3720.
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13.3 Requisitos de las sentencias             201

tratados internacionales, leyes y jurisprudencia, señalando por qué esas 
normas resultan aplicables al caso concreto. A su vez, la segunda es la 
exposición de los argumentos, el razonamiento por el cual el juez resuelve, 
aplicando el derecho a los hechos probados.

Asimismo, suele señalarse que la fundamentación consiste en “la cita 
del precepto legal aplicable al caso” y la motivación legal reside en “las 
razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad 
a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la 
norma legal invocada como fundamento”. 

En cuanto al tema resultan de aplicación las tesis siguientes: 

Fundamentación y motivación.  La debida fundamentación y motivación legal 
deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso y, por lo 
segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad 
a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal 
invocada como fundamento.7

Fundamentación y motivación de las resoluciones jurisdiccionales, deben anali-
zarse a la luz de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, respectivamente.  Entre las diversas garantías contenidas en el 
segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades 
esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso legal, la 
cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben satisfa-
cerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una reso-
lución que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir 
las controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los 
argumentos aducidos en la demanda y en su contestación, así como las demás pre-
tensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o 
absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia del 
debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse de lo 
dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las auto-
ridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, 
que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su 
dictado, los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente 
para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales pre-
vistas en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía 
constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que las resoluciones que 
emitan deben cumplir con las garantías de debido proceso legal y de legalidad con-
tenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

	 7	�Jurisprudencia 203 143 [Tesis: VI.2o. J/43], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federación 
y su gaceta, t III, marzo de 1996, p 769.
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202             SENTENCIAS DE AMPARO

nos. Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra 
en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de 
las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos que 
permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su emisión, así como en 
la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones particulares o cau- 
sas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesa- 
rio, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables 
al caso.8

Evidentemente, el deber de fundamentar y motivar se extiende a las 
propias sentencias de amparo, según confirma la tesis siguiente:

Sentencia de amparo. La falta de fundamentación y motivación viola el artículo 
77 de la ley de la materia.  Partiendo de la base de que ha sido criterio reiterado de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación estimar inoperantes los agravios que sostie-
nen que los juzgadores de amparo violan garantías individuales únicamente en ese 
aspecto, y que dichos juzgadores al resolver juicios de garantías ajustan su actuación 
a lo establecido en los artículos 103 y 107 constitucionales y su ley reglamentaria, es 
posible que una resolución dictada en amparo no cumpla con los requisitos de funda-
mentación y motivación, pero, en tal caso, debe alegarse que se cometió una transgre-
sión a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Amparo, que establece que las senten-
cias en esta materia deben contener los fundamentos legales que sustenten su 
sentido, ya que no puede aducirse una vulneración a la garantía consagrada en el 
artículo 16 de la Ley Suprema.9

13.4  Efectos de la sentencia

Cuando se niegue la protección al quejoso, el efecto de la sentencia será 
meramente declarativo en el sentido de confirmar la constitucionali- 
dad del acto y dejar vía jurídica libre a la autoridad para ejecutarlo. En el 
caso de que la sentencia conceda u otorgue el amparo, los efectos de 
aquélla serán claramente restituir al quejoso en el goce del derecho; sin 
embargo, esto admite un matiz según se trate de un acto positivo o nega-
tivo. En tal sentido, de acuerdo con el art 77 de la LAmp:

Los efectos de la concesión del amparo serán:

	 8	�Jurisprudencia 176 546 [Tesis: 1a./J. 139/2005 ], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXII, diciembre de 2005, p 162.

	 9	�Jurisprudencia 182 945 [Tesis: VI.2o.C. J/234], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t XXIII, octubre de 2003, p 856.
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13.4 Efectos de la sentencia             203

	I.	� Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se restituirá al que-
joso en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al 
estado que guardaban antes de la violación, y

	II.	� Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omi-
sión, obligar a la autoridad responsable a respetar el derecho de que se 
trate y a cumplir lo que el mismo exija.

En general, se obliga al juzgador de amparo, cuando lo otorga, a de-
terminar con precisión los efectos de éste y especificar las medidas que 
las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su estricto 
cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del derecho. Esto se 
hará en el último considerando de la sentencia. Por ejemplo, cuando 
se otorgó el amparo por falta de fundamentación y motivación de una 
resolución, el efecto de la ejecutoria será obligar a la autoridad responsa-
ble a emitir una nueva mediante la cual subsane la irregularidad. En tal 
sentido, es aplicable la tesis siguiente: 

Fundamentación y motivación. El efecto de la sentencia que ampara por omi-
sión de esas formalidades es la emisión de una resolución nueva que purgue 
tales vicios, si se refiere a la recaída a una solicitud, instancia, recurso o jui-
cio.  Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional 
por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de 
constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva, subsa-
nando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en 
respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o 
juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motiva-
ción se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin 
resolver lo pedido.10

Cuando se trate de la materia penal, en la cual se haya reclamado una 
orden de aprehensión o auto de vinculación a proceso en delitos que la 
ley no considere graves, la sentencia que conceda el amparo surtirá efec-
tos inmediatos, sin perjuicio de ser revocada mediante el recurso de revi-
sión, salvo que se reclame el auto de vinculación a proceso y el amparo 
se conceda por vicios formales.

Si el efecto de la sentencia es la libertad del quejoso, ésta se decretará 
de acuerdo con las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccio-
nal estime necesarias, a fin de que el quejoso no evada la acción de la 

	 10	�Jurisprudencia 195 590 [Tesis: 2a./J. 67/98], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t VIII, septiembre de 1998, p 358.
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204             SENTENCIAS DE AMPARO

justicia. En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos cuando se declare 
ejecutoriada o cause estado por ministerio de ley.

En el caso del amparo contra normas generales, la sentencia deberá 
a su vez determinar si dicha norma es constitucional o no. Así lo orde- 
na el art 78, el cual añade que de declararse la inconstitucionalidad de la 
norma general impugnada, los efectos se extenderán a aquellos actos 
y normas cuya validez dependa de la norma invalidada. Dichos efec- 
tos se traducirán en la inaplicación únicamente respecto del quejoso, es 
decir, con apego al principio de relatividad. En este renglón, el órgano 
jurisdiccional de amparo podrá especificar qué medidas adicionales a la 
inaplicación deberán adoptarse para restablecer al quejoso en el pleno 
goce del derecho violado.

13.5  Cumplimiento de las sentencias

Como es claro, una vez que una sentencia de amparo es decretada y re-
suelve otorgar al quejoso la protección contra el acto encontrado violato-
rio de derechos, es imprescindible pasar a su ejecución. Sin ésta, senci-
llamente el proceso de amparo pierde toda utilidad.

La sentencia de amparo causa ejecutoria cuando transcurren los pla-
zos sin que se interponga recurso en su contra o cuando se interpone y 
se resuelve de manera definitiva sobre el recurso. El art 192 de la LAmp 
confirma este mandato de que las ejecutorias de amparo se deben cum-
plir puntualmente. Para tales efectos, la ley prevé que en cuanto cause 
ejecutoria la sentencia que concede el amparo o se reciba testimonio de 
la dictada en revisión, el órgano que haya conocido deberá notificarla sin 
demora a las partes. 

El deber de notificar recae en el juez de distrito o en el tribunal uni-
tario de circuito si se trata de un amparo indirecto, o si se trata de un 
amparo directo, en el tribunal colegiado de circuito. 

13.5.1 � Notificación y apercibimiento a la autoridad responsable

Junto con la notificación de la ejecutoria hecha a la autoridad responsa-
ble, deberá requerírsele para que cumpla con lo dispuesto en la ejecutoria 
dentro del plazo de tres días. Esto se acompañará del apercibimiento de 
que si no cumple sin causa justificada, se impondrá una multa al titular 
de la dependencia o autoridad de que se trate. 
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13.5 Cumplimiento de las sentencias             205

Asimismo, se apercibirá que el incumplimiento supondrá la remisión 
del expediente al tribunal colegiado de circuito o a la scjn, según el caso, 
para seguir el trámite de inejecución, que puede culminar con la separa-
ción de su puesto y su consignación. Efectivamente, el incumplimiento 
de una sentencia de amparo es un hecho grave, que incluso está tipifi-
cado como delito en la LAmp, según se verá en la unidad relativa a las 
responsabilidades.

El mismo numeral 192 de la LAmp señala que al ordenar la notifi-
cación y requerimiento a la autoridad responsable, el órgano judicial 
de amparo también ordenará notificar y requerir al superior jerárquico de 
aquélla. Esto es aplicable en la previsión de que el superior, en su caso, 
ha de ordenar el cumplimiento de la ejecutoria, con el apercibimiento de 
que, de no demostrar que dio esa orden, se le impondrá a su titular una 
multa, además de que incurrirá en las mismas responsabilidades de la 
autoridad responsable. 

Para tal efecto, el art 194 de la LAmp se encarga de precisar que se 
entiende como superior jerárquico de la autoridad responsable quien de 
conformidad con las disposiciones correspondientes ejerza sobre ella 
poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exi-
gida en la sentencia de amparo o para cumplir esta última por sí misma. 
La autoridad requerida como superior jerárquico incurre en responsabili-
dad por falta de cumplimiento de las sentencias, en los términos que las 
autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo; sin em-
bargo, esta regla no es aplicable para el presidente de la República, quien 
expresamente no podrá ser considerado autoridad responsable o supe-
rior jerárquico.

Según la complejidad del asunto, el órgano judicial de amparo podrá 
ampliar el plazo de cumplimiento. En todo caso, el plazo debe ser razo-
nable y quedar estrictamente determinado; por otro lado, en casos urgen-
tes y de notorio perjuicio para el quejoso, ordenará que el cumplimiento 
se haga de forma inmediata por los medios oficiales disponibles. Esto 
último es válido, por ejemplo, en el ámbito de los actos en materia penal 
que suponen restricciones a la libertad. 

En general, cabe agregar —según señala el art 197— que todas las 
autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento 
de la sentencia están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su com-
petencia, los actos necesarios para su eficaz cumplimiento y estarán 
sujetas a las mismas responsabilidades.
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206             SENTENCIAS DE AMPARO

13.5.2  Declaratoria de cumplimiento y archivo

Realizado el cumplimiento de la sentencia, la autoridad responsable de-
berá informarlo al órgano jurisdiccional de amparo. En términos del art 
196 de la LAmp, una vez que el órgano de amparo reciba este informe de 
la autoridad responsable mediante el cual señale que se cumplió con la 
ejecutoria, se dará vista al quejoso y, en su caso, al tercero interesado 
para que dentro del plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho 
convenga. 

Lo anterior es aplicable para el amparo indirecto; pero si se trata de 
amparo directo, el plazo de vista será de diez días, durante los cuales la 
parte afectada podrá alegar el defecto o exceso en el cumplimiento. Den-
tro del mismo plazo calculado a partir del siguiente al en que haya tenido 
conocimiento de su afectación por el cumplimiento, podrá comparecer la 
persona extraña a juicio para defender su interés.

Transcurrido ese plazo para las partes, con desahogo de la vista o sin 
ella, el órgano judicial de amparo dictará la resolución que declare si la 
sentencia está cumplida. La ejecutoria se entenderá cumplida cuando sea 
realizada en su totalidad, sin excesos ni defectos. Si en estos términos el 
órgano judicial de amparo la declara cumplida, ordenará el archivo del 
expediente.

En referencia con el cumplimiento total, es de interés la tesis siguiente:

Sentencias de amparo. Su cumplimiento debe ser total, atento a los principios 
de congruencia y de exhaustividad.  Acorde al nuevo sistema en materia de cum-
plimiento de sentencias de amparo, establecido por el legislador en la Ley de Amparo 
vigente a partir del 3 de abril de 2013, dicho cumplimiento debe ser total, sin excesos 
o defectos; por tanto, tratándose del pronunciamiento de sentencias o laudos, és- 
tos deben contener la declaración de la autoridad en relación con la solución integral 
del conflicto conforme a los principios de congruencia y de exhaustividad, que obli-
gan a dirimir todas las cuestiones litigiosas, entre las que se encuentran tanto las que 
son materia de ejecución de la sentencia de amparo, como las que quedaron definidas 
o intocadas por la propia ejecutoria; de ahí que la autoridad debe reiterarlas en la sen-
tencia o laudo que cumplimente.11

En caso contrario, si no está cumplida, si no se ha cumplido total y 
correctamente, si se incurrió en exceso o defecto, o si se considera que 
hay imposibilidad para cumplirla, el órgano judicial que haya conocido 

	 11	�Jurisprudencia 2 010 987 [Tesis: 2a./J. 9/2016 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 27, febrero de 2016, t I, p 832.
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13.6 Inejecución de las sentencias             207

deberá remitir los autos al tribunal colegiado de circuito o a la scjn, según 
corresponda, para dar trámite al incidente de inejecución. 

13.6  Inejecución de las sentencias

13.6.1 � Resolución sobre incumplimiento y sanción a las responsables

Existe exceso en el cumplimiento cuando la autoridad no se ajustó al se-
ñalamiento exacto del fallo y se extralimitó en su cumplimiento al ir más 
allá del alcance de la ejecutoria. Por otro lado, existe defecto cuando la 
autoridad responsable deja de cumplir en su integridad lo ordenado en 
la ejecutoria, al dejar de hacer algo que se le ordenó en la resolución. 

Se considerará incumplimiento el retraso por medio de evasivas o 
procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra 
que intervenga en el trámite relativo. Si la ejecutoria no quedó cumplida 
en el plazo fijado, se procederá a aplicar las sanciones.

El art 193 de la LAmp establece que el órgano judicial de amparo 
deberá hacer el pronunciamiento respectivo, impondrá las multas que 
procedan y remitirá los autos. Si se trata de amparo indirecto, la remisión 
se hará al tribunal colegiado de circuito. Al realizar esto, el juez de distrito 
o el tribunal unitario que haya conocido formará un expedientillo con las 
copias certificadas necesarias para seguir procurando el cumplimiento de 
la ejecutoria.

La remisión del expediente se notificará a la autoridad responsable y, 
en su caso, a su superior jerárquico. La autoridad tendrá aquí oportuni-
dad de demostrar que la ejecutoria está en vías de cumplimiento o, en su 
caso, justificar la causa del retraso. Si lo hace, el órgano judicial de am-
paro podrá ampliar el plazo por una sola vez, pero subsistirán los aperci-
bimientos efectuados. El incumplimiento de nueva cuenta ameritará la 
imposición de la sanción.

Una vez que el tribunal colegiado de circuito reciba las constancias 
del órgano que conoció del amparo, notificará a las partes la radica- 
ción de los autos, revisará el trámite del a quo y dictará la resolución co-
rrespondiente. Si dicho tribunal reitera que hay incumplimiento, deberá 
en el punto remitir los autos a la scjn con un proyecto de separación del 
cargo del titular de la autoridad responsable y, en su caso, del de su supe-
rior jerárquico, lo cual se notificará a éstos.
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208             SENTENCIAS DE AMPARO

Si se trató de amparo directo, el tribunal colegiado será el encarga- 
do de todo el trámite desde que se pronunció el incumplimiento. Llegado 
el caso, deberá hacer la remisión de los autos igualmente a la scjn con el 
proyecto de separación del cargo de los titulares de la autoridad respon-
sable y su superior jerárquico.

Aquí cabe señalar que, una vez establecido el incumplimiento, la res-
ponsabilidad seguirá a la persona y no al cargo, esto es, el sujeto que fue 
titular aún tendrá responsabilidad, así abandone el cargo. El trámite se-
guirá ante la scjn. Según dispone el numeral 198 de la LAmp, una vez 
recibidos los autos por este órgano, dictará a la brevedad posible la reso-
lución correspondiente. Si la Corte estima que el retraso en el cumpli-
miento es justificado, dará un plazo razonable a la autoridad responsable 
para que cumpla, el cual se podrá ampliar a solicitud fundada de la auto-
ridad.

Por lo contrario, si se considera que el incumplimiento es inexcusable 
o cuando se ha otorgado plazo adicional éste también hubiera transcu-
rrido sin dar el cumplimiento, la scjn tomará en cuenta el proyecto del 
tribunal colegiado de circuito y procederá a separar de su cargo al titu- 
lar de la autoridad responsable y a consignarlo ante el juez de distrito por 
el delito de incumplimiento de sentencias de amparo. 

Las mismas providencias se tomarán respecto al superior jerárquico 
de la autoridad responsable si hubiese incurrido en responsabilidad, así 
como a los titulares que, al haber ocupado con anterioridad el cargo de 
la autoridad responsable, hayan incumplido la ejecutoria.

En la misma resolución, la scjn ordenará que se devuelvan los autos 
al órgano jurisdiccional de amparo a efecto de reiniciar el trámite de cum-
plimiento ante los nuevos titulares, sin perjuicio de la consignación pro-
cedente contra los anteriores titulares que hayan sido considerados res-
ponsables del incumplimiento de la ejecutoria de amparo.

En todo caso, en la tramitación y resolución de este incidente, el 
órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la deficiencia de la vía y de 
los argumentos hechos valer por el promovente (art 213, LAmp).

Acerca de la inejecución, son de interés las tesis siguientes:

Sentencia de amparo. Si el órgano jurisdiccional de amparo remite los autos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para la destitución y consignación de 
la autoridad responsable, antes de exigirle subsanar el posible exceso o defecto 
en su cumplimiento, procede reponer el procedimiento del incidente de ineje-
cución para que se requiera el debido acatamiento de aquélla.  Del párrafo ter-
cero del artículo 196 de la Ley de Amparo, que establece: “La ejecutoria se entiende 
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13.6 Inejecución de las sentencias             209

cumplida cuando lo sea en su totalidad, sin excesos ni defectos.”, se sigue que antes de 
solicitar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la apertura del procedimiento 
sancionador previsto en la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el órgano jurisdiccional de amparo debe ordenar a la res-
ponsable, en su caso, que corrija esos vicios y solamente ante su omisión total o parcial 
de repararlos debe formular la petición de actuar contra la autoridad contumaz, ante 
la imposibilidad de asegurar la observancia cabal de lo resuelto en el juicio de amparo, 
sobre todo porque previo a sancionar, el juzgador debe procurar el exacto cumpli-
miento de sus ejecutorias. Consecuentemente, si el órgano de amparo procede preci-
pitadamente y antes de exigir que se subsane el posible exceso o defecto del cumpli-
miento remite los autos a este Alto Tribunal para la destitución y consignación de la 
responsable, lo procedente es reponer el procedimiento del incidente de inejecución 
para que le requiera nuevamente el debido acatamiento del fallo protector, como lo 
prevé la norma primeramente citada.12

Sentencias de amparo indirecto. Si la autoridad responsable no les da cumpli-
miento dentro del plazo de tres días, a pesar de haber sido notificada de los 
requerimientos respectivos, el Juez de Distrito debe analizar si la complejidad o 
dificultad para realizarlo amerita la ampliación del término, o si el asunto reviste 
urgencia y notorio perjuicio al quejoso, debe ordenarlo inmediatamente por los 
medios oficiales de que disponga; de lo contrario, el Tribunal Colegiado de Cir-
cuito, al resolver el incidente correspondiente, le devolverá los autos para que 
lo haga.  De la interpretación funcional de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, 
armonizada conforme al sistema al que pertenecen, se concluye que es obligación del 
Juez de Distrito, una vez que se han notificado los requerimientos a la autoridad res-
ponsable, requerirla para que cumpla con la ejecutoria protectora dentro del plazo de 
tres días; no obstante, si la responsable no lo hace a pesar de haber sido prevenida, 
dicho juzgador federal está obligado a analizar si la complejidad o dificultad para rea-
lizarlo amerita que se amplíe el plazo para que la autoridad responsable cumpla; o 
bien, si el caso reviste urgencia y notorio perjuicio al quejoso, debe ordenar el cumpli-
miento inmediato de la ejecutoria protectora por los medios oficiales de que dis-
ponga. Luego, si la ejecutoria no quedó cumplida en el plazo que se fije, el juzgador 
de amparo hará el pronunciamiento respectivo, imponiendo las multas procedentes y 
remitiendo los autos al Tribunal Colegiado de Circuito; sin embargo, si el Juez de Dis-
trito no realiza el análisis relativo a la complejidad o urgencia del cumplimiento de 
sentencia, ese órgano colegiado, al resolver el incidente correspondiente, le devolverá 
los autos del juicio para que lo haga.13

Inejecución de sentencia. Queda sin materia cuando existe escrito de la quejosa, 
debidamente ratificado, por el que manifiesta su conformidad con el cumpli-

	 12	�Jurisprudencia 2 009 662 [Tesis: 2a./J. 109/2015 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 21, agosto de 2015, t I, p 870.

	 13	�Jurisprudencia 2 008 045 [Tesis: XIX.1o.P.T. J/3 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, t IV, p 2790.
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210             SENTENCIAS DE AMPARO

miento dado por las responsables a la ejecutoria de amparo.  Si la quejosa mani-
fiesta ante el Juez de Distrito su conformidad con el cumplimiento dado por las res-
ponsables a la ejecutoria que le concede el amparo, mediante escrito debidamente 
ratificado, y el Juez remite esos elementos a la Suprema Corte de Justicia para su 
conocimiento, es evidente que ya no subsiste la manifestación inicial de dicho Juez, 
en el sentido de que el fallo no se había acatado, y en esas circunstancias el incidente 
respectivo debe declararse sin materia.14

Incidente de inejecución de sentencia. La devolución de los autos al órgano 
jurisdiccional que conoció y resolvió el juicio de amparo, para realizar actos y 
trámites inherentes al cumplimiento de la ejecutoria, deja sin efectos el dicta-
men del Tribunal Colegiado de Circuito (interrupción de la jurisprudencia 2a./J. 
167/2007).  La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la juris-
prudencia citada, de rubro: “Inejecución de sentencia. La devolución de los autos al 
juzgado de origen para que el nuevo titular del órgano conmine a sus subalternos a 
que cumplan el fallo federal deja en suspenso la resolución del Tribunal Colegiado de 
Circuito fundada en el punto decimosexto del Acuerdo General Plenario 5/2001, 
que considera procedente la aplicación del artículo 107, fracción XVI, párrafo primero, 
de la Constitución.”, estableció que la devolución de los autos al órgano jurisdiccional 
que previno en el conocimiento y la resolución del juicio de amparo, para requerir el 
cumplimiento al nuevo titular en su carácter de superior jerárquico de las autoridades 
responsables o para la realización de cualquier otro trámite inherente a la ejecución, 
deja en suspenso la resolución, ahora dictamen, emitido por el Tribunal Colegiado de 
Circuito, fundado en el punto decimosexto del Acuerdo General Plenario número 
5/2001, que considera procedente la aplicación del artículo 107, fracción XVI, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, esta 
Segunda Sala, con fundamento en el artículo 194 de la Ley de Amparo, interrumpe 
dicha jurisprudencia, para establecer que el dictamen debe quedar sin efectos, porque 
el citado punto decimosexto fue derogado por el transitorio segundo del Acuerdo 
General Plenario número 12/2009, el cual establece en su punto noveno, que cuan- 
do se devuelva el expediente para subsanar alguna omisión del procedimiento, el 
registrado en la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedará cerrado para efectos 
estadísticos y causará baja; por tanto, si una vez agotados los trámites las autoridades 
no acatan la ejecutoria, el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda debe dicta-
minar nuevamente el asunto, con fundamento en los puntos segundo y tercero del 
último acuerdo precisado y, en su caso, enviarlo a este Alto Tribunal, que en este 
supuesto estará en condiciones de decidir lo conducente respecto de la aplicación del 
indicado precepto de la Norma Fundamental en el nuevo expediente que para ese 
efecto se integre.15

	 14	�Jurisprudencia 197 252 [Tesis: 1a./J. 44/97], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t VI, diciembre de 1997, p 286.

	 15	�Jurisprudencia 2 001 938 [Tesis: 2a./J. 134/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judi-
cial de la Federación y su gaceta, Libro XIII, octubre de 2012, t 3, p 1342.
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13.6 Inejecución de las sentencias             211

13.6.2  Incidente de precisión del cumplimiento

Puede ocurrir que sea necesario precisar, definir o concretar la forma o 
términos del cumplimiento de la ejecutoria. Esto podrá hacerlo cualquie-
ra de los órganos judiciales competentes, para lo cual ordenará de oficio 
o a petición de parte, que se abra un incidente para tal efecto. Así lo dis-
pone el párr cuarto del art 193 de la LAmp. 

En la misma tesitura, el párr segundo del art 198 establece que si la 
scjn, tras recibir los autos del tribunal colegiado, considera que resulta 
necesario precisar, definir o concretar la forma o términos del cumpli-
miento de la ejecutoria, se devolverán los autos al órgano judicial de am-
paro, a efecto de desahogar el incidente.

13.6.3  Cumplimiento extemporáneo

Se trata simplemente del cumplimiento de la ejecutoria fuera de tiempo, 
esto es, transcurrido el plazo razonable dado para ello por el órgano judi-
cial de amparo. La responsabilidad por el incumplimiento surge también 
en esos casos. 

En términos del art 195 de la LAmp, el cumplimiento extemporáneo 
de la ejecutoria de amparo, si es injustificado, no exime de responsabili-
dad a la autoridad responsable ni, en su caso, a su superior jerárquico, 
pero se tendrá en cuenta como atenuante al imponer la sanción penal.

En todo caso, para resolver sobre el cumplimiento extemporáneo, el 
órgano de amparo competente deberá valorar la posible justificación 
del retraso, si existen hechos notorios que revelen un esfuerzo considera-
ble de las autoridades vinculadas con el cumplimiento del fallo protector, 
las cuales no cuenten con suficientes recursos humanos o materiales para 
acatar numerosas sentencias de amparo oportunamente. Además, el ór-
gano de amparo, cuando se trate de un acto que suponga la intervención 
de múltiples autoridades, deberá vincularse a cada una de las autoridades 
competentes con los actos correspondientes y con los apercibimientos 
respectivos, para en su caso identificar a la autoridad contumaz, es decir, 
a la responsable del incumplimiento. Acerca de tales aspectos son de 
interés las tesis siguientes: 

Cumplimiento extemporáneo de la sentencia de amparo.  La Ley de Amparo es 
clara al determinar en su artículo 195 que si el cumplimiento extemporáneo es injus-
tificado, ello no exime de responsabilidad a las autoridades, lo que constituye uno de 
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212             SENTENCIAS DE AMPARO

los cambios fundamentales entre el sistema de ejecución anterior y el previsto en la 
nueva ley. En el nuevo régimen de cumplimiento de las sentencias de amparo se 
prevé, de manera expresa, la asignación de sanciones por el cumplimiento extempo-
ráneo si éste es injustificado. Ante ello, en un primer escenario, podría acontecer que 
la autoridad sea omisa respecto del cumplimiento de la sentencia de amparo, lo 
que conduciría, de manera automática, a la imposición de la sanción pecuniaria y en 
caso de que aun impuesta la multa no se acredite el cumplimiento, ello dará lugar a 
continuar con el procedimiento de ejecución que, eventualmente, podría conducir 
—en su caso— a la separación del cargo y posterior consignación ante el Juez penal, 
ya que en ese supuesto la autoridad jurisdiccional de amparo no tendrá elementos 
que valorar al ser omisos la autoridad y, en su caso, su superior jerárquico, faltando así 
al deber de diligencia que tienen sobre el acatamiento del fallo constitucional. En este 
primer escenario, resulta de especial relevancia que el juzgador de amparo requiera el 
cumplimiento del fallo protector con la precisión necesaria en cuanto a las autorida-
des competentes para acatarlo y a los actos que les corresponde realizar, ya que si 
el debido acatamiento de la sentencia concesoria está sujeto a que diversas autorida-
des emitan en el ámbito de sus respectivas competencias diferentes actos cuya emi-
sión jurídicamente constituye una condición indispensable para el dictado de los 
posteriores, será necesario que en el requerimiento respectivo se vincule a cada una 
de las autoridades competentes a emitir los actos que legalmente les correspondan; 
incluso, los apercibimientos respectivos deberán tomar en cuenta esas particularida-
des. En tal virtud, cuando el cumplimiento del fallo protector implique la emisión de 
actos de diferentes autoridades que dan lugar al desarrollo de un procedimiento en el 
cual la falta de emisión de alguno de ellos impide la de los siguientes, antes de impo-
ner una multa de las previstas en el párrafo segundo del artículo 192 de la Ley de 
Amparo, deberá identificarse a la autoridad contumaz, es decir, a la responsable del 
incumplimiento, dado que las diversas autoridades que no ejerzan poder de mando 
sobre ésta, al encontrarse impedidas legalmente para emitir el acto que les corres-
ponde, tendrán una causa justificada para no haber cumplido el fallo protector. Por lo 
cual, si el juzgador de amparo tiene la duda fundada sobre cuáles son las autoridades 
que gozan de las atribuciones para realizar los actos necesarios para el cumplimiento 
del fallo protector, atendiendo a lo previsto en el artículo 197 de la Ley de Amparo, en 
el primer acuerdo que dicte en el procedimiento de ejecución de la sentencia, además 
de requerir a la autoridad o a las autoridades responsables el cumplimiento de la sen-
tencia concesoria, les solicitará que en el plazo de tres días hábiles se pronuncien 
fundada y motivadamente sobre cuáles son las autoridades que cuentan con las atri-
buciones para acatar dicho fallo. Lo anterior con la finalidad de que con base en lo 
manifestado por las referidas autoridades y en el análisis del marco jurídico aplicable 
determine si es el caso vincular al cumplimiento de la sentencia a diversas autoridades, 
pronunciamiento que deberá contener las consideraciones y los fundamentos legales 
que sirvan de base para vincular a las autoridades respectivas, atendiendo a lo previsto 
en el artículo 74, fracción IV, de la Ley de Amparo, el cual contiene un principio aplicable 
a toda resolución emitida dentro de un juicio de amparo. En este punto, resulta rele-
vante considerar que la autoridad responsable puede acreditar el cumplimiento de 
manera posterior a que se impuso la multa y que se continuó con el procedimiento 
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13.7 Repetición del acto reclamado           213

de inejecución y se enviaron los autos al Tribunal Colegiado de Circuito o, en su caso, 
a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. En estos casos se deberá analizar si 
existen elementos para continuar con la tramitación del incidente de inejecución de 
sentencia que podría culminar con la separación del cargo y, eventualmente, con la 
consignación ante el Juez penal. Es importante considerar que la intención que sub-
yace a este procedimiento de ejecución no es, de manera preponderante, la asigna-
ción de responsabilidades y sanciones a las autoridades que incumplen con la senten-
cia de amparo, sino el cumplimiento total y, en la medida de lo posible, expedito de 
las sentencias de amparo.16

Cumplimiento extemporáneo de la sentencia de amparo. Órgano al que com-
pete su valoración.  El cumplimiento extemporáneo de la sentencia de amparo 
deberá ser valorado por el órgano que corresponda, Juez de Distrito, Tribunal Cole-
giado de Circuito o incluso por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando los 
autos estén radicados en esta instancia, para determinar en cada caso si existe justifi-
cación para ello, pues de considerar lo contrario, deben aplicarse las sanciones previs-
tas en el artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Cabe precisar que en el caso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
la determinación sobre la justificación del cumplimiento extemporáneo corresponde, 
en principio, al Ministro Ponente, el cual, con base en la resolución que hubiere cau-
sado estado podrá valorar en el dictamen en el que se proponga declarar sin materia 
el incidente respectivo las causas de justificación de la extemporaneidad en el sentido 
de que el fallo constitucional ha quedado cumplido sin excesos ni defectos. Lo ante-
rior, sin menoscabo de que cuando se estime necesario revocar las multas impuestas 
en el respectivo procedimiento de ejecución o se considere dudosa la justificación del 
cumplimiento extemporáneo, la competencia para resolver lo conducente corres-
ponda a las salas de este Alto Tribunal. También debe tomarse en cuenta para valorar 
la posible justificación del cumplimiento extemporáneo, si existen hechos notorios 
que claramente revelen un esfuerzo considerable de las autoridades vinculadas al 
cumplimiento del fallo protector para acatar numerosas sentencias de amparo que 
declaran la inconstitucionalidad de actos emitidos por autoridades diversas y cuyo 
cumplimiento extemporáneo se puede justificar por la insuficiencia de recursos 
humanos o materiales para cumplir oportunamente.17

13.7  Repetición del acto reclamado

La figura de la repetición del acto reclamado supone un abuso de la auto-
ridad responsable, en el cual, tras el cumplimiento de la sentencia de 

	 16	�Jurisprudencia 2 007 915 [Tesis: P./J. 56/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, t I, p 13

	 17	�Jurisprudencia 2 007 916 [Tesis: P./J. 57/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 12, noviembre de 2014, t I, p 16.
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214             SENTENCIAS DE AMPARO

amparo, reitera la emisión del acto violatorio de derechos. Cuando se pre-
senta esta situación, se otorga al quejoso una vía incidental para reclamar 
ante la autoridad de amparo esta simulación de incumplimiento. 

El procedimiento se prevé en el art 199 de la Lamp. La denuncia por 
repetición del acto deberá presentarse por la parte interesada dentro del 
plazo de quince días ante el órgano jurisdiccional que conoció del am-
paro. El órgano correrá traslado con copia de la denuncia a la autoridad 
responsable y le pedirá un informe que deberá rendirse dentro del plazo 
de tres días.

La resolución se dictará al vencer ese plazo. Si el órgano judicial de 
amparo determina que efectivamente existió repetición del acto recla-
mado, ordenará la remisión de los autos al tribunal colegiado de circuito o 
a la scjn, según se haya tratado de amparo indirecto o directo, y se seguirá 
el mismo procedimiento para la sanción prevista para el incumplimiento.

Una vez que la scjn reciba los autos, determinará a la brevedad po-
sible si existió o no repetición del acto reclamado. Si se acredita que 
efectivamente hubo repetición dolosa, se tomará en cuenta el proyecto 
del tribunal colegiado de circuito y se procederá a separar de su cargo al 
titular de la autoridad responsable, así como a consignarlo ante un juez 
de distrito por el delito correspondiente.

En caso contrario, si no hubo repetición o ésta no fue dolosa y el acto 
se dejó sin efectos antes de la resolución de la Corte, este órgano hará la 
declaratoria correspondiente y devolverá los autos al órgano judicial que 
los remitió. 

Si, tras la notificación de la denuncia de repetición hasta antes de la 
resolución, la autoridad responsable deja sin efecto el acto repetitivo que 
se dictó dolosamente, no quedará eximida de responsabilidad. La retrac-
ción sólo será atenuante en la aplicación de la sanción penal.

La repetición del acto reclamado no se presenta generalmente en el 
caso de las sentencias que tienen como efecto otorgar el amparo por 
indebida fundamentación y motivación cuando se trate de una resolución 
a una instancia, recurso o juicio, pues en esas hipótesis es preciso que el 
acto indebido se sustituya por otro, el cual no será repetido siempre y 
cuando no reitere las deficiencias del anterior. En tal sentido, es aplicable 
la tesis siguiente:

Repetición del acto reclamado. Inexistencia del. Sentencia que otorga el amparo 
por indebida fundamentación y motivación. Efectos de la misma.  Los efectos de 
una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por indebida fun-
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13.8 Incidente de cumplimiento sustituto           215

damentación y motivación de los actos reclamados son los de constreñir a la auto-
ridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos indebidamente funda-
dos y motivados que se determinaron en el juicio eran indebidos, so pena de que, de 
no hacerlo, es decir, en el caso de insistir en la emisión de un acto con los mismos 
fundamentos y motivos, incurrirá en repetición del acto reclamado, estando sujeta a 
las responsabilidades que de ello derivan en términos de lo dispuesto en los artículos 
108 y 208 de la Ley de Amparo. Sin embargo, una sentencia de garantías en tal sentido 
no impide que la responsable emita un nuevo acto si encuentra diversos fundamentos 
y motivos que lo justifiquen, aunque tal acto sea de la misma naturaleza y sentido y 
tenga la misma finalidad y consecuencias que el acto por el cual se otorgó el amparo, 
lo que no significa que la autoridad esté necesariamente constreñida a emitir un 
nuevo acto subsanando la irregularidad cometida, pues pueden no existir fundamen-
tos y motivos que lo justifiquen, obligación que sólo se originaría a cargo de la autori-
dad cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta 
al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya 
que en esas hipótesis es preciso que el acto indebidamente fundado y motivado se 
sustituya por otro sin esas deficiencias, pues de lo contrario se dejarían sin resolver las 
referidas petición, instancia, recurso o juicio.18

13.8  Incidente de cumplimiento sustituto

Este procedimiento se llevará a cabo cuando la autoridad no pueda cum-
plir en sus términos lo ordenado por el órgano de amparo, ya sea por una 
dificultad jurídica o de hecho, pero en sustitución se prevea cubrir al que-
joso una reparación económica. Así, según el art 204 de la LAmp, el inci-
dente de cumplimiento sustituto tendrá por efecto que la ejecutoria se dé 
por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso.

El cumplimiento sustituto podrá solicitarlo cualquiera de las partes o 
decretarlo de oficio la scjn, en los casos que señala el art 205, esto es, 
cuando:

	I.	� La ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor 
proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, o

	II.	� Por las circunstancias materiales del caso, sea imposible o desproporcio-
nadamente gravoso restituir las cosas a la situación que guardaban con 
anterioridad al juicio.

La solicitud podrá presentarse, según corresponda, de manera directa 
ante la scjn o por conducto del órgano jurisdiccional a partir de que la 

	 18	�Jurisprudencia 196 209 [Tesis: 1a./J. 30/98], 9a época, 1a Sala, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t VII, mayo de 1998, p 337.
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216             SENTENCIAS DE AMPARO

sentencia cause ejecutoria. El cumplimiento sustituto se tramitará inci-
dentalmente. Si se declara procedente, el órgano jurisdiccional de amparo 
determinará la forma y cuantía de la restitución.

Independientemente de la tramitación de dicho incidente, el quejo- 
so y la autoridad responsable pueden celebrar un convenio a través del 
cual se tenga por cumplida la ejecutoria. En este escenario, se dará aviso 
del convenio al órgano judicial de amparo, el cual, una vez comprobado 
que los términos del convenio fueron cumplidos, mandará archivar el ex-
pediente.

Respecto a los alcances de este incidente de cumplimiento sustituto, 
también conocido como de daños y perjuicios, son aplicables las tesis 
siguientes:

Ejecutorias de amparo. Ante la imposibilidad de su cumplimiento opera el cum-
plimiento sustituto mediante el incidente de daños y perjuicios o el conve-
nio.  Ante la imposibilidad para cumplir una ejecutoria de amparo en sus términos, el 
artículo 105, último párrafo, de la Ley de Amparo prevé que puede darse por cumplida, 
válidamente, mediante el cumplimiento sustituto, el cual se logra mediante dos for-
mas: el incidente establecido en los artículos 358 a 364 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, aplicado supletoriamente, el cual requiere de la promoción del que-
joso, en el entendido de que, una vez firme la interlocutoria correspondiente, la 
responsable debe pagar el monto determinado, porque si no lo hace será merecedora 
de las consecuencias y sanciones previstas en la fracción XVI del artículo 107 constitu-
cional; o la celebración y cumplimiento de un convenio del que debe tener conoci-
miento el Juez, siendo importante destacar que si las pláticas tendientes a lograrlo no 
prosperan, el quejoso tiene acción, en todo momento, para optar por el incidente 
reglado de daños y perjuicios.19

Ejecución de sentencias de amparo. Reglas para cuantificar el pago en el inci-
dente de daños y perjuicios para su cumplimiento sustituto.  El incidente de 
daños y perjuicios previsto en el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, 
en cuanto constituye un procedimiento a través del cual se logra el cumplimiento 
sustituto de la sentencia, no concede al quejoso más que el derecho a obtener una 
suma de dinero que corresponda al valor económico de las prestaciones de dar, hacer 
o no hacer que la sentencia imponga a la responsable o a la autoridad encargada de 
la ejecución, como si ésta se hubiera realizado puntualmente, sin que incluya concep-
tos o prestaciones distintos de las comprendidas en la sentencia, como sería el pago 
de las ganancias lícitas que el quejoso dejó de percibir con motivo del acto reclamado 
(perjuicios), pues la creación de esta vía incidental no obedeció a la intención legisla-
tiva de conferir al quejoso una acción de responsabilidad civil por naturaleza distinta 

	 19	�Jurisprudencia 167 260 [Tesis: 2a./J. 60/2009], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXIX, mayo de 2009, p 140.
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13.9 Incumplimiento de la declaratoria general de inconstitucionalidad           217

de la acción de amparo, sino la de permitir a quienes no han podido lograr la ejecu-
ción de la sentencia de amparo acceder a una situación de reparación equiparable a 
la de quienes han logrado el acatamiento ordinario del fallo, razón por la cual la cuan-
tificación del pago en esta vía debe efectuarse analizando cuidadosamente la natura-
leza del acto reclamado y de la prestación debida por la autoridad, ya que en ocasio-
nes no es fácil distinguir entre el valor económico de esta última y el de otras 
prestaciones, como sería el lucro dejado de obtener, considerando, por ejemplo, que 
no es lo mismo acatar una sentencia de amparo concedida en contra de un acto de 
apoderamiento o destrucción de una cosa, en que la prestación debida es la devolu-
ción de la cosa o, en vía sustituta, el pago de su valor al momento de ejecutarse el fallo, 
que cumplir una sentencia que otorga el amparo en contra del cese de un servidor 
público, en el que la prestación debida es su restitución en el cargo con el pago de los 
haberes que debió devengar o, en vía sustituta, el pago de tales haberes y de una 
cantidad adicional que represente el valor económico que para el quejoso ocasione 
ser separado del cargo.20

Ejecución de sentencias de amparo. Procedencia del incidente de daños y per-
juicios para su cumplimiento sustituto.  El análisis de los motivos que dieron lugar 
a la adición del último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, por decreto publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación del siete de enero de mil novecientos ochenta, 
y de los principios reguladores del incidente de inejecución de sentencia y del recurso 
de queja por defecto o exceso en la ejecución revela que la procedencia del inciden- 
te de cumplimiento sustituto no está subordinada a la sustanciación previa de los 
procedimientos que, como los mencionados, contempla la citada ley en relación con 
el cumplimiento del fallo protector, ni tampoco al transcurso de cierto lapso contado 
a partir de su dictado, sino que debe admitirse siempre que de autos se advierta por 
el Juez o por la parte quejosa que existe dificultad jurídica o de hecho para realizar la 
prestación debida por la autoridad al quejoso y que la naturaleza del acto lo permita, 
pues, entonces, se justifica la entrega a éste de una cantidad de dinero que represente 
el valor económico de dicha prestación.21

13.9 � Incumplimiento de la declaratoria general 
de inconstitucionalidad

Otro caso de incumplimiento de la autoridad puede ocurrir en lo relativo 
a la declaratoria de inconstitucionalidad de una norma. Cuando ello sur-
ge, quien podrá presentar la denuncia será cualquier persona que, tras la 

	 20	�Jurisprudencia 197 246 [Tesis: P./J. 99/97], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t VI, diciembre de 1997, p 8.

	 21	�Jurisprudencia 197 361 [Tesis: P./J. 85/97], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su gaceta, t VI, noviembre de 1997, p 5.
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218             SENTENCIAS DE AMPARO

entrada en vigor de dicha declaratoria general, se enfrente a la aplicación 
de la norma general determinada como inconstitucional.

En tal caso, el procedimiento se prevé en el art 210 de la LAmp. Según 
la fracc I, la denuncia se hará ante el juez de distrito que tenga jurisdic-
ción en el lugar donde el acto deba tener ejecución, trate de ejecutarse, 
se esté ejecutando o se haya ejecutado. Si el acto denunciado puede tener 
ejecución en más de un distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de 
ellos y aún se ejecuta en otro, el trámite se llevará ante el juez de distrito 
que primero admita la denuncia; en su defecto, aquel que dicte acuerdo 
sobre ella o, en su caso, quien primero la haya recibido.

Cuando el acto denunciado no suponga una ejecución material, el es-
crito podrá presentarse ante el juez de distrito en cuya jurisdicción resida 
el denunciante. Una vez que dicho juez reciba la denuncia, dará vista a 
las partes para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho 
convenga. Transcurrido este plazo, se dictará resolución dentro de los tres 
días siguientes. Si en la resolución se determina que efectivamente la 
autoridad aplicó una norma general declarada inconstitucional, se orde-
nará a la autoridad aplicadora que deje sin efectos el acto denunciado, en 
un plazo de tres días. Si no se da cumplimiento, se tramitará el asunto 
según el procedimiento de inejecución de sentencia y se aplicará la san-
ción correspondiente.

Si la resolución determina que no hubo aplicación de ninguna norma 
inconstitucional, el denunciante podrá expresar su desacuerdo e impug-
narla mediante el recurso de inconformidad.

Según la fracc II del mismo numeral 210, si con posterioridad a este 
procedimiento y resolución la autoridad aplicadora o la sustituta incurren 
de nueva cuenta en la aplicación de la norma general declarada inconsti-
tucional, el acto se podrá combatir y sancionar mediante el procedi-
miento de denuncia de repetición del acto reclamado, ya comentado. 

13.10  Recurso de inconformidad

El recurso es la vía con la que el quejoso puede manifestar su desacuerdo 
con las resoluciones referentes a la ejecución o cumplimiento de la sen-
tencia. Se presenta ante la autoridad que resolvió sobre el cumplimiento 
y lo resuelve la scjn. 

En términos del numeral 201 de la LAmp, el recurso de inconformi-
dad procede contra la resolución que:
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13.10 Recurso de inconformidad             219

	 I.	� Tenga por cumplida la ejecutoria de amparo, en los términos del ar-
tículo 196 de esta ley;

	 II.	� Declare que existe imposibilidad material o jurídica para cumplir la 
misma u ordene el archivo definitivo del asunto;

	III.	� Declare sin materia o infundada la denuncia de repetición del acto 
reclamado, o

	IV.	� Declare infundada o improcedente la denuncia por incumplimiento de 
la declaratoria general de inconstitucionalidad.

El procedimiento se dispone en el art 202 de la LAmp. La legitimación 
para interponer el recurso de inconformidad corresponde al quejoso, el 
tercero interesado o el denunciante del incumplimiento de la declaratoria 
de inconstitucionalidad. El recurso se presentará mediante escrito, por 
conducto del órgano judicial que haya dictado la resolución impugnada, 
dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que 
surta efectos la notificación.

En su caso, la persona extraña a juicio afectada por el cumplimiento 
o ejecución de la sentencia de amparo también podrá interponer el 
recurso de inconformidad si ya había tenido conocimiento de lo actuado 
ante el órgano judicial de amparo. De lo contrario, el plazo de quince días 
se contará a partir del siguiente a aquel en que tenga conocimiento de la 
afectación. En cualquier caso, la persona extraña al juicio de amparo sólo 
podrá alegar en contra del cumplimiento o ejecución indebidos de la eje-
cutoria en cuanto la afecten, pero no en contra de la ejecutoria.

La inconformidad se podrá interponer en cualquier tiempo cuando el 
amparo se haya otorgado en contra de actos graves que importen peligro 
de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedi-
miento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destie-
rro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los pro-
hibidos por el art 22 de la Constitución, o incorporación forzosa a las 
fuerzas castrenses.

Según el art 203, el órgano jurisdiccional que reciba el recurso remi-
tirá el original del escrito, así como los autos del juicio a la scjn. Este 
máximo tribunal será el encargado de resolver sobre la admisión del re-
curso de inconformidad y, en su caso, resolverá allegándose los elemen-
tos que estime convenientes.

En todo caso, en el recurso de inconformidad el órgano jurisdiccional 
de amparo deberá suplir la deficiencia de la vía y de los argumentos 
hechos valer por el promovente (art 213, LAmp).
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En general, para resolver se deberán tener en cuenta los argumentos 
que presente el quejoso y efectuar un examen comparativo general o 
básico entre las conductas señaladas por el órgano jurisdiccional como 
efecto de la concesión del amparo y las adoptadas por la autoridad res-
ponsable para determinar si la decisión de cumplimiento se ajustó o no 
a derecho. Siempre que la autoridad responsable no haya acatado de 
forma completa los términos de la ejecutoria, el fallo no se habrá cum-
plido; por ende, el recurso de inconformidad deberá declararse fundado, 
incluso cuando se haya otorgado libertad de jurisdicción a la autoridad 
responsable. En tal sentido, son aplicables las tesis siguientes:

Recurso de inconformidad. Al resolverse sobre el cumplimiento de la ejecutoria 
de amparo, deben analizarse los argumentos del quejoso desahogados en la 
vista.  El artículo 196 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 2 de abril de 2013, establece que la ejecutoria se entiende cumplida cuando lo sea 
en su totalidad, sin excesos ni defectos, y que en los casos de amparo directo se le dará 
vista al quejoso para que dentro del plazo de diez días manifieste lo que a su derecho 
convenga y alegue, en caso de ser necesario, el defecto o exceso en el cumplimiento. 
En ese sentido, los argumentos que haga valer el quejoso deberán tomarse en consi-
deración por el órgano jurisdiccional y éste debe pronunciarse al respecto; de lo con-
trario, se le causaría un agravio y la vista se convertiría en una formalidad inútil. Por 
tanto, para cumplir cabalmente con lo señalado en el referido precepto, es necesario 
que el tribunal colegiado se pronuncie sobre lo manifestado en la vista desahogada y 
así poder pronunciarse íntegramente sobre el total cumplimiento de la ejecutoria de 
amparo.22

Recurso de inconformidad. Debe declararse fundado cuando se tiene por cum-
plida una ejecutoria de amparo sin que la autoridad responsable haya acatado 
los lineamientos y las consideraciones expresadas en el fallo protector.  Con-
forme a la regulación del recurso de inconformidad en la Ley de Amparo vigente a 
partir del 3 de abril de 2013, si se concede el amparo para determinados efectos, tanto 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación como los tribunales colegiados de circuito 
deben analizar exhaustiva y oficiosamente la sentencia dictada en cumplimiento a 
dicho fallo, pues si de los autos se advierte que los tribunales colegiados de circuito o 
los juzgados de distrito dieron por cumplida una ejecutoria de amparo y la autoridad 
responsable no la acató en sus términos, resulta evidente que el fallo no se ha cum-
plido y, por ende, el recurso de inconformidad interpuesto debe declararse fundado. 
Lo anterior es así, aun cuando el tribunal de amparo haya otorgado libertad de juris-
dicción a la autoridad responsable, ya que ésta no debe obviar los lineamientos y las 
consideraciones señalados en la ejecutoria, en tanto que éstos constituyen las premi-

	 22	�Jurisprudencia 2 010 089 [Tesis: 1a./J. 63/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, t II, p 1487.
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13.11 Cumplimiento de la sentencia por la autoridad de amparo             221

sas que justifican, precisan o determinan el alcance y sentido de los efectos de la 
decisión de la potestad jurisdiccional federal.23

Inconformidad en el amparo directo. Para resolverla debe realizarse un examen 
comparativo general o básico entre las conductas señaladas por el órgano juris-
diccional como efecto de la concesión del amparo y las adoptadas por la autori-
dad responsable.  La inconformidad prevista en el artículo 105, párrafo tercero, de la 
Ley de Amparo (vigente hasta el 2 de abril de 2013) constituye un medio de impugna-
ción contra la resolución que tiene por cumplida la ejecutoria de amparo, cuyo estudio 
atiende a la materia determinada por la acción constitucional, así como al límite seña-
lado en la ejecutoria donde se otorgó la protección de la justicia federal; así, cualquiera 
de las partes que considere incorrecta la determinación en el sentido de que se ha 
cumplido la sentencia de amparo puede interponer la inconformidad dentro de los 
cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución correspon-
diente. Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para resolver la in-
conformidad contra la resolución de un Tribunal Colegiado de Circuito que tiene por 
cumplida la ejecutoria de amparo, debe realizar un examen comparativo general o 
básico entre las conductas señaladas por el órgano jurisdiccional como efecto de la 
concesión del amparo y las adoptadas por la autoridad responsable para determinar 
si la decisión de cumplimiento del Tribunal Colegiado de Circuito se ajustó o no a 
derecho y así calificarla de infundada o fundada. Lo anterior, sin que en las considera-
ciones efectuadas al realizar dicho examen comparativo se prejuzgue sobre la legali-
dad de las consideraciones de la autoridad responsable, conservando las partes su 
derecho a interponer otros medios de impugnación, como el recurso de queja pre-
visto en el artículo 95, fracción IX, de la referida Ley de Amparo o, en su caso, un nuevo 
juicio de amparo.24

13.11 � Cumplimiento de la sentencia por la 
autoridad de amparo

El principio rector que deberá observarse en todas los procedimientos rela-
tivos al cumplimiento de la sentencia es la ejecución de ésta, o sea, de-
berá buscarse no principalmente la sanción de autoridades que dejen de 
cumplir, sino que la sentencia se cumpla en sus términos para beneficio 
del quejoso a quien se otorgó la protección constitucional. Ése es el áni-
mo de la institución del cumplimiento.

	 23	�Jurisprudencia 2 009 651 [Tesis: 1a./J. 55/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 21, agosto de 2015, t I, p 406.

	 24	�Jurisprudencia 2 003 854 [Tesis: P./J. 16/2013 (10a.)], 10a época, Pleno, Semanario Judicial de 
la Federación, Libro XXI, junio de 2013, t I, p 6.
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222             SENTENCIAS DE AMPARO

De esta forma, en todo caso, el órgano jurisdiccional de amparo po-
drá hacer cumplir directamente la sentencia de que se trate, dictando 
para ello las órdenes y medidas de apremio necesarias. En términos del 
art 211 de la LAmp, cuando esas medidas no se obedezcan, se comisio-
nará al secretario o actuario para que dé cumplimiento cuando la natura-
leza del acto lo permita y, en su caso, el mismo juez de distrito se consti-
tuirá en el lugar donde deba dársele cumplimiento para ejecutarla.

De este modo, el funcionario jurisdiccional está facultado para que, de 
ser necesario, cumpla él mismo la sentencia. Para tal efecto, el juez o 
el servidor público designado podrá salir del lugar de su jurisdicción, de 
lo cual dará aviso al Consejo de la Judicatura Federal. En todo tiempo 
podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir la sen-
tencia de amparo.

Lo anterior no aplica cuando la sentencia sólo la puedan cumplir las 
autoridades responsables, así como si la ejecución consiste en dictar nue-
va resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto recla-
mado. Cuando se tratare de la libertad personal, ésta deberá salvaguar-
darse y restituirse al quejoso en virtud de la sentencia; si la autoridad 
responsable se negare a liberar al quejoso u omitiere dictar la resolución 
que corresponda de inmediato, el órgano jurisdiccional de amparo man-
dará ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsa- 
ble dicte después la resolución procedente. En esta tesitura, los encarga-
dos de las prisiones estarán obligados a dar debido cumplimiento a las 
órdenes que se les giren.

Mientras no se cumpla la sentencia, existe la prohibición de “dar car-
petazo al asunto”, según se dice en el argot judicial. En tal sentido, el 
numeral 214 de la LAmp señala que no podrá archivarse ningún juicio de 
amparo sin haberse cumplido la sentencia que concedió la protección 
constitucional o no exista materia para la ejecución y así lo haya deter-
minado el órgano jurisdiccional de amparo en resolución fundada y mo-
tivada.
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UNIDAD 14
Suspensión de los 
actos reclamados

14.1  Concepto y naturaleza jurídica de la suspensión 

La suspensión del acto reclamado es una institución fundamental en el 
juicio de amparo, mediante la cual se busca mantener viva la materia 
del amparo, constituida por las situaciones específicas que el agraviado 
pretende preservar; además, se requiere sobre todo en actos de consuma-
ción irreparable, jurídica y materialmente, o en actos de difícil reparación 
jurídica o práctica.

Según la conceptúa Burgoa, “la suspensión es el proveído judicial crea-
dor de una situación de paralización o cesación, temporalmente limitada, de 
un acto reclamado de carácter positivo, consistente en impedir para lo fu-
turo el comienzo o inicio, desarrollo o consecuencias de dicho acto, a partir 
de la mencionada paralización o cesación, sin que se invaliden los estados 
o hechos anteriores a éstas y que el propio acto hubiere provocado”.1

	 1	�Ignacio Burgoa Orihuela (2005), Diccionario de derecho constitucional, garantías y amparo, 
8a ed, México, Editorial Porrúa, p 424.
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224             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

Para Juventino Castro:
 
La suspensión del acto reclamado es una providencia cautelar en los proce-
dimientos de amparo, de carácter meramente instrumental, para preservar 
la materia del proceso, y cuyo contenido reviste la forma de un mandato 
asegurador del cumplimiento y la ejecución de otra providencia principal 
que pudiere ordenar la anulación de la conducta prevista, positiva o nega-
tiva, de una autoridad pública, haciendo cesar temporalmente sus efectos 
obligatorios mientras se resuelve la controversia constitucional.2

Según la naturaleza del acto reclamado, la suspensión se decretará de 
oficio o a petición del quejoso, previo cumplimiento de los requisitos que 
señale la ley. Una cuestión principal es distinguir que el acto reclama- 
do sea de carácter positivo, pues evidentemente las omisiones no pueden 
ser objeto de suspensión. De igual modo, el acto debe ser una cuestión 
futura, pues lo ocurrido en el pretérito no se puede suspender. 

Cabe insistir en que la suspensión es un medio de protección que 
supone dejar el acto “en suspenso”, en tanto se decide su constituciona-
lidad, porque no se tolerará su ejecución si ésta será lesiva irreparable-
mente para el quejoso. En el caso de la detención, objeto generalizado de 
reclamo en el ámbito penal, los efectos de la suspensión son peculiares, 
porque ésta no supone dejar las cosas en el estado en que se encuentran, 
sino debe retrotraerlas a un momento previo, al establecer la libertad del 
quejoso, así sea condicionada a los requisitos de la ley. Aquí, por la natu-
raleza de la detención, la suspensión de ésta debe suponer la liberación. 

Como especifica Juventino Castro: “La suspensión no dejó las cosas 
en la forma en que las encontró, sino que las proyectó a otro estadio dis-
tinto, ya sea que el estado de libertad ahora ordenado se entienda que es 
retrotraer al quejoso a su característica antes del acto de autoridad, o 
hacerlo avanzar al estado que tendrá si en definitiva se le concede la pro-
tección constitucional que solicita”.3

Para el ámbito penal, cabe precisar que en tanto se complementa la 
puesta en práctica generalizada del nuevo sistema de justicia oral y acu-
satorio, subsiste el régimen de suspensión previsto en la legislación de 
amparo anterior (abrogada en 2013) para las entidades que aún aplican 
el sistema penal anterior, según las jurisprudencias siguientes:

	 2	�Juventino Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, p 572.
	 3	�Ibídem, p 577.
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14.1 Concepto y naturaleza jurídica de la suspensión             225

Suspensión en el amparo en materia penal. El trámite y la resolución del inci-
dente relativo en los casos en donde no haya entrado en vigor el nuevo siste- 
ma de justicia penal acusatorio deberán regirse conforme a la Ley de Amparo 
abrogada.  De la interpretación sistemática y teleológica de los artículos primero, 
segundo y décimo transitorios de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de abril de 2013, tratándose del trámite y la resolución de un incidente 
de suspensión en materia penal, en los casos donde no haya entrado en vigor el 
nuevo sistema de justicia penal acusatorio, por disposición expresa del párrafo 
segundo del artículo décimo transitorio citado, deben aplicarse las disposiciones pre-
vistas en la Ley de Amparo abrogada (no así en la vigente) en todo lo concerniente a la 
tramitación y resolución de dicha medida cautelar, pues ésta debe entenderse como 
una institución unitaria, sin que sea válido establecer que la “parte general” será regu-
lada por la nueva Ley de Amparo y la relativa específicamente a la “suspensión en mate-
ria penal” por la abrogada, ya que la aplicación simultánea de ambas legislaciones en 
un caso concreto derivaría en la generación de inseguridad jurídica para las partes. Lo 
anterior en aras de garantizarles un principio de seguridad jurídica, derivado de la 
existencia de sendas diferencias entre los sistemas de enjuiciamiento mixto y acusato-
rio que actualmente coexisten.4

Suspensión definitiva en materia penal. El artículo décimo transitorio, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo, al disponer que en los casos donde no haya 
entrado en vigor el nuevo sistema de justicia penal, aquélla seguirá rigiéndose 
conforme a la ley abrogada, establece un principio de ultractividad que otorga 
seguridad jurídica (legislación vigente a partir del 3 de abril de 2013).  De la 
interpretación teleológica del párrafo segundo del dispositivo mencionado se colige 
que la suspensión en materia penal, tratándose de los casos donde no haya entrado 
en vigor el nuevo sistema de justicia penal a que se refiere la reforma constitucional 
del dieciocho de junio de dos mil ocho, se rige conforme a la Ley de Amparo de mil 
novecientos treinta y seis (vigente hasta el 2 de abril de 2013), porque del análisis de 
la exposición de motivos de la actual Ley de Amparo se advierte que la intención del 
legislador secundario respecto de la medida cautelar en materia penal fue la de reali-
zar una normatividad que atendiera a situaciones e hipótesis concretas, dependiendo 
de la etapa procedimental en la que se encontrara el justiciable al momento de la 
petición y de las circunstancias del caso. Por lo que, de una interpretación de autoridad 
y evolutiva, se concluye que la norma de tránsito establece un principio de ultractivi-
dad, que otorga seguridad jurídica respecto de la aplicación de la ley cuando el acto 
reclamado se rige en un proceso que no se adecua a la reforma constitucional men-
cionada.5

	 4	�Jurisprudencia 2 009 594 [Tesis: 1a./J. 32/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, t I, p 673.

	 5	�Jurisprudencia 2 007 749 [Tesis: I.9o.P. J/15 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, t III, p 2696.
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226             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

14.2  Fundamento constitucional

El texto constitucional señala que los actos reclamados podrán ser objeto 
de suspensión, para lo cual el órgano jurisdiccional de amparo, cuando la 
naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de 
la apariencia del buen derecho y del interés social. Dicha suspensión 
deberá otorgarse respecto a las sentencias definitivas en materia penal al 
comunicarse la promoción del amparo (art 107, fracc X). 

En cuanto a la “apariencia del buen derecho” a que hace alusión la 
nueva redacción constitucional, Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil señalan: 
“Esto conlleva un examen discrecional del juzgador de proporcionalidad 
sobre los beneficios que obtendría el quejoso no sólo con dicha medida 
cautelar, sino también los que podría suministrarle la sentencia definitiva 
del juicio de amparo, en relación con los perjuicios que tendrían el interés 
social y el orden público de otorgársele dicha medida”.6

La decisión sobre la suspensión corresponderá a la autoridad respon-
sable en el caso del amparo directo y al órgano jurisdiccional, juzgados 
de distrito o tribunales unitarios de circuito en los amparos indirectos.

La suspensión busca garantizar que la materia del juicio de garantías 
no se pierda, esto es, el derecho o cuya integridad el quejoso busca man-
tener a salvo de lesión por la autoridad.

14.3 � Suspensión del acto reclamado en el 
amparo indirecto 

14.3.1  Suspensión de oficio 

La Lamp establece en su art 126 que la suspensión se concederá de oficio 
y de plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de 
la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomuni-
cación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, de-
saparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el art 22 
constitucional, así como la incorporación forzosa al ejército, la armada o 
la fuerza aérea nacionales.

	 6	�Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Rubén Sánchez Gil (2013), El nuevo juicio de amparo y el pro-
ceso penal acusatorio, México, unam, Instituto de Investigaciones Jurídicas/Instituto de For-
mación Profesional de la pgjdf, pp 14 y 15.
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14.4 Suspensión a instancia de parte             227

En tales supuestos, la suspensión se decretará en el auto de admisión 
de la demanda y se comunicará sin demora a la autoridad responsable, 
por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento.

14.3.2  Incidente de suspensión oficioso

Están previstos otros casos en los que la suspensión no se concede de 
oficio, pero sí la apertura del incidente, en particular cuando el acto recla-
mado sea una extradición, o siempre que se trate de algún acto que, si 
llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en 
el goce del derecho reclamado.

En dichos casos, según el art 127 de la LAmp, el incidente de suspen-
sión se abrirá de oficio y se sujetará en lo conducente al trámite previsto 
para la suspensión a instancia de parte.

14.4  Suspensión a instancia de parte

14.4.1  Procedencia

Cuando la suspensión no proceda de oficio, el quejoso podrá solicitarla 
en cualquier tiempo mientras no se dicte sentencia ejecutoria.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y por dupli-
cado. Para que se decrete, según el art 128 de la LAmp, además de dicha 
solicitud de parte deberá establecerse que la suspensión no supone per-
juicio al interés social ni contraviene disposiciones de orden público.

El párr segundo de dicho artículo excluye de la posibilidad de aplicar 
la suspensión de las normas generales, actos u omisiones del Instituto 
Federal de Telecomunicaciones y de la Comisión Federal de Competencia 
Económica. Solamente cuando la Comisión Federal de Competencia Eco-
nómica imponga multas o la desincorporación de activos, derechos, par-
tes sociales o acciones, éstas se ejecutarán hasta resolverse el juicio de 
amparo que en su caso se promueva

Los casos en los cuales la concesión de la suspensión puede actualizar 
perjuicios al interés social o la contravención de disposiciones de orden 
público pueden ser variados. El art 129 de la LAmp presenta un listado en 
el cual se considerará que se presentan esas circunstancias negatorias de 
la suspensión, cuando:
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228             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

	 I.	� Continúe el funcionamiento de centros de vicio o de lenocinio, así como 
de establecimientos de juegos con apuestas o sorteos;

	 II.	 Continúe la producción o el comercio de narcóticos;
	 III.	� Se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos;
	 IV.	� Se permita el alza de precios en relación con artículos de primera nece-

sidad o de consumo necesario;
	 V.	� Se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carác-

ter grave o el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país;
	 VI.	� Se impida la ejecución de campañas contra el alcoholismo y la droga-

dicción;
	VII.	� Se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como 

finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la 
República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población 
civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes 
estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense;

	VIII.	� Se afecten intereses de menores o incapaces o se les pueda causar 
trastorno emocional o psíquico;

	 IX.	� Se impida el pago de alimentos;
	 X.	� Se permita el ingreso en el país de mercancías cuya introducción esté 

prohibida en términos de ley o bien se encuentre en alguno de los su-
puestos previstos en el artículo 131, párrafo segundo de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; se incumplan las normas 
relativas a regulaciones y restricciones no arancelarias a la exportación 
o importación, salvo el caso de las cuotas compensatorias, las cuales 
se apegarán a lo regulado en el artículo 135 de esta ley; se incumplan 
las Normas Oficiales Mexicanas, y se afecte la producción nacional;

	 XI.	� Se impidan o interrumpan los procedimientos relativos a la interven-
ción, revocación, liquidación o quiebra de entidades financieras, y de-
más actos que sean impostergables, siempre en protección del público 
ahorrador para salvaguardar el sistema de pagos o su estabilidad;

	XII.	� Se impida la continuación del procedimiento de extinción de dominio 
previsto en el párrafo segundo del artículo 22 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. En caso de que el quejoso sea 
un tercero ajeno al procedimiento, procederá la suspensión, y

	XIII.	� Se impida u obstaculice al Estado la utilización, aprovechamiento o 
explotación de los bienes de dominio directo referidos en el artículo 27 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder excepcional-
mente la suspensión, aun cuando se trate de los casos listados en líneas 
anteriores, si a su juicio con la negativa de la medida suspensional pueda 
causarse mayor afectación al interés social. 

En ausencia de un supuesto de perjuicio al interés social o contraven-
ción del orden público, la suspensión también procederá cuando el quejo-
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14.4 Suspensión a instancia de parte             229

so tenga interés legítimo en ella. En ese caso, según el art 131 de la LAmp, 
cuando el quejoso que solicita la suspensión aduzca ese interés legítimo, 
el órgano jurisdiccional la concederá si aquél acredita el daño inminente 
e irreparable a su pretensión cuando se niegue la suspensión, y el interés 
social que justifique su otorgamiento.

14.4.2 � Otorgamiento de garantía para la suspensión y contragarantía

En los casos en que sea procedente la suspensión pero se considere que 
puede ocasionar daño o perjuicio a tercero, si se concede el quejoso 
deberá otorgar garantía bastante para reparar el daño e indemnizar por 
los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favo-
rable en el juicio de amparo. Cuando con esta suspensión puedan afec-
tarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, 
el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía 
(art 132, LAmp).

En cuanto al concepto de daños y perjuicios en el ámbito de la sus-
pensión, éstos se entienden como la pérdida o menoscabo que al tercero 
le ocasionaría no disponer, durante el tiempo del proceso de amparo, de 
las prerrogativas que le confiere la sentencia o laudo reclamado. Así se 
señala en la siguiente jurisprudencia del Pleno:

Daños y perjuicios. Forma de fijar el monto de la garantía por esos conceptos al 
concederse la suspensión en el juicio de amparo cuando se reclama una canti-
dad líquida.  Los daños y perjuicios ocasionados por la concesión de la suspensión en 
el juicio de amparo están representados por la pérdida o menoscabo que al tercero le 
ocasionaría no disponer, durante el tiempo que dure aquél, de las prerrogativas que 
le confiere la sentencia o laudo reclamado; en tal contexto, si el otorgamiento de la 
suspensión tiene por objeto impedir la ejecución de una condena en cantidad líqui- 
da a favor del tercero, el daño radica en la pérdida del poder adquisitivo con relación 
a dicha cantidad, en el lapso probable que tardaría la resolución del juicio; esto es, el 
poder adquisitivo se genera o demerita en función de la inflación en el país, dato que 
es posible advertir y cuantificar mediante el Índice Nacional de Precios al Consumidor 
que el Banco de México publica mensualmente en el Diario Oficial de la Federación; en 
consecuencia, para calcular los posibles daños en el caso deberá tomarse como refe-
rencia el porcentaje inflacionario del tiempo que el juzgador considera que podría 
durar el juicio a la fecha en que se decrete la garantía, en virtud de que no es posible 
computar la variación porcentual que para los meses futuros llegue a obtenerse de tal 
factor. Por otro lado, por lo que ve a los perjuicios, que son las ganancias lícitas que 
obtendría el tercero de tener bajo su dominio el monto de la condena durante el 
tiempo estimado por el juzgador para la resolución del juicio, el cual equivale al rendi-
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230             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

miento que en el mismo plazo produciría el citado monto, conforme a una tasa de 
interés que refleje el valor del dinero, ese parámetro sería la Tasa de Interés Interban-
caria de Equilibrio (tiie) a plazo de 28 días, que puede constatarse en la publicación 
que se hace en el Diario Oficial de la Federación.7

La suspensión podrá quedar sin efecto si el tercero de que se trate 
otorga contragarantía, en virtud de la cual se podrán restituir las cosas al 
estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños 
y perjuicios que sobrevengan al quejoso si se le concede el amparo. No 
se admitirá este otorgamiento de contragarantía cuando, de ejecutarse el 
acto reclamado, quede sin materia el juicio de amparo o si resulta en ex-
tremo difícil restituir las cosas al estado que guardaban antes de la viola-
ción. De igual modo, cuando puedan afectarse derechos que no sean 
estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el 
importe de la contragarantía (art 133, LAmp).

Según el art 134, la contragarantía que ofrezca el tercero deberá tam-
bién cubrir el costo de la garantía que hubiese otorgado el quejoso, la cual 
incluirá:

	 I.	� Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa legalmente 
autorizada que haya otorgado la garantía;

	II.	� Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los 
de la cancelación y su registro, cuando el quejoso hubiere otorgado 
garantía hipotecaria, y

	III.	� Los gastos legales acreditados para constituir el depósito.

Los sujetos de derecho público como la Federación, los estados, la Ciu-
dad de México y los municipios estarán exentos de otorgar esas garantías.

Reducción o dispensa de la garantía

Según dispone el art 135 de la LAmp, cuando el amparo se solicite en 
contra de actos relativos a determinación, liquidación, ejecución o cobro 
de contribuciones o créditos de naturaleza fiscal, podrá concederse dis-
crecionalmente la suspensión del acto reclamado, la cual surtirá efectos 
si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal ante la 
autoridad exactora por cualquiera de los medios permitidos por las leyes 
fiscales aplicables.

	 7	�Jurisprudencia 2 008 219 [Tesis: P./J. 71/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 14, enero de 2015, t I, p 5.
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14.4 Suspensión a instancia de parte             231

El órgano jurisdiccional está facultado para reducir el monto de la 
garantía o dispensar su otorgamiento en los casos siguientes:

	 I.	� Si realizado el embargo por las autoridades fiscales, éste haya quedado 
firme y los bienes del contribuyente embargados fueran suficientes para 
asegurar la garantía del interés fiscal;

	II.	� Si el monto de los créditos excediere la capacidad económica del que-
joso, y

	III.	� Si se tratase de tercero distinto del sujeto obligado de manera directa o 
solidaria al pago del crédito.

En los casos en que se niegue el amparo, cuando exista sobreseimien-
to de éste o si por alguna circunstancia se deja sin efectos la suspensión 
en el amparo, la autoridad responsable hará efectiva la garantía.

En relación con el tema concreto es de interés la jurisprudencia si-
guiente:

Suspensión en el juicio de amparo. Surte sus efectos desde que se dicta el 
acuerdo relativo cuando se impugna el cobro de contribuciones, sin que para su 
efectividad se requiera la exhibición de la garantía respectiva.  De la interpreta-
ción sistemática y funcional de los artículos 135 y 136 de la Ley de Amparo, que regulan 
tanto la suspensión provisional como la definitiva de los actos reclamados, cuando en 
el juicio de amparo se impugnen actos relativos a la determinación, liquidación, ejecu-
ción o cobro de contribuciones o créditos de orden fiscal, podrá concederse aquélla, 
suspendiendo sus efectos y las consecuencias desde el momento en que se dicta el 
acuerdo relativo, esto es, de inmediato, y por un término de cinco días, plazo prudente 
para que el quejoso exhiba la garantía del interés fiscal fijada por el órgano jurisdiccio-
nal, pues de lo contrario, es decir, de condicionar la efectividad de la medida hasta en 
tanto se garantice el interés fiscal, se incumpliría la finalidad que esta figura jurídica 
persigue, que es la de evitar el detrimento a los derechos del promovente del amparo, 
de ahí que si al vencimiento de dicho término el quejoso no exhibe la garantía corres-
pondiente, la suspensión dejará de surtir efectos, y las responsables podrán ejecutar 
los actos reclamados.8

14.4.3  Suspensión provisional del acto

La LAmp contempla, como una manera de salvaguardar los derechos del 
quejoso de un daño irreparable, la posibilidad de otorgar la suspensión 
provisional de la ejecución del acto reclamado de modo inmediato. Esto 

	 8	�Jurisprudencia 2 010 819 [Tesis: PC.I.A. J/63 A (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 26, enero de 2016, t IV, p 2723.
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232             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

se aplicará cuando se aprecie que la suspensión no supone perjuicio al 
interés social ni la contravención de disposiciones de orden público y que 
el quejoso tiene interés legítimo en aquélla, requisitos referidos y previs-
tos en los arts 128 y 131.

Según el art 139, si procede la suspensión, el órgano jurisdiccional, 
cuando hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado 
con perjuicios de difícil reparación para el quejoso, deberá ordenar, con 
la presentación de la demanda, que las cosas se mantengan en el estado 
que guarden hasta resolverse sobre la suspensión definitiva y dicha reso-
lución se notifique a la autoridad responsable. 

En dichos supuestos, se tomarán las medidas convenientes para que 
no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesa-
dos, hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo.

La suspensión provisional podrá modificarse o revocarse cuando en 
autos surjan elementos que modifiquen la valoración realizada al inicio 
respecto a la afectación que la medida cautelar puede provocar al interés 
social y al orden público. Para ello, el juzgador deberá dar vista al quejoso 
por 24 horas, antes de decidir la modificación o revocación.

14.4.4  Apariencia del buen derecho

Cuando el quejoso promueva la suspensión a instancia de parte, el órgano 
jurisdiccional deberá realizar lo que ahora se denomina “un análisis pon-
derado de la apariencia del buen derecho”, además de corroborar la no 
afectación del interés social. Para ello, según ha precisado la jurispruden-
cia, el juzgador debe hacer un análisis integral del acto reclamado, de sus 
características, importancia, gravedad y trascendencia social, así como 
de la dificultad de su reparación. Para ello, tendrá en cuenta todos los 
intereses y las posiciones jurídicas que participen en el caso concreto, en 
busca de conciliarlos, a fin de comparar los daños que la suspensión 
pueda ocasionar al interés público con los que deriven contra el quejoso 
y, en ese tenor, resolver con preferencia al menor menoscabo social. Tex-
tualmente señala la tesis que sigue:

Suspensión definitiva. Para su otorgamiento el juzgador debe atender no sólo a 
los requisitos del artículo 128 de la Ley de Amparo, sino además ponderar, simul-
táneamente, la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora que 
se traduce en que el acto reclamado cause perjuicio de difícil reparación (inter-
pretación del artículo 139 de la Ley de Amparo).  Si bien es cierto que el artículo 
128 de la Ley de Amparo establece sólo dos requisitos de procedencia de la suspensión 
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14.4 Suspensión a instancia de parte             233

que no sea de oficio, como lo son que la solicite el quejoso y que no se siga perjui- 
cio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, también lo es 
que, como se advierte de los procesos legislativos de dicha ley, la referencia que se 
hace con respecto al análisis del peligro en la demora para efectos de la suspensión 
implica el reconocimiento de este tópico como verdadero requisito para su proceden-
cia, aun cuando no se encuentre expresamente previsto en el precitado precepto; por 
tanto, al hacer una interpretación sistemática de la ley de la materia, se tiene que el 
juzgador debe ponderarlo, lo que sólo puede derivar del análisis integral del acto 
reclamado, de sus características, importancia, gravedad y trascendencia social, así 
como de la dificultad de su reparación; esto es, tomando en cuenta todos los intereses 
y las posiciones jurídicas que participen en el caso concreto, tratando de conciliarlos, 
a fin de comparar los daños que la suspensión pueda ocasionar al interés público, con 
los que deriven contra el quejoso y, en ese tenor, resolver con preferencia al menor 
menoscabo social; de ahí que el estudio que realice el juzgador no puede limitarse a 
los requisitos del artículo 128, sino que deberá atender de manera simultánea a los 
contenidos en el artículo 139, relativos a la ponderación, además de la apariencia del 
buen derecho y al peligro en la demora con perjuicios de difícil reparación para 
el quejoso.9

También es de interés sobre el tema el siguiente criterio, aunque refe-
rido a la legislación anterior:

Suspensión en el juicio de amparo indirecto. La apariencia del buen derecho no 
puede invocarse para negarla.  Para otorgar la suspensión, sin dejar de observar los 
requisitos exigidos por el artículo 124 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril 
de 2013, basta con comprobar la apariencia del buen derecho invocado por el que-
joso, de modo que sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la 
inconstitucionalidad del acto reclamado, análisis que debe llevarse a cabo concomi-
tantemente con el posible perjuicio que pueda ocasionarse al interés social o la con-
travención a disposiciones de orden público, acorde con la fracción II del precepto 
legal citado. En congruencia con lo anterior, no puede invocarse la apariencia del buen 
derecho para negar la suspensión de los actos reclamados, al considerar de manera 
preliminar que el acto reclamado en el juicio de amparo es constitucional, debido a 
que esa aplicación no es acorde con su naturaleza ni con la finalidad de la suspensión 
pues, incluso, cuando se introdujo esa institución en la reforma constitucional del 6 de 
junio de 2011 se hizo para que fuera tomada en cuenta sólo en sentido favorable, es 
decir, para conceder la suspensión de los actos reclamados; además, su otorgamiento 
se sujeta a los requisitos establecidos para tal efecto, sin que sea factible negarla con 
un análisis superficial del acto reclamado, ya que se estaría aplicando una consecuen-
cia no prevista en la ley, aunado a que dicho análisis corresponde realizarlo al resolver 
el fondo del asunto. No es obstáculo para arribar a esa conclusión la circunstancia de 

	 9	�Jurisprudencia 2 010 818 [Tesis: PC.III.C. J/7 K (10a.)], 10a época, Plenos de Circuito, Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 26, enero de 2016, t IV, p 2658.
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234             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

que se lleve a cabo un análisis similar para conceder la medida cautelar, ya que ello 
obedece a que precisamente la finalidad de la suspensión es asegurar provisional-
mente el derecho cuestionado, para que la sentencia que se dicte en el proceso prin-
cipal no pierda su eficacia, sin que esa decisión se torne arbitraria, pues en todo caso 
deben satisfacerse los requisitos establecidos para su otorgamiento, máxime si se 
toma en cuenta que la Ley de Amparo prevé mecanismos para asegurar que las partes 
en litigio no sufran un daño irreparable al otorgarse la suspensión de los actos recla-
mados, aplicando la apariencia del buen derecho, lo que no podría garantizarse al 
quejoso si se negara la medida cautelar aplicando esa institución en sentido contrario 
y la sentencia que se dictare fuera favorable a sus intereses.10

Una vez realizada dicha ponderación sobre la apariencia del buen de-
recho, según el caso, el órgano jurisdiccional acordará los puntos estable-
cidos en el art 138 de la LAmp:

	 I.	� Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará 
los requisitos y efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad 
responsable podrá ejecutar el acto reclamado;

	II.	� Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental, que 
deberá efectuarse dentro del plazo de cinco días, y

	III.	� Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán 
rendirlo dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, para lo cual en la no-
tificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda y 
anexos que estime pertinentes.

14.4.5  Efectos de la suspensión 

La suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie 
el acuerdo relativo, aun cuando se recurra. Tales efectos dejarán de surtir-
se cuando el quejoso otorgue la garantía fijada, dentro del plazo de cinco 
días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación del acuerdo de 
suspensión, lo cual es determinado por el órgano jurisdiccional. Al venci-
miento de ese plazo, el órgano (de oficio o a instancia de parte) notificará 
a las autoridades responsables, las cuales podrán ejecutar el acto recla-
mado; no obstante, mientras no se ejecute, el quejoso podrá exhibir la 
garantía, con lo cual de inmediato vuelve a surtir efectos la medida sus-
pensional (art 136, LAmp).

	 10	�Jurisprudencia 2 005 719 [Tesis: 2a./J. 10/2014 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, t II, p 1292.
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14.5 Audiencia incidental             235

14.4.6  Informe previo de la autoridad responsable 

Una vez notificada de la solicitud, la autoridad responsable deberá rendir 
su informe dentro del plazo de cuarenta y ocho horas. En dicho informe 
previo, la autoridad responsable se concretará a expresar si son o no cier-
tos los actos reclamados que se le atribuyan, podrá expresar las razones 
que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la sus-
pensión y deberá proporcionar los datos a su alcance que permitan al 
órgano jurisdiccional establecer el monto de las garantías correspondien-
tes. Las partes podrán objetar en la audiencia el contenido de ese informe 
(art 140, LAmp).

La omisión de las autoridades responsables en su informe significa la 
presunción de existencia del acto. Según el art 142, la falta de un infor- 
me previo hará presumir cierto el acto reclamado, aunque sólo para el 
efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

Si se trata de amparo contra normas generales, las autoridades que 
hayan intervenido en el refrendo del decreto promulgatorio de la norma 
general o en su publicación, únicamente rendirán el informe previo cuan-
do adviertan que su intervención en el proceso legislativo o de creación 
de la norma general se impugne por vicios propios.

14.4.7  Pruebas en el incidente de suspensión

Se prevé la posibilidad de que el órgano jurisdiccional solicite documen-
tos y ordene las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver 
sobre la suspensión definitiva. Por lo general, en el incidente de suspen-
sión sólo se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial 
(art 143, LAmp).

En los casos graves de posible desaparición forzada de personas será 
admisible también la prueba testimonial.

14.5  Audiencia incidental

Las partes podrán comparecer a la audiencia del incidente de suspensión, 
audiencia en la cual se dará cuenta de los informes previos y se recibirán 
las documentales que el órgano jurisdiccional se hubiere allegado y los 
resultados de las diligencias que hubiere ordenado, así como las pruebas 
ofrecidas por las partes. Luego se recibirán los alegatos y finalmente se 
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236             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

resolverá sobre la suspensión definitiva y, en su caso, sobre las medidas 
y garantías a que estará sujeta (art 144, LAmp).

El incidente de suspensión podrá declararse sin materia por repeti-
ción del asunto; esto es, cuando durante la audiencia apareciere debida-
mente probado que ya se resolvió sobre la suspensión en otro juicio de 
amparo, promovido con anterioridad por el mismo quejoso o por otra 
persona en su nombre o representación, contra el mismo acto reclamado 
y contra las propias autoridades (art 145, LAmp).

14.6  Resolución y efectos de la suspensión

La resolución que decida sobre la suspensión definitiva deberá contener 
los requisitos fijados en el art 146 de la LAmp: la fijación clara y precisa 
del acto reclamado; la valoración de las pruebas admitidas y desahoga-
das; las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para con-
ceder o negar la suspensión, y los puntos resolutivos en los cuales se 
exprese el acto o actos por los que se conceda o niegue la suspensión. Si 
se concede, deberán precisarse los efectos para su estricto cumplimiento.

Cuando se conceda la suspensión por ser procedente, se buscará 
siempre que no impida la continuación del procedimiento en el asunto 
que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en 
aquél. Esto tendrá su excepción cuando la continuación de dicho proce-
dimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pue-
da ocasionarse al quejoso.

En caso contrario, cuando se niega la suspensión definitiva, la resolu-
ción del órgano jurisdiccional en tal sentido deja expedita la facultad de 
la autoridad responsable para que proceda a la ejecución del acto recla-
mado, aun si se interpone el recurso de revisión. Sin embargo, si con 
motivo de ese recurso se concede la suspensión, sus efectos se retrotrae-
rán a la fecha del auto o interlocutoria correspondiente, siempre que la 
naturaleza del acto lo permita (art 153, LAmp).

Es de interés mencionar que, según el art 154, la resolución que con-
cede o niega la suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de 
oficio o a petición de parte cuando ocurra un hecho superveniente que 
motive esa nueva decisión. El trámite será en la misma forma que el in-
cidente de suspensión, siempre y cuando no se haya pronunciado sen-
tencia ejecutoria en el juicio de amparo. 
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14.6 Resolución y efectos de la suspensión             237

En cuanto a la exigencia de considerar que la suspensión no suponga 
perjuicio al interés social ni contravención de disposiciones de orden 
público, son de interés las siguientes tesis, referidas a la legislación ante-
rior pero relevantes en lo sustancial: 

Orden público e interés social para efectos de la suspensión en el amparo. 
Cuando es evidente y manifiesta su afectación, no se requiere prueba sobre su 
existencia o inexistencia.  Si bien es cierto que en el incidente de suspensión las 
partes tienen el derecho de allegar al Juez de Distrito las pruebas que la Ley de Amparo 
permite para acreditar la existencia del acto reclamado y la afectación o no afectación 
al orden público y al interés social con motivo de la suspensión del acto reclamado en 
el amparo, también lo es que los elementos probatorios son innecesarios cuando 
dicha afectación es evidente y manifiesta, por lo que en tal supuesto si las partes apor-
tan pruebas para acreditar tal extremo y éstas les son desechadas, ninguna afectación 
les causa tal acto, ya que el juzgador debe atender a la evidente y manifiesta afecta-
ción aludida, para denegar la suspensión solicitada.11

Suspensión definitiva. Al resolver sobre ella, el juzgador de amparo debe expo-
ner, en su caso, los motivos por los que considere se ocasiona o no perjuicio al 
interés social y si se contravienen o no disposiciones de orden público.  Uno de 
los requisitos que el artículo 124 de la Ley de Amparo establece para el otorgamiento 
de la suspensión definitiva es el relativo a que con tal otorgamiento no se siga perjui-
cio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. Ahora bien, 
aun cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación no ha definido lo que debe 
entenderse por interés social y por disposiciones de orden público, en tanto que la 
apreciación de su existencia depende del caso concreto y toda vez que los juzgadores 
de amparo deben respetar el mandato constitucional relativo a la fundamentación y 
motivación de sus resoluciones como una formalidad esencial del procedimiento, tal 
como se desprende del contenido de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, 77 de la Ley de Amparo y 219 del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles, de aplicación supletoria conforme al artículo 2o de la ley que regula 
el juicio de garantías, se concluye que dichos juzgadores, según sea el caso, al otorgar 
o negar la suspensión definitiva del acto reclamado deben exponer los motivos por 
los que consideren se ocasiona o no perjuicio al interés social, o si se contravienen o 
no disposiciones de orden público.12

Contra la resolución dictada en el incidente de suspensión procede el 
recurso de revisión, según el art 81 de la LAmp, el cual se estudia en la 
unidad respectiva. En dichos supuestos, cuando se interponga recurso 

	 11	�Jurisprudencia 186 504 [Tesis: 2a./J. 52/2002], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XVI, julio de 2002, p 296.

	 12	�Jurisprudencia 186 415 [Tesis: 2a./J. 81/2002], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XVI, julio de 2002, p 357.
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238             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

contra estas resoluciones, el art 151 dispone que se remitirá el original al 
tribunal colegiado de circuito competente y se dejará el duplicado en 
poder del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sin perjuicio de 
seguir actuando en el duplicado.

La ley prevé distintas precisiones en referencia con los efectos de la 
suspensión, lo cual dependerá de la naturaleza del acto de que se trate. 
Por ejemplo, según dispone el art 149 de la LAmp, cuando por mandato 
expreso de una norma general o de alguna autoridad un particular tuviere 
o debiera tener intervención en la ejecución, efectos o consecuencias del 
acto reclamado, el efecto de la suspensión será que la autoridad respon-
sable ordene a dicho particular la inmediata paralización de la ejecución, 
efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medi-
das pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la 
resolución suspensional.

En general, cuando la suspensión sea procedente, se concederá en 
forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto 
que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en 
él, excepto si la continuación de dicho procedimiento deje irreparable-
mente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso 
(art 150).

Por último, el art 158 de la LAmp dispone que para la ejecución y 
cumplimiento del auto de suspensión se observarán las disposiciones 
relativas a la imposición de medidas de apremio. En caso de incumpli-
miento, cuando la naturaleza del acto lo permita, el órgano jurisdiccional 
de amparo podrá hacer cumplir la resolución suspensional o tomar las 
medidas para el cumplimiento.

En referencia a los efectos de la suspensión son de interés las juris-
prudencias siguientes:

Suspensión en el juicio de amparo. Procede concederla contra la ejecución de 
una autorización, permiso o licencia a cargo de particulares.  La Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de rubro: “Actos de autoridad a 
cargo de particulares, suspensión en caso de.”, sostuvo que el hecho de que el cum-
plimiento de un acuerdo de autoridad tenga efectos a cargo de un particular no 
implica que la suspensión contra ellos origine un desvío del amparo hacia el enjuicia-
miento constitucional de actos que no son de autoridad sino de particulares, pues si 
estos últimos obran, lo hacen en virtud del mandato o autorización de la autoridad, 
por lo que si de dicho acuerdo deriva la causa directa, ello no impide el otorgamiento 
de la medida suspensiva y tampoco implica que el acto de autoridad pueda conside-
rarse como de particulares, ya que para ello se requeriría que lo realizado por éstos no 
tuviera su origen en un acto autoritario y, por tanto, al afectar a otro particular caería 
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14.6 Resolución y efectos de la suspensión             239

en el ámbito de aplicación de otras jurisdicciones, mas no en la esfera del amparo. De 
ahí que tratándose de la ejecución de una autorización, permiso o licencia a cargo de 
particulares procede otorgar la medida cautelar solicitada, de manera que concedida 
la suspensión contra los efectos de los actos emitidos en favor de los terceros perjudi-
cados, la autoridad responsable está obligada a dejar sin eficacia jurídica temporal-
mente dicha autorización, permiso o licencia y a vigilar que los terceros perjudicados 
observen el acto de suspensión.13

Suspensión en el juicio de amparo. Surte sus efectos al decretarse y no al notifi-
carse.  El artículo 139 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, es claro 
en establecer que el momento en que surte efectos la suspensión es “desde luego”, lo 
que significa inmediatamente. Considerar algo distinto haría nugatoria la dimensión 
de eficacia de la suspensión, convirtiendo dicha protección constitucional en un 
mecanismo ilusorio y quitaría a la resolución de fondo su efecto útil. Los efectos de la 
suspensión no están supeditados a su notificación, ya que lo contrario redundaría en 
el absurdo de condicionar la eficacia de la medida a una figura cuya finalidad es dete-
ner inmediatamente en el tiempo una circunstancia para que la litis no se vea afectada 
en el fondo. El correcto acatamiento de una suspensión es la vía necesaria para acce-
der a una protección judicial efectiva.14

Suspensión en el juicio de amparo. Los actos cuya suspensión se ordenó y hayan 
sido ejecutados por la autoridad antes de la notificación de aquélla deben ser 
revocados para retrotraerlos al momento del otorgamiento de la suspensión.  Si 
bien la autoridad está obligada a acatar la suspensión desde el momento mismo en 
que se concede, la autoridad está obligada a revocar su actuación, considerando el 
instante en que se otorgó la suspensión y debe componer la ejecución, siempre que 
la naturaleza del acto ejecutado lo admita. En consecuencia lógica, no puede existir ni 
ser válido ningún acto que tenga como base los actos objeto de suspensión, cuya 
ejecución ha debido dejarse inexistente.15

Suspensión en el juicio de amparo indirecto. Procede concederla contra los 
efectos de una autorización, permiso o licencia.  Si bien la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha sostenido que en el juicio de amparo es improcedente conceder 
la suspensión respecto de actos consumados, entendidos como aquellos cuya emi-
sión se ha realizado en su totalidad, lo cierto es que respecto de sus efectos y conse-
cuencias sí es posible otorgar la medida cautelar. Así, aun cuando la emisión de una 
autorización, permiso o licencia constituye un acto consumado, respecto de sus efec-
tos o consecuencias que posteriormente puedan ejecutarse procede otorgar la sus-

	 13	�Jurisprudencia 2 004 604 [Tesis: 2a./J. 148/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judi-
cial de la Federación y su gaceta, Libro XXIV, septiembre de 2013, t 2, p 1657.

	 14	�Jurisprudencia 2 006 797 [Tesis: 1a./J. 33/2014 (10a.)], 10a época, 1a sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, t I, p 431.

	 15	�Jurisprudencia 2 006 796 [Tesis: 1a./J. 34/2014 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 7, junio de 2014, t I, p 430.
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240             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

pensión solicitada si no se afecta el interés social ni se contravienen disposiciones de 
orden público.16

14.6.1  Medidas de preservación 

El art 147 de la LAmp dispone que cuando la suspensión sea procedente, 
el órgano jurisdiccional deberá fijar la situación en que habrán de quedar 
las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del 
amparo hasta la terminación del juicio. Asimismo, en dichos casos podrá 
establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa que la medida 
suspensional siga surtiendo efectos.

Dichas medidas atenderán a la naturaleza del acto reclamado. El 
órgano jurisdiccional podrá ordenar que las cosas se mantengan en el 
estado que guarden y, de ser jurídica y materialmente posible, restable-
cerá de manera provisional al quejoso en el goce del derecho violado 
mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

De igual modo, es responsabilidad del órgano jurisdiccional tomar las 
medidas que estime necesarias para evitar que se defrauden los derechos 
de los menores o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva en el 
juicio de amparo.

14.6.2  Suspensión contra normas generales

El art 148 de la LAmp establece que en los juicios de amparo en los cua-
les se reclame una norma general autoaplicativa sin señalar un acto espe-
cífico de aplicación, la suspensión se otorgará para impedir los efectos y 
consecuencias de la norma en el ámbito jurídico del quejoso. 

Cuando se reclame una norma general con motivo del primer acto de 
su aplicación, la suspensión, además de referirse a los efectos que genere 
en el ámbito jurídico del quejoso, se decretará en relación con los efectos 
y consecuencias subsecuentes del acto de aplicación.

14.6.3  Suspensión en asuntos de materia civil

Según dispone el art 151 de la LAmp, cuando se promueva el amparo 
contra actos o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de 

	 16	�Jurisprudencia 2 004 603 [Tesis: 2a./J. 138/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judi-
cial de la Federación y su gaceta, Libro XXIV, septiembre de 2013, t 2, p 1656.
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14.6 Resolución y efectos de la suspensión             241

inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta an-
tes de ordenarse la escrituración y la entrega de los bienes al adjudicata-
rio. Si se trata de bienes muebles, el efecto de la suspensión será impedir 
su entrega material al adjudicatario.

14.6.4  Suspensión en asuntos de materia laboral

En esta materia deberá velarse por el interés de la parte trabajadora. Se-
gún el art 152 de la LAmp, cuando lo reclamado sea la última resolución 
dictada en el procedimiento de ejecución de un laudo en materia laboral, 
la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio del presidente 
del tribunal respectivo, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la obrera, 
en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo. 
Determinado esto, sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de 
lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Acerca de este rubro es de interés la tesis siguiente:

Suspensión en amparo directo laboral. Debe negarse respecto de la condena a 
las prestaciones en especie que la Ley del Seguro Social establece a favor del 
trabajador que sufre un riesgo de trabajo, a fin de asegurar su subsistencia, en 
términos del artículo 174 de la Ley de Amparo.  En materia de riesgos de trabajo, el 
legislador estableció las prestaciones en dinero y en especie a que tiene derecho 
el asegurado que sufre un riesgo de trabajo, por lo que una vez determinada en un 
laudo la incapacidad del trabajador, ya sea por la lesión orgánica o perturbación fun-
cional que le produce un accidente de trabajo, o bien por el estado patológico moti-
vado por una enfermedad profesional, la condena a las prestaciones en especie que 
prevé la Ley del Seguro Social debe considerarse indispensable para su subsistencia 
dada la naturaleza de la acción principal de la que derivan —reconocimiento de la 
incapacidad producida por un riesgo de trabajo—. En consecuencia, cuando en el 
laudo se condena al Instituto Mexicano del Seguro Social a otorgar al asegurado asis-
tencia médica, quirúrgica y farmacéutica, servicio de hospitalización, aparatos de 
prótesis y ortopedia, y rehabilitación, debe negarse la suspensión respecto de dichas 
prestaciones en especie, a fin de garantizar la subsistencia del asegurado mientras se 
resuelve el juicio de garantías, atendiendo al artículo 174 de la Ley de Amparo.17

	 17	�Jurisprudencia 178 862 [Tesis: 2a./J. 19/2005], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXI, marzo de 2005, p 312.
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242             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

14.7  Ejecución de la garantía

En términos del art 156 de la LAmp, cuando se trate de hacer efectiva la 
responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se 
otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará por vía de incidente 
ante el órgano jurisdiccional que conozca de la suspensión. Esto se hará 
dentro de los seis meses siguientes al día en el cual surta efectos la noti-
ficación a las partes de la resolución que en definitiva ponga fin al juicio. 

De no presentarse la reclamación dentro de ese plazo y previa vista a 
las partes, se procederá a la devolución o cancelación, en su caso, de la 
garantía o contragarantía, sin perjuicio de que pueda exigirse dicha res-
ponsabilidad ante autoridad judicial competente.

14.8  Suspensión en materia penal 

La LAmp establece ciertas reglas específicas para la tramitación de la sus-
pensión en amparo indirecto cuando se trate de un asunto de índole pe-
nal. Esto se entiende por la importancia de los bienes jurídicos del ciuda-
dano que están en juego y porque resulta imprescindible poner a salvo 
desde el primer momento en que se solicita la protección constitucional. 

14.8.1 � Suspensión decretada por autoridad jurisdiccional 
distinta de la de amparo

Se prevé la posibilidad de que en casos urgentes, un juez de primera ins-
tancia pueda decidir sobre la suspensión de un acto reclamado, especial-
mente cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la 
vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunica-
ción, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desa-
parición forzada de personas o alguna de las penas prohibidas por el art 
22 de la cpeum, así como la incorporación forzosa al ejército, la armada 
o la fuerza aérea nacionales.

En esos casos, cuando se trate de un lugar donde no resida juez de 
distrito, el juez de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique 
la autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto reclamado deberá reci-
bir la demanda de amparo y acordar de plano sobre la suspensión de 
oficio. Para ello, habrá de estarse a las siguientes reglas, previstas en el 
art 159 de la LAmp: 
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14.8 Suspensión en materia penal             243

	 I.	� Formará por duplicado un expediente que contenga la demanda de am-
paro y sus anexos, el acuerdo que decrete la suspensión de oficio y 
el señalamiento preciso de la resolución que se mande suspender, las 
constancias de notificación y las determinaciones que dicte para hacer 
cumplir su resolución; 

	II.	� Ordenará a la autoridad responsable que mantenga las cosas en el es-
tado en que se encuentren o que, en su caso, proceda inmediatamente 
a poner en libertad o a disposición del Ministerio Público al quejoso y 
que rinda al juez de distrito el informe previo, y 

	III.	� Remitirá de inmediato el original de las actuaciones al juez de distrito 
competente y conservará el duplicado para vigilar el cumplimiento de 
sus resoluciones, hasta en tanto el juez de distrito provea lo conducente, 
con plena jurisdicción. 

 
Evidentemente, un juez de primera instancia no podrá decidir sobre 

la suspensión de sus propios actos cuando éstos sean los reclamados. En 
dicho supuesto, cuando el amparo se promueva contra actos de un juez 
de primera instancia y no haya otro en el lugar o cuando se impugnen 
actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, se autoriza que 
la demanda de amparo podrá presentarse ante cualquiera de los órganos 
judiciales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar, siempre y cuando 
en él resida la autoridad ejecutora o, en su defecto, ante el órgano juris-
diccional más próximo. 

 14.8.2 � Efectos de la suspensión en actos reclamados específicos 

La LAmp prevé reglas específicas para la suspensión, según se trate de 
algunos actos reclamados relevantes que pueden presentarse en el con-
texto del proceso penal. Las principales son las siguientes:

	a)	� Cuando el acto reclamado sea la orden de deportación, expulsión o 
extradición, la suspensión tendrá por efecto que dicha orden no se 
ejecute y el interesado quede en el lugar donde se encuentre a dispo-
sición del órgano jurisdiccional de amparo, sólo en lo referente a su 
libertad personal (art 160, LAmp). 

	b)	� Cuando el acto reclamado consista en la orden de traslado del que-
joso de un centro penitenciario a otro, la suspensión procedente ten-
drá por efecto que dicho traslado no se lleve a cabo (art 161, LAmp). 

	 c)	� Cuando el acto reclamado consista en una orden de privación de la 
libertad o en la prohibición de abandonar una demarcación geográ-
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244             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

fica, la suspensión tendrá por efecto no ejecutar dicha orden o que 
cese inmediatamente. Para asegurar que el quejoso no evada la ac-
ción de la justicia, el órgano jurisdiccional de amparo impondrá medi-
das, entre ellas la obligación de presentarse ante la autoridad y ante 
quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigida. Según las 
circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que la 
privación de la libertad se ejecute en el domicilio del quejoso (art 162, 
LAmp). 

	d)	� Cuando los actos reclamados sean aquellos que afecten la libertad 
personal dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión 
producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano 
jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo referente a dicha 
libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, para la 
continuación del procedimiento (art 163 LAmp). 

	 e)	� Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efec-
tuada por una autoridad administrativa distinta del Ministerio Público, 
aunque relacionada con la comisión de un delito, se ordenará que sin 
demora cese la detención y se le ponga en libertad o a disposición del 
Ministerio Público. Cuando la detención del quejoso no se relacione 
con la comisión de un delito, la suspensión tendrá por efecto que la 
persona sea puesta en libertad (art 164, LAmp). 

	 f)	� Cuando el acto reclamado afecte la libertad personal del quejoso y 
éste se encuentre a disposición del Ministerio Público por cumpli-
miento de una orden de detención dictada por esa autoridad, la sus-
pensión se concederá para que se cumpla con el término de reten-
ción constitucional previsto en el numeral 16 de la cpeum, esto es, 
dentro del término de 48 horas (96 si se trata de delincuencia organi-
zada), contadas a partir de la detención, sea puesto en libertad o 
consignado ante el juez penal correspondiente (art 165, LAmp). Lo 
mismo será aplicable si el quejoso se halla a disposición del Ministe-
rio Público por haber sido detenido en flagrancia. Cuando la restric-
ción a la libertad no se deba a alguno de los supuestos anteriores, la 
suspensión se concederá para que sea puesto en inmediata libertad 
o consignado a su juez.

	 g)	� Cuando el acto reclamado sea una orden de aprehensión o reapre-
hensión o medida cautelar que implique privación de la libertad dic-
tada por autoridad competente y el delito amerite prisión preventiva 
oficiosa según el art 19 constitucional, la suspensión sólo producirá 
el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccio-
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nal de amparo en el lugar que éste señale únicamente en lo que se 
refiera a su libertad, pero quedará a disposición de la autoridad a la 
cual corresponda conocer el procedimiento penal para los efectos de 
su continuación (art 166, fracc I, LAmp). 

	h)	� Cuando el acto reclamado sea una orden de aprehensión o reapre-
hensión o medida cautelar que implique privación de la libertad dic-
tada por autoridad competente y el delito no amerite prisión preven-
tiva oficiosa según el 19 constitucional, la suspensión producirá el 
efecto de que el quejoso no sea detenido, con las medidas de asegu-
ramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a 
fin de no evadir la acción de la justicia y se presente al proceso penal 
para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autori-
dad responsable si no obtiene la protección de la justicia federal (art 
166, fracc II, LAmp).

	 i)	� Cuando el acto reclamado sea una orden de aprehensión o reapre-
hensión ejecutada, esto es, cuando el quejoso se encuentre material-
mente detenido por orden de autoridad competente y el Ministerio 
Público que interviene en el procedimiento penal solicite al juez la 
prisión preventiva en términos de la legislación procesal, así como el 
juez acuerde otorgar esa prisión preventiva, el efecto de la suspensión 
sólo será quedar el quejoso a disposición del órgano jurisdiccional de 
amparo en el lugar que éste señale únicamente en lo que se refiera a 
su libertad, quedando a disposición de la autoridad a la cual corres-
ponda conocer el procedimiento penal para los efectos de su conti-
nuación (art 166, párr segundo, LAmp). 

14.8.3  Revocación de la suspensión 

Cuando la suspensión del acto reclamado supone el otorgamiento de la 
libertad para el quejoso, éste deberá cumplir con los deberes que por 
aquélla se le impongan, como garantía de no abusar del beneficio dado 
por la autoridad jurisdiccional de amparo. 

En consecuencia, es regla general que si el quejoso incumple las me-
didas de aseguramiento o las obligaciones derivadas del procedimiento 
penal, la suspensión se revocará con la sola comunicación de ese incum-
plimiento de la autoridad responsable. 

En específico, el art 167 de la LAmp dispone que la libertad otorgada 
al quejoso con motivo de una resolución suspensional se podrá revocar 
cuando éste incumpla con cualquiera de las obligaciones establecidas por 
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246             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

el órgano jurisdiccional de amparo o derivadas del procedimiento penal 
respectivo.

14.8.4  Exhibición de garantía para la suspensión 

La LAmp prevé que el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al 
quejoso que exhiba garantía, para la procedencia de la suspensión contra 
actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad perso-
nal, sin perjuicio de aplicar otras medidas de aseguramiento estimadas 
convenientes. 

En tal sentido, según el art 168 de la LAmp, para fijar el monto de 
dicha garantía se tomará en cuenta: 

	 I.	� La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute;
	II.	� Las características personales y situación económica del quejoso, y 
	III.	� La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia. 
 
De cierta manera, aquí la suspensión reviste materialmente la forma 

de una libertad caucional a la usanza del anterior modelo procesal penal. 
El imputado, para gozar de libertad durante el trámite del proceso pe- 
nal, solicitará el amparo indirecto y conjuntamente la suspensión del acto 
privativo de libertad, para cuya procedencia se le pide la garantía econó-
mica cuando no se trate de prisión preventiva oficiosa.

 14.8.5 � Incumplimiento de la suspensión por la 
autoridad responsable 

El art 169 de la LAmp otorga ciertas facultades al órgano jurisdiccional de 
amparo para los casos excepcionales en que exista temor fundado de que 
la autoridad responsable tratará de burlar la orden de libertad del quejoso 
o de ocultarlo. En esos casos, la autoridad de amparo podrá hacerlo com-
parecer ante él con los medios que estime pertinente o trasladarse al lu-
gar de su detención para ponerlo en libertad. Para ello, podrá contar con 
el auxilio de las autoridades civiles y militares, las cuales estarán obliga-
das a brindar el auxilio necesario al órgano jurisdiccional de amparo.

Claramente, se trata de escenarios en los que la responsable actúa en 
absoluta arbitrariedad. 
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14.9  Suspensión en el amparo directo

Según se mencionó en la unidad respectiva, en el juicio de amparo di-
recto la decisión sobre la suspensión del acto reclamado corresponde a la 
autoridad responsable. En términos del art 190 de la LAmp, la decisión al 
respecto deberá darse en el plazo de 24 horas a partir de la solicitud, 
señalando si se suspende el acto reclamado y los requisitos para su efec-
tividad.

En materia laboral, de laudos o de resoluciones que pongan fin al jui-
cio, dictados por tribunales del trabajo, la suspensión se concederá cuan-
do, a juicio del presidente del tribunal respectivo, no se ponga a la parte 
trabajadora en peligro de no subsistir mientras se resuelve el juicio de 
amparo, en cuyo caso sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda 
de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Las reglas generales de la suspensión antes vistas, dispuestas en los 
arts 125, 128-130, 132-136, 154 y 156 de la LAmp son aplicables a la 
suspensión en amparo directo, en la materia civil y por lo general en to-
das las materias, salvo en la penal, para la cual rige la suspensión oficio-
sa, según el art 191. 

14.10 � Incidente por exceso o defecto en el 
cumplimiento de la suspensión

La legislación contempla la tramitación de un incidente específico para 
aquellos casos en los cuales las autoridades responsables no cumplan con 
la suspensión, sea de plano o definitiva, por exceso o defecto en la ejecu-
ción o porque admitan, con notoria mala fe o negligencia inexcusable, 
fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente.

Dicho incidente podrá promoverse en cualquier tiempo, mientras no 
cause ejecutoria la resolución dictada en el juicio de amparo, por cual-
quier persona que resulte agraviada por dicho incumplimiento de la sus-
pensión.

La promoción del incidente se hará ante la autoridad de amparo que 
haya concedido la suspensión, ya sea el juez de distrito o el tribunal uni-
tario de circuito, o en su caso el presidente del tribunal colegiado de cir-
cuito si se trata de un amparo directo.

El incidente se tramitará de conformidad con lo dispuesto en el art 
208 de la LAmp, a saber:
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248             SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS

	 I.	� Se presentará por escrito, con copias para las partes, ante el órgano ju-
dicial correspondiente señalado en el artículo anterior; en el mismo es-
crito se ofrecerán las pruebas relativas;

	II.	� El órgano judicial señalará fecha para la audiencia dentro de diez días y 
requerirá a la autoridad responsable para que rinda informe en el plazo 
de tres días. La falta o deficiencia del informe establece la presunción de 
ser cierta la conducta que se reclama, y

	III.	� En la audiencia se recibirán las pruebas ofrecidas por las partes, se dará 
oportunidad para que éstas aleguen oralmente y se dictará resolución.

Una vez resuelto el incidente, si la autoridad encuentra que la respon-
sable no ha cumplido con la suspensión, de manera excesiva o defec-
tuosa, o que con notoria mala fe o negligencia inexcusable admitió fianza 
o contrafianza ilusoria o insuficiente, el órgano judicial deberá requerir a 
la responsable para que en el término de veinticuatro horas cumpla con la 
suspensión, rectifique los errores en que incurrió o, en su caso, subsane 
las deficiencias relativas a las garantías. Asimismo, se le apercibirá de que, 
de no hacerlo, se le denunciará al Ministerio Público por el delito corres-
pondiente (art 209, LAmp).
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UNIDAD 15
Recursos en el 

juicio de amparo

En el juicio de amparo sólo proceden tres medios de impugnación: re-
curso de revisión, de queja y de reclamación. Asimismo, cuando se trata 
del cumplimiento de sentencia, se admite el recurso de inconformidad. 
Así lo establece restrictivamente el arábigo 80 de la LAmp. 

15.1  Recurso de revisión 

15.1.1  Objeto

El propósito de la revisión es encargar a un órgano superior que revise la 
resolución tomada por el órgano jurisdiccional, esto es, que examine de 
nuevo la cuestión con el fin de ser corregida la decisión, pues el recurren-
te considera que le resulta gravosa por haberse dictado de forma errónea, 
alejada de la legalidad.

El resultado de la revisión puede ser que el órgano jurisdiccional con-
firme la resolución recurrida, considerando que no le asiste la razón al 
recurrente en su formulación de agravios. Por otra parte, puede acontecer 
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250             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

que se modifique la resolución, cuando se cambia parcialmente el sen-
tido de ésta o se revoque la resolución cuando el órgano revisor considera 
que la respuesta jurídica al asunto debe ser totalmente distinta. 

15.1.2  Procedencia en amparo indirecto

En esta modalidad del juicio de garantías, el recurso de revisión procede 
contra cinco resoluciones de contenido concreto, enunciadas en la fracc 
I del art 81 de la LAmp:

	a)	� Las que concedan o nieguen la suspensión definitiva.
	b)	� Las que modifiquen o revoquen el acuerdo en que se conceda o nie-

gue la suspensión definitiva, o las que nieguen la revocación o modi-
ficación de esos autos. 

	 c)	� Las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos.
	d)	� Las que declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitu-

cional. 
	 e)	� Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional.

El objeto de impugnación en cada caso habrá de ser los acuerdos que 
la autoridad jurisdiccional pronuncia respecto al contenido del asunto, 
según la fase procesal de que se trate. Así, por cuanto hace a la resolución 
sobre la suspensión definitiva, ésta se dará en la respectiva audiencia 
incidental. Cuando se trate de la sentencia, se impugnará lo que se pro-
nuncie en la audiencia constitucional.

15.1.3  Procedencia en amparo directo

En esta clase de amparo, el recurso de revisión procede sólo de forma 
excepcional cuando en la sentencia, según el art 107, fracc IX constitucio-
nal y art 81, fracc II de la LAmp, se haya resuelto sobre la constituciona-
lidad de normas generales, estableciendo la interpretación directa de un 
precepto constitucional, o de derechos humanos dispuestos en tratados 
internacionales. De igual manera, procederá cuando dichas cuestiones 
hubieran sido planteadas y el tribunal hubiera sido omiso en su estudio.

En todo caso, procederá la revisión sólo cuando se considere que ha-
brá de fijarse un criterio relevante y de trascendencia. La limitación tiene 
la finalidad de asegurar que el Alto Tribunal se ocupe exclusivamente de 
asuntos en los que el tema abordado tenga un significado jurídico primor-
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15.1 Recurso de revisión             251

dial más allá del caso específico. Si se admite, la revisión en el amparo 
directo deberá ceñirse a esas cuestiones propiamente constitucionales, 
sin reiterar los temas de la materia del asunto de que se haya tratado.

El Acuerdo General 9/2015 emitido por el Pleno de la scjn regula la 
procedencia de este recurso y permite al presidente del Máximo Tribunal 
hacer una valoración discrecional en cada caso, para determinar si el 
asunto cumple con los requisitos de importancia y trascendencia que jus-
tifiquen su conocimiento. Los puntos primero y segundo de dicho acuerdo 
señalan lo siguiente respecto a dicha valoración de trascendencia:

ACUERDO

PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo 
directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en térmi- 
nos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional y 81, fracción II, de la 
Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

	a)	� Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una 
norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucio-
nal o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estu-
dio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la 
demanda de amparo, y

	b)	� Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fija-
ción de un criterio de importancia y trascendencia.

SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite 
fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando, habiéndose surtido los requi-
sitos del inciso a) del punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un 
pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión per-
mite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando lo decidido en la senten-
cia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente 
constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido 
su aplicación.

Respecto a dicha regla de procedencia, la interpretación constitucio-
nal ha apuntado lo siguiente:

Revisión en amparo directo. Requisitos para su procedencia.  Por regla general, 
las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo 
son definitivas y sólo de manera extraordinaria pueden impugnarse mediante el 
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252             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

recurso de revisión previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, conforme a los 
cuales, una vez actualizados los presupuestos procesales (competencia, legitimación, 
oportunidad del recurso —en su caso—, entre otros), procede el mencionado medio 
de defensa siempre que: 1) en la sentencia de amparo directo combatida se decida 
sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se esta-
blezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos 
humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones referidas, 
cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y 2) el problema de consti-
tucionalidad entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Ahora 
bien, con el fin de armonizar la normativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
con los preceptos citados, el Pleno emitió el Acuerdo General 9/2015 (*), que regula la 
procedencia del recurso de revisión interpuesto contra sentencias de amparo directo, 
el cual, en vez de privilegiar el análisis de los agravios en la revisión, permite al Alto 
Tribunal hacer una valoración discrecional de los méritos de cada recurso, para deter-
minar si a su juicio el asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia, para 
lo cual su punto segundo señala que la resolución de un amparo directo en revisión 
permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando: (i) pueda dar lugar a 
un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o (ii) lo 
decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio 
sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cues-
tión propiamente constitucional, por haberse resuelto contra ese criterio o se hubiere 
omitido aplicarlo.1

Revisión en amparo directo. Procede contra normas generales, pero sólo cuan-
do deba fijarse un criterio de importancia y trascendencia.  De la comparación de 
los textos anterior y posterior a la reforma de la fracción IX del artículo 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 6 de junio de 2011, se advierte que con la incorporación de la expresión 
“siempre” existe un mandato expreso para que esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación examine si el problema a analizarse en la revisión contra sentencias dictadas 
en amparo directo fijará un criterio de importancia y trascendencia, con lo cual se 
reafirma la restricción prevista desde la redacción anterior del propio precepto, con la 
finalidad de que este Alto Tribunal se ocupe exclusivamente de asuntos en los que el 
tema abordado tenga un significado jurídico relevante y más allá del caso concreto. 
Asimismo, con el objeto de reiterar la interpretación restrictiva del campo de aplica-
ción de la citada fracción IX, el Constituyente Permanente, para garantizar que la 
materia del recurso de revisión en amparo directo se limite a decidir las cuestiones 
propiamente constitucionales —lo cual ya estaba ordenado desde el texto anterior— 
añadió la frase “sin poder comprender otras”, de forma que no hubiera duda acerca de 
que la sentencia que se dicte invariablemente se vincule con el estudio directo de las 

	 1	�Jurisprudencia 2 010 016 [Tesis: 2a./J. 128/2015 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 22, septiembre de 2015, t I, p 344.
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15.1 Recurso de revisión             253

disposiciones de la Norma Fundamental, excluyendo cualquier otro problema para 
cuya solución baste el estudio de la legislación derivada.2

Derechos humanos reconocidos en tratados internacionales. Su interpretación 
constituye un tema propiamente constitucional para efectos de la procedencia 
del recurso de revisión en juicios de amparo directo.  Los derechos humanos reco-
nocidos en los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano forman 
parte del ordenamiento jurídico interno, de modo que amplían el catálogo de aqué-
llos, lo que fue uno de los objetivos de las reformas constitucionales publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el 6 y el 10 de junio de 2011. Así, en la primera reforma se 
amplió expresamente la procedencia del juicio de amparo a aquellos casos en los 
cuales se hubiesen violado derechos previstos en los tratados internacionales, con 
independencia de que estén reconocidos o no en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; mientras que en la segunda, se reconoció que en México todas las 
personas son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución Federal y en los 
tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano. Ahora bien, en atención a 
que el juicio de amparo es un mecanismo jurisdiccional creado para proteger los dere-
chos humanos, los temas propiamente constitucionales —interpretación directa de 
preceptos constitucionales— planteados en los juicios de amparo directo y, especial-
mente, en los recursos de revisión promovidos contra las ejecutorias que resultan de 
ellos, se referirán a la interpretación de derechos fundamentales. Por lo anterior, sería 
imposible impugnar en un recurso de revisión la falta o indebida interpretación de un 
derecho humano reconocido en los tratados internacionales si dicha interpretación no 
se considera como un tema propiamente constitucional, lo cual resultaría contrario al 
funcionamiento del amparo directo y del recurso de revisión, así como del propio 
texto constitucional, pues aun cuando el principio rector del recurso de revisión prevé 
un campo de acción limitado para su procedencia contra las sentencias de amparo 
directo, la Constitución se reformó para incluir expresamente a los derechos recono-
cidos en los tratados internacionales como parte del catálogo de derechos que gozan 
de protección constitucional, lo cual se armonizó con la reforma en materia de amparo 
que reconoció la procedencia del juicio para reparar las posibles violaciones cometi-
das a dichos derechos. En ese sentido, si bien esa ampliación de los derechos tutelados 
vía juicio de amparo no se incluyó expresamente en el artículo 107, fracción IX consti-
tucional, ello no puede interpretarse aisladamente del resto de los principios constitu-
cionales, especialmente de aquellos recién modificados. Consecuentemente, el re-
curso de revisión en amparo directo procede para conocer de la interpretación que los 
tribunales colegiados de circuito hagan de los derechos reconocidos en los trata- 
dos internacionales, independientemente de su reconocimiento en la Constitución, 
por ser un tema propiamente constitucional.3

	 2	�Jurisprudencia 2 009 541 [Tesis: 2a./J. 92/2015 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, t I, p 701.

	 3	�Jurisprudencia 2 007 717 [Tesis: 1a./J. 64/2014 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 11, octubre de 2014, t I, p 272. 
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254             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

15.1.4  Órgano competente 

De manera ordinaria, el órgano jurisdiccional competente para conocer 
los recursos de revisión de amparo indirecto son los tribunales colegia-
dos. La fracc VIII del art 107 constitucional precisa en su último párrafo 
que las decisiones de estos tribunales en este renglón serán definitivas, 
pues no admiten recurso alguno. 

De forma excepcional, la scjn puede conocer de este recurso cuando 
se trate sólo de sentencias, en cuyo caso se presentan los supuestos si-
guientes:

	a)	� Cuando durante el juicio se impugnaron normas generales por esti-
marlas inconstitucionales o cuando en la sentencia dictada en la au-
diencia constitucional se establece la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad (art 83, LAmp).

	b)	� Cuando se ejercita de forma oficiosa la facultad de atracción por la 
scjn, por estimar la revisión, por sus características especiales, que 
debe ser de su conocimiento (art 84, LAmp).

	 c)	� Cuando el tribunal colegiado del conocimiento solicita a la scjn que 
ejercite la facultad de atracción, expresando para ello las razones en 
las cuales funda su petición y remitiendo los autos originales. En tal 
supuesto, el Alto Tribunal resolverá dentro de los treinta días siguien-
tes si ejercita la facultad de atracción.

Lo anterior tiene concordancia con la fracc VIII del art 107, según la 
cual la scjn podrá conocer de los amparos en revisión que por su interés 
y trascendencia así lo ameriten, ya sea de oficio o a petición fundada del 
correspondiente tribunal colegiado de circuito, del fiscal general de la 
República en los asuntos en que el Ministerio Público de la Federación sea 
parte, o del Ejecutivo federal por conducto del consejero jurídico del 
Gobierno. 

15.1.5  Substanciación del recurso

15.1.5.1  Término para su interposición

El recurso de revisión habrá de interponerse por conducto del mismo ór-
gano jurisdiccional que haya dictado la resolución recurrida, para lo cual 
se cuenta con un plazo de diez días.
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15.1 Recurso de revisión             255

El plazo se contará por días hábiles, según la regla general prevista en 
el art 22 de la LAmp, a partir del día siguiente a aquel en que surta sus 
efectos la notificación, incluidos en ellos el del vencimiento.

Si el ciudadano “equivoca” el órgano e interpone el recurso ante un 
órgano diferente del señalado, esto no interrumpirá el plazo de presen-
tación.

15.1.5.2  Recurso de revisión de autoridad

La legislación de amparo contempla la posibilidad de que las autoridades 
responsables interpongan el recurso de revisión, aun cuando sólo contra 
sentencias que afecten directamente el acto reclamado que hayan dic-
tado cada una de ellas (art 87, LAmp).

Se prevé que cuando se trate de amparo contra normas generales, 
tendrán facultades de interponer el recurso los titulares de los órganos del 
Estado a los que se encomiende la emisión o promulgación de la norma.

De lo anterior se excluye a las autoridades judiciales. El precepto men-
cionado señala expresamente que éstas carecen de legitimación para re-
currir las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de un acto 
reclamado emitido en ejercicio de la potestad jurisdiccional.

15.1.5.3  Escrito de agravios

El recurso de revisión se interpondrá por escrito por conducto de la auto-
ridad que ha emitido la resolución a recurrir. En el documento, la parte 
que lo presente deberá expresar los agravios que le causa la resolución 
impugnada. Como requisitos se establece en el art 88 de la LAmp sólo 
esta mención de los agravios, así como las copias para cada una de las 
partes. 

En el caso de revisión contra una resolución dictada en amparo di-
recto, se requiere que el recurrente transcriba de manera textual la parte 
de la sentencia que contenga un pronunciamiento sobre constitucionali-
dad de normas generales o establezca la interpretación directa de un 
precepto constitucional, con el fin de justificar la procedencia en tal caso. 
Igualmente, debe transcribir la parte del concepto de violación de interés 
constitucional cuyo análisis se hubiese omitido en la sentencia.

Los agravios son una noción fundamental en la tramitación del proce-
dimiento de amparo, según se ha comentado con antelación. En el caso 
concreto del recurso, se habla de agravios procesales; según Burgoa, el 
agravio procesal es el razonamiento jurídico formulado en cualquier re-
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256             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

curso procesal para demostrar la ilegalidad del auto o sentencia que se 
impugne.4

15.1.5.4  Prevenciones al recurrente

Cuando en el escrito de agravios no se haga la transcripción de la parte 
de la sentencia con relevancia constitucional o no se exhiban las copias 
para las partes (lo cual no se requiere si se presenta de manera electró-
nica), se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días subsane 
las deficiencias. Si no lo hace, se tendrá por no interpuesto el recurso.

La exigencia de copias se exceptuará y el órgano las expedirá, en caso 
de que se afecte al recurrente por actos restrictivos de la libertad, se tra- 
te de menores o de incapaces o, según la norma, se trate de quienes 
estén en condiciones de pobreza o marginación, en clara desventaja so-
cial para emprender un juicio. 

15.1.5.5 � Actividades de la autoridad que emite la resolución recurrida 

El recurso se interpondrá por conducto del órgano jurisdiccional que emi-te 
la resolución impugnada. Una vez interpuesto el escrito de agravios y se 
cuente con las copias, dicho órgano distribuirá las copias entre las partes. 

Dentro del término de tres días, contados a partir del día siguiente al 
que se integre de forma debida el expediente, remitirá el original del 
escrito de agravios y el cuaderno principal a la scjn o al tribunal colegiado 
de circuito, según corresponda (art 89, LAmp).

Cuando la resolución que se recurre es relativa a la suspensión defi-
nitiva, el expediente original del incidente de suspensión deberá remi-
tirse también dentro del plazo de tres días, contados a partir del día si-
guiente al en que se integre de forma debida el expediente, y su duplicado 
quedará ante el órgano jurisdiccional en contra de cuya resolución se 
interpuso el recurso. Si se trata del interpuesto por la vía electrónica, 
se enviará el expediente electrónico (art 90, LAmp).

15.1.5.6  Admisión del recurso

Una vez que el presidente del órgano jurisdiccional, según corresponda, 
haya recibido el recurso, dentro de los tres siguientes días a su recepción 
calificará su procedencia y lo admitirá o desechará (art 91, LAmp).

	 4	�Ignacio Burgoa Orihuela (2005), Diccionario de derecho constitucional, garantías y amparo, 
8a ed, México, Editorial Porrúa, p 26.
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15.1 Recurso de revisión             257

Si se decide la admisión, el auto que la dispone deberá notificarse a 
las partes, particularmente con el fin de que corra el término para inter-
poner el recurso adhesivo. 

15.1.5.7  Recurso adhesivo

La LAmp contempla la posibilidad de que la parte que obtuvo la resolu-
ción favorable en el juicio de amparo se adhiera a la revisión interpuesta 
por otra de las partes, siempre y cuando tenga algún agravio por expre-
sar. En este caso, según el numeral 82, se contará con el plazo de cinco 
días para presentar dicha adhesión, contados a partir del día siguiente a 
aquel en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso.

Como dicho recurso adhesivo tiene naturaleza accesoria, en su trami-
tación seguirá la suerte procesal del principal.

15.1.5.8  Turno y resolución del recurso

Una vez notificadas las partes del auto de admisión e igualmente trans-
currido el plazo para adherirse a la revisión, ya sea que ésta se hubiera o 
no tramitado, se turnará de inmediato el expediente al ministro o magis-
trado que corresponda, según si del recurso conoce la scjn o un tribunal 
colegiado.

La resolución deberá dictarse dentro del plazo máximo de noventa 
días, según dispone el art 92 de la LAmp. El numeral 93 del mismo orde-
namiento da algunas pautas que deberá seguir el órgano jurisdiccional al 
conocer y resolver acerca de los recursos de revisión, según quien haya 
presentado la impugnación. Dichas reglas son las siguientes:

	 I.	� Si quien recurre es el quejoso, examinará, en primer término, los agra-
vios hechos valer en contra del sobreseimiento decretado en la resolu-
ción recurrida.

	�       Si los agravios son fundados, examinará las causales de sobresei-
miento invocadas y no estudiadas por el órgano jurisdiccional de 
amparo de primera instancia o surgidas con posterioridad a la resolu-
ción impugnada;

	 II.	� Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, 
examinará, en primer término, los agravios en contra de la omisión o 
negativa a decretar el sobreseimiento; si son fundados se revocará la 
resolución recurrida;

	III.	� Para los efectos de las fracciones I y II, podrá examinar de oficio y en su 
caso decretar la actualización de las causales de improcedencia deses-
timadas por el juzgador de origen, siempre que los motivos sean diver-
sos de los considerados por el órgano de primera instancia;
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258             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

	IV.	� Si encontrare que por acción u omisión se violaron las reglas fundamen-
tales que norman el procedimiento del juicio de amparo, siempre 
que tales violaciones hayan trascendido al resultado del fallo, revocará 
la resolución recurrida y mandará reponer el procedimiento;

	 V.	� Si quien recurre es el quejoso, examinará los demás agravios; si estima 
que son fundados, revocará la sentencia recurrida y dictará la que co-
rresponda;

	VI.	� Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, 
examinará los agravios de fondo; si estima que son fundados, analizará 
los conceptos de violación no estudiados y concederá o negará el am-
paro, y

	VII.	� Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante 
la autoridad responsable o el órgano jurisdiccional de amparo, salvo 
aquellas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audien-
cia constitucional.

Si se presentó la revisión adhesiva, el estudio de los agravios de ésta 
podrá hacerse en forma conjunta o separada, con apego a la prelación 
lógica que establece el artículo anterior.

15.2  Recurso de queja

15.2.1  Objeto 

El propósito de la queja es solicitar a un órgano superior que revise la 
decisión tomada por el órgano jurisdiccional respecto a alguna cuestión 
examinada durante el proceso, con el fin de corregir dicha decisión, pues 
el recurrente considera que aquélla le resulta gravosa por haberse dictado 
de forma errónea, alejada de la legalidad.

Además de las precisiones procedimentales, la diferencia entre la 
revisión y la queja se encuentra en los supuestos de procedencia, que en 
esta segunda se refieren a decisiones pre-, intra- o posteriores al proceso, 
que no suponen decisiones de fondo sobre el asunto del proceso. 

15.2.2  Competencia

De acuerdo con la lopfj, del recurso de queja podrán conocer, según se 
trate, las salas de la scjn (art 21, fracc IV) o los tribunales colegiados de 
circuito (art 37, fracc III).
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15.2 Recurso de queja             259

15.2.3  Procedencia

15.2.3.1  En el procedimiento de amparo indirecto

En el caso del amparo indirecto, el recurso de queja procede contra las 
siguientes resoluciones, enunciadas en la fracc I del art 97 de la LAmp:

	a)	� Las que admitan total o parcialmente, desechen o tengan por no presen-
tada una demanda de amparo o su ampliación;

	b)	� Las que concedan o nieguen la suspensión de plano o la provisional;
	c)	� Las que rehúsen la admisión de fianzas o contrafianzas, admitan las que 

no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insu-
ficientes;

	d)	� Las que reconozcan o nieguen el carácter de tercero interesado;
	e)	� Las que se dicten durante la tramitación del juicio, o del incidente de 

suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión y que 
por su naturaleza trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna 
de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; así como las que 
con las mismas características se emitan después de dictada la sentencia 
en la audiencia constitucional;

	f)	� Las que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios;
	g)	� Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución del 

acuerdo en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o 
definitiva del acto reclamado, y

	h)	� Las que se dicten en el incidente de cumplimiento sustituto de las sen-
tencias de amparo.

En ese orden de ideas, la jurisprudencia ha precisado cuándo procede 
la queja aun en contra del acuerdo que niega la expedición de copias: 

Recurso de queja. Es procedente contra el acuerdo dictado en el juicio de 
amparo o incidente de suspensión en el que se niegue la expedición de copias 
simples o certificadas de los autos de un expediente, aun cuando en ellos obren 
constancias de una averiguación previa o causa penal.  De una interpretación del 
artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 
2013, cuyo contenido es homólogo al numeral 95, fracción VI, de la Ley de Amparo 
abrogada, y del artículo 278 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria, se advierte que las partes en el juicio de amparo tienen derecho a solicitar 
copia de todas las constancias que fueron integradas al expediente del juicio por el 
Juez o Jueza de Distrito competente; por tanto, procede el recurso de queja en contra 
de un acuerdo emitido dentro del juicio principal de amparo o en el incidente de 
suspensión que deniegue la expedición de copias certificadas del mismo, a pesar 
de que se trate de constancias relativas a una averiguación previa o causa penal. Las 
razones específicas consisten en que tal resolución: a) no admite expresamente el 
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recurso de revisión; b) por su naturaleza trascendental y grave pueda causar un perjui-
cio al solicitante al privarlo de un derecho previsto en el Código Federal de Procedimien-
tos Civiles que se puede materializar en otro tipo de perjuicios dentro del propio pro-
cedimiento de amparo o fuera del mismo, y c) toda vez que ese perjuicio no es 
susceptible de enmendarse en la sentencia definitiva, pues es ajeno a la materia del 
juicio de amparo y, si bien la negativa podría ser motivo de reposición del procedi-
miento en un recurso de revisión, debe darse prioridad a la celeridad procesal y segu-
ridad jurídica en aras de atender al derecho de acceso a una justicia pronta y completa. 
Lo anterior, sin que se prejuzgue sobre la resolución de fondo del recurso de queja y 
aclarando que la interposición de este recurso no conlleva como regla general la sus-
pensión del procedimiento cuando se actúe en el juicio principal, ya que la negativa 
o concesión de otorgamiento de las copias, por sí misma, no implica necesariamente 
una influencia en la materia de la sentencia ni trastoca los derechos que se pudieran 
hacer valer en la audiencia constitucional, requisitos previstos para tal suspensión del 
procedimiento de acuerdo con los artículos 102 de la Ley de Amparo vigente y 101 de 
la Ley de Amparo abrogada.5

15.2.3.2  En el procedimiento de amparo directo

A diferencia de la revisión, que está estrictamente limitada en este am-
paro, la queja procede en diversos supuestos. Cuando se trata de la auto-
ridad responsable, el recurso procede en los casos siguientes:

	a)	� Cuando omita tramitar la demanda de amparo o lo haga indebidamente;
	b)	� Cuando no provea sobre la suspensión dentro del plazo legal, conceda o 

niegue ésta, rehúse la admisión de fianzas o contrafianzas, o admita las 
que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o 
insuficientes;

	c)	� Contra la resolución que decida el incidente de reclamación de daños y 
perjuicios, y

	d)	� Cuando niegue al quejoso su libertad caucional o cuando las resoluciones 
que dicte sobre la misma materia causen daños o perjuicios a alguno de 
los interesados.

15.2.4  Tramitación del recurso

15.2.4.1  Término para su interposición

El plazo general para la interposición del recurso de queja es de cinco 
días; sin embargo, la LAmp contempla dos plazos excepcionales en el art 
98. Cuando se trate de suspensión de plano o provisional, el plazo será 

	 5	�Jurisprudencia 2 009 592 [Tesis: 1a./J. 30/2015 (10a.)], 10a época, 1a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 20, julio de 2015, t I, p 604.
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15.2 Recurso de queja             261

sólo de dos días hábiles; por otra parte, cuando el motivo de queja es que 
se omita tramitar la demanda de amparo, el recurso se podrá interponer 
en cualquier tiempo.

15.2.4.2  Presentación del recurso

Como es regla en el procedimiento de amparo, el recurso de queja deberá 
presentarse por escrito. El documento se entregará ante el órgano juris-
diccional que conozca del juicio de amparo. En el caso de que se trate de 
actos de la autoridad responsable, el recurso deberá plantearse ante el 
órgano jurisdiccional de amparo que deba conocer o haya conocido del 
juicio.

El aspecto central del escrito de queja será la expresión de los agra-
vios que causa la resolución recurrida, en la línea argumentativa de lo ya 
comentado. En sus agravios, el recurrente deberá expresar el razona-
miento jurídico por el cual considera que la decisión de la autoridad im-
pugnada no cumple con los términos legales debidos. 

Asimismo, deberán presentarse las copias de rigor: una copia del es-
crito para el expediente y otra para cada parte, señalando las constancias 
que en copia certificada deberán remitirse al órgano jurisdiccional que 
deba resolver el recurso. Esta exigencia no será necesaria cuando el re-
curso se presente en forma electrónica.

15.2.4.3  Prevenciones al promovente

Si el recurrente no exhibe las copias mencionadas, se le requerirá para 
que en el plazo de tres días atienda esa omisión y las presente. Si no lo 
hace, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo los actos restrictivos 
de la libertad, como suelen ser los existentes en materia penal, o cuando 
se afecten intereses de menores o incapaces (como las víctimas u ofen-
didos involucrados).

15.2.4.4  Suspensión en caso de queja

El art 102 de la LAmp establece una regla particular según la cual, dentro 
del procedimiento de amparo indirecto, el juez de distrito o tribunal uni-
tario de circuito está facultado para suspender el procedimiento. Esto se 
aplicará cuando la queja se interponga contra resoluciones que por su 
naturaleza trascendental y grave puedan causar un perjuicio no reparable 
a alguna de las partes, siempre y cuando a juicio del órgano estime que la 
resolución dictada en ella pueda influir en la sentencia, o cuando de resol-
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verse en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer 
valer el recurrente en el acto de la audiencia. De lo anterior se exceptúa 
el incidente de suspensión.

15.2.4.5  Remisión del recurso

El art 101 de la LAmp dispone: una vez interpuesto el recurso, el órgano 
jurisdiccional notificará a las demás partes la interposición para que en 
el plazo de tres días señalen constancias que en copia certificada deberán 
remitirse al órgano que deba resolver. Transcurrido ese plazo, el órgano 
conducto enviará el escrito del recurso, junto con la copia de la resolución 
recurrida, el informe sobre la materia de la queja, las constancias solici-
tadas y las demás documentales que estime pertinentes. 

En el caso de queja presentada contra la resolución que concede o 
niega la suspensión de plano o la provisional, el órgano jurisdiccional no-
tificará a las partes y de inmediato remitirá el expediente al que corres-
ponda, la copia de la resolución, el informe materia de la queja, las cons-
tancias solicitadas y las que estime pertinentes.

Cuando se trate de actos de la autoridad responsable, el órgano juris-
diccional requerirá a dicha autoridad el informe materia de la queja, en 
su caso la resolución impugnada, las constancias solicitadas y las que 
estime pertinentes. 

15.2.4.6  Resolución 

Una vez que el órgano competente para decidir sobre la queja haya reci-
bido las constancias remitidas por el órgano jurisdiccional, la resolución 
se dictará dentro de los cuarenta días siguientes, según señala el art 101 
de la LAmp. Este plazo no se aplica en la queja contra resoluciones que 
conceden o niegan la suspensión de plano o la provisional, en cuyo caso 
el recurso deberá decidirse dentro de las 48 horas.

La característica de la queja es que si se encuentra fundado el recurso, 
la autoridad que conoce “sustituirá” a la recurrida, de modo que dictará 
dicha resolución correspondiente sin necesidad de reenvío. 

Esto, con excepción de que la resolución implique reponer el proce-
dimiento, en cuyo caso quedará sin efecto la resolución recurrida y se 
ordenará al que la hubiere emitido dictar otra, debiendo precisar los efec-
tos a los cuales deba sujetarse su cumplimiento (art 103, LAmp).
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15.3 Recurso de reclamación             263

15.3  Recurso de reclamación 

15.3.1  Objeto 

Entre los medios de impugnación en el amparo, la reclamación tiene por 
objeto solicitar a un órgano jurisdiccional colegiado que examine un 
acuerdo de trámite dictado por el presidente de dicho órgano, el cual se 
considera causa de agravio. 

15.3.2  Competencia

De ese recurso conocerán distintos órganos colegiados, según quien haya 
emitido el acuerdo objeto de la reclamación: el presidente de la scjn, en 
Pleno o en Salas o el presidente de un tribunal colegiado. La lopjf distri-
buye estas competencias de la forma siguiente:

	a)	� La scjn conocerá, al funcionar en Pleno, del recurso de reclamación 
contra las providencias o acuerdos del presidente de la Corte dictados 
durante la tramitación de los asuntos jurisdiccionales de la competen-
cia del Pleno (art 10, fracc V). 

	b)	� Las Salas de la scjn conocerán del recurso de reclamación contra los 
acuerdos de trámite dictados por el presidente de cada Sala (art 21, 
fracc V). 

	 c)	� Los tribunales colegiados de circuito son competentes para conocer 
de los recursos de reclamación previstos en el art 104 de la LAmp (art 
37, fracc VIII). Esto es, cada tribunal en conjunto conoce de la recla-
mación contra acuerdos dictados por su presidente. 

15.3.3  Procedencia 

En términos del art 104 de la LAmp, el recurso de reclamación procede en 
contra de los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la scjn o 
por los presidentes de sus salas o de los tribunales colegiados de circuito. 

15.3.4  Término 

El recurso de reclamación se podrá interponer dentro del término de tres 
días siguientes a aquel en que surta sus efectos la notificación de la reso-
lución impugnada. 

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-04 14:51:25.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



264             RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO

15.3.5  Tramitación del recurso 

El recurso deberá interponerlo por escrito cualquiera de las partes, en el 
cual se expresen los agravios, esto es, los argumentos por los cuales se 
estima que el acuerdo reclamado resulta ilegal y causa un daño en sus 
intereses jurídicos. 

El órgano jurisdiccional que conozca del asunto resolverá en un plazo 
máximo de diez días; a su vez, el ponente será un ministro o magistrado 
distinto de su presidente (art 105, LAmp). 

Al decidirse el recurso, si se estiman infundados los agravios, el 
acuerdo quedará firme. En caso contrario, según el art 106 de la LAmp, 
si la reclamación se estima fundada, su resultado será dejar sin efectos el 
acuerdo recurrido y obligar al presidente que lo hubiere emitido a dictar 
el que corresponda.
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UNIDAD 16
Jurisprudencia

16.1 � Concepto, naturaleza jurídica y objeto de la 
jurisprudencia

La jurisprudencia se considera fuente formal del derecho en el sistema 
jurídico mexicano: ésa es su naturaleza, la cual se reconoce por la doc-
trina; además, encuentra su expresión en el principio de legalidad previs-
to en el art 14 constitucional, según el cual en las sentencias en materia 
civil —prácticamente toda materia, salvo la penal— se fallará según la ley 
o la interpretación jurídica de ésta. 

En un concepto simple, se entiende a la jurisprudencia como aquellos 
criterios interpretativos establecidos por los órganos judiciales que fijan 
un sentido o precisan el alcance del texto dado por el legislador; constitu-
yen auténticas normas cuando adquieren carácter de obligatoriedad, la 
cual se dispone con apego a la estructura jerárquica del Poder Judicial en 
orden descendente. De este modo, en la aplicación, la jurisprudencia 
acompaña a la ley pues señala la manera como ésta se ha de interpretar, 
con una intención unificadora de que todos los tribunales del país sigan 
el mismo criterio interpretativo.
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266             JURISPRUDENCIA

La jurisprudencia en el sistema jurídico mexicano tiene sus peculiari-
dades frente al sistema del precedente, propio del sistema anglosajón. En 
el primer sistema, cuando se cumplen los requisitos previstos en la ley, a 
partir de los casos específicos se extrae una regla interpretativa general 
que se vuelve obligatoria. Antes de formarse la jurisprudencia obligatoria, 
los criterios de interpretación utilizados para aplicar la ley en las ejecuto-
rias no obligan a los tribunales, ni aun al mismo emisor. Pero en cuanto 
se cumple el procedimiento (como el de reiteración o contradicción), 
surge la norma obligatoria, que —como bien explica García Máynez—1 
tiene carácter abstracto y se añade al texto de la norma positiva corres-
pondiente, al establecer que tal artículo o precepto “debe interpretarse” 
de cierta forma, según la tesis. 

16.2  Origen y evolución de la jurisprudencia

Según lo reseña Castro,2 la jurisprudencia en un Estado moderno se rela-
ciona con la necesidad de estabilizar el orden jurídico al fijar el alcance 
y contenido de las normas mediante interpretaciones claras, objetivas y 
obligatorias para todos los órganos judiciales, e incluso puede llenar las 
lagunas del ordenamiento. Ésta es la función de carácter “casacionista” 
de la institución de la jurisprudencia que, sin embargo, puede desarro-
llarse plenamente sólo en regímenes centralistas. En un sistema federal 
como el mexicano, se presenta la situación de que al existir una jurisdic-
ción local que debe interpretar las normas en las materias civil y penal 
sobre todo, existe una “jurisprudencia estadual”, que unifica jurisdiccio-
nalmente el derecho dictado en cada estado, y una “jurisprudencia fede-
ral”, que sólo puede referirse a las normas de dicho nivel. En las disposi-
ciones constitucionales sí existe esa unificación en todos los ámbitos, de 
acuerdo con los fallos dictados por los órganos del Poder Judicial federal 
en los procesos de control constitucional.

En el derecho mexicano, la doctrina encuentra algunos antecedentes 
históricos del sistema de creación de la jurisprudencia desde las primeras 
décadas de vida independiente; empero, se puede considerar que la juris-

	 1	�Eduardo García Máynez (2002), Introducción al estudio del derecho, México, Editorial Po- 
rrúa, p 70.

	 2	�Cfr Juventino V. Castro y Castro (2011), Garantías y amparo, México, Editorial Porrúa, 
pp 651 y 652.
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16.2 Origen y evolución de la jurisprudencia             267

prudencia surge tras la Constitución de 1857 y tras la victoria juarista 
sobre el Segundo Imperio y la consolidación de las instituciones liberales. 

La creación del Semanario Judicial de la Federación el 8 de diciembre 
de 1870 permitió el comienzo de la publicación y sistematización de las 
tesis de jurisprudencia y precedentes, labores indispensables para que 
ésta pueda funcionar como fuente del derecho. En enero de 1871 empezó 
la primera época histórica de la jurisprudencia de la scjn. A su vez, la su-
cesión completa de etapas descrita por el Máximo Tribunal es la siguiente:

PRIMER PERIODO (JURISPRUDENCIA HISTÓRICA).
PRIMERA ÉPOCA: de enero de 1871 a junio de 1875.
SEGUNDA ÉPOCA: de enero de 1881 a diciembre de 1889.
TERCERA ÉPOCA: de enero de 1890 a diciembre de 1897.
CUARTA ÉPOCA: del 5 de enero de 1898 a 1914.

SEGUNDO PERIODO (JURISPRUDENCIA APLICABLE).
QUINTA ÉPOCA: del 1 de junio de 1917 al 30 de junio de 1957.
SEXTA ÉPOCA: del 1 de julio de 1957 al 15 de diciembre de 1968.
SÉPTIMA ÉPOCA: del 1 de enero de 1969 al 14 de enero de 1988.
OCTAVA ÉPOCA: del 15 de enero de 1988 al 3 de febrero de 1995.
NOVENA ÉPOCA: del 4 de febrero de 1995 al 3 de octubre de 2011.
DÉCIMA ÉPOCA: del 4 de octubre de 2011 a la fecha.
 
En cuanto a la vigencia de la jurisprudencia establecida según el régi-

men de la anterior LAmp y el tránsito a la décima época, es de interés la 
tesis siguiente:

Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales 
Colegiados de Circuito. La reforma al artículo 1o de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, no implica que la emitida con anterioridad a aquélla se torne 
obsoleta.  La citada reforma que dio origen a la Décima Época del Semanario Judicial 
de la Federación, no implica que la jurisprudencia emitida en términos de los artículos 
192 y 193 de la Ley de Amparo abrogada, con anterioridad a aquélla, se torne obsoleta; 
por el contrario, sigue vigente y es obligatoria. No obsta a lo anterior el hecho de que, 
tomando como sustento el cambio de parámetros que originó el nuevo contenido del 
artículo 1o constitucional, los órganos autorizados para integrar jurisprudencia pue-
dan variar algunos de los criterios sostenidos tradicionalmente, atendiendo para ello a 
las particularidades de cada asunto.3

	 3	�Jurisprudencia 2 010 982 [Tesis: 2a./J. 10/2016 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 27, febrero de 2016, t I, p 705.
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268             JURISPRUDENCIA

16.3  Fundamento constitucional 

El fundamento de la jurisprudencia puede hallarse en el párr décimo del 
art 94 constitucional. Según este dispositivo, la ley fijará los términos en 
que será obligatoria la jurisprudencia establecida en los tribunales del Po-
der Judicial de la Federación y los Plenos de Circuito sobre la interpreta-
ción de la Constitución y normas generales, así como los requisitos para 
su interrupción y sustitución. 

Adicionalmente, el párr octavo del mismo numeral señala que el Ple-
no de la scjn estará facultado para expedir acuerdos generales, así como 
remitir a los tribunales colegiados de circuito aquellos en los que hubiera 
establecido jurisprudencia. A su vez, el art 107 constitucional también 
prevé el fundamento de uno de los métodos para establecer jurispruden-
cia, que es la contradicción. Esto se prevé en la fracc XIII, en tres escena-
rios diversos según la jerarquía del órgano, a saber:

	a)	� Cuando los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito sustenten 
tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, la 
contradicción se denunciará ante el Pleno del Circuito correspon-
diente a fin de que decida la tesis que debe prevalecer como jurispru-
dencia. La denuncia podrán realizarla el Fiscal General de la Repú-
blica en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los 
relacionados con el ámbito de sus funciones, los tribunales y sus in-
tegrantes, los Jueces de Distrito, las partes en los asuntos que los mo-
tivaron o el Ejecutivo Federal por conducto del Consejero Jurídico del 
Gobierno.

	b)	� Cuando los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, los Plenos de Cir-
cuito en materia especializada de un mismo Circuito o los Tribuna- 
les Colegiados de un mismo Circuito con diferente especialización 
sustenten tesis contradictorias, la superación de la contradicción co-
rresponderá a la scjn, en Pleno o a la Sala respectiva. En esos casos 
la denuncia podrán realizarla los Ministros de la Suprema Corte, los 
mismos Plenos de Circuito, además de las autoridades del supuesto 
anterior.

	 c)	� Cuando las tesis contradictorias sean sostenidas por las Salas de la 
scjn en los juicios de amparo cuyo conocimiento les competa, la con-
tradicción se denunciará ante el Pleno de la scjn para que éste re-
suelva la contradicción.
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16.4 Fundamento legal             269

Cabe agregar que la tesis que se imponga superando la contradicción 
operará a futuro, esto es, tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia a apli-
car en casos posteriores, pero no afectará las situaciones jurídicas deriva-
das de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la 
contradicción. Por su parte, la competencia del tribunal electoral para 
establecer criterios de jurisprudencia obligatorios en la materia de su in-
cumbencia se menciona en el art 99 constitucional. 

16.4  Fundamento legal

En la materia que nos ocupa, las facultades de los órganos y los procedi-
mientos para la creación de jurisprudencia se establecen en la LAmp. En 
principio, se define que la jurisprudencia se establece por tres métodos: 
reiteración de criterios, contradicción de tesis y sustitución (art 215). La 
jurisprudencia por reiteración puede normarla el Pleno o las Salas de 
la scjn, así como por los tribunales colegiados de circuito. Por otra par- 
te, la jurisprudencia por contradicción la establecen el Pleno o las Salas 
de la scjn y los Plenos de Circuito.

Respecto a la obligatoriedad, ésta se fija en atención a la estructura 
jerárquica del Poder Judicial. El numeral 217 prevé que la jurisprudencia 
que establezca la scjn, funcionando en Pleno o en Salas, es obligato- 
ria para éstas cuando se trata de la que decrete el Pleno, y además para 
los Plenos de Circuito, los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los 
juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común 
de los estados y de la Ciudad de México, y los tribunales administrativos 
y del trabajo, locales o federales.

En segundo lugar, la jurisprudencia que establezcan los Plenos de 
Circuito es obligatoria para los tribunales colegiados y unitarios de circui-
to, los juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden 
común de las entidades federativas y los tribunales administrativos y del 
trabajo, locales o federales, que se ubiquen dentro del circuito correspon-
diente.

Finalmente, la jurisprudencia que establezcan los tribunales colegia-
dos de circuito es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo 
anterior, con excepción de los Plenos de Circuito y de los demás tribuna-
les colegiados de circuito.

En complemento, la lopjf reitera las facultades relativas a la fijación 
de jurisprudencia de los distintos órganos del Poder Judicial federal. Par-
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270             JURISPRUDENCIA

ticularmente, en su art 177 precisa que la jurisprudencia que deban esta-
blecer la scjn funcionando en Pleno o en Salas, así como los tribunales 
colegiados de circuito en las ejecutorias que pronuncien en los asuntos de 
su competencia distintos del juicio de amparo, se regirán por las disposi-
ciones de la legislación de amparo. 

Asimismo, se crea el órgano competente para compilar, sistematizar 
y publicar las tesis y jurisprudencias emitidas por los órganos del Poder 
Judicial de la Federación, el cual es la Coordinación de Compilación y 
Sistematización de Tesis (art 178). Igualmente, se dispone que la scjn 
cuidará que las publicaciones del Semanario Judicial de la Federación se 
realicen con oportunidad y llevará a cabo las tareas que fueren necesarias 
para la adecuada distribución y difusión de las tesis y jurisprudencias que 
hubiesen emitido los órganos competentes del Poder Judicial de la Fede-
ración (art 179).

16.5  Sistemas de formación de jurisprudencia

16.5.1  Jurisprudencia por reiteración

Este sistema se respalda en un razonamiento inductivo, que extrae una 
pretensión general de diversos supuestos particulares. Al respecto es obli-
gatorio un criterio interpretativo, tras haber sido utilizado como solución 
para un conjunto de problemas jurídicos similares para los cuales resultó 
adecuada. La obligatoriedad del criterio reiterado no es automática, sino 
que se requiere su aprobación mediante votación de los miembros del 
órgano judicial de que se trate.

En términos de la LAmp en su art 222, la jurisprudencia por reite-
ración se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco sen-
tencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes 
sesiones. 

Cuando la jurisprudencia por reiteración vaya a aprobarse en Pleno, 
se requiere que haya una votación por mayoría de por lo menos ocho 
votos. En el siguiente nivel, fijado en el art 223, cuando la jurisprudencia 
por reiteración vayan a establecerla las Salas de la scjn, se requiere que 
la mayoría sea de por lo menos cuatro votos.

Los tribunales colegiados de circuito también pueden establecer juris-
prudencia por reiteración. En su caso, según el art 224, la votación de-
berá ser unánime.
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16.5 Sistemas de formación de jurisprudencia             271

16.5.2  Jurisprudencia por contradicción 

Dicha jurisprudencia se requiere cuando en el sistema de jurisprudencia 
se han sostenido criterios encontrados. Con el fin de racionalizar el sis-
tema jurídico, dando certeza a los justiciables sobre los criterios que los 
órganos jurisdiccionales han de aplicar en materia de amparo, se prevé 
la figura de la denuncia y superación de contradicción, mediante la cual 
un órgano jurisdiccional superior homogeneizará las tesis interpretativas 
en sentido opuesto sostenidas por órganos inferiores.

En tal dimensión, el art 225 de la LAmp dispone que la jurisprudencia 
por contradicción se establece al dilucidar los criterios discrepantes sos-
tenidos en los asuntos de su competencia por: a) las salas de la scjn entre 
sí; b) los Plenos de circuito entre sí, o c) los tribunales colegiados de cir-
cuito entre sí. 

Respecto a las facultades para superar las contradicciones de criterios 
entre dichos órganos, el art 226 dispone que corresponde resolver a:

	 I.	� El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando deban 
dilucidarse las tesis contradictorias sostenidas entre sus Salas;

	II.	� El Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según 
la materia, cuando deban dilucidarse las tesis contradictorias sostenidas 
entre los Plenos de Circuito de distintos circuitos, entre los Plenos de 
Circuito en materia especializada de un mismo circuito, o sus tribunales 
de diversa especialidad, así como entre los tribunales colegiados de di-
ferente circuito, y

	III.	� Los Plenos de Circuito cuando deban dilucidarse las tesis contradicto-
rias sostenidas entre los tribunales colegiados del circuito correspon-
diente.

La resolución de la contradicción debe darse por la mayoría de los 
miembros del órgano de que se trate, la cual puede tener como resultado 
cuatro posibilidades diversas: que el órgano se acoja a uno de los criterios 
discrepantes, que se sustente uno diverso, que se declare inexistente la 
contradicción o que se declare sin materia la contradicción.

La resolución que decida la contradicción de tesis no afectará las 
situaciones jurídicas concretas de los juicios en los cuales se hayan dic-
tado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias.

La superación por contradicción puede proceder mediante denuncia. 
La legitimación para presentar esta denuncia solicitando el estudio del 
tema se ajusta a las reglas dadas por el art 227, a saber:
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272             JURISPRUDENCIA

	 I.	� Las contradicciones a las que se refiere la fracción I del artículo anterior 
podrán ser denunciadas ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación por los ministros, los Plenos de Circuito, los Tribunales Cole-
giados de Circuito y sus integrantes, los jueces de distrito, el Procurador 
General de la República, o las partes en los asuntos que las motivaron;

	II.	� Las contradicciones a las que se refiere la fracción II del artículo anterior 
podrán ser denunciadas ante la Suprema Corte de Justicia de la Na- 
ción por los ministros, los Plenos de Circuito o los Tribunales Colegiados 
de Circuito y sus integrantes, que hayan sustentado las tesis discrepan-
tes, el Procurador General de la República, los jueces de distrito, o las 
partes en los asuntos que las motivaron, y

	III.	� Las contradicciones a las que se refiere la fracción III del artículo anterior 
podrán ser denunciadas ante los Plenos de Circuito por el Procurador 
General de la República, los mencionados tribunales y sus integrantes, 
los jueces de distrito o las partes en los asuntos que las motivaron.

En cuanto a la contradicción de tesis, son de interés las siguientes 
tesis jurisprudenciales:

Contradicción de tesis entre Tribunales Colegiados de Circuito. Es improcedente 
si la denuncia se presentó después de haberse emitido la jurisprudencia que 
resuelve el punto jurídico a debate.  Cuando se denuncia una posible contradic-
ción de tesis entre las sustentadas por Tribunales Colegiados de Circuito y se advierte 
que sobre el punto jurídico a debate ya existe jurisprudencia definida por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, dicha contradicción debe declararse improceden- 
te, toda vez que no ha lugar a fijar el criterio que debe prevalecer al encontrarse deter-
minado.4

Contradicción de tesis. Es improcedente cuando existe jurisprudencia temática 
que resuelve el mismo tema.  Si se configura una contradicción de tesis y existe juris-
prudencia temática emanada de otro asunto de la misma naturaleza que resuelve el 
tema central a dilucidar en aquélla, en tanto que las legislaciones aplicadas en los asun-
tos correspondientes contienen identidad de texto, tal circunstancia hace innecesario 
examinar el fondo del asunto y lleva a declarar improcedente la denuncia relativa.5

16.5.3  Interrupción de la jurisprudencia

La fijación de jurisprudencia por los anteriores sistemas de reiteración o 
contradicción no es definitiva. La aplicación de una tesis puede interrum-

	 4	�Jurisprudencia 2 000 743 [Tesis: 2a./J. 44/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro VIII, mayo de 2012, t 2, p 1193.

	 5	�Jurisprudencia 163 385 [Tesis: 2a./J. 182/2010], 9a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, t XXXII, diciembre de 2010, p 293.
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pirla el órgano judicial que la emitió, siempre que se expresen las razo-
nes. En tal sentido, el numeral 228 de la LAmp señala que la jurispruden-
cia se interrumpe y deja de tener carácter obligatorio cuando se pro- 
nuncie sentencia en contrario. En estos casos, en la ejecutoria respectiva 
deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción, las cua-
les se referirán a las consideraciones que se tuvieron para establecer la 
jurisprudencia relativa.

Una vez interrumpida la jurisprudencia, para integrarse una nueva 
deberán observarse las mismas reglas establecidas para la formación.

16.5.4  Sustitución de jurisprudencia

En estos casos, un órgano solicita al órgano emisor de la jurisprudencia 
por reiteración o contradicción que sustituya el criterio y expresará las 
razones que respaldan esa petición. El órgano competente estudiará el 
asunto y, en su caso, se votará si se sustituye el criterio. 

Acerca de esta sustitución de jurisprudencia, el art 230 de la LAmp 
señala las reglas siguientes:

	 I.	� Cualquier Tribunal Colegiado de Circuito, previa petición de alguno de 
sus magistrados, con motivo de un caso concreto una vez resuelto, po-
drán solicitar al Pleno de Circuito al que pertenezcan que sustituya la 
jurisprudencia que por contradicción haya establecido, para lo cual 
expresarán las razones por las cuales se estima debe hacerse.

	�       Para que los Plenos de Circuito sustituyan la jurisprudencia se reque-
rirán las dos terceras partes de los magistrados que lo integran;

	II.	� Cualquiera de los Plenos de Circuito, previa petición de alguno de los 
magistrados de los tribunales colegiados de su circuito y con motivo de 
un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar al Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, o a la Sala correspondiente, que 
sustituya la jurisprudencia que hayan establecido, para lo cual expresa-
rán las razones por las cuales se estima debe hacerse. La solicitud, que 
en su caso enviarían los Plenos de Circuito al pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación o a la Sala correspondiente, debe ser aprobada 
por la mayoría de sus integrantes, y

	III.	� Cualquiera de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
previa petición de alguno de los ministros que las integran y sólo con 
motivo de un caso concreto una vez resuelto, podrán solicitar al Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que sustituya la jurispruden-
cia que haya establecido, para lo cual expresarán las razones por las 
cuales se estima debe hacerse. La solicitud que en su caso enviaría la 
Sala correspondiente al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, deberá ser aprobada por la mayoría de sus integrantes.
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274             JURISPRUDENCIA

	�     Para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustituya la juris-
prudencia en términos de las fracciones II y III del presente artículo, se 
requerirá mayoría de cuando menos ocho votos en Pleno y cuatro en 
Sala.

Cuando se resuelva en el sentido de admitir la solicitud de sustitu-
ción, la resolución no afectará las situaciones jurídicas derivadas de los 
juicios en los cuales se hayan dictado las sentencias que la integraron, ni 
la resuelta en el caso que haya motivado la solicitud. 

16.6  Retroactividad de la jurisprudencia

Anteriormente se discutía respecto a la posibilidad de retroactividad o no 
de la jurisprudencia, en atención a que no quedaba del todo claro si su 
naturaleza podía considerarse enmarcada en la prohibición de retroac-
tividad peyorativa o perjudicial de la ley que establece el art 14 consti-
tucional. Por ejemplo, la siguiente tesis jurisprudencial acerca de la 
irretroactividad de la jurisprudencia precisaba lo que a continuación se 
transcribe:

Jurisprudencia. Su variación y aplicación inmediata no implica violación al prin-
cipio constitucional de irretroactividad.  Con la aplicación inmediata de una nueva 
jurisprudencia no se viola en perjuicio de la quejosa el principio jurídico de irretroacti-
vidad, pues la jurisprudencia no constituye legislación nueva ni diferente, sino sólo es 
la interpretación correcta de la ley, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
efectúa en determinado sentido y que se hace obligatoria por ordenarlo así el artículo 
192 de la Ley de Amparo; la nueva jurisprudencia no constituye una nueva ley abroga-
toria o derogatoria de otra anterior, sino sólo la unificación de determinación del ver-
dadero sentir de la ley, que no se modifica por el hecho de desentrañar su contenido 
con precisión y certeza; por lo que debe aplicarse inmediatamente a los casos a que 
la misma jurisprudencia se refiera.6

Jurisprudencia. Su aplicación no viola la garantía de irretroactividad de la 
ley.  La Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, 
al sentar jurisprudencia, no sólo interpretan la ley y estudian los aspectos que el legis-
lador no precisó, sino que integran a la norma los alcances que, sin estar contempla-
dos claramente en ella, se producen en una determinada situación; sin embargo, esta 
“conformación o integración judicial” no constituye una norma jurídica de carácter 

	 6	�Jurisprudencia 221 253 [Tesis: I.3o.C. J/22], 8a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción, t VIII, noviembre de 1991, p 121.
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general, aunque en ocasiones llene las lagunas de ésta, fundándose para ello no en el 
arbitrio del Juez, sino en el espíritu de otras disposiciones legales que estructuran 
(como unidad) situaciones jurídicas, creando en casos excepcionales normas jurídicas 
individualizadas, de acuerdo a los principios generales del derecho, de conformidad 
con lo previsto en el último párrafo del artículo 14 constitucional; tal y como se reco-
noce en el artículo 94, párrafo sexto, de la Constitución Federal, así como en los nume-
rales 192 y 197 de la Ley de Amparo, en los que se contempla a la interpretación de las 
normas como materia de la jurisprudencia. Ahora bien, tomando en consideración 
que la jurisprudencia es la interpretación que los referidos tribunales hacen de la ley, 
y que aquélla no constituye una norma jurídica nueva equiparable a la ley, ya que no 
cumple con las características de generalidad, obligatoriedad y abstracción, es in-
concuso que al aplicarse, no viola el principio de irretroactividad, consagrado en el 
artículo 14 constitucional.7

La LAmp vigente ha establecido en el párr final del art 217 que la ju-
risprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de per-
sona alguna, lo cual en cierto sentido implica reconocer que la aplicación 
de la jurisprudencia puede modificar situaciones jurídicas fijadas con an-
terioridad, situación que se debe precaver.

16.7  Publicación de la jurisprudencia

La obligatoriedad de la jurisprudencia depende de su publicación. Para 
ello existe el órgano encargado del Semanario Judicial de la Federación, el 
cual se encarga de recibir las tesis del Pleno y las Salas de la scjn, así 
como los Plenos de Circuito y los tribunales colegiados de circuito.

El Semanario Judicial de la Federación es el medio por el cual se publi-
carán las tesis, así como las resoluciones necesarias para constituir, inte-
rrumpir o sustituir la jurisprudencia y los votos particulares. Además de 
la publicación, se debe realizar la difusión para conocimiento, lo cual hoy 
en día se realiza por medios electrónicos. 

Una vez fijado un criterio relevante o tesis, el órgano emisor tiene un 
plazo de quince días para remitirlo a la dependencia encargada de la 
publicación del semanario. Según el art 218 de la LAmp, la tesis que se 
elabore y se remita deberá contener:

	 I.	� El título que identifique el tema que se trata;
	II.	� El subtítulo que señale sintéticamente el criterio que se sustenta;

	 7	�Jurisprudencia 190 663 [Tesis: P.J. 145/2000], 9a época, Pleno, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, t XII, diciembre de 2000, p 16.
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276             JURISPRUDENCIA

	III.	� Las consideraciones interpretativas mediante las cuales el órgano juris-
diccional haya establecido el criterio;

	IV.	� Cuando el criterio se refiera a la interpretación de una norma, la identi-
ficación de ésta, y

	V.	� Los datos de identificación del asunto, el número de tesis, el órgano 
jurisdiccional que la dictó y las votaciones emitidas al aprobar el asunto 
y, en su caso, en relación con el criterio sustentado en la tesis.

	�       Además de los elementos señalados en las fracciones I, II, III y IV de 
este artículo, la jurisprudencia emitida por contradicción o sustitución 
deberá contener, según sea el caso, los datos de identificación de las 
tesis que contiendan en la contradicción o de la tesis que resulte susti-
tuida, el órgano que las emitió, así como la votación emitida durante las 
sesiones en que tales contradicciones o sustituciones se resuelvan.

Como puede entenderse, la publicación es requisito que condiciona 
la obligatoriedad de la jurisprudencia, según se expresa en la tesis si-
guiente:

Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La obligatoriedad 
de su aplicación, en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, surge a par-
tir de su publicación en el Semanario Judicial de la Federación.  El análisis siste-
mático e integrador de los artículos 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 215 a 230 de la Ley de Amparo, 178 y 179 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, así como del Acuerdo General 19/2013 (*) del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación permite establecer que la jurisprudencia es de aplica-
ción obligatoria a partir del lunes hábil siguiente al día en que la tesis respectiva sea 
ingresada al Semanario Judicial de la Federación, en la inteligencia de que si el lunes 
respectivo es inhábil, será de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente. Tal 
conclusión atiende a un principio de certeza y seguridad jurídica en tanto reconoce 
que es hasta la publicación de la jurisprudencia en dicho medio cuando se tiene un 
grado de certeza aceptable respecto a su existencia. Lo anterior, sin menoscabo de 
que las partes puedan invocarla tomando en cuenta lo previsto en la parte final del 
artículo 221 de la Ley de Amparo, hipótesis ante la cual el tribunal de amparo deberá 
verificar su existencia y a partir de ello, bajo los principios de buena fe y confianza 
legítima, ponderar su aplicación caso por caso, atendiendo a las características par-
ticulares del asunto y tomando en cuenta que la fuerza normativa de la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación proviene de la autoridad otorgada por el 
Constituyente al máximo y último intérprete de la Constitución.8

	 8	�Jurisprudencia 2 010 625 [Tesis: 2a./J. 139/2015 (10a).], 10a época, 2a Sala, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 25, diciembre de 2015, t I, p 391.
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16.8  Invocación de jurisprudencia por las partes

Las partes pueden incluir en sus argumentaciones la jurisprudencia que 
consideren aplicable. Para invocarla, según señala el art 221 de la LAmp, 
deberán expresar los datos de identificación y publicación de las tesis de 
jurisprudencia o precedentes. De no haber sido publicadas, bastará que 
se acompañen copias certificadas de las resoluciones correspondientes.

En cuanto a la inoperancia de la invocación cuando falta la identifica-
ción adecuada de la jurisprudencia, son de interés las tesis siguientes:

Jurisprudencia. Su invocación sin que se identifique la hace inatendible.  No es 
suficiente que el quejoso exprese que el criterio sustentado por la autoridad respon-
sable esté en contradicción con la jurisprudencia, pues es menester que proporcione 
los datos necesarios para su identificación, como son el número asignado, el rubro y 
texto, en acatamiento al artículo 196 de la Ley de Amparo, por lo que si no se cumple 
con esta disposición legal, la afirmación por sí sola es inatendible.9

Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados 
de Circuito. Su invocación por las partes en el juicio de amparo.  Cuando las par-
tes invoquen en el juicio de amparo la jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, lo harán por 
escrito, expresando el número y órgano jurisdiccional que la integró y el rubro y tesis 
de aquélla, de conformidad con el artículo 196 de la Ley de Amparo, por lo que si la 
quejosa no cumple con dichos requisitos, el Tribunal Colegiado se encuentra legal-
mente impedido para determinar si se ha violado o no, en su perjuicio, por el a quo el 
criterio que aquélla sostiene.10

16.9  Jurisprudencia de organismos internacionales

Derivado del nuevo modelo constitucional enfocado a la primacía de los 
derechos humanos, establecido por la reforma de 2011, se ha reconocido 
la aplicabilidad en el régimen jurídico mexicano de la jurisprudencia emi-
tida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su interpreta-
ción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de 
San José. Esta jurisprudencia es vinculante para los jueces mexicanos, si 

	 9	�Jurisprudencia 196 971 [Tesis: I.5o.T. J/17], 9a época, tcc, Semanario Judicial de la Federación, 
t VII, enero de 1998, p 1010.

	 10	�Jurisprudencia 222 786 [Tesis: VI. 2o. J/121], 8a época, tcc, Semanario Judicial de la Federa-
ción, t VII, mayo de 1991, p 101.
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278             JURISPRUDENCIA

bien debe buscarse en todo caso la armonización con la jurisprudencia 
nacional a la luz de aplicar el principio de interpretación por persona. 

El tema se fija en la siguiente tesis jurisprudencial, derivada de la 
contradicción de tesis 293/2011 resuelta por el Pleno:

Jurisprudencia. Emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es 
vinculante para los jueces mexicanos siempre que sea más favorable a la per-
sona.  Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, con independencia de que el Estado Mexicano haya sido parte en el litigio ante 
dicho tribunal, resultan vinculantes para los jueces nacionales al constituir una exten-
sión de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos 
criterios se determina el contenido de los derechos humanos establecidos en ese 
tratado. La fuerza vinculante de la jurisprudencia interamericana se desprende del 
propio mandato establecido en el artículo 1o constitucional, pues el principio pro 
persona obliga a los jueces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la interpreta-
ción más favorable a la persona. En cumplimiento de este mandato constitucional, los 
operadores jurídicos deben atender a lo siguiente: (i) cuando el criterio se haya emi-
tido en un caso en el que el Estado Mexicano no haya sido parte, la aplicabilidad del 
precedente al caso específico debe determinarse con base en la verificación de la 
existencia de las mismas razones que motivaron el pronunciamiento; (ii) en todos los 
casos en que sea posible, debe armonizarse la jurisprudencia interamericana con la 
nacional, y (iii) de ser imposible la armonización, debe aplicarse el criterio que resulte 
más favorecedor para la protección de los derechos humanos.11

16.10  Declaratoria general de inconstitucionalidad

Esta figura es una novedad del nuevo régimen constitucional de amparo 
introducido por la reforma de 2011. Se trata de una precisión a la institu-
ción de la relatividad de la sentencia, pues permite que el Poder Judicial 
declare la inconstitucionalidad de la norma. En realidad, la declarato- 
ria general no puede surgir tras un único amparo, ni sucede de forma 
automática, sino sigue un proceso particular que, como la jurispruden- 
cia, requiere la reiteración de decisiones en el sentido de la inconstitucio-
nalidad. 

Según el numeral 231 de la LAmp, cuando las Salas o el Pleno de la 
scjn resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general por segunda 
ocasión consecutiva, derivada de una instancia de juicio de amparo indi-
recto en revisión, en una o en distintas sesiones, el presidente de la sala 

	 11	�Jurisprudencia 2 006 225 [Tesis: P./J. 21/2014 (10a.)], 10a época, Pleno, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, t I, p 204.
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16.10 Declaratoria general de inconstitucionalidad             279

respectiva o de la Corte lo informará a la autoridad emisora de la norma. 
Aquí se entiende que dicho informe lleva implícita una sugerencia hacia 
la reforma por el órgano legislativo, para que se solvente el problema de 
inconstitucionalidad. 

Según el art 232 de la LAmp, cuando el Pleno o las Salas en los juicios 
de amparo indirecto en revisión establezcan una jurisprudencia por reite-
ración que determine la inconstitucionalidad de la norma general, se 
procederá a la notificación a que se refiere el tercer párr de la fracc II del 
art 107 constitucional. 

Hecha esa notificación formal al órgano emisor de la norma, se en-
tiende que igualmente con el propósito de que corrija, surge un plazo de 
noventa días naturales para modificar o derogar la norma declarada in-
constitucional. Si dicho plazo transcurre sin que se atienda esto, el Pleno 
de la scjn emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad corres-
pondiente, siempre y cuando hubiera sido aprobada por mayoría de por 
lo menos ocho votos.

Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal 
o local, el plazo de noventa días se computará dentro de los días útiles de 
los periodos ordinarios de sesiones determinados en la Constitución fede-
ral, en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal (hoy Ciudad de México) 
o en la Constitución local, según corresponda.

La iniciación de un procedimiento de declaratoria de inconstituciona-
lidad pueden solicitarla los Plenos de circuito. Según el art 233, éstos po-
drán solicitar a la scjn, por mayoría de sus integrantes, que inicie el pro-
cedimiento cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia 
derivada de amparos indirectos en revisión, en la cual se declare la in-
constitucionalidad de una norma general.

Para garantizar la certeza jurídica, el art 234 de la LAmp dispone que 
la declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia que le 
da origen: será obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá la fecha 
a partir de la cual surtirá sus efectos, así como los alcances y las condicio-
nes de la declaratoria. Sus efectos no serán retroactivos, salvo en materia 
penal, en armonía con el párr primero del art 14 constitucional.

Una vez emitida la declaratoria general de inconstitucionalidad, de-
berá remitirse al dof y al órgano oficial de que se trate para su publica-
ción dentro del plazo de siete días hábiles.
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UNIDAD 17
Responsabilidades en el 
juicio de amparo

17.1  Responsabilidad de los funcionarios judiciales

La responsabilidad puede entenderse en sentido amplio como una cuali-
dad de los sujetos de derecho, mediante la cual se reconoce que deben 
responder por sus actos ante el derecho. En sentido estricto, la responsa-
bilidad surge cuando una persona, tras la realización de un acto o de una 
omisión, debe responder por las consecuencias de ese acto u omisión, 
según prevea la ley, ya sea soportando una sanción o en su caso repa-
rando un daño ocasionado. 

La responsabilidad recibe distintas regulaciones, lo cual depende de 
la naturaleza del acto que la genera. Así, el sistema jurídico contempla la 
responsabilidad penal derivada de un delito, la responsabilidad civil deri-
vada de un incumplimiento contractual, o las responsabilidades adminis-
trativa y política. Para el ámbito de los servidores públicos, el texto cons-
titucional prevé los fundamentos de las distintas responsabilidades en el 
Título Cuarto, arts 108 a 114. 
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17.1 Responsabilidad de los funcionarios judiciales             281

En el juicio de amparo, la responsabilidad de los funcionarios judicia-
les derivada de la realización de un acto sancionado por la ley puede ser 
de dos tipos principales: administrativa, cuando el acto ilícito es una falta 
que recibe como sanción una multa aplicable por vía del procedimiento 
sancionador funcionarial en los términos previstos en la lopjf y en la le-
gislación de responsabilidades administradores de los servidores, o penal, 
cuando el acto ilícito se considera expresamente un delito y puede ser 
castigado con pena privativa de libertad. 

Así, el art 263 de la LAmp dispone claramente que los jueces de dis-
trito, las autoridades judiciales de los estados y de la Ciudad de México 
cuando actúen en auxilio de la justicia federal, los presidentes de las jun-
tas y de los tribunales de conciliación y arbitraje, los magistrados de cir-
cuito y los ministros de la scjn son responsables en los juicios de amparo 
por los delitos y faltas que cometan en los términos que los definen y 
castigan el Código Penal Federal (cpf) y la lopjf, así como el capítulo de 
sanciones de la Ley de amparo.

17.1.1  Supuestos de responsabilidad en la lopjf

Cabe traer a colación los supuestos de responsabilidad administrativa 
previstos en este ordenamiento. En términos del art 130, los ministros de 
la scjn, los magistrados de circuito y los jueces de distrito serán respon-
sables al establecer o fijar la interpretación de los preceptos constitucio-
nales en las resoluciones que dicten, cuando se compruebe que hubo 
cohecho o mala fe. 

Por lo que hace a los servidores públicos del Poder Judicial de la Fede-
ración, serán causas de responsabilidad para éstos las previstas en el nu-
meral 131, a saber:

	 I.	� Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función 
judicial, tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos o 
comisiones, o cualquier acción que genere o implique subordinación 
respecto de alguna persona, del mismo u otro poder;

	 II.	� Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que 
competan a otros órganos del Poder Judicial de la Federación;

	 III.	� Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funcio-
nes o labores que deban realizar;

	 IV.	� Impedir en los procedimientos judiciales que las partes ejerzan los 
derechos que legalmente les correspondan en los procedimientos;

	 V.	� Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 
encuentren impedidos;
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282             RESPONSABILIDADES EN EL JUICIO DE AMPARO

	 VI.	� Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las 
disposiciones generales correspondientes;

	VII.	� No poner en conocimiento del Consejo de la Judicatura Federal cual-
quier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función judicial;

	VIII.	� No preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo propios de 
la función judicial en el desempeño de sus labores;

	 IX.	� Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su 
conocimiento;

	 X.	� Abandonar la residencia del tribunal de circuito o juzgado de distrito 
al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las funciones o las labores 
que tenga a su cargo;

	 XI.	� Las previstas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que no fueren 
contrarias a la naturaleza de la función jurisdiccional;

	XII.	� Incumplir las disposiciones constitucionales y legales en materia de 
propaganda y de informes de labores o de gestión, y

	XIII.	� Las demás que determine la ley.

Las sanciones aplicables por las faltas contempladas consistirán en: 
apercibimiento privado o público, amonestación privada o pública, sanción 
económica, suspensión, destitución del puesto, e inhabilitación temporal 
para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público (art 
135, lopjf). El procedimiento sancionador se prevé en la lopjf, en los arts 
134 a 140.

17.1.2  Supuestos de responsabilidad en la legislación de amparo

La LAmp contempla algunos supuestos generadores de responsabilidad 
para los funcionarios que se encargan de tramitar el juicio de garantías; 
entre éstos, el art 247 prevé que al servidor público que de mala fe prac-
tique una notificación declarada nula (por medio del incidente que co-
rresponda, en atención a los arts 32 y 68) se le impondrá una multa de 
treinta a trescientos días.

También se prevén responsabilidades penales; el art 264 sanciona la 
negación dolosa de una causa de recusación cometida por ministro, ma-
gistrado o juez, al cual se le impondrá una pena de dos a seis años de 
prisión, multa de treinta a trescientos días, destitución e inhabilitación 
por un lapso de dos a seis años.

El art 265 sanciona la negación dolosa de la suspensión, con pena de 
dos a seis años de prisión, multa de treinta a trescientos días, destitución 
e inhabilitación de dos a seis años para desempeñar otro cargo, empleo 

López, Betancourt, Eduardo. Amparo, IURE Editores, 2018. ProQuest Ebook Central,
         http://ebookcentral.proquest.com/lib/urnchihuahuasp/detail.action?docID=5513408.
Created from urnchihuahuasp on 2019-03-04 14:51:25.

C
op

yr
ig

ht
 ©

 2
01

8.
 IU

R
E

 E
di

to
re

s.
 A

ll 
rig

ht
s 

re
se

rv
ed

.



17.2 Responsabilidad de las autoridades responsables             283

o comisión públicos. En estos casos se sancionará al juez de distrito o a 
la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del incidente respec-
tivo, cuando:

	I.	� No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que importe peligro de 
privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimien-
to, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos 
por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza 
Aérea nacionales, si dichos actos no se ejecutan por causas ajenas a la 
intervención de los órganos jurisdiccionales mencionados, y

	II.	� No concediere la suspensión, siendo notoria su procedencia.

La pena se agrava cuando al no otorgamiento doloso de la suspensión 
le sucede la ejecución del acto reclamado o cuando se pone en libertad 
al quejoso incumpliendo la ley. Así, en términos del art 266, se impondrá 
pena de tres a siete años de prisión, multa de cincuenta a quinientos días, 
destitución e inhabilitación de tres a siete años para desempeñar otro 
cargo, empleo o comisión públicos al juez de distrito o la autoridad que 
conozca de un juicio de amparo o del incidente respectivo, cuando dolo-
samente:

	I.	� No suspenda el acto reclamado a sabiendas de que importe peligro de 
privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedi-
miento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destie-
rro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohi-
bidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o 
Fuerza Aérea nacionales, y se lleva a efecto su ejecución, y

	II.	� Ponga en libertad al quejoso en contra de lo previsto en las disposiciones 
aplicables de esta ley.

17.2  Responsabilidad de las autoridades responsables 

La LAmp prevé diversas hipótesis de falta o delito cometidas por las auto-
ridades señaladas como responsables en el juicio de amparo; estas con-
ductas sancionadas suponen una no colaboración de la autoridad con el 
órgano de amparo, entorpecimientos del procedimiento o, en los casos 
más graves, incumplimientos dolosos que se inscriben en la arbitrariedad 
y auténticamente el abuso de poder.
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284             RESPONSABILIDADES EN EL JUICIO DE AMPARO

Las faltas previstas en la legislación son las siguientes: 

	a)	� Negativa de los jefes o encargados de las oficinas públicas de comuni-
caciones para recibir o transmitir los mensajes que señala el art 20 (pre-
sentación urgente a cualquier hora de la demanda) y 24 de la ley (noti-
ficación), lo cual se sanciona con multa de cien a mil días (art 243).

	b)	� Negativa de la autoridad responsable a proporcionar el domicilio del 
tercero interesado, una vez requerido por la autoridad de amparo, en 
cuyo caso se le impondrá multa de cien a mil días (art 244).

	 c)	� Negativa de la autoridad responsable a recibir la notificación por ofi-
cio, en cuyo caso se impondrá multa de cien a mil días (art 245).

	d)	� Omisión del encargado de la oficina pública de comunicaciones del 
envío del oficio de referencia para la notificación de la responsa- 
ble, en cuyo caso se impondrá multa de cien a mil días (art 246).

	 e)	� No expedición oportuna por la autoridad responsable de las copias o 
documentos solicitados por las partes para rendir como pruebas, 
o expedición incompleta o ilegible de los documentos. En este caso, 
se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días. Si la autoridad, 
a pesar de la solicitud del órgano jurisdiccional de amparo no los 
remite o los remite incompletos o ilegibles, se le impondrá multa de 
cien a mil días (art 254).

	 f)	� No decisión sobre la suspensión oficiosa en la materia penal en el 
amparo directo, en términos del art 191. En estos casos se impondrá 
a la autoridad responsable multa de cien a mil días (art 257).

	 g)	� No rendición del informe previo, en cuyo caso se sancionará a la res-
ponsable con multa de cien a mil días (art 260, fracc I). 

	h)	� No rendición del informe con justificación o rendición de éste, pero 
sin remitir, en su caso, copia certificada completa y legible de las 
constancias necesarias para la solución del juicio constitucional. Asi-
mismo, omisión de referirse a la representación que aduce el promo-
vente de la demanda, en cuyo caso se sancionará a la responsable 
con multa de cien a mil días (art 260, fracc II).

	 i)	� Omisión del informe o de la remisión, en su caso, de la certificación 
relativa a la fecha de notificación del acto reclamado, la de presenta-
ción de la demanda y de los días inhábiles que mediaron entre uno y 
otro acto. Se sancionará a la responsable con multa de cien a mil días 
(art 260, fracc III).

	 j)	� Omisión de dar trámite a la demanda de amparo o no remisión con 
la oportunidad debida y en los plazos previstos por la ley, de las cons-
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17.2 Responsabilidad de las autoridades responsables             285

tancias que le sean solicitadas por amparo o por las partes en el juicio 
constitucional. Se sancionará a la responsable con multa de cien a mil 
días (art 260, fracc IV).

	 k)	� Incumplimiento de la ejecutoria de amparo a que se refieren los arts 
192 y 193. La multa será de cien a mil días (art 258).

Por lo que hace a la responsabilidad penal de las autoridades respon-
sables, los delitos especiales tipificados en la LAmp son los siguientes:

En términos del art 262, se impondrá pena de tres a nueve años de 
prisión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e inhabilitación 
de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión pú-
blicos al servidor público que con el carácter de autoridad responsable en 
el juicio de amparo o en el incidente de suspensión:

	 I.	� Al rendir informe previo o con justificación exprese un hecho falso o 
niegue la verdad;

	II.	� Sin motivo justificado revoque o deje sin efecto el acto que se le reclama 
con el propósito de que se sobresea en el amparo, sólo para insistir con 
posterioridad en la emisión del mismo;

	III.	� No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, indepen-
dientemente de cualquier otro delito en que incurra;

	IV.	� En los casos de suspensión admita, por notoria mala fe o negligencia 
inexcusable, fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, y

	V.	� Fuera de los casos señalados en las fracciones anteriores, se resista de 
cualquier modo a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas 
en materia de amparo.

Según el art 267, se impondrá pena de cinco a diez años de prisión, 
multa de cien a mil días, en su caso destitución e inhabilitación de cinco 
a diez años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos a 
la autoridad que dolosamente:

	 I.	� Incumpla una sentencia de amparo o no la haga cumplir;
	II.	� Repita el acto reclamado;
	III.	� Omita cumplir cabalmente con la resolución que establece la existencia 

del exceso o defecto, y
	IV.	� Incumpla la resolución en el incidente que estime incumplimiento sobre 

declaratoria general de inconstitucionalidad.

Las mismas penas mencionadas se impondrán, en su caso, al supe- 
rior de la autoridad responsable que no haga cumplir una sentencia de 
amparo.
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286             RESPONSABILIDADES EN EL JUICIO DE AMPARO

Según el art 268, se impondrá pena de uno a tres años de prisión o 
multa de treinta a trescientos días y en ambos casos destitución e inha-
bilitación de uno a tres años para desempeñar otro cargo, empleo o comi-
sión públicos a la autoridad que dolosamente aplique una norma decla-
rada inconstitucional por la scjn.

17.3  Responsabilidad del quejoso y del tercero interesado

Además de las sanciones dirigidas contra actos ilícitos de la autoridad, la 
LAmp prevé diversas hipótesis de faltas o delitos que pueden cometer los 
particulares que intervienen como partes en el juicio de amparo, ya sea 
el quejoso o el tercero interesado: se trata de conductas de índole diver-
sa, que pueden consistir en falsedades, ocultamiento de información, 
obstrucciones de la justicia por la presentación de promociones dirigidas 
a generar dilaciones o interposición de recursos notoriamente impro-
cedentes.

El art 238 autoriza que las multas derivadas por una infracción po-
drán aplicarse tanto a la parte procesal (esto es, el quejoso o tercero inte-
resado) como a quienes promuevan en su nombre, sus apoderados o sus 
abogados, según lo resuelva el órgano jurisdiccional de amparo. En con-
cordancia con el límite previsto en el art 21 constitucional, se señala que 
si el infractor fuera jornalero, obrero o trabajador, la multa no podrá exce-
der de su jornal o salario de un día.

En concreto, las faltas son las siguientes:

	a)	� Promover un juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del 
tercero interesado, afirmando tener la representación ante la autori-
dad responsable, pero sin que ésta se halle efectivamente reconocida. 
Se le impondrá multa de treinta a trescientos días (art 240, LAmp).

	b)	� Promover un juicio de amparo indirecto en materia penal, afirmando 
ser defensor, pero sin que ese carácter se demuestre. Se impondrá 
una multa de cincuenta a quinientos días (art 241).

	 c)	� No hacer del conocimiento de la autoridad de amparo la noticia del 
fallecimiento del quejoso o del tercero interesado. Se le impondrá 
multa de cincuenta a quinientos días (art 242).

	d)	� De mala fe, designar como autoridad ejecutora a quien no lo sea para 
dar competencia a un juez de distrito o tribunal unitario de circuito. 
Se impondrá multa de cincuenta a quinientos días (art 248). 
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17.3 Responsabilidad del quejoso y del tercero interesado             287

�      Lo anterior será aplicable siempre y cuando no se reclamen actos 
que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad 
personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o ex-
pulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada 
de personas o alguno de los prohibidos por el art 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorpora- 
ción forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.

	 e)	� Promover el mismo quejoso dos o más juicios de amparo contra el 
mismo acto reclamado, siempre que el juez de distrito o tribunal uni-
tario de circuito que conozca del primero en trámite no encontrare 
motivo fundado para la promoción de los subsiguientes. Se impondrá 
multa de cincuenta a quinientos días (art 249).

	 f)	� Presentar una recusación improcedente y si el órgano jurisdiccional 
que la deseche o desestime encuentre que existen elementos sufi-
cientes que demuestren que la promoción se haya dirigido a entorpe-
cer o dilatar el procedimiento en cuestión. Se impondrá multa de 
treinta a trescientos días de salario (art 250).

	 g)	� No comunicar al órgano de amparo cuando se tenga conocimiento de 
la existencia de alguna causa de sobreseimiento. Se impondrá multa 
de treinta a trescientos días (art 251).

	h)	� Promover una nulidad de notificaciones que sea desechada de plano 
y se declare notoriamente improcedente, en cuyo caso se impondrá 
multa de treinta a trescientos días (art 252).

	 i)	� En el caso del incidente de reposición de constancias de autos, resul-
tar responsable por la pérdida de constancias, en cuyo caso le impon-
drá multa de cien a mil días (art 253).

	 j)	� Objetar la falsedad de un documento con mala fe cuando el juez de 
distrito desechare esa impugnación presentada. Se impondrá multa 
de treinta a trescientos días (art 255).

	 k)	� Promover un segundo incidente de suspensión contra el mismo acto 
reclamado y contra las mismas autoridades, indebidamente y con 
mala fe. Se impondrá multa de cincuenta a quinientos días (art 256).

	 l)	� Faltas al orden y al respeto en el juzgado o tribunal, según la prudente 
apreciación de los órganos jurisdiccionales de amparo, de acuerdo 
con las facultades de los arts 236 y 237 de la LAmp, previo apercibi-
miento. Las multas serán de cincuenta a mil días (art 259).

Respecto a los delitos especiales que se tipifican, cometidos por el 
quejoso o el tercero, el principal de ellos es la falsedad, la cual se sanciona 
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288             RESPONSABILIDADES EN EL JUICIO DE AMPARO

con pena de dos a seis años de prisión y multa de treinta a trescientos 
días. Según el art 261, esta pena se impondrá:

	I.	� Al quejoso, a su abogado autorizado o a ambos si con el propósito de ob-
tener una ventaja procesal indebida, en la demanda afirme hechos falsos 
u omita los que le consten en relación con el acto reclamado, siempre que 
no se reclamen actos que importen peligro de privación de la vida, ata-
ques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, de-
portación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición 
forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incor-
poración forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, y

	II.	� Al quejoso o tercero interesado, a su abogado o a ambos, si en el juicio 
de amparo presentan testigos o documentos falsos. 

Se trata de tipos específicos de falsedad que se aplican con prioridad, 
según las reglas del concurso de normas respecto a los tipos de false- 
dad previstos en la legislación penal sustantiva. 
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UNIDAD 18
Amparo agrario

18.1  Concepto 

Con la denominación de amparo agrario se ha estudiado un conjunto de 
reglas específicas, de tinte social y protector, que adecuan la tramitación 
general del amparo a aquellos casos en los cuales están en juego dere-
chos de contenido agrario. Se trata de normas en sintonía con el espíritu 
social que alentó la Constitución de 1917, plasmado en el numeral 27 y 
que en esa medida resultan en flexibilizaciones del rigorismo formal y los 
tecnicismos del amparo, con el fin de brindar protección a los núcleos de 
población ejidales, comunales y en general a la clase campesina. 

La anterior legislación de amparo, abrogada en 2013, previó un apar-
tado relativo al amparo agrario en sus arts 212 al 234. En el texto de la 
nueva legislación de 2013 se quitó ese apartado separado y se discutió 
mucho si eso significaba “suprimir” el amparo agrario, toda vez que su 
texto ya no incluye un apartado específico para esta materia, como lo ha-
cía la ley anterior. Sin embargo, es claro que las disposiciones protectoras 
en materia agraria han permanecido en lo sustantivo, si bien ahora inclui-
das en el articulado de la nueva ley.
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290             AMPARO AGRARIO

18.2 � Aspectos generales: derecho agrario y 
artículo 27 constitucional

El derecho agrario es la rama del derecho que contiene las normas regu-
ladoras de las relaciones jurídicas concernientes a la tenencia de la tierra 
rústica y la agricultura. Dicha disciplina jurídica se localiza dentro del de-
recho social, cuyo ideal es resolver los problemas agrarios. Los sujetos del 
derecho agrario son los que realizan relaciones contempladas por las 
disposiciones agrarias, entre las que se cuentan el art 27 constitucional y 
la Ley Agraria. En síntesis, el derecho agrario estudia las incidencias de la 
propiedad agraria.

Como es bien sabido, en 1910 la situación en el campo era insosteni-
ble. Hambre, enfermedades e ignorancia ahogaban a las grandes masas 
campesinas, las cuales encontraron en la lucha armada un medio para 
solucionar sus problemas. La Revolución Mexicana se institucionalizó en 
la Constitución de 1917, la cual cambió las características liberales indi-
vidualistas observadas en la de 1857 por un sistema social en el cual 
destacó el art 27 que habría de establecer para el país un nuevo régi- 
men de propiedad, a partir del principio de que la propiedad de las tierras 
y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corres-
ponde originariamente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho a 
transmitir el dominio de ellas a los particulares para constituir la propie-
dad privada. 

Con ese señalamiento constitucional queda claro que la propiedad 
privada la integra sólo la nación, la cual puede hacer con esos bienes lo 
más adecuado con apego al interés público. En el Congreso Constituyente 
de 1916-1917 se discutió con verdadera pasión todo lo relativo al pro-
blema agrario, que originó el art 27, en el cual quedó plasmada la legíti-
ma aspiración de los campesinos: dar la tierra a quienes verdaderamente 
la trabajan.

La legislación agraria se ha inclinado por afirmar la función social de 
la propiedad de la tierra; en consecuencia, la propiedad es un derecho del 
individuo reconocido por la ley, mediante el cual se le permite usar, dis-
frutar y disponer de una cosa, con las limitaciones y modalidades que la 
ley impone; además, se impide la propiedad privada sobre ciertos bienes, 
entre otros las sustancias del subsuelo. 

La doctrina en la materia considera que en México el concepto clásico 
de propiedad privada desapareció a partir de la Constitución de 1917 y 
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se impuso el criterio de propiedad como función social, que tiende no a 
causar daño sino a ser un aliciente a las masas desvalidas del país, ha-
ciéndoles renacer la confianza en la justicia social y, por ello, en un justo 
reparto de la riqueza. 

En la creación del art 27 constitucional se establecieron las medidas 
necesarias para lograr un reparto más justo de las tierras agrícolas del 
país. Acorde con este artículo, se decretó la desaparición de los latifun-
dios y en su lugar se concibió a la pequeña propiedad, señalándose su 
máxima extensión en un justo término que le da el carácter de inafecta-
ble. De esta manera, los medios de propiedad agraria en México estable-
cidos son: la pequeña, la ejidal y la comunal.

El ejido es una reminiscencia del pueblo azteca; por medio de él, a 
determinado grupo de campesinos se les otorga una extensión territorial 
en forma gratuita, para explotarla, organizándose para dicho efecto en 
una sociedad, en la cual cada quien explotará la parte que le corresponde, 
pero estarán unidos para una mejor defensa de los intereses comunes.

El art 27 declaró nulas las enajenaciones de tierras, aguas y montes 
pertenecientes a los pueblos, realizadas por los jefes políticos y otras au-
toridades, así como las concesiones, composiciones y ventas hechas por 
las autoridades federales desde el 10 de diciembre de 1876 hasta la fecha 
en que entró en vigor la Constitución, con las cuales se hayan invadido y 
ocupado ilegalmente los ejidos, terrenos y común repartimiento o de otra 
clase, pertenecientes a los pueblos y comunidades. Asimismo, declaró 
nulas las diligencias de apeo y deslinde que se hayan hecho en detrimen-
to de las tierras pertenecientes a los núcleos de población, excepción 
hecha de las efectuadas con apego a la ley del 25 de junio de 1856, siem-
pre y cuando dichas tierras se posean en nombre propio, a título de 
dominio por más de 10 años y cuando su superficie sea de 50 hectáreas.

Dicho artículo organizó el sistema ejidal y señala la extensión mínima 
de la parcela en 10 hectáreas o su equivalente. Asimismo, se declararon 
revisables y susceptibles de ser declarados nulos todos los contratos y 
concesiones hechos por los gobiernos anteriores desde 1876 que hayan 
producido el acaparamiento de tierras, aguas y riquezas naturales de la 
nación por una sola persona o sociedad.

Al señalar la nulidad de esos actos y disponer nuevas reglas para la 
tenencia de la tierra, el régimen constitucional produjo la apertura de un 
proceso político, jurídico y social de gran relevancia durante el siglo pa-
sado, que fue el reparto agrario. Uno de los gobiernos posrevolucionarios 
que más destacó fue el del general Lázaro Cárdenas (durante el sexenio 
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292             AMPARO AGRARIO

1934-1940), quien repartió gran cantidad de tierras (unos 18 millones de 
hectáreas) y consideró indispensable crear un nuevo sistema económico 
agrícola para lograr la liberación económica absoluta del trabajador del 
campo. 

Los gobiernos poscardenistas continuaron repartiendo tierras a los 
campesinos, así como regularizaron la tenencia de la tierra, en particular 
la pequeña propiedad. Después del abundante número de actos legislati-
vos en materia agraria promulgados entre 1920-1942, se creó una nueva 
legislación de importancia hasta 1971 con la Ley Federal de Reforma Agra-
ria, que inició su vigencia durante el régimen echeverrista.

Finalmente, en la última década del siglo xx la Ley Agraria de 1992, 
publicada durante el régimen de Carlos Salinas, sostiene como principal 
postulado el fin del reparto agrario. Por tanto, prevé la creación de insti-
tuciones jurídicas futuras que tengan por objeto permitir un crecimiento 
productivo en el campo. Esta ley incorpora un nuevo régimen jurídico 
para la materia, que mantiene como características primordiales las si-
guientes: dado el fin del reparto de tierras, la ley debe reconocer expre-
samente la propiedad ejidal y comunal actual de los núcleos de pobla-
ción, se otorgan mayores libertades a la asamblea ejidal para ejercer el 
derecho de propiedad sobre las tierras comunes y se conceden mayores 
libertades a los individuos para efectuar contratos que permitan el uso o 
usufructo de su parcela por algún tercero.

En el anterior contexto de la justicia agraria, el desarrollo de las insti-
tuciones agrarias puso de manifiesto la necesidad de efectuar adecuacio-
nes al amparo para que realmente fungiera como un mecanismo protec-
tor de la población frente a los abusos del poder. Por ello, en el ámbito de 
la justicia agraria, esta exigencia de ser protector se hace más acuciante, 
porque los grupos campesinos han sido uno de los sectores vulnerables 
de nuestra sociedad. Sin embargo, la adecuación del amparo al ámbito 
agrario se dio con cierto retraso, particularmente hasta la década de 
1960, en la reforma constitucional de 1962 y la reforma a la LAmp de 
1963, que se mencionaron en el apartado histórico y que buscaron per-
filar una justicia de amparo no muy formalizada, sino material, a la cual 
realmente pudieran acceder los núcleos campesinos. Las modificacio- 
nes realizadas precisaron las previsiones protectoras aplicables al amparo 
en materia agraria, principalmente la suplencia de la deficiencia de la 
queja en un sentido amplísimo y la no procedencia del desistimiento, el 
sobreseimiento por inactividad, ni la caducidad de la instancia, cuando 
se afecten los derechos de los ejidos.
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18.3  El actual amparo en materia agraria

El ámbito protector del juicio de amparo en materia agraria se expresa en 
dos principios fundamentales: la flexibilización de formalismos y requisi-
tos procesales, y la suplencia de la queja en el sentido más amplio, inclui-
da la recepción oficiosa de pruebas de parte del juez. Así, la fracc II del 
art 107 constitucional señala en sus párrafos conducentes que deberán 
recabarse de oficio las pruebas que puedan beneficiar a los ejidos o nú-
cleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comu-
nal, o a los ejidatarios o comuneros cuando reclamen actos que tengan o 
puedan tener como consecuencia privarlos de la propiedad o de la pose-
sión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes. Además, el órgano 
deberá acordar las diligencias que estime necesarias para precisar sus de-
rechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

Adicionalmente, en la misma fracción se establece que en dichos jui-
cios de amparo no procederán el sobreseimiento por inactividad procesal 
ni la caducidad de la instancia, salvo cuando sean en beneficio de los 
núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros. 

18.3.1  Plazo para interponer la demanda

Como se vio con antelación, el plazo genérico para presentar la demanda 
de amparo es de quince días, según lo señala el art 17 de la LAmp. Esto 
no tiene aplicabilidad en el ámbito del amparo agrario, en el cual el plazo 
es de siete años. Así lo establece la fracc III:

III.	� Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener 
por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de 
la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos 
de población ejidal o comunal, en que será de siete años, contados a 
partir de que, de manera indubitable, la autoridad responsable notifique 
el acto a los grupos agrarios mencionados.

18.3.2  Obtención oficiosa de pruebas

El art 75 de la LAmp dispone en el párr cuarto que en el amparo agrario 
se deberán recabar de oficio aquellas pruebas que puedan beneficiar a 
los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guar-
den el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros. Esto será aplica-
ble cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como conse-
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cuencia privarlos de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus 
tierras, aguas, pastos y montes.

Asimismo, el órgano deberá acordar las diligencias que se estimen 
necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y 
efectos de los actos reclamados. De este modo, se reitera en dicho pre-
cepto el mandato constitucional, de esta regla claramente protectora de 
los núcleos de población campesina. Sobre este tema son de interés las 
tesis siguientes:

Pruebas en el juicio agrario. La omisión de recabarlas oficiosamente y ordenar 
su práctica, ampliación o perfeccionamiento cuando sean indispensables para 
conocer la verdad sobre los puntos sometidos a litigio constituye una violación 
a las leyes del procedimiento, análoga a las previstas en el artículo 159 de la Ley 
de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, e impugnable en el juicio uniins-
tancial.  De una interpretación teleológica de los artículos 185 a 187 y 189 de la Ley 
Agraria se advierte que los tribunales de la materia tienen la obligación de recabar 
oficiosamente pruebas y acordar su práctica, ampliación o perfeccionamiento cuando 
sean indispensables para conocer la verdad sobre los puntos sometidos a litigio; por 
tanto, la omisión de actuar en ese sentido constituye una violación a las leyes del pro-
cedimiento que afecta las defensas del quejoso, análoga a las previstas en el artículo 
159 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, e impugnable en el juicio 
uniinstancial que se interponga contra la resolución definitiva del asunto, dado que la 
referida obligación probatoria resulta indispensable, a fin de que el fallo se emita con-
forme a derecho.1

Amparo indirecto en materia agraria. Para proveer sobre la admisión de la 
demanda promovida por el quejoso como tercero extraño por equiparación, en 
su carácter de sujeto perteneciente al régimen agrario, es obligación del Juez de 
Distrito recabar, de oficio, todas las pruebas que puedan beneficiarlo y acordar 
las diligencias necesarias para precisar sus derechos, así como la naturaleza y 
efectos de los actos reclamados.  Para proveer sobre la admisión de la demanda de 
amparo indirecto, promovida por el quejoso como tercero extraño por equiparación, 
en su carácter de sujeto perteneciente al régimen agrario a que se refiere el artículo 
107, fracción II, párrafo sexto, de la Constitución General de la República, el Juez de 
Distrito está obligado a recabar, de oficio, todas las pruebas que puedan beneficiarlo y 
acordar las diligencias necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la natu-
raleza y efectos de los actos reclamados, y no requerirlo para que manifieste si fue 
parte en el juicio de donde emanó el acto reclamado y, en caso de ser así, señale datos 
completos del asunto, naturaleza, estado procesal y nombres del actor y demandado.2

	 1	�Jurisprudencia 2 006 193 [Tesis: XXI,1o. P.A. J/1 (10a.)], 10a época, tcc, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, t II, p 1365.

	 2	�Jurisprudencia 2 004 150 [Tesis: II.3o.A. 62 A (10a.)], 10a época, tcc, Semanario Judicial de la 
Federación y su gaceta, Libro XXIII, agosto de 2013, t 3, p 1548.
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18.3.3  Suplencia de la queja deficiente

Como se explicó con anterioridad, la suplencia es una figura con un claro 
tinte social en tanto busca proteger a los quejosos que por sus condicio-
nes no están en posibilidad de ser expertos en derecho, ante el riesgo de 
que por ignorancia o impericia se puedan comprometer sus derechos. En 
tal sentido, es claro que la suplencia debe operar en favor de los campe-
sinos. Así, el art 79 de la LAmp dispone que la autoridad que conozca del 
juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de viola-
ción o agravios, en los casos siguientes:

[…}
IV.	 En materia agraria:

	 a)	� En los casos a que se refiere la fracción III del artículo 17 de esta 
ley, y

	 b)	� En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, cuando el acto 
reclamado afecte sus bienes o derechos agrarios.

	�       En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de expo-
siciones, comparecencias y alegatos, así como en los recursos que los 
mismos interpongan con motivo de dichos juicios.

Como se observa, la suplencia es amplia en tanto no se limita a los 
agravios, sino también a “exposiciones, comparecencias y alegatos”, es 
decir, supone un deber del órgano de amparo de velar durante todo el 
procedimiento por los derechos de este núcleo de población. 

Respecto a la suplencia de la queja, son de interés las tesis siguientes:

Suplencia de la queja deficiente en los juicios de amparo en materia agraria. 
Para que opere es necesario que los actos reclamados afecten o puedan afectar 
derechos agrarios de los promoventes.  De la interpretación sistemática de las dis-
posiciones contenidas en el Libro Segundo de la Ley de Amparo, particularmente de 
sus artículos 212, 217, 218 y 227, se colige que la suplencia de la queja deficiente en 
los juicios de amparo en materia agraria en que sean parte como quejosos o como 
terceros perjudicados las entidades o individuos que menciona el artículo 212, así 
como en los recursos que interpongan con motivo de dichos juicios, sólo opera 
cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por efecto privar total o parcial-
mente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus 
derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, esto 
es, cuando afecten sus derechos agrarios, ya que la ratio legis del indicado Libro 
Segundo es tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios o 
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comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos, también 
agrarios, a quienes pertenezcan a la clase campesina, por lo que dicha suplencia no 
debe llegar al extremo de aceptar su procedencia si los actos reclamados no afectan 
los derechos agrarios de los promoventes. Así, es insuficiente el hecho de que el juicio 
de amparo lo promueva un núcleo de población ejidal o comunal, o tenga el carácter 
de tercero perjudicado, para que opere la suplencia de la queja deficiente a que se 
refiere el artículo 76 bis, fracción III, en relación con el diverso 227, ambos de la Ley de 
Amparo, pues se requiere, indefectiblemente, que los actos reclamados sean de na-
turaleza netamente agraria y como tales afecten o puedan afectar sus derechos 
agrarios.3

Suplencia de la queja deficiente en el amparo agrario, cuando ambas partes en 
el juicio agrario de origen sean beneficiarias de dicha figura.  Si bien la finalidad 
primordial del amparo agrario consiste en facilitar a los núcleos de población en gene-
ral y, a los campesinos en particular, la defensa de sus derechos agrarios más allá de los 
principios que se aplican en todo tipo de amparo, de tal manera que dicho juicio sea 
un medio eficaz del derecho social previsto en el artículo 27 de la Constitución Federal, 
para lo cual, entre otras, se aplica en beneficio de aquéllos la figura de la suplencia de 
la deficiencia de la queja. Lo cierto es que dicha aplicación no debe romper con el 
equilibrio procesal que rige en este tipo de contienda cuando ambas partes en el jui-
cio de origen sean sujetos de derecho agrario.4

18.3.4 � Flexibilidad de los requisitos 
para presentar promociones

Como ya se vio, para presentar los recursos en el amparo se prevén deter-
minados requisitos, principalmente que se interpongan por escrito, con 
la clara expresión de agravios y aun con las copias necesarias. La falta de 
éstos motivará prevención y, en su caso, que se tenga por no interpuesto 
el recurso; sin embargo, estas reglas no se aplican en amparo agrario. Así, 
según el art 88, párr cuarto, para el recurso de revisión no se tendrá por 
no interpuesto cuando se afecten derechos agrarios de núcleos de pobla-
ción ejidal o comunal o de ejidatarios o comuneros en lo individual, o 
quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en 
clara desventaja social para emprender un juicio, en cuyos casos el ór-
gano jurisdiccional expedirá las copias correspondientes. Lo mismo es 
aplicable para el recurso de queja, previsto en el párr tercero del art 100.

	 3	�Jurisprudencia 2 000 034 [Tesis: 2a./J. 23/2011 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial 
de la Federación y su gaceta, Libro III, diciembre de 2011, t 4, p 3198.

	 4	�Tesis aislada [Tesis: 2a. XCIII/2012 (10a.)], 10a época, 2a Sala, Semanario Judicial de la Fede-
ración y su gaceta, Libro XV, diciembre de 2012, t 1, p 1040.
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La expedición oficiosa de las copias requeridas por la ley opera tam-
bién en el caso de la presentación del escrito de demanda. Según el párr 
segundo del art 110 de la LAmp, el órgano jurisdiccional de amparo man-
dará expedir de oficio las copias cuando en el amparo se puedan afectar 
los derechos agrarios de los núcleos de población comunal o ejidal o de los 
ejidatarios o comuneros, así como cuando se trate de quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja 
social para emprender un juicio.

18.3.5  Informe de la autoridad responsable

Cuando se trata del amparo en materia agraria, se obliga a la autoridad 
responsable a que —además de los otros requisitos— en su informe de-
berá expresar el nombre y el domicilio del tercero interesado, los precep-
tos legales que justifiquen los actos que en realidad hayan ejecutado o 
pretendan ejecutar. Igualmente, la fecha en la cual se hayan dictado las 
resoluciones que amparen los derechos agrarios del quejoso y del tercero, 
en su caso, y la forma y términos en que se hayan ejecutado, así como 
los actos en virtud de los cuales aquéllos hayan adquirido sus derechos. 
De todas esas cuestiones deberán acompañar al informe copias certifica-
das, así como de las actas de posesión, planos de ejecución, censos agra-
rios, certificados de derechos agrarios, títulos de parcela y demás cons-
tancias necesarias para precisar los derechos de las partes, según lo 
dispone el párr quinto del art 117 de la LAmp. 

18.3.6  Suspensión de oficio del acto reclamado 

Finalmente, una protección adicional a las clases campesinas en el am-
paro agrario es la suspensión concedida de oficio y de plano. Así lo esta-
blece el art 126 en su párr tercero, de acuerdo con el cual se suspenderá 
de esta forma cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por 
efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la 
propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos de 
población ejidal o comunal.
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Ley, 274-275
Agraria de 1992, 292
de Amparo de 2013, 46-47
de Amparo, Reglamentaria de los Ar-

tículos 103 y 107 Constitucionales, 
45

de Profesiones, 62
Federal de Reforma Agraria, 292
Orgánica de los Artículos 101 y 102 de 

la Constitución Federal, 37
Orgánica de los Artículos 101 y 102 de 

la Constitución, 37
Orgánica de Procedimientos de los Tri-

bunales de la Federación, 37
Orgánica del Poder Judicial de la Fede-

ración (lopjf), 22
Reglamentaria de las Fracciones I y II 

del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 26

Reglamentaria de los Artículos 103 y 
104 de la Constitución Federal, 44

Reglamentaria del Artículo 105 Consti-
tucional, 28

Suprema de la Unión, 4
leyes,

autoaplicativas y heteroaplicativas, 
135-136

de amparo históricas, 44-46
y códigos durante la vigencia de la 

litispendencia. Para que se 
actualice esta causal de improce-
dencia, prevista en el artículo 
73, fracción III, de la Ley de 
Amparo, vigente hasta el 2 de 
abril de 2013, es necesario que 
se hayan admitido las demandas 
respectivas, 83-84

López Betancourt, Eduardo, 2
López Rayón, Ignacio, 32

medidas de preservación, 240
medios 

de impugnación, 249 
de inconformidad, 249 

de revisión, 249
de queja, 249 
de propiedad agraria en México,

comunal, 291
ejidal, 291 
pequeña, 291

de reclamación, 249
Ministerio Público federal, 74

naturaleza jurídica, 49-50
no procedencia del desistimiento, 292
no protesta legal, 178-179
nombramiento de peritos, 155
normas 

autoaplicativas, 79, 135
heteroaplicativas, 79, 135

notificación(es), 113-120 
electrónicas, 117-119
personales, 114
por lista, 117
por medio del actuario, 117
por oficio, 116-117
y apercibimiento a la autoridad res-

ponsable, 204-205
nuevo parámetro de control de regularidad 

o validez, 55
nulidad de notificaciones en el amparo 

directo, 121-122

objeción de documentos por alguna de 
las partes, 156

objeto 
de la acción, 51
del juicio de amparo, 50
del recurso de queja, 258
del recurso de reclamación, 263
del recurso de revisión, 249-250

obtención oficiosa de pruebas, 293-294
Ojeda Bohórquez, Ricardo, 49, 68, 73, 

74, 129
órgano 

competente, 254
jurisdiccional, 13-14

competente, 50, 129-132, 162-163
mixto, 14
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neutro, 15
político, 12-13
popular, 14

origen y evolución de la jurisprudencia, 
266-267

Otero, Mariano, 28
otorgamiento de garantía para la suspen-

sión y contragarantía, 229-230

Pallares Portillo, Eduardo, 113
parte(s),

acusada, 70
demandada, 70 
dogmática y orgánica de la Constitu-

ción, 3-4
sui genéris, 70

pasos a seguir en el control de constitu-
cionalidad y convencionalidad ex 
officio en materia de derechos 
humanos, 17-18

persona 
física, 103
moral, 103

cuya representación legal recaiga 
en varias personas, 107

personalidad 
en el ámbito procesal, 103-106
en el juicio de amparo indirecto, 105
o personería, 103

plazo(s) 
general para presentar la demanda de 

amparo, 175
judiciales, 112-113
para interponer la demanda de 

amparo, 143-144, 293
para presentar la demanda de 

amparo, 175-176
preprocesal, 109-112
supervenientes, 154

poder constituyente y poderes constitui-
dos, 7-8

ponencia y resolución, 186-187
presentación 

de la demanda de amparo, 179
del recurso de queja, 261

por vía electrónica, 148
prevenciones 

al promovente, 151, 179, 261
al recurrente, 256

primacía, 4
primeras décadas de vida independiente, 

32-33
principio(s) 

constitucionales 
de las sentencias, 195-198
rectores del juicio de amparo, 

58-66
de congruencia, 64
de definitividad, 60-61, 163, 173
de estricto derecho, 64
de instancia de parte agraviada, 59
de interpretación conforme, 17
de legalidad, 265
de progresividad, 173
de prosecución judicial, 61
de relatividad de la sentencia, 15, 61, 

195, 204
de suplencia de la queja, 64-66, 188
de suplencia del error, 66
pro accione, 101
pro persona o control de constitucio-

nalidad, 177, 188 
que rige el procedimiento de amparo, 

61
que rigen la acción de amparo, 59-60
que rigen las sentencias de amparo, 

61-64
procedencia, 227-229 

de la suspensión a instancia de parte, 
227-229

del amparo adhesivo, 183-184
del amparo por interés legítimo, 46
en amparo directo, 250-253
en el amparo indirecto, 132-143, 250
en el juicio de amparo directo, 163-

171
en el procedimiento de amparo 

directo, 260
en el procedimiento de amparo indi-

recto, 259-260
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en el recurso de queja, 259
en el recurso de reclamación, 263
por violaciones en el procedimiento 

(in procedendo), 167-171
por violaciones en la sentencia (in 

judicando), 163-164
procedimiento(s), 58 

de desafuero, 76
de reiteración o contradicción, 266

profesiones, inconstitucionalidad de la 
Ley de (extranjeros), 62-63

prohibición de “dar carpetazo al asunto”, 
222

protesta de preservar la Constitución, 10
Proyecto de la Minoría de 1842, 14
pruebas 

en el incidente de suspensión, 235
en el juicio agrario, 294
en la audiencia constitucional, 154-

156
publicación 

de la jurisprudencia, 275-276
por medios electrónicos, 275

quejoso en el juicio de amparo, 67-69
Quiroz Acosta, Enrique, 14

recurso(s) 
adhesivo, 257
de “súplica”, 45
de casación francés, 32
de inconformidad, 218-221
de queja, 258-262, 296
de reclamación, 263-264
de revisión, 38, 249-258, 296 

de autoridad, 255
en el juicio de amparo, 249-264
en materia contenciosa administra-

tiva, 171
extraordinario, 129

recusaciones en el amparo, 127
reducción o dispensa de la garantía, 230-

231
reforma 

a la LAmp de 1963, 292

constitucional de 1962, 292
reglas generales de las notificaciones, 

113-114
Rejón, Manuel Crescencio, 28, 34, 35
relatividad de la sentencia, 195, 278
remisión del recurso de queja, 262
repetición del acto reclamado, 213-215
reposición de constancias de autos, 122-

123
representación 

de la autoridad responsable, 107-109
del quejoso y del tercero interesado, 

106-107
en el juicio de amparo, 106-109
legal, 106
voluntaria, 106

requisitos 
de fondo, 199-202
de forma, 198-199
de las sentencias, 198-202

resolución(es) 
del recurso de queja, 262
que ponen fin al juicio, 166-167
sobre incumplimiento y sanción a las 

responsables, 207-210
y efectos de la suspensión, 236-241

responsabilidad(es) 
administrativa, 281
de las autoridades responsables, 283-

286
de los funcionarios judiciales, 280-281
del quejoso y del tercero interesado, 

286-288
en el juicio de amparo, 280-288
penal, 281

retroactividad de la jurisprudencia, 274-
275

revisión en amparo directo, 
procede contra normas generales, 

pero solo cuando deba fijarse un 
criterio de importancia y tras-
cendencia,  252-253 

requisitos para su procedencia, 251-
252

revocación de la suspensión, 245-246
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Revolución Mexicana, 290
Roma, 30-31

Salinas de Gortari, Carlos, 292
Sánchez Gil,  Rubén, 60, 180, 181, 182, 

226
según el órgano, 

político, 12
jurisdiccional, 12
los alcances de la protección, 15-16
mixto, 12
popular, 
neutro, 12

Semanario Judicial de la Federación, 267, 
270, 275

sentencia(s), 187-188, 200, 206, 285, 588
apartados de las, 

considerandos, 199
puntos resolutivos, 199
resultandos, 199,
vistos, 199

constitutivas, 195
de amparo directo, 191, 194-222
de amparo indirecto, 209
de amparo. Su cumplimiento debe 

ser total, atento a los principios 
de congruencia y exhaustividad, 
206

de condena, 195 
de congruencia, 200
definitiva, 165
en el amparo indirecto, 156-157
equiparables a definitivas, 166
puramente declarativas, 195

Siete Leyes Constitucionales de 1836, 12, 
33

Silva García, Fernando, 73
Silva Ramírez, Luciano, 15, 31, 51, 62, 

75, 178, 179
sistema(s) 

de control, 11
de formación de jurisprudencia, 270-

274
del precedente, 266
y mecanismos de control de la consti-

tucionalidad,  11-20

sobreseimiento, 95-101 
en el juicio de amparo directo por 

consentimiento del laudo
reclamado, 99-100
por inactividad procesal en el juicio 

de amparo directo, 101, 292
substanciación 

ante el tribunal colegiado, 182-193
del amparo directo, 176-182
del amparo indirecto, 150-152
del recurso en el juicio de amparo, 

254-258
sujetos en el juicio de amparo, 67
superior jerárquico de la autoridad res-

ponsable, 205
supersedere, 95
suplencia, 196-198 

de deficiencia de la queja,  147, 197-
198, 292

de la queja deficiente en los juicios de 
amparo en materia agraria, 295-
296

Suprema Corte de Justicia de la Nación, 5
supremacía 

constitucional, 4-7
y Ley Suprema de la Unión. Inter-

pretación del artículo
133 constitucional, 7
y orden jerárquico normativo, 

principios de, interpretación
del artículo 133 constitucional que 

los contiene, 5
Supremo Poder Conservador, 33
supuestos 

de responsabilidad en la legislación 
de amparo, 282-283

de responsabilidad en la lopjf,  281-282
específicos de violaciones procesales 

reclamables en amparo directo, 
167-171

suspensión, 137-138 
a instancia de parte, 227-235
contra normas generales, 240
de los actos reclamados,  223-248
de oficio del acto reclamado, 297
de oficio, 226-227
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decretada por autoridad jurisdiccional 
distinta de la de amparo, 242-243

definitiva, 225, 232-233
del acto reclamado en el amparo indi-

recto, 226-227
del acto reclamado, 179-181
en asuntos de materia civil, 240-241
en asuntos de materia laboral, 241
en caso de queja, 261-262
en el amparo directo, 247
en el amparo indirecto, 180
en el juicio de amparo indirecto, 233- 

234
en el juicio de amparo, 231, 238-239 
en el juicio de amparo. Surte sus efec-

tos al decretarse y no al notifi-
carse, 239

en materia penal, 225, 242-246
provisional del acto, 231-232

sustitución de jurisprudencia, 273-274

Tena Ramírez, Felipe, 4, 7, 8
teoría de la Constitución, 1-10
tercero interesado, 73-74
término(s), 109-113 

del artículo 174 de la Ley de Amparo, 
241

del recurso de reclamación, 263
improrrogables o fatales, 109
para el ejercicio de algún derecho 

procesal, 109
para interponer un amparo adhesivo, 

185-186
para la interposición del recurso de 

queja, 260-261
para la interposición del recurso de 

revisión, 254-255
prejudicial, 143
prorrogables, 109		

tónica social de la Constitución, 2
tramitación 

del recurso de queja, 260-262
del recurso de reclamación, 264

trámite del a quo, 207
tratados internacionales, 5, 6-7
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF), 78
tribunales de la federación que conocen 

del amparo, 52-53
turno y resolución del recurso de revi-

sión, 257-258

Vallarta, Ignacio L., 48
víctima u ofendido del delito, 173-174, 

175-176
violación(es) 

a los deberes relacionados con la cita-
ción del imputado, 169

a los derechos del acusado relaciona-
dos con la declaración, 169

a los derechos específicos de miem-
bros de pueblos y comunidades 
indígenas, 169

a los principios de publicidad y orali-
dad, 160

al derecho a ofrecer pruebas, 169
al derecho a tener acceso a los recur-

sos, 169
al derecho a tener la información 

dentro del proceso, 169
al derecho a tener un intérprete, 169
al derecho a tener un juicio público, 

169
al derecho a tener una defensa téc-

nica, 169
al derecho al “careo”, 169
al principio de fijación del objeto de 

la acusación, 169
al principio de igualdad de las partes, 

169
al principio de imparcialidad, 168
al principio de inmediación, 168
al principio de legalidad procesal, 168
in judicando, 160		
in procedendo, 160
procesales, 178
relacionadas con el jurado, 170

vista constitucional, 129

writ of cerciorati, 32
writ of injuction, 32
writ of mandamus, 32
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